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Como organización dedicada al “empoderamiento a través 
del conocimiento”, el Centro Internacional de Investigaciones 
para el Desarrollo (IDRC) de Canadá ha estado comprometi-
do con el empoderamiento de las mujeres. Sus diversos pro-
gramas de apoyo a la investigación utilizan el análisis social 
y de género en iniciativas que específicamente se concentran 
en atender los derechos de las mujeres y su igualdad respec-
to a los varones. 
Una de las muestras de este compromiso fue el financia-
miento de la serie de proyectos de investigación sobre Des-
centralización y Derechos de las Mujeres, cuyos resultados 
para América Latina se compilan en este libro. Este trabajo 
es un aporte que busca profundizar a través de la evidencia 
empírica los debates sobre qué constituye un buen gobierno 
sobre todo a nivel local en el Sur global. La iniciativa la-
tinoamericana complementa la investigación llevada a cabo 
en África subsahariana (Benin, Nigeria y Sudáfrica) y Asia 
(India, Indonesia, Nepal y Pakistán). Esta serie de proyec-
tos de investigación representan el mayor esfuerzo realizado 
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hasta la fecha para conocer si la descentralización ha tenido, 
o no, impactos positivos sobre los derechos de las mujeres. 
Sin querer adelantar los hallazgos que se presentan aquí, es 
importante decir que esta investigación es un aporte a las 
discusiones sobre la gobernanza desde los ángulos concep-
tual, contextual y estratégico. El resultado es una estimulante 
colección de experiencias que desde una perspectiva femi-
nista contribuye a los debates actuales sobre políticas públi-
cas y ciudadanía. 
Pero, ¿Por qué apoyar una investigación sobre descentrali-
zación y derechos de las mujeres? Porque en América Latina, 
desde 1983, prácticamente todos los países han sido testigos 
del traspaso del poder, recursos y responsabilidades a uni-
dades subnacionales de gobierno. Sobre la descentralización 
hay quienes aseguran que aumenta la eficiencia en la gestión 
del desarrollo y que tiene efectos positivos en la gobernanza, 
participación y ciudadanía locales. Descentralización y go-
bernanza están relacionados con el vínculo que existe entre 
los individuos y los Estados nacionales donde estos viven, y 
esta relación es especialmente crucial en el ámbito local. 
Sin embargo, a pesar de la gran cantidad de investiga-
ción que se produjo sobre descentralización desde hace una 
década, se habían explorado muy poco las consecuencias 
del enfoque de la descentralización/gobernanza/derechos en 
relación con los derechos de las mujeres y la justicia de gé-
nero. Si bien la descentralización y la gobernanza local son 
presentadas a menudo como beneficiosas para las mujeres, 
la evidencia muestra que la realidad no es tan simple. El go-
bierno local es el nivel más cercano a la población en gene-
ral, pero las relaciones, estructuras y procesos del gobierno 
local pueden limitar tanto el espacio para la participación de 
las mujeres como el potencial de las políticas públicas para 
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abordar temas de género. De hecho, muchos de los intereses 
que entran en competencia por el poder y los recursos en el 
ámbito del gobierno local obran de tal forma que excluyen 
a las mujeres. Así, los sistemas y relaciones formales e infor-
males pueden incluso limitar el espacio para la participación 
de las mujeres y para el planteo de los temas relevantes para 
ellas. Cuando el impulso para la descentralización es la efi-
ciencia en lugar de la equidad, los intereses de género tienen 
menos probabilidades de ser tomados en cuenta. La colec-
ción de evidencia empírica que se presenta en este volumen 
ayuda a brindar un panorama crítico sobre cuáles son los ca-
sos en que la descentralización ha sido positiva en América 
Latina; por ejemplo cuando es acompañada de participación 
crítica ciudadana y toma en cuenta las diferencias étnicas de 
la población. Es mucho menos exitosa cuando se descentra-
lizan los servicios pero no los recursos financieros, huma-
nos y técnicos. La descentralización tampoco resulta positiva 
cuando no alcanza a dar cuenta, desde una perspectiva de 
género, de la complejidad de acceso y control a los recursos 
naturales, como es el caso del agua en las sociedades pluri-
culturales.
Como todos los buenos libros, cristalizar esta obra requi-
rió de un arduo y minucioso proceso. Los capítulos de este 
volumen empezaron a tomar forma a medida que se siste-
matizaban los resultados de la investigación empírica que se 
llevó a cabo en Ecuador, El Salvador, Honduras y Paraguay 
entre 2007 y 2008. Posteriormente, varias de las autoras par-
ticiparon en una estimulante conferencia internacional orga-
nizada en Ciudad de México en noviembre del 2008. Final-
mente, durante una reunión en Buenos Aires en el 2009, se 
tuvo la oportunidad de reflexionar y refinar los capítulos que 
finalmente conforman este libro. Nuestra esperanza es que 
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esta investigación apoyada por el Centro y que ha sido tan 
reveladora, pueda ahora empoderar e inspirar a otras perso-
nas. 
Como funcionarios concentrados en la programación 
para América Latina y el Caribe, quisiéramos extender un re-
conocimiento a Gloria Bonder, Mónica Rosenfeld, Blas Fer-
nández, Melissa McLean y a las autoras, lo mismo que a las 
colegas en el IDRC, especialmente a Claudie Gosselin, quien 
conceptualizó esta iniciativa hace una década y que de una 
manera u otra han tenido una participación importante en 
este proyecto. 
Por último, es necesario agradecer a las y los ciudadanos 
de Canadá, porque la financiación de este libro proviene de 
una subvención pública del IDRC. 
Prólogo
Gloria Bonder
¿Ha contribuido la descentralización de la gestión estatal 
a promover gobiernos locales más participativos, eficientes 
y transparentes? ¿Son los ámbitos locales más propicios para 
el reconocimiento y ejercicio de los derechos de las mujeres? 
¿Favorecen su participación en el plano social y político?
Estos son los principales interrogantes que guiaron el de-
sarrollo de la iniciativa global: Descentralización y derechos de 
las mujeres implementada en África, Asia y América Latina por 
el IDRC (International Development Research Centre), Canadá.
En el caso de América Latina, la gestión y coordinación 
de este programa estuvo a cargo del Área Género, Sociedad 
y Políticas de FLACSO-Argentina.1 
El programa se inició con un llamado a concurso de pro-
yectos de investigación en esta temática que despertó un 
1 Se puede decir que la misma iniciativa fue un ejercicio de descentraliza-
ción en la medida en que el IDRC delegó en el Área Género, Sociedad y 
Políticas de FLACSO-Argentina la responsabilidad de la gestión y el acom-
pañamiento técnico de los equipos.
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significativo interés en toda la región (se presentaron más 
de 80 propuestas). Fueron seleccionados cuatro proyectos, 
elaborados por equipos2 de Bolivia3, Ecuador4, Paraguay5 y El 
Salvador/Honduras.6 
El propósito de esta publicación es presentar los hallaz-
gos más significativos de cada una de las investigaciones en 
dichos países, precedidas por dos documentos de expertos 
en la materia, 7 Francisco Cos-Montiel y Jo Beall, que propor-
cionan un marco conceptual.
Ambos artículos señalan la importancia de comprender la 
2  A lo largo del programa se desarrollaron numerosas instancias de consul-
ta e intercambio (en su mayor parte a través de conferencias online) entre 
los equipos para fortalecer el desarrollo de los proyectos y estimular de-
bates sobre aspectos conceptuales y metodológicos relativos a los temas 
en estudio. Ello facilitó el aprendizaje colaborativo entre investigadores/as 
de distintos países que indagaban en una temática común desde contex-
tos y enfoques diversos, estrategia que resulta muy apropiada para pro-
yectos multifocales.
3 “La tensión entre derechos colectivos e individuales y relaciones de géne-
ro en un contexto de diversidad cultural. Efectos del proceso de descen-
tralización.” Institución: Promotores Agropecuarios-PROAGRO.
4 “Las mujeres como sujetas sociales y políticas en proyectos de gobernan-
za local y descentralización en Ecuador.” Institución: Instituto de Estudios 
Ecuatorianos-IEE.
5 “Descentralización de la salud en Paraguay. ¿Un aporte para la igualdad 
de género?” Institución: Centro de Documentación y Estudios-CDE.
6 “Aportes a la descentralización y la gobernabilidad democrática: actoras 
municipalistas y mecanismos locales y nacionales para la equidad de gé-
nero en El Salvador y Honduras.” Institución: Fundación Nacional para el 
Desarrollo-FUNDE.
7 Elaborados especialmente para el concurso, sirvieron, en principio, 
como guía conceptual para los cuatro proyectos. Posteriormente los tra-
bajos ganaron difusión y reconocimiento, convirtiéndose en materiales 
de consulta para todos/as las/os interesados/as en los temas de descen-
tralización y género.
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racionalidad de los procesos de descentralización ocurridos 
en distintas regiones del mundo desde la década de 1990, 
y para ello proponen analizar en profundidad los intereses 
políticos y económicos que intervinieron en su legitimación 
e implementación, detectar sus efectos en el desarrollo de las 
comunidades y en especial en las condiciones de vida y ejer-
cicio de la ciudadanía por parte de las mujeres.
Ambos textos cuestionan los esquemas simplistas y plaga-
dos de promesas de mayor bienestar y mejora de la eficacia 
y eficiencia de la gestión estatal, característicos del discurso 
descentralizador de dicha década, y ponen el énfasis en de-
velar si estos procesos han redundado en un mayor protago-
nismo de la sociedad civil en las decisiones de las políticas 
públicas y, en ese marco, el de las organizaciones de mujeres.
Descentralización: soluciones, ilusiones
y realidades
A mediados de los ochenta, tras la crisis de los Estados 
de Bienestar, la mayoría de los países de la región comen-
zaron a experimentar diversas modalidades de descentrali-
zación político-administrativa y/o sectorial desde los gobier-
nos centrales hacia los territorios subnacionales (provincias, 
municipios, departamentos, etc.). En general, estos procesos 
fueron definidos y ejecutados por el gobierno central desde 
una lógica de “arriba hacia abajo”, en muchos casos aliado o 
condicionado por las agencias multilaterales de crédito que 
esgrimieron distintos argumentos para su aceptación por par-
te de la sociedad. 8
8 Un ejemplo de ello lo encontramos en el informe del Banco Mundial 
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En palabras de Jo Beall: “La agenda de la política neoli-
beral mundial asumió que la ineficacia y rigidez del gobier-
no central, así como la capacidad de respuesta del gobierno 
local, eran intrínsecas a ellos. Esto constituyó una debilidad 
fundamental del enfoque de descentralización puramente 
administrativa” (Beall, 2006).
Inicialmente, las políticas descentralizadoras mostraron 
un fuerte sesgo privatizador en la prestación de los servi-
cios. Ello generó conflictos en algunos países y localidades 
con comunidades indígenas y campesinas que vieron amena-
zado su acceso a los mismos, siendo las mujeres uno de los 
grupos que manifestó explícitamente sus prevenciones.
En efecto, Cos-Montiel plantea que, pese a la existencia 
de distintas definiciones y caracterizaciones de la descentra-
lización, en la mayoría de los casos estuvo asociada con el 
modelo neoliberal predominante en los años noventa, uno 
de cuyos rasgos básicos fue la privatización de los servicios, 
y agrega: “Cuando el impulso para la descentralización es 
la eficiencia en lugar de la equidad, los intereses de género 
tienen menos probabilidades de tomarse en cuenta” (Cos-
Montiel, 2006).
Beall (2006) profundiza este aspecto y, en concordancia 
con Cos-Montiel, afirma que la estrecha asociación entre la 
descentralización y las políticas neoliberales,9 particularmen-
te respecto de los costos compartidos, debilitó la posición e 
incluso ignoró los intereses de las mujeres.
(1997) donde se señala que, en algunos casos, la descentralización fue 
una condición para el otorgamiento de créditos para el desarrollo.
9 Este argumento fue promovido por el Banco Mundial y, en mayor o menor 
medida, refrendado por agencias de Naciones Unidas y gobiernos nacio-
nales.
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Conforme avanzaba la década de los 90, la fundamenta-
ción para promover la descentralización se desplazó hacia 
la defensa de las instituciones y la gobernabilidad a nivel 
local:10 “El énfasis pasó de una obsesión por ‘retirar al Estado’ 
a la de ‘traerlo de vuelta’, pero bajo la condición de descen-
tralizarlo” (Beall, 2006).
Después de 20 años de promover, condicionar y aplicar 
medidas de descentralización político-administrativa hacia ins-
tancias subnacionales por parte de gobiernos nacionales (cen-
tralistas), agencias de cooperación multi y bilateral, y otros ac-
tores, este proceso continúa siendo discontinuo e incompleto 
(Cos-Montiel, 2006). Y muy controvertido respecto de sus im-
plicancias en el empoderamiento de las mujeres y su protago-
nismo en la esfera pública y las instituciones políticas.
Características, tensiones y contradicciones 
del proceso de descentralización y de las
modalidades de gestión de lo local
¿Qué dicen las investigaciones de los países seleccionados 
sobre sus incidencias en el empoderamiento y ejercicio de 
los derechos de las mujeres?
La mayoría de los gobiernos de la región, anclados des-
de hace siglos en una lógica “estado–céntrica” tuvieron una 
10 El Banco Mundial (1997), en su Informe sobre el desarrollo mundial admi-
tió que en la etapa previa hubo “un retiro excesivo del Estado” y que, en 
cierta medida, los gobiernos debían “volver a reterritorializarse” en el nivel 
local y así ganar mayor eficiencia y eficacia, propiciando una democracia 
de mejor calidad, basada en la participación social, la transparencia y la 
rendición de cuentas.
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conducta errática en la aplicación y ejecución de las polí-
ticas de descentralización. Sin embargo, algunas de las ex-
periencias analizadas muestran que –mucho antes y simul-
táneamente con estos procesos implementados de “arriba 
hacia abajo”– asomaron gobiernos locales autónomos (Aro-
cena, 2002) de la mano de movimientos sociales (indígenas, 
localistas, de mujeres) que demandaron su reconocimiento 
identitario y una mayor participación en las decisiones de 
gobierno.
Ello impulsó la emergencia de nuevas institucionalidades 
creadas de “abajo hacia arriba” con modalidades asamblea-
rias, foros vecinales, mesas de concertación, experiencias de 
planificación participativa y cambios en la ingeniería de al-
gunos estados locales (véanse los artículos sobre Ecuador, 
Bolivia y El Salvador/Honduras).
En general, estos procesos han sido limitados y ambiva-
lentes, como lo fue también la participación de las mujeres. 
Sus organizaciones no alcanzaron a incidir en términos de 
sus derechos y la equidad de género.
En el mejor de los casos, lograron posicionar estas rei-
vindicaciones en la periferia de las políticas, las convocaron, 
pero reproduciendo sus roles femeninos tradicionales. Los 
Consejos de Salud de Paraguay son ejemplo de ello.
Aunque escasas, los estudios detectaron experiencias lo-
cales innovadoras con una impronta participativa de muje-
res y varones, incluso en la toma de decisiones, una gestión 
abierta al diálogo, al reconocimiento de la diversidad y a la 
inclusión de diversos sectores sociales. Todo ello redundó en 
la apertura de senderos para el empoderamiento de las mu-
jeres y para el reconocimiento de sus organizaciones en las 
decisiones políticas y en la gestión de un mejor gobierno. En 
general, estas iniciativas han sido reconocidas y/o premiadas 
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(véase el caso de Cotacachi en Ecuador y de Suchitoto en El 
Salvador).
Lo antedicho demuestra que ambas formas de descen-
tralización (como prescripción desde “arriba” y/o como de-
manda “desde abajo”) son los extremos de un arco variado 
y rico en combinaciones de actores e iniciativas sociales y 
políticas.
Del poder central al poder local
Uno de los logros más destacados durante los procesos 
de descentralización de la década de 1990, fue la elección 
por el voto popular de alcaldes/alcaldesas. No obstante, ello 
no alcanzó a satisfacer las expectativas de autonomía e in-
novación de la gestión de los ámbitos locales. El estudio de 
Ecuador agrega información importante en este aspecto al 
señalar que en Nabón, desde el año 2000, las elecciones a la 
alcaldía, durante tres períodos consecutivos, fueron ganadas 
por mujeres; en muchas ocasiones contaron con el apoyo de 
las comunidades indígenas.
Sin embargo, en la mayoría de los casos se advierte que 
las transferencias de competencias a los niveles locales no 
siempre (o más bien casi nunca) van acompañadas de los 
recursos financieros y técnicos suficientes y oportunos para 
el logro de los objetivos y metas de las políticas municipa-
les. Ello es especialmente problemático en los municipios 
pobres con baja capacidad de recaudación donde repercute 
especialmente en el cumplimiento de los derechos de las 
mujeres.
Otras situaciones analizadas muestran que pese a la exis-
tencia de políticas descentralizadoras, el Estado central irrum-
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pe con sus propias políticas y programas en los territorios con 
o sin “permiso” del gobierno local. Por cuestiones político-
partidarias, competencia o simple arbitrariedad, desautoriza y 
deslegitima a las autoridades municipales, en lugar de apro-
vechar la oportunidad de fortalecerlas; no tomando en cuenta 
las articulaciones consolidadas o emergentes entre el gobierno 
local y las organizaciones sociales y de mujeres.
En suma, la relación Estado central-local suele ser proble-
mática, aun cuando los municipios alcancen grados crecien-
tes de autonomía. Esta tensión también se verifica en la inte-
racción entre los organismos estatales de mujeres que operan 
en ambos niveles, tal como lo demuestra el análisis de El 
Salvador/Honduras.
El estado nacional y la cooperación internacional
Los países en los que se realizaron estos estudios mantie-
nen una fuerte dependencia de la cooperación internacional. 
Por ejemplo, en Bolivia las mayores inversiones en riego fue-
ron solventadas con fondos provenientes de estos organis-
mos. Ello planteó limitaciones para los gobiernos municipa-
les respecto del ejercicio y control directo sobre el uso de los 
sistemas de riego. Ante la ausencia de políticas locales sobre 
este aspecto, municipios y subprefecturas adoptaron los re-
quisitos y criterios formulados por las instituciones financie-
ras, aun cuando éstas no consultaran con las comunidades y 
etnias en torno a sus propias concepciones sobre el agua, su 
acceso y modalidades de usos.11
11 Sobre esta problemática, Arocena (2002) advierte que, frente a la debili-
dad de los municipios rurales, es de la mayor importancia para el proceso 
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Otro tanto cabe señalar para las Oficinas Municipales de 
la Mujer (OMM) que, como lo demuestra el estudio de El Sal-
vador/Honduras, suelen estar financiadas por la cooperación 
internacional, siendo ésta una de sus fragilidades en términos 
de sustentabilidad y autonomía.
Se advierten, no obstante, diferencias en las modalidades 
de cooperación entre las agencias actuantes en la región. Al-
gunas experiencias demostraron relaciones paritarias entre 
éstas y los gobiernos locales y/o las organizaciones de la 
sociedad civil (municipios alternativos de Ecuador), respeto 
por la singularidad local y aliento a la participación; mientras 
que en otras predominaron relaciones más jerárquicas y me-
nos previsibles respecto de la continuidad, lo cual limitó los 
resultados de las iniciativas.
Transparencia y rendición de cuentas: 
de lo formal a lo real
Los resultados de los cuatro estudios demuestran que las 
organizaciones de mujeres son las más interesadas en inter-
venir sobre la cuestión de la rendición de cuentas; de hecho, 
este tema suele ser un eje fundamental de su estrategia de 
participación en la esfera pública.
Sin embargo, la práctica de pedir cuentas no es extendida 
en América Latina, aun en circunstancias en las que organi-
zaciones sociales la demandan, como por ejemplo en El Sal-
vador/Honduras: “Existe una brecha entre los discursos que 
reconocen la importancia de la contraloría social y la práctica 
de descentralización evaluar y ponderar contextos institucionales y cultu-
rales.
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social que no exige claramente la rendición de cuentas de 
funcionarios públicos, quienes viven como agravio que se 
les demande información sobre sus acciones de gobierno y 
la inversión pública”12 (Herrera et al, 2010).
Un caso emblemático en este sentido es el del Municipio 
de Cotacachi (Ecuador), cuya experiencia muestra vías posi-
bles para resolver las tensiones y resistencias entre descen-
tralización-transparencia y fortalecimiento de la democracia. 
Es el único “Estado social de derecho”13 a nivel local, uno de 
los pocos existentes luego de que esta figura fuera integrada 
a la nueva Constitución ecuatoriana de 1998.
El reto de posicionar a las mujeres 
como sujetos de derecho
El análisis del municipio de Nabón en Ecuador demuestra 
que es posible diseñar proyectos y llevar a cabo cursos de 
acción que buscan armonizar la modernización, la individua-
ción y el reconocimiento de las particularidades culturales. 
Es de destacar que allí se desplegó una estrategia de desarro-
llo económico local enfocada en las mujeres, que favoreció 
especialmente a las pobres y jefas de hogar. Como se señala 
en el artículo: “La estrategia productiva fue fundamental para 
mejorar las condiciones de vida de las mujeres, igual impor-
tancia tuvo el recolocarlas en un lugar simbólico de mante-
nimiento y reproducción de los procesos productivos, con 
12  El énfasis es nuestro.
13 El Estado social de derecho es una figura incluida en la Constitución ecua-
toriana para premiar a los gobiernos locales que alcanzan un alto están-
dar en el cumplimiento de los derechos humanos.
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lo cual la esfera ‘pública productiva’ aparece como propia 
también de las mujeres. Aunque, la sobrecarga laboral con-
tinúa siendo un problema, cuentan con redes de servicios y 
condiciones que las ayudan: Nabón tiene hoy una red vial y 
de servicios que cubre al 90% de la población” (Arboleda et 
al, 2012).
Asimismo, estableció un sistema de planificación conti-
nua y producción de información para la toma de decisio-
nes, monitoreo y evaluación de las políticas públicas. Llevó 
adelante un programa novedoso que favoreció el acceso de 
niños, niñas y adolescentes escolarizados/as a las tecnolo-
gías de información y comunicación, instalando computa-
doras de última generación en todas las escuelas primarias 
y secundarias.
Invisibilidad-visibilidad de la desigualdad 
de género en el ámbito local
Salvo excepciones como las ya mencionadas, existe un 
muy bajo reconocimiento de las desigualdades de género en 
los ámbitos locales, que contradice los discursos más opti-
mistas respecto de la descentralización, con sus augurios de 
mayor democratización, relaciones cara a cara, transparen-
cia y seguridad; un modelo que supuestamente las mujeres 
–acostumbradas a desenvolverse con comodidad en las re-
laciones cercanas (físicas y simbólicas)– podrían aprovechar 
para aumentar sus posibilidades de participación en la esfera 
pública.
Por el contrario, los análisis demuestran que la descentra-
lización puede, en muchos casos, reproducir situaciones de 
subordinación (Cos-Montiel, 2006) y captura del poder local 
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por parte de élites que no reconocen ni se comprometen con 
el avance hacia la equidad de género (Beall, 2006; Kabeer, 
2006; Massolo, 2005).
No obstante, también se han encontrado excepciones 
que debieran servir como experiencias inspiradoras. Tanto 
en Ecuador como en El Salvador existen ejemplos de muni-
cipios en los que las mujeres han ido asumiendo roles pro-
tagónicos en el espacio público, demostrando su capacidad 
estratégica para ampliar y calificar la democracia.
Por supuesto, estos logros no son una consecuencia di-
recta de los procesos de descentralización, sino que respon-
den a una serie de estrategias y decisiones políticas que favo-
recieron las condiciones para su concreción.
Del conjunto de los estudios incluidos en esta publica-
ción se desprende que las experiencias más favorables para 
el ejercicio de los derechos ciudadanos y la participación ac-
tiva de las mujeres fueron las que articularon de manera vir-
tuosa a) una gestión abierta a la escucha de todas las voces 
y demandas y, a la vez, propiciadora del empoderamiento de 
los y las ciudadanas/os14 (necesidades, ideas, propuestas); b) 
la presencia de organizaciones sociales y de mujeres activas 
y alertas a las condiciones de oportunidad que abrieron las 
políticas públicas locales; c) la existencia y sostenibilidad de 
espacios de participación, con acciones deliberadas para la 
integración de las mujeres de manera igualitaria y d) la capa-
cidad y puesta en práctica de mecanismos que aseguren la 
participación de la ciudadanía en la rendición de cuentas de 
la gestión local.
14 Según Cos-Montiel, ello transforma la representación de los habitantes de 
una comunidad de “beneficiarios de asistencia” a “dueños de derechos y 
directores de desarrollo”.
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Alcanzar estas condiciones es una meta compleja, pero 
no imposible. Encaminarnos hacia ella requiere, en primer 
término, un mayor reconocimiento de los derechos de las 
mujeres y de su activa participación en la gobernanza local, 
así como de los obstáculos manifiestos y latentes que persis-
ten en cada comunidad más allá de cambios en las políticas 
y de discursos “políticamente correctos” sobre la equidad en-
tre varones y mujeres.
Los aciertos y desaciertos sobre la relación de las políticas 
locales y la vigencia de los derechos de las mujeres y su ple-
na participación en las decisiones, que se describen en los 
artículos que integran esta publicación, ofrecen pistas para 
identificar nuevas temáticas de investigación en este campo 
de estudio. A partir de ellas será posible diseñar políticas y 
programas que, partiendo de bases de información más sóli-
das, se proyecten hacia el mediano y largo plazo y atiendan 
las características singulares de cada contexto.
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Descentralización, derechos 
de las mujeres y desarrollo1
Jo Beall
Introducción
Gran parte del entusiasmo por la descentralización y por 
fortalecer los poderes y responsabilidades de las unidades 
locales de gobierno se basa en la idea de cercanía con las 
personas a quienes el Estado debe asistir. Judith Tendler ca-
racteriza esta posición señalando que: “Una mayor proximi-
dad hace que el gobierno esté más expuesto a las presiones 
de los ciudadanos, y facilita que estén mejor informados y en 
consecuencia demanden un buen servicio” (Tendler, 1997). 
Estos argumentos son utilizados con frecuencia sin demasia-
da reflexión para sugerir que la tendencia global hacia la des-
centralización de las funciones, responsabilidades y recursos 
1 Este artículo fue encargado por el Programa de Derechos y Ciudadanía 
de la Mujer del Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo 
(Ottawa, Canadá), para el Taller Internacional FLACSO-IDRC sobre Descen-
tralización y Derechos de la Mujer, que tuvo lugar del 27 al 31 de agosto 
de 2006 en Buenos Aires, Argentina. Desearía agradecer a los participantes 
por sus comentarios a una versión anterior de este artículo. 
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públicos también es beneficiosa para las mujeres. Esta lógica 
argumenta que las relaciones de género que prevalecen en 
muchas partes del mundo siguen considerando que la esfera 
doméstica es responsabilidad exclusiva de las mujeres, por lo 
tanto, ellas tenderían a estar más preocupadas por los asun-
tos hogareños y locales. De ahí que la descentralización sue-
le considerarse como un medio importante para aumentar la 
representación de las mujeres y hacer avanzar sus derechos. 
Sin embargo, la realidad no es tan sencilla. En primer lugar, 
el nivel local tiene sus límites y existen razones para creer 
que las políticas distributivas eficaces se ejercen mejor a nivel 
nacional. En segundo término, aun cuando los beneficios de 
la descentralización pueden ser claramente demostrados, no 
hay garantías de que éstos se hagan extensibles a las muje-
res. Finalmente, “las mujeres” constituyen un electorado he-
terogéneo, e incluso en los casos en que la descentralización 
reporta beneficios en materia de igualdad de género, éstos 
no se hacen extensibles de igual manera a todas las catego-
rías de mujeres.
Del mismo modo, muchas de las personas que abogan 
por la igualdad de género y los derechos de las mujeres 
han acogido positivamente la adopción de enfoques basa-
dos en derechos (EBD) por parte de las agencias de desa-
rrollo. Se han esgrimido dos argumentos principales para 
explicar por qué estos enfoques son beneficiosos para las 
mujeres (AWID en sus siglas en inglés, 2002). El primer ar-
gumento sostiene que la norma de igualdad de género es 
inherente a los enfoques basados en derechos porque la 
igualdad y la no discriminación son elementos centrales de 
las convenciones sobre derechos humanos. El segundo es 
que las mujeres serían una población objetiva natural de los 
enfoques basados en derechos, dado que éstos centran su 
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atención en los que se encuentran socialmente marginados. 
El peligro de este supuesto es que vincula sin cuestiona-
mientos los derechos de las mujeres y la marginación so-
cial, lo que a su vez puede repetir el problema identificado 
por Jackson (1996, 1999) en relación con la pobreza y la ex-
clusión social. Jackson reconoce que se trata de dimensio-
nes de desventaja social relacionadas, pero no idénticas, y 
argumenta que no son equivalentes a la opresión de género 
ya que la subordinación de la mujer deriva de otras dinámi-
cas relacionales que pueden afectar a mujeres de cualquier 
grupo social, si bien con frecuencia están asociadas a la 
pobreza y la exclusión. También Uvin (2004) advierte que 
los enfoques basados en derechos pueden no ser más que 
una moda en el campo del desarrollo, y Tsikata (2004) insta 
a un cuestionamiento feminista de lo que tal vez sea apenas 
“otro episodio de disputas dentro del género y desarrollo”.
Entonces, aunar la descentralización y los enfoques basa-
dos en derechos tiene un valor tanto heurístico como en ma-
teria de políticas. Nos guste o no el discurso de los derechos 
o la preocupación por lo local, son conceptos importantes 
que actualmente inciden en el pensamiento y la práctica del 
desarrollo. Razón por la cual este artículo propone el cues-
tionamiento de estos enfoques, comprender el porqué de su 
atractivo actual y determinar si benefician a las mujeres y de 
qué manera. Este trabajo pone de manifiesto algunas de las 
paradojas de la descentralización para las mujeres y mues-
tra los nexos entre estos dilemas y los derechos de ellas. 
Analiza la aceptación que tienen actualmente los enfoques 
basados en derechos en el campo del desarrollo y la ma-
nera como esto se articula con el avance de la igualdad de 
género a nivel local. La argumentación concluye señalando 
que la tarea de promover los derechos de las mujeres no se 
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puede limitar al nivel local. A la vez, se hace difícil exigir a 
nivel supra-local que los titulares de derechos rindan cuentas 
si no existe una práctica democrática enraizada localmente 
y mecanismos de rendición de cuentas conectados a nivel 
nacional. Cuando existen estos elementos, la solidez de los 
enfoques basados en derechos ayuda a neutralizar las limita-
ciones de la descentralización, mientras que centrarse en ella 
puede contribuir a movilizar la agenda de derechos hacia 
una mayor preocupación por los derechos socioeconómicos. 
Este tipo de articulación y consolidación puede tener deriva-
ciones positivas en relación con los derechos de las mujeres 
y su participación política a nivel local. 
Los enfoques basados en derechos 
y los derechos de las mujeres 
Los enfoques basados en derechos buscan integrar las 
normas, estándares y principios del sistema internacional de 
derechos humanos en las políticas y procesos de desarrollo 
(Moser y Norton, 2001). Los derechos humanos están con-
sagrados en tratados, declaraciones, directrices y principios 
acordados bajo los auspicios de las Naciones Unidas des-
de 1945 (DFID, 2000).2 Los enfoques basados en derechos 
2 La Declaración Universal de Derechos Humanos fue adoptada por las Na-
ciones Unidas en 1948 y reafirmada posteriormente en 1993. Junto con 
el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, constituye la Carta 
Internacional de Derechos. Más de 160 países han ratificado uno de es-
tos pactos o ambos, de manera que son vinculantes en la mayoría de los 
lugares. Hay otros tratados cruciales para los profesionales del desarrollo 
como lo son la Convención sobre los Derechos del Niño, la Convención 
para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las  mu-
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están estrechamente relacionados con ellos y constituyen 
marcos conceptuales y operativos para el avance de las nor-
mas internacionales de derechos humanos (Naciones Unidas, 
2003). Vincular la concepción de Sen de desarrollo humano 
entendido como la expansión de las libertades humanas, con 
la noción de derechos humanos ha servido para conectar 
el proceso de desarrollo con la “idea de que otros tienen el 
deber de facilitar o potenciar el desarrollo humano” (Moser y 
Norton, 2001). De ahí que quienes trabajan en el campo del 
desarrollo usen los enfoques basados en derechos para lo-
grar que los gobiernos y otros detentadores de obligaciones, 
como las agencias internacionales de desarrollo, mejoren su 
desempeño y se responsabilicen por violaciones a los dere-
chos humanos (O’Neill, 2003). Esta dimensión institucional 
de los enfoques basados en derechos permite calibrar los 
marcos normativos de obligaciones con los esfuerzos por 
mejorar la gobernabilidad democrática. Véanse estos compo-
nentes clave sobre un enfoque basado en derechos en la 
tabla 1.
Los enfoques basados en derechos son controvertidos. A 
tono con los enfoques normativos, los relativistas culturales 
argumentan que estos enfoques proponen como universales 
normas que están altamente influidas por los valores occi-
dentales. Los que asumen una definición legalista o política 
de los derechos, los ven como responsabilidad exclusiva de 
los gobiernos y señalan la futilidad de intentar aplicarlos en 
un contexto de desarrollo internacional. No obstante, aque-
llos que abogan por la ampliación de enfoques basados en 
derechos, aducen que aseguran claridad de principios en el 
jeres (CEDAW) y la Convención contra la Discriminación racial, todos ratifi-
cados por la mayoría de los gobiernos. 
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Tabla 1. Componentes clave de los enfoques basados en derechos
Componentes Características
Una vinculación 
expresa con los 
derechos.
• Los objetivos de desarrollo se enmarcan en términos 
de derechos particulares, como derechos sujetos a 
cumplimiento legal. 
• Esto otorga más peso a las metas de desarrollo




• Se centra en elevar los niveles de rendición de cuen-
tas en el proceso de desarrollo, identificando a los 
portadores de demandas (y sus derechos) y a los co-
rrespondientes portadores de deberes (y sus obliga-
ciones). 
• De esta manera, el desarrollo se desplaza del ámbito 
de la caridad al de la obligación. 
• Se entiende que la obligación incluye tanto obliga-
ciones positivas, de proteger, promover y proporcio-
nar, como negativas, abstenerse de infracciones. 
• No solo el Estado tiene que rendir cuentas, sino todo 
el espectro de actores del desarrollo, incluyendo or-
ganizaciones y autoridades locales, compañías priva-
das, donantes e instituciones internacionales están 
sujetos a normas afianzadas en derechos,
• Dado que los derechos se hacen cumplir legalmen-
te, este tipo de enfoque incentiva el desarrollo de un 
marco más riguroso para monitorear la implementa-
ción y sanción. 
Un foco explícito 
en capacidades y 
empoderamiento
• El foco se centra en empoderamiento y capacidades, 
en lugar del bienestar social y necesidad; en usuarios 
con derechos en lugar de los beneficiarios de ayuda. 
Un alto nivel de 
participación 
• Los derechos vienen con responsabilidad y el enfo-
que se basa en la premisa de entender que el desa-
rrollo sólo se puede lograr con un alto nivel de parti-
cipación significativa (no formal o ceremonial) de las 
comunidades afectadas. 
Fuente: Beall, Lewis y Sutherland, 2003.
trabajo de promoción del desarrollo. Además, estos enfoques 
se nutren de una serie de instrumentos, tratados y convenios 
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internacionales que proveen un conjunto respetado de nor-
mas internacionales que pueden usarse como medida para 
juzgar procesos y resultados. 
Por lo general, los enfoques basados en derechos se aso-
cian íntimamente a asuntos relativos a la igualdad de género. 
Aquí no se considera que un enfoque estrictamente legal de 
los derechos ayude a las mujeres, especialmente a aquellas 
en situación de pobreza que tienen un acceso muy limitado 
tanto a los abogados como a los tribunales, y a quienes no 
les ayuda necesariamente un enfoque de derechos que ig-
nora sus desigualdades económicas, sociales y políticas. En 
cambio, los enfoques basados en derechos tienden a pro-
mover los derechos socioeconómicos de los grupos sociales 
pobres y marginales, y de las mujeres (Tsikata, 2004). Sin 
embargo, ni los derechos legales de las mujeres, ni sus dere-
chos económicos, sociales y políticos han avanzado tan efi-
cazmente en el contexto de un enfoque de derechos como 
en los diversos enfoques de género y desarrollo que los pre-
cedieron. Molyneux y Razavi atribuyen este hecho al carácter 
ambivalente de la agenda política neoliberal en materia de 
desarrollo y a las graves consecuencias sociales de esa agen-
da para las mujeres pobres en los países en desarrollo:
La brecha entre principios y resultados globales es 
especialmente notoria en el caso de la igualdad de gé-
nero, los derechos de las mujeres y el acceso a pues-
tos de toma de decisiones: pese a todos los adelantos 
señalados, éstos han sido modestos si se los juzga en 
relación con el estándar de igualdad. Dado este des-
empeño, muchos se cuestionan el valor del tan celebra-
do giro mundial hacia la democracia y los derechos 
humanos (Molyneux y Razavi, 2004). 
34 | Jo Beall
Se han planteado argumentos similares en relación con 
la descentralización, sugiriendo que también se trata simple-
mente de “un endulzante para la amarga píldora del ajuste 
neoliberal y la creciente desigualdad” (Molyneux y Razavi, 
2004) y que la promoción del nivel local como forma de 
cultivar la democracia es “poco más que retórica vacía con 
escaso contenido o impacto”. 
Políticas locales y descentralización
Desde comienzos de la década de 1980 la descentralización 
ha sido parte integral de la política de desarrollo internacional, 
como ha señalado, por ejemplo, el Banco Mundial (Rondinelli 
et al., 1983, Banco Mundial, 1997). El término se ha aplicado a 
formas muy diversas de reestructuración, lo que ha hecho difí-
cil definir la descentralización. Para mediados de la década de 
1990, el 80% de los países, con administraciones muy diferen-
tes, estaba involucrado en algún proceso de descentralización 
(Crook y Manor, 2000). Hace más de diez años, una publica-
ción del Programa de Gestión Urbana declaraba que “setenta y 
cinco países en desarrollo y en transición, con una población 
superior a los cinco millones, afirmaban (exceptuando a doce) 
estar participando en alguna forma de transferencia de poder 
político a unidades locales de gobierno” (Dillinger, 1994). A pe-
sar de su amplísima incidencia, los fundamentos de la descen-
tralización, la manera como se ha implementado y el nivel de 
éxito o fracaso en cada caso ha sido tan variado que se hace 
difícil evaluar ese legado en su conjunto. 
El concepto abarcador de “descentralización”, a menudo 
se descompone en tres o cuatro subcategorías para clarificar 
el fenómeno. La tipología más simple y conocida es proba-
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blemente la triple distinción que hace Rondinelli (1981) entre 
desconcentración, delegación y devolución. La desconcentra-
ción se refiere a casos en que el gobierno central entrega la 
responsabilidad por servicios particulares a encargados re-
gionales, dispersando así geográficamente el aparato mismo 
del gobierno central, sin ninguna transferencia de autoridad 
a niveles más bajos de gobierno. La delegación, por el con-
trario, consiste en la transferencia de responsabilidad en la 
toma de decisiones y la administración de las funciones pú-
blicas a otras organizaciones con autoridad semi indepen-
diente, que “no están totalmente controladas por el gobierno 
central, pero, en última instancia, tienen que rendirle cuen-
tas” (Rondinelli et al., 1989). La devolución es una forma más 
amplia de descentralización que se refiere a la transferencia 
concreta de autoridad a niveles más bajos de gobierno, a 
gobiernos locales dotados de autonomía respecto a la toma 
de decisiones y la gestión financiera. Estas autoridades des-
centralizadas tienen claros límites geográficos legales al inte-
rior de los cuales ejercen autoridad y desempeñan funciones 
públicas. Este marco ampliamente conocido dio origen a una 
comprensión fundamentalmente administrativa de la descen-
tralización. 
En efecto, los expertos en política internacional justifi-
caron inicialmente las políticas de descentralización en tér-
minos puramente administrativos, con el argumento de que 
los servicios que presta el Estado en los países en desarro-
llo estaban deteriorándose. Se sostenía que la prestación de 
servicios sería más eficaz y eficiente si se dividía el gobier-
no en unidades más pequeñas y si se formaban asociacio-
nes multisectoriales. La preocupación política internacional 
de aquel entonces se centraba en el fracaso del socialismo 
y la planificación central en la ex Unión Soviética. Dado el 
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entusiasmo concomitante por los enfoques de mercado, el 
razonamiento parecía irrefutable. Por ejemplo, Rondinelli et 
al. (1989) agregaron otras dos subcategorías a su tipología 
de la descentralización: la privatización y la desregulación 
de la prestación de servicios por parte del sector privado. 
A medida que avanzaba la década de 1990, la fundamenta-
ción a favor de la descentralización se desplazó hacia la de-
fensa de las instituciones y la gobernabilidad a nivel local. 
Se pasó de una obsesión por “retirar al Estado” a una por 
“traerlo de vuelta”, pero bajo una condición fundamental, la 
de descentralizar. Esto se explicitó claramente en el Informe 
sobre el desarrollo mundial 1997 (Banco Mundial, 1997), 
donde se reconoció la existencia de “un retiro excesivo del 
Estado” y que, en cierta medida, el gobierno se podía “vol-
ver a reterritorializar” a nivel local. La confianza en las cua-
lidades inherentes al gobierno local frente al centralizado 
se aceptó sin cuestionamiento alguno. Tal como argumentó 
Tendler (1997), la agenda de la política neoliberal mundial 
asumió que la ineficacia y la rigidez del gobierno central, 
así como su capacidad de respuesta, eran intrínsecas, y 
esto pasó a constituir una debilidad fundamental del enfo-
que de descentralización puramente administrativo.
En este contexto se desarrolló un consenso más amplio 
acerca de la función explícitamente democratizante de la 
descentralización, que haría al gobierno más receptivo y a los 
ciudadanos más comprometidos (Ostrom et al., 1993; Manor, 
1999; Putnam, 1993). Un interés por las posibilidades de la 
democracia local en los debates sobre política de desarrollo 
coincidió con el interés del sector académico por la creciente 
acción política a nivel local en un contexto de concentración 
de poder a nivel mundial (Cox, 1997; Mohan y Stokke, 2000). 
Al mismo tiempo, la política progresista mundial, como se 
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manifiesta por ejemplo en los Foros Sociales Mundiales, cen-
tró su atención en las luchas a nivel local y en las mejores 
maneras de vincularlas con las campañas mundiales por jus-
ticia social. De ahí que la valoración de la política local fue 
una tendencia que llegó a abarcar un amplio campo ideoló-
gico, como lo señaló Harriss et al., (2005):
El discurso predominantemente liberal emanado 
del Banco Mundial es una voz poderosa que expresa 
esta idea, pero hay perspectivas notablemente similares 
expresadas por intelectuales que se pueden considerar 
“posestructuralistas”. Mientras tanto, hay importan-
tes pensadores y activistas de izquierda que impulsan 
ideas que parecen similares. Todos estos grupos de 
actores comparten un concepto de vitalización de la 
democracia (o el establecimiento de alternativas más 
significativas) mediante la participación popular en la 
esfera pública local.
Fue en este contexto que ganó prestigio la noción de des-
centralización democrática. Sin embargo, numerosos críticos 
se muestran cautos sobre la perspectiva de que las políticas 
locales sean portadoras de democracia. Por ejemplo, Heller 
(2000) argumenta que no existen razones a priori para supo-
ner que las formas más locales de gobernanza estén sujetas 
a mayor exigibilidad y que muchas, como el dominio indi-
recto bajo el colonialismo, son decididamente antidemocrá-
ticas. Mohan y Stokke (2000) han sugerido que el localismo 
sirve a intereses poderosos y globales al presentar a las co-
munidades bajo el “lenguaje inofensivo de la confianza, las 
redes, la reciprocidad y las asociaciones”. Y Harriss (2002), 
ha señalado que en el contexto del desarrollo, cuando orga-
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nizaciones como el Banco Mundial abordan el tema del lo-
calismo, a través por ejemplo del lenguaje del capital social, 
puede ser profundamente despolitizador. Sin embargo, exis-
te la tendencia a asociar la descentralización democrática 
con fuerzas políticas más progresistas y la descentralización 
administrativa con las agendas de eficiencia de las políticas 
neoliberales.
Se necesita una perspectiva con más matices, provista en 
parte por la tipología de descentralización de Litvack et al. 
(2001). Su categorización se basa en las funciones del Estado 
que están descentralizadas. Relacionan la descentralización 
política con el grado en el que las instituciones políticas y 
las decisiones sobre políticas reflejan la multiplicidad de in-
tereses ciudadanos. Para ellos, la descentralización adminis-
trativa se refiere a la manera en que instituciones políticas 
responsables transforman en resultados esas decisiones so-
bre políticas. Su concepto de descentralización fiscal alude 
a niveles más bajos de gobierno donde se fijan y se recau-
dan impuestos, se hacen gastos específicos y se rectifican 
“desequilibrios verticales” entre la recaudación de impuestos 
y el gasto público. Los autores concluyen que cualesquiera 
sean los arreglos políticos y fiscales, la prestación concreta 
de servicios públicos depende de una descentralización ad-
ministrativa eficaz, evidencia a su vez de un gobierno capaz 
de rendir cuentas. Esto es útil, aun cuando el centro de gra-
vedad analítico, desde la perspectiva de la descentralización 
democrática (a diferencia de la descentralización política), 
residiría mayormente en la capacidad y posibilidad que los 
ciudadanos, las organizaciones de la sociedad civil y los mo-
vimientos de mujeres posean de exigir que el gobierno les 
rinda cuentas. En este sentido, ambos aspectos de la rendi-
ción de cuentas son importantes en relación con los intere-
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ses de los pobres en materia de prestación de servicios, los 
recursos vinculados a la rendición de cuentas y la manera 
de abordarlos en relación con la participación política de las 
mujeres. No obstante, este marco tripartito de descentrali-
zación es útil al momento de establecer conexiones con la 
cuestión de los derechos de las mujeres. 
Descentralización y derechos de las mujeres 
La teoría política feminista se ve motivada por las políticas 
del cuerpo, la familia y por diversas maneras de entender 
cómo se articulan identidad y diferencia con los espacios de 
poder y el acceso a los recursos (Fraser, 1997; Phillips, 1991, 
1999; Young, 1990, 2000). Estas ideas han servido de insumo 
a estudios de ciudadanía con perspectiva de género (Lister, 
1997; Kabeer, 2005; Yuval-Davis y Werbner, 1996) y a la rela-
ción de las mujeres con el Estado en el hemisferio Sur (Goetz 
y Hassim, 2003; Hassim, 2004; Rai, 1996; Randall y Waylen, 
1998). También han incidido en el análisis feminista del de-
sarrollo y su vinculación con asuntos de reproducción física 
y social, dinámicas de poder en el hogar, así como la com-
plicidad del Estado y de organizaciones de desarrollo en la 
construcción de identidades de género y otras. Es decir, los 
análisis del desarrollo con perspectiva de género reconocen 
que los procesos políticos operan en ámbitos tan amplios 
como profundos, que atraviesan e interconectan las esferas 
sociales y políticas.3 
3 Esta perspectiva no es muy acorde con el argumento presentado por Ha-
rriss et al. (2005) en un libro que resulta muy convincente en otros aspec-
tos. Según ellos, una “perspectiva centrada en la sociedad” niega la “com-
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Si concentrarse en las relaciones entre Estado y sociedad 
es necesario para un análisis de género de la descentraliza-
ción, también lo es una comprensión adecuada de las par-
ticularidades del nivel local. Muchos autores que estudian 
sobre gobernanza local suelen caer en uno de dos errores 
analíticos. El primero consiste en ver la política local como 
un campo diferenciado, merecedor de un análisis indepen-
diente y acotado, bajo el argumento de que el gobierno 
local tiene responsabilidades y competencias específicas. 
Aunque esto es así, oculta los vínculos entre procesos po-
líticos a nivel local y cómo estos se articulan con espacios 
políticos y funciones de gobierno en otros niveles. El se-
gundo error es ver la política local como simple reflejo 
de las dinámicas y preocupaciones de la política nacional 
(Wolman y Goldsmith, 1992). Aquí el problema es que se 
pueden perder oportunidades para hacer avanzar los de-
rechos de las mujeres a través de las funciones específicas 
de políticas, planificación e implementación del gobierno 
local. De ahí la importancia de identificar los vínculos entre 
el nivel local y los otros niveles políticos, y de entender la 
gama completa de actores, estructuras, prácticas y procesos 
que operan tanto en el nivel local como sobre él. Este en-
foque se utiliza para el análisis siguiente sobre cómo se re-
laciona la descentralización política, administrativa y fiscal 
con los derechos de las mujeres.
petencia o conflicto político entre los diferentes grupos y clases sociales”. 
Como ha sugerido Nancy Fraser (1989), el foco crítico que se preocupa por 
el conflicto entre intereses que compiten entre sí y satisfacción de nece-
sidades debe ser desplazado por otro que se preocupa por una política 
más radical que combine la política de la redistribución con la política de 
reconocimiento e interpretación de necesidades. 
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Descentralización política: el desafío democrático
La tendencia en la literatura sobre género y desarrollo ha 
sido argumentar que es más probable que las mujeres sean 
más activas políticamente a nivel local. Las razones que ex-
plicarían esto serían las siguientes:
[…] debido a que los criterios de elegibilidad a nivel 
local son menos estrictos, y el gobierno local es el más 
próximo al ámbito de vida de las mujeres, y más fácil 
de compatibilizar con la crianza de los niños. Puede 
ser el primer nivel de ingreso para la mujer y como tal 
servir de trampolín a la política nacional mediante el 
desarrollo de capacidades y la adquisición de expe-
riencia. Del mismo modo, la política local puede resul-
tar más interesante para las mujeres dada su familia-
ridad con la comunidad al ser las principales usuarias 
del espacio y los servicios a nivel local (agua, electrici-
dad, disposición de desechos, clínicas de salud y otros 
servicios sociales). También participan activamente en 
organizaciones vecinales y es más fácil involucrar a 
éstas en la toma formal de decisiones políticas a nivel 
local (Evertzen, 2001). 
Sin embargo, se exagera la facilidad de ingreso de las mu-
jeres a los procesos políticos locales y, en muchos casos, una 
vez en sus cargos enfrentan enormes dificultades. Una de las 
razones que explica por qué la gobernabilidad local es tan 
a menudo una esfera decepcionante para las mujeres es que 
suele estar afincada en instituciones y relaciones informales 
de poder, que menoscaban o soslayan las reglas y procedi-
mientos formales. 
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Dada la exclusión histórica de las mujeres del gobierno 
local, no tienen acceso a muchas de las redes informales que 
sostienen y reproducen las instituciones y prácticas sociales 
que hacen a la gobernabilidad local, instituciones y prácticas 
que de todos modos son hostiles o excluyentes respecto a 
las mujeres. 
Un buen ejemplo de esto es la importancia del caudillis-
mo en la gobernabilidad local en muchas partes de África. 
La mayoría de estas jefaturas, basadas en principios here-
ditarios y en el mantenimiento de convenciones como el 
derecho consuetudinario y derecho de tenencia de la tie-
rra, opresivo y excluyente para las mujeres, son antitéticas 
a una democracia local con perspectiva de género y a los 
derechos políticos y socioeconómicos de las mujeres (Beall, 
2005a). Análisis más amplios sobre la participación de las 
mujeres en la política local muestran que las organizacio-
nes de la sociedad civil no son necesariamente benignas 
ni complacientes con las reivindicaciones políticas de las 
mujeres, y en el mejor de los casos el gobierno local es un 
territorio ambiguo para que ellas participen (Beall, 2005b; 
Beall y Todes, 2004; Craske, 1998; Gwinnett, 1998; Mbatha, 
2003; Rai, 1996; Randall, 1998). Las mujeres que entran a la 
política local en posiciones de liderazgo enfrentan nume-
rosos riesgos, que van desde la manipulación por parte de 
partidos políticos existentes hasta el ostracismo por parte 
de la comunidad por haberse salido de los roles tradiciona-
les de género, en ciertos casos incluso enfrentando acusa-
ciones de brujería. Aun cuando la descentralización asume 
la forma de descentralización democrática, las condiciones 
en las que progresa son raramente ideales para las mujeres, 
como lo ha señalado Manor (1999):
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La escasa evidencia disponible sobre el impacto que 
la descentralización tiene en los intereses de las mujeres 
es poco alentadora. Pareciera que el empoderamiento 
de escenarios a nivel local o cercanos a éste, donde los 
prejuicios contra las mujeres suelen ser más fuertes que 
en niveles más altos, puede perjudicar sus perspectivas, 
a menos que se tomen los recaudos para darles un pro-
tagonismo más significativo. En algunos sistemas se re-
servan algunos escaños en los consejos para las mujeres 
que se postulan. Esto no es muy promisorio para ellas, 
ya que tienden a estar en deuda con los líderes varones 
que aseguraron su postulación. Su mayor esperanza ra-
dica en la reserva de escaños para los que únicamen-
te pueden postularse a elecciones mujeres candidatas, 
pero esto parece haberse intentado en muy pocos luga-
res –notablemente en la India– (Manor, 1999). 
En otras palabras, si bien el gobierno local puede ser la 
esfera de gobernabilidad más cercana a las preocupaciones 
vitales de las mujeres, es también la más próxima a los pre-
juicios de la gente y a la posibilidad de una reacción adversa 
contra aquellas mujeres que se atreven a levantar cabeza.
Se ha escrito muy poco sobre mujeres y descentraliza-
ción, y, de hecho, en los últimos años la tendencia general 
ha sido centrarse en la participación política de la mujer a 
nivel nacional. La campaña 50/50 de WEDO4 y los programas 
4 La Organización de Medio Ambiente y Desarrollo de la Mujer (WEDO, en 
sus siglas en inglés) lanzó en el 2000 la campaña 50/50 destinada a au-
mentar la participación política de la mujer en los gobiernos nacionales 
en todo el mundo, lo que llevó al lanzamiento de dieciocho campañas 
nacionales y regionales, y a algunos logros en el aumento de la represen-
tación de la mujer.
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de investigación del UNRISD centrados en la participación 
eficaz de la mujer en los parlamentos nacionales son ejemplo 
de ello (Goetz, 2004; Goetz y Hassim 2002; Molyneux y Ra-
zavi, 2006). La poca atención dada a la política a nivel local 
se ha concentrado en gran medida en la interacción de or-
ganizaciones y movimientos de mujeres de la sociedad civil 
con el Estado a diferentes niveles nacionales (Álvarez, 1990; 
Basu, 1995; Dore y Molyneux, 2000; Howell y Mulligan, 2004; 
Molyneux, 2000). En su análisis sobre organizaciones de mu-
jeres en Sudáfrica, Hassim (2006) plantea que no basta con 
que las mujeres simplemente estén organizadas, sino que ne-
cesitan estarlo desde la posición ventajosa de un movimiento 
de mujeres de base que no esté fragmentado. Por el con-
trario, necesita estar movilizado y bien coordinado si ha de 
involucrar críticamente al Estado en todos los niveles. Hassim 
(2004) destaca la importancia de consolidar las ganancias po-
líticas logradas por las mujeres a nivel nacional, en términos 
de protección constitucional, avance de los derechos de las 
mujeres y espacios políticos y burocráticos para la transver-
salización de género. En el contexto de Sudáfrica y siguiendo 
esta línea, he argumentado que el nivel nacional ha propor-
cionado el espacio constitucional y político necesario para 
una participación más sólida de las mujeres en la política lo-
cal (Beall, 2005a). No obstante, sin una participación política 
de las mujeres fuertemente arraigada a nivel local, existe el 
peligro de que a) los logros obtenidos a nivel nacional no se 
mantengan y b) las políticas a nivel nacional se queden en el 
plano de la retórica vacía. Esto se manifiesta claramente en 
relación con la descentralización y las políticas de derechos 
de las mujeres en muchos países del mundo.
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Descentralización administrativa: la transformación 
de la retórica en derechos realizables para las mujeres 
Los intereses de las mujeres, al estar ligados a responsa-
bilidades domésticas y comunitarias por cuestiones de gé-
nero, a menudo se relacionan con el suministro de servicios 
públicos, infraestructura y otros servicios locales. Estos a su 
vez se transforman en prioridades políticas para las mujeres. 
La Unión Internacional de Autoridades Locales (IULA, en sus 
siglas en inglés, 1998) en su documento de toma de posición 
sobre las mujeres en el gobierno local argumentó que: 
Los gobiernos locales tradicionalmente prestan ser-
vicios utilizados por hogares individuales, como ener-
gía eléctrica, disposición de desechos, transporte públi-
co, agua, escuelas, clínicas de salud y otros servicios 
sociales. Las decisiones de los gobiernos locales por lo 
tanto tienen un impacto directo en la vida privada de 
las mujeres porque son tradicionalmente responsables 
de mantener y cuidar a la familia y el hogar en mu-
chos países. 
Es por esta razón que la descentralización administrativa 
eficaz y, en particular la responsabilidad del gobierno local 
por la prestación de servicios, es fundamental si el gobierno 
va a dar respuesta a las mujeres. Sin embargo, tiende a asu-
mirse que es naturalmente más probable que la descentrali-
zación genere una mejor comprensión de las demandas de 
servicios y necesidades comunitarias de las mujeres mediante 
la cercanía entre representantes locales y sus electores. La 
sección anterior demuestra que esto no se produce automá-
ticamente. De manera similar, una prestación más eficaz de 
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servicios a nivel local no garantiza una prestación de servi-
cios más sensible al género, todo lo contrario. 
La asociación estrecha e innegable entre descentraliza-
ción y neoliberalismo implica que las políticas de descen-
tralización a menudo vayan acompañadas de recortes presu-
puestarios a las autoridades locales en las asignaciones del 
gobierno central, exigiéndoles a estos gobiernos locales que 
recauden sus propios ingresos. Si bien la descentralización 
fiscal y la autonomía financiera a menudo se utilizan como 
un indicador positivo de descentralización democrática, pue-
den hacer que los gobiernos locales sean más vulnerables 
frente a responsabilidades que se multiplican y recursos que 
disminuyen, problema conocido como “mandato no finan-
ciado”. Cuando las autoridades locales tienen que recuperar 
sus propios costos, lo hacen directa o indirectamente a través 
de honorarios por servicios y cargos al usuario. Si bien el 
principio de que el “usuario paga” puede ser potencialmente 
redistributivo, el impacto de la recuperación de costos por 
servicios puede ser devastador para los pobres. Más aún, en 
los hogares de bajos ingresos, son a menudo las mujeres las 
que soportan la carga de la recuperación de costos y las con-
secuencias de no poder pagar, ya sea en forma de cortes de 
agua y electricidad, aumento de las deudas o reducción del 
consumo en el hogar. Los movimientos sociales que movili-
zan a los pobres en torno a estos problemas, como el Foro 
contra la Privatización en Sudáfrica, tienden a incluir a muje-
res en sus filas –que a menudo constituyen la mayoría de sus 
miembros–, pero no siempre asumen los temas de género 
involucrados (Hassim, 2004). Aquí las mujeres no sólo nece-
sitan estar organizadas sino que requieren habilidades téc-
nicas para involucrar a funcionarios y burócratas en asuntos 
de planificación. Además necesitan habilidades de liderazgo 
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para debatir su posición fuera del movimiento de mujeres, 
tanto en relación con agencias gubernamentales como al in-
terior mismo de organizaciones de justicia social.
Descentralización fiscal: pedir cuentas al gobierno
Una de las formas en que las mujeres han logrado que el 
gobierno rinda cuentas ha sido ejerciendo un rol de “fiscali-
zadoras” de los ingresos y los gastos. Los Presupuestos Sensi-
bles al Género (GRB por sus singlas en inglés) son mecanis-
mos mediante los cuales los gobiernos, en diálogo con otros 
sectores, pueden integrar el análisis de género a políticas de 
gastos públicos y presupuestos. Esto no implica presupues-
tos separados para mujeres sino más bien la voluntad política 
de desagregar los gastos según su impacto diferenciado en 
mujeres y varones (Secretaría del Commonwealth, 2001). El 
análisis de género de los presupuestos públicos a nivel local 
no está tan avanzado como los esfuerzos a nivel nacional. Si 
las iniciativas de presupuesto de mujeres han de tener su co-
rrelato a nivel local, entonces el tema de la recaudación local 
de impuestos es crucial por los temas planteados en la sec-
ción precedente. Las mujeres son piezas clave en las tarifas 
e impuestos locales. Por ejemplo, en áreas urbanas pagan li-
cencias y tarifas por sus puestos en los mercados y permisos 
para el comercio callejero, mientras que en las áreas rurales 
pueden verse obligadas a pagar exacciones y tributos a las 
autoridades tradicionales. Como tales, las mujeres tienen de-
recho a hacer demandas a los gobiernos locales y a hacerlos 
responsables. 
El ejemplo de Sudáfrica sugiere que ha habido cierto 
progreso. Existen programas para el desarrollo de capacida-
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des que informan a las mujeres sobre los gastos e ingresos 
del gobierno local y su impacto sobre ellas (Coopoo, 2000). 
Mujeres organizadas en torno a asuntos de género y go-
bierno local buscaron unirse a la Iniciativa del Presupues-
to de Mujeres (WBI por sus siglas en inglés) (Budlender, 
1999) con algo de éxito. Lo más notable es que la atención 
centrada en los presupuestos de gobierno a nivel local ha 
desplazado el sesgo del mismo WBI, de la examinación de 
gastos hacia una mayor concentración en la recaudación de 
ingresos. Budlender (1999) ha argumentado que las fuentes 
de ingreso del gobierno local –que incluyen transferencias 
intergubernamentales, impuestos a la propiedad, honorarios 
por licencias, tarifas por servicios y cargos a usuarios– no 
sólo son más diversas que las de los gobiernos nacionales 
o provinciales, sino que además pueden tener un efecto 
especialmente adverso en las mujeres. Como ya señalamos, 
esto sucede especialmente con los cargos al usuario, que 
a menudo se convierten en responsabilidad de las muje-
res dentro del hogar. Si las autoridades locales dependen 
principalmente de la recuperación de costos como fuente 
de ingresos, entonces es probable que para las mujeres de 
bajos ingresos los problemas relativos a derechos socioeco-
nómicos empeoren en lugar de mejorar. 
Conclusión
Si lo que se pretende es que la democracia local incor-
pore una perspectiva de género y que avancen los derechos 
socioeconómicos y políticos de las mujeres en el nivel local 
y desde él, entonces los especialistas en género y desarrollo 
deben saber leer entre líneas y ser conscientes de algunos 
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de los peligros de los procesos de descentralización y las 
agendas de EBD impulsadas exclusivamente por agendas 
neoliberales de desarrollo. Al mismo tiempo, como seña-
lan Molyneux y Razavi (2002), el interés por la democracia 
y los derechos humanos proporciona actualmente “el úni-
co medio eficaz de desafiar la desigualdad y hacer avanzar 
programas que promuevan mayor justicia social y un desa-
rrollo más equitativo”. 
En otras palabras, si bien puede que los cínicos tengan 
razón al ver la lucha por los derechos de las mujeres como 
la mera yuxtaposición de un rostro humano sobre la pre-
ocupación neoliberal por el individualismo y los derechos 
de propiedad, y una forma de desviar la atención sobre la 
persistencia de la pobreza y la creciente desigualdad, no deja 
de ser un ámbito importante para avanzar en la igualdad de 
género. El interés por los derechos de las mujeres es anterior 
a los EBD y su origen se remonta a los movimientos de mu-
jeres del siglo XX en todo el mundo y a las iniciativas de Mu-
jeres en el Desarrollo (WID por sus siglas en inglés) de fines 
de los años sesenta en adelante. Como tal, la atención puesta 
en los derechos siempre ha servido de insumo al análisis y 
organización feministas. Tan sólo porque los EBD han sido 
reivindicados o utilizados por una industria del desarrollo in-
ternacional con reconocidas carencias, eso no significa que 
la lucha por los derechos de las mujeres también esté conta-
minada. A decir verdad, gracias a los EBD se ha ampliado la 
preocupación principal por los derechos legales y políticos 
de las mujeres a los derechos socioeconómicos, o “derechos 
de tercera generación”. Sin embargo, sí es problemática la 
afirmación de derechos que se hace de arriba abajo y que 
compite con la satisfacción de necesidades, por fuera de una 
política de redistribución y reconocimiento (Fraser, 1989) 
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combinada con un proceso negociado por sobre la identifi-
cación de necesidades.
Con la descentralización pasa algo similar. Ser ciegamente 
críticos es perder la oportunidad de ampliar el espacio de 
maniobra a nivel local, tanto en términos de una mejor parti-
cipación en la política local como de una mayor exigibilidad 
para prestar servicios de manera eficiente y eficaz. Muchas 
feministas que escriben sobre política se han centrado en la 
importancia de involucrar el Estado a nivel nacional, y queda 
claro que es ahí donde se han logrado avances sustanciales, 
tanto constitucionalmente como en relación con la protec-
ción y el avance del desarrollo humano y el bienestar de 
las mujeres. Sin embargo, el retroceso del Estado de bien-
estar social en las décadas recientes demuestra con mucha 
claridad lo frágiles que han sido estas victorias feministas. 
Esto proporciona un argumento convincente para apoyar la 
participación de las mujeres en una política de raíz local co-
ordinada con las políticas de Estado en todos los niveles. Sin 
embargo, como he sostenido aquí y en otros trabajos (Beall, 
2005a, 2005b), la manera en que las fuerzas sociales y polí-
ticas interactúan a nivel local hace que éste sea un campo 
particularmente difícil para la participación política de las 
mujeres, y no, como se sostiene habitualmente, una instancia 
de fácil ingreso en la vida pública. 
Sin embargo, el mantenimiento de espacios seguros para 
la organización a nivel local puede ayudar a las mujeres a in-
volucrarse en el Estado, y a hacerlo eficazmente. Esto se ve, 
por ejemplo, en el trabajo de Tripp (2000) sobre organización 
política de las mujeres en Uganda, que muestra que un cierto 
grado de autonomía social del Estado puede proporcionar 
precisamente el puente para que las mujeres entren en el 
ámbito político local. Más aún, el análisis de la transición 
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democrática en Sudáfrica ha demostrado que de las luchas 
centradas en la prestación estatal surgen impulsos democrá-
ticos. Aquí, la negociación de las mujeres por sus derechos 
socioeconómicos, que se relacionan íntimamente con sus in-
tereses como género y de su esfera social, ha contribuido a 
reavivar las cenizas de la democracia local (Mosoetsa, 2005). 
Para que la descentralización y los derechos de la mu-
jer tengan una correlación positiva, ambos necesitan formar 
parte de procesos democráticos más amplios en los que las 
mujeres estén organizadas en la sociedad civil y represen-
tadas políticamente en todos los niveles de gobierno. Si la 
obtención de los derechos de las mujeres a nivel nacional 
contribuye a su participación política a nivel local, y si los 
logros políticos de las mujeres resultantes de su participación 
en la gobernabilidad local permean hacia niveles superiores, 
entonces el concepto de relaciones intergubernamentales 
podría ser útil para reemplazar el de descentralización de 
modo de indicar la existencia de mecanismos de exigibilidad 
que operan en ambas direcciones. En este terreno, la función 
del desarrollo internacional debería ser apoyar la descentra-
lización democrática (entendida como amalgama de la des-
centralización política, administrativa y fiscal) sólo como par-
te de relaciones intergubernamentales bien aceitadas, y ver a 
los EBD como medios útiles y relevantes para ampliar los de-
rechos políticos a derechos socioeconómicos, mediante una 
prestación de servicios eficaz y equitativa.
A partir de todo lo anterior, concluyo que existen tres pre-
rrequisitos para que la descentralización se asocie de manera 
positiva con los derechos de las mujeres. En primer lugar, 
las mujeres necesitan estar organizadas y representadas po-
líticamente, de lo contrario la descentralización no será más 
que un ejercicio administrativo que invariablemente ignora-
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rá sus intereses y prioridades. En segundo término, la mejor 
manera de buscar la descentralización es a través de relacio-
nes intergubernamentales bien aceitadas en el contexto de 
un Estado fuerte donde las organizaciones de mujeres deben 
interactuar con todos los ámbitos de gobierno. Las mayores 
ganancias políticas de las mujeres han sido a nivel nacional. 
Si su voz ha de sostenerse y reforzarse en todos los niveles 
de gobierno, entonces la participación política de las mujeres 
a nivel local necesita apoyo, además de integrarse a procesos 
políticos más amplios. Por último, el apoyo internacional a 
las políticas de descentralización debe ser monitoreado para 
asegurarse de que no ignore o menoscabe la democracia lo-
cal y los derechos de las mujeres, mediante un énfasis exce-
sivo en la descentralización administrativa.
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Descentralización y los 
derechos de las mujeres en 
América Latina y el Caribe1
Francisco Cos-Montiel
Introducción
Desde 1983 la mayoría de los países de América Latina 
han participado del traspaso de poder, recursos y responsa-
bilidades del gobierno central a unidades subnacionales de 
gobierno (Banco Mundial, 1999). Los argumentos que apo-
yan la descentralización van desde los que aseguran que 
aumenta la eficiencia en la gestión del desarrollo, hasta los 
que dan a entender que tiene efectos positivos en la gober-
nanza, participación y ciudadanía locales (Crook y Manor, 
2000). Asimismo, la descentralización se ha preconizado mu-
cho como estrategia exitosa para el desarrollo (Banco Mun-
dial, 1999). La descentralización y la gobernanza tienen que 
ver con la relación entre las personas y los estados naciones 
donde viven y esta relación parece ser particularmente cru-
cial en el ámbito local. También es posible discutir, siguiendo 
a Archer (1993), si tienen efectos positivos en el proceso de 
1 IDRC-CRDI. Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo.
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desarrollo. Recientemente, se han incorporado enfoques de 
derechos humanos a estos debates, integrando teóricamen-
te las normas, criterios y principios del sistema de derechos 
humanos internacionales a los planes, políticas y procesos de 
desarrollo (Beall et al., 2004). 
Sin embargo, se han explorado menos las consecuencias 
del enfoque de la descentralización/gobernanza/derechos en 
relación con los derechos de las mujeres y la justicia de gé-
nero. Con frecuencia se presentan la descentralización y la 
gobernanza a nivel local como beneficiosas para las mujeres 
(Cortés, 2002; La Rosa, 2004); sin embargo, la realidad no es 
tan simple. El gobierno local es el nivel más cercano a la po-
blación en general, pero las relaciones, estructuras y proce-
sos de este nivel de gobierno pueden limitar tanto el espacio 
para la participación de las mujeres, como el potencial de las 
políticas para abordar temas de género. Aunque circunscrip-
tos, los intereses que entran en competencia por el poder y 
los recursos en el ámbito del gobierno local, obran de tal for-
ma que excluyen a las mujeres. Los sistemas y relaciones for-
males e informales atraviesan la gobernanza local, limitando 
el espacio para la participación de las mujeres y para plan-
tear temas importantes para ellas. Cuando el impulso para 
la descentralización es la eficiencia en lugar de la equidad, 
los intereses de género tienen menos probabilidades de ser 
tomados en cuenta (Beall, 2005). Además, a pesar de que en 
América Latina y el Caribe se ha progresado notablemente 
en la legislación de los derechos de las mujeres, las lecciones 
de la práctica sugieren que este progreso tiende a limitarse 
al establecimiento de normas y a la reforma legislativa; en la 
práctica, estos instrumentos parecen no haber sido traduci-
dos necesariamente en ventajas reales para la justicia de gé-
nero, particularmente en el ámbito local (Lamas, 2005). Una 
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de las explicaciones de esta brecha se puede encontrar en 
la relativa debilidad institucional en la región (Cos-Montiel, 
2003, 2005). Las normas culturales que están arraigadas en 
las prácticas institucionales perpetúan la injusticia de género 
por más adelantada que sea la legislación. Además, si los 
mecanismos institucionales para la rendición de cuentas son 
débiles, es muy poco probable que respondan a las necesi-
dades de los/as ciudadanos/as y especialmente a las nece-
sidades de las mujeres. Por dicha razón, se argumenta que 
es pertinente analizar las instituciones (Kabeer, 2000; Goetz, 
1997; Cos-Montiel, 2010), ya que pueden desempeñar un pa-
pel clave en el logro de la justicia de género.
Éste es un concepto controvertido (O’Neill, 2000; Nuss-
baum, 2000; Phillips, 2000) que es preciso esclarecer. Según 
Goetz, definida como igualdad de resultados, la justicia de 
género “implica acceso a los recursos y control de los mis-
mos, combinado con la agencia (la capacidad de tomar de-
cisiones). En este sentido, no difiere de muchas definiciones 
de ‘empoderamiento de la mujer’.2 Pero la justicia de género 
como proceso aporta un elemento adicional que es esencial: 
la rendición de cuentas” (Goetz, 2003).
A principios del 2006, la entonces Unidad de Género y 
posteriormente Programa de Derechos de las Mujeres y Ciu-
dadanía del IDRC llamó a concurso de investigaciones sobre 
el tema: “Descentralización y los derechos de las mujeres en 
América Latina y el Caribe”. El presente artículo sirvió como 
marco para dicha convocatoria. El objetivo del llamado a 
concurso fue apoyar investigaciones que indagaran empíri-
camente si las reformas contemporáneas de la descentraliza-
2 Para un examen reciente de los conceptos de empoderamiento, véase 
Malhotra y otros, 2002.
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ción contribuyen o, por el contrario, obstaculizan, y cómo, 
la concreción y protección de los derechos civiles, políticos, 
sociales, económicos y/o culturales de las mujeres y de las 
niñas. 
La participación del IDRC en los temas de género y de la 
descentralización no es nueva. En 2003 la Unidad de Géne-
ro propició el primer concurso de investigaciones sobre el 
tema, y permitió dar a conocer lecciones valiosas, en especial 
del contexto africano. Un segundo concurso se llevó a cabo 
en el Sur de Asia en el 2005. 
Este documento conceptual comienza por examinar los 
cimientos teóricos de la descentralización, la gobernanza y 
los derechos, prestando particular atención a las consecuen-
cias de estos debates para el género. También explora cómo 
la “descentralización”, la “gobernanza” y los “derechos huma-
nos de las mujeres” se unen conceptualmente, en relación 
con el tratamiento de la justicia de género, y por lo tanto 
resulta imperativo comprender la importancia de estas cues-
tiones al analizar la descentralización. 
En la anteúltima sección de este trabajo se ofrece un pa-
norama de experiencias de descentralización en países selec-
cionados de América Latina en cuatro áreas de interés: de-
rechos y salud sexual y reproductiva, participación política, 
iniciativas para un presupuesto de género a nivel local y me-
canismos institucionales para la integración del enfoque de 
género. Finalmente, en la última sección se identifican áreas 
pertinentes para investigaciones adicionales y se ofrecen al-
gunas preguntas iniciales para investigaciones futuras. 
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Consideraciones teóricas: descentralización,
gobernanza y derechos
La descentralización, la gobernanza y los derechos son 
conceptos que están entrelazados en la esfera del desarrollo. 
Esta sección procura aportar claridad conceptual sobre las 
expresiones “descentralización”, “gobernanza” y “derechos 
humanos”, principalmente discutiendo las definiciones de es-
tos términos y analizando críticamente los temas y debates 
clave que están en relación con las mismas. La asociación 
entre la descentralización y el concepto de gobernanza ha 
sido relativamente bien explorada (Banco Mundial, 1998; 
Okome, 2000) así como la existente entre los derechos y la 
gobernanza (Beall y et al., 2004). Se han estudiado menos las 
conexiones entre la descentralización, la gobernanza y el fo-
mento de los derechos; en particular los de las mujeres. Esta 
sección explora cómo la “descentralización”, la “gobernanza” 
y los “derechos” se relacionan conceptualmente y pueden 
abrir oportunidades para fomentar los derechos específicos 
de las mujeres. 
En torno a la descentralización
Desde mediados de los años ochenta, muchos países de 
todo el mundo comenzaron a experimentar con alguna for-
ma de descentralización (Conyers, 1983). Para mediados de la 
década siguiente, el 80% de los países en vías de desarrollo, 
todos con estructuras políticas diferentes, habían optado por 
alguna forma de descentralización (Crook y Manor, 2000).
Se la entienda ya en un sentido administrativo (Rondine-
lli et al., 1983), como marco de políticas “en las que bienes 
y servicios son suministrados por mecanismos de mercado 
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principalmente a través de las preferencias reveladas de los 
individuos” (Rondinelli et al., 1989), o en relación con una 
función democratizadora explícita (Manor, 1999); la descen-
tralización se transformó en uno de los componentes centra-
les de la condicionalidad política en la cooperación interna-
cional para el desarrollo (Banco Mundial, 1997). En general 
se ha optado por la descentralización como mecanismo para 
mejorar tanto la rendición de cuentas y la transparencia 
como para mejorar la relación entre el Estado y la sociedad. 
En otras palabras, se ha justificado el fortalecimiento del go-
bierno local no sólo como medio para hacer más eficiente el 
gobierno en sí, sino como forma de aumentar la participa-
ción democrática (Heller, 2001). 
La descentralización, no obstante, tiene sus escépticos. 
Heller (2001) señala que no hay razones a priori por las cua-
les las formas locales de gobernanza sean necesariamente 
democráticas y sugiere que en algunos contextos la autori-
dad descentralizada puede ser bastante perniciosa. El ejem-
plo más obvio de ello es el gobierno indirecto durante el 
colonialismo, cuando déspotas locales al servicio de una po-
tencia imperial ejercían la autoridad descentralizada. Las for-
mas locales de gobernanza no representan una forma mejor 
que la del gobierno central cuando se extiende el control 
burocrático de manera poco razonable o cuando surgen pro-
blemas de accesibilidad económica por la rápida comerciali-
zación de los servicios públicos. Además, el gobierno local 
tiene el problema potencial de ser capturado por la élite, o 
de forma más pragmática, podría no tener los recursos hu-
manos o financieros para dar abasto con las exigencias que 
le plantean las estrategias de descentralización (Samoff, 1990; 
Schuurman, 1997; Slater, 1989). En realidad, se ha observado 
que hay pocas pruebas empíricas que apoyen o refuten la 
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eficacia de la descentralización (Faguet, 2004; Manor, 1999). 
El gobierno local tiene una función ambigua y quizás hasta 
contradictoria. Por un lado es, sin lugar a dudas, parte del Es-
tado, pero por otro, puede parecer una esfera relativamente 
autónoma del gobierno, cercana a la sociedad civil o hasta 
parte de la misma. Como tal, lograr la gobernanza local efec-
tiva es crucial para el proyecto de descentralización demo-
crática (Beall, 2005).
Definiendo descentralización
Según la literatura general, ésta se refiere a reformas po-
líticas y administrativas que transfieren distintas cantidades 
y combinaciones de funciones, responsabilidades, recursos 
y autonomía política y fiscal a otros estamentos del Estado 
(por ejemplo: gobiernos regionales, distritales o municipa-
les, o unidades descentralizadas del gobierno central). Sin 
embargo, la descentralización también puede transferir fun-
ciones y responsabilidades a instituciones cuasiestatales o 
privadas (Rondinelli, 2002). Por este motivo, algunas críticas 
observan que la descentralización está asociada frecuente-
mente con la privatización en áreas como la prestación de 
servicios; particularmente donde rige una agenda neoliberal 
(Mac Lean, 2003). También está ligada a nuevas formas de 
participación e interacción entre una variedad de actores 
institucionales, desde Organizaciones No Gubernamenta-
les (ONG) y grupos comunitarios en el ámbito local, hasta 
grandes empresas encargadas de prestar servicios públicos 
(Evans, 1997; Reilly, 1995; Work, 1999). La clasificación más 
frecuente de la descentralización, según la literatura gene-
ral, alude comúnmente a las siguientes expresiones (Rondi-
nelli, 2002; Work, 2002):
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1) La descentralización política (a veces llamada “descentra-
lización democrática”) se refiere más bien a la transmisión 
de poderes para la toma de decisiones a autoridades polí-
ticas subnacionales. 
2) La descentralización administrativa alude a la transferen-
cia de funciones públicas específicas a estamentos infe-
riores del Estado. Dicho proceso puede adoptar varias 
formas:
a) La desconcentración transfiere funciones (como la 
toma de decisiones, planificación y gestión en áreas 
específicas como la salud, la educación o el desarrollo 
de la comunidad) a unidades de gobierno central que 
están distribuidas en todo el país. 
b) La delegación deriva responsabilidades a organizacio-
nes que responden ante el gobierno central, pero que 
éste no controla totalmente, como el caso de las em-
presas públicas, autoridades de vivienda y empresas 
de desarrollo regional.
c) La regionalización traslada responsabilidades a unida-
des subnacionales de gobierno que tienen un grado 
específico de autonomía del gobierno central. 
d) El desposeimiento transfiere responsabilidades o fun-
ciones del sector público al privado, ya sea a grupos 
comunales, ONG, o negocios privados. 
3) La descentralización fiscal se refiere a cómo la responsa-
bilidad de gastos y asignaciones se distribuye a través de 
los distintos niveles de un sistema descentralizado.
Aunque muchos círculos del desarrollo que defienden la 
descentralización a menudo argumentan a favor de sus vir-
tudes administrativas o políticas, en realidad la privatización 
está ganando terreno como motor de la descentralización, 
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particularmente en el modelo neoliberal dominante. Incluir 
la privatización –o “desposeimiento” (Work, 2002) o “descen-
tralización del mercado” (Rondinelli, 2002)– dentro de la de-
finición de descentralización es una posición polémica, pero 
capta una realidad significativa de este fenómeno en el pa-
norama económico actual, cuando a menudo se la promueve 
como parte de una transformación más amplia hacia el ajuste 
orientado al mercado, realizado en un contexto de crisis eco-
nómica. Este límite poco claro entre la descentralización y la 
reforma económica ha tenido impactos que están muy aleja-
dos de los difundidos por los defensores de la descentraliza-
ción. Por ejemplo, en Sudáfrica, Beall (2005) argumenta que 
la estrecha asociación entre la descentralización y las políti-
cas neoliberales, particularmente en relación con los costos 
compartidos, ha debilitado la posición y diezmado los intere-
ses de las mujeres. Además, cuando las políticas neoliberales 
son el fundamento principal detrás de la descentralización, 
habilitan procesos y resultados muy distintos, particularmen-
te para las mujeres.
 En la práctica, los distintos tipos y formas de descentrali-
zación no son tan fáciles de distinguir como lo sugieren sus 
definiciones (Mac Lean, 2003). En la vida real ambos se pro-
ducen de forma concurrente, una sigue a la otra, se mezclan 
y combinan, pueden presentar contradicciones o se pierden 
en el marco de otras tendencias más amplias de desarrollo. 
Muchos autores, (Faguet, 2004; Manor, 1999) observan que la 
implementación plantea una cantidad enorme de cuestiona-
mientos técnicos y políticos. Según Mac Lean (2003) las pre-
guntas técnicas que preocupan a los diseñadores de políticas 
incluyen cómo desarrollar la capacidad de las instituciones 
locales, cuál es la mejor manera de darle ritmo y secuenciar 
las reformas de descentralización, qué tipo de mecanismos 
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de prestación de servicios son los más exitosos, cuáles servi-
cios o sectores deberían descentralizarse y cuáles funcionan 
mejor con control central, qué tipo de arreglos fiscales son 
más provechosos, y cómo conciliar el control descentraliza-
do con las políticas y estrategias nacionales. Las preguntas 
políticas suponen atender a la dinámica de poder presente 
en estas reformas. Las mismas incluyen, en primer lugar, la 
cuestión de cómo abordar la oposición arraigada a la des-
centralización, al establecer qué actores e intereses se bene-
fician y cómo con ella, encontrando mecanismos para evitar 
la captura por parte de la élite en el ámbito local, definiendo 
el papel de la sociedad civil local en los sistemas descen-
tralizados, y establecer mecanismos de rendición de cuen-
tas. En segundo lugar, la pregunta sobre cómo resolver la 
relación entre las autoridades locales tradicionales (como los 
dirigentes indígenas o jefes tradicionales) y las instituciones 
gubernamentales descentralizadas, y cómo fomentar la parti-
cipación efectiva de los grupos marginados (Mac Lean, 2003). 
Sin embargo, no es de sorprender que la dimensión política 
de la descentralización a menudo quede subordinada a los 
aspectos técnicos de la misma. No obstante, si se ignoran 
las relaciones de poder en el ámbito local, existe el peligro 
de comprometer los aspectos técnicos. Además, la descen-
tralización que fomenta la buena gobernanza en el ámbito 
local es esencialmente un proyecto político sin el cual las 
herramientas técnicas son instrumentos más bien limitados 
(Beall, 2005). El ejemplo mexicano de descentralización edu-
cativa expone con claridad cómo un proceso llevado a cabo 
con cierto grado de éxito técnico y fiscal, sufre dificultades 
provocadas por cuestiones políticas. En efecto, el poderoso 
Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación todavía 
tiene el control central de los docentes y currículos en el 
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ámbito nacional. Así, el espacio del Estado para la toma de 
decisiones sobre temas educativos, es muy pequeño.
El debate de la eficiencia versus el empoderamiento
La descentralización existe desde hace mucho tiempo y 
ha ido surgiendo “como estrategia de desarrollo” ( Jordan y 
Simioni, 1998). Sin embargo, es inevitable que haya dos de-
bates principales sobre este proceso y ambos tengan impli-
cancias importantes: 
La descentralización como eficiencia
El primer argumento requiere la descentralización en tan-
to forma de hacer eficientes al Estado y su prestación de 
servicios. Está asociado con el Banco Mundial, con muchas 
agencias de la ONU, con funcionarios de los gobiernos na-
cionales y expertos nacionales en políticas. Asumiendo un 
valor positivo, se indica que la descentralización puede au-
mentar la eficiencia y capacidad de respuesta del gobierno 
(Oates, 1972). Según este argumento, transferir las decisiones 
de asignación de recursos a dirigentes elegidos en el ámbi-
to local puede mejorar la correspondencia entre el conjunto 
de servicios producidos por el sector público y las preferen-
cias de la población local. Se defiende la descentralización 
en razón de que los estamentos inferiores del Estado (o, en 
el caso de la privatización, las empresas privadas) pueden 
administrar servicios o participar de esfuerzos de desarrollo 
con mayor efectividad y eficiencia que el Estado central por-
que están más cerca de la gente que los usa y se beneficia 
con ellos. Se cree que la proximidad permite una mayor ca-
pacidad de respuesta a las cuestiones en tanto se tiene más 
y mejor acceso a la información sobre las preferencias, las 
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necesidades y las condiciones locales (Smith, 1985). También 
se supone que la descentralización permite que se movilicen 
los recursos locales con mayor efectividad. En general, se es-
pera que se reduzcan los gastos contribuyendo así a progra-
mas de moderación fiscal, lo cual hace que tanto a quienes 
proponen la descentralización como quienes la critican les 
parezca una medida para reducir costos. Sin embargo, según 
Manor, “hay pocas pruebas que apoyen la opinión de que la 
descentralización se realiza para reducir costos y, en la prác-
tica, rara vez reduce el gasto público” (Manor, 1999).
La descentralización como empoderamiento
 Los activistas del desarrollo y la justicia social en las orga-
nizaciones comunitarias, ONG y Organizaciones de la Socie-
dad Civil (OSC) locales e internacionales, además de sus de-
fensores en las comunidades académicas y de investigación, 
a menudo se sienten atraídos por la descentralización en tan-
to creen que puede mejorar la equidad y la democracia (Mac 
Lean, 2003). En los discursos sobre desarrollo que enfatizan 
la sustentabilidad, la justicia y la agencia, los fundamentos 
principales para descentralizar se conforman en torno a la 
noción de “empoderamiento.” En esta visión, la descentrali-
zación –entendida como regionalización política, o descen-
tralización democrática– es defendida en tanto proporciona 
a los ciudadanos, mejores oportunidades para participar de 
la toma de decisiones y la asignación de recursos, influir en 
ellas y realizar su seguimiento, dándoles el poder de asu-
mir más control sobre las decisiones públicas que afectan 
su bienestar. Asimismo, los funcionarios locales al tener un 
mejor conocimiento de las condiciones de la comunidad y 
ser más accesibles para los habitantes de su distrito, tienen 
los medios y el incentivo para responder a los requerimien-
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tos que reciben. Según este argumento la descentralización 
también puede mejorar la gestión de los servicios públicos 
ya que, por pura proximidad, sería más posible que los fun-
cionarios locales rindan cuentas de sus actuaciones (Ostrom, 
Schroeder y Wynne, 1993). 
También se espera que el gobierno en el ámbito local 
sea más representativo. Por ejemplo, a veces se promueven 
los sistemas políticos descentralizados con el fin de que las 
minorías obtengan representación para defender más eficien-
temente los intereses de sus colectivos en el ámbito subna-
cional, contribuyendo así a la integración y promoviendo la 
legitimidad y estabilidad del sistema político nacional (Smith, 
1985). Dentro de un contexto de entusiasmo por el papel 
que juega la sociedad civil en los últimos años, la descentra-
lización ha devenido popular, suponiendo que ofrece más 
oportunidades para la participación de la ciudadanía en el 
Estado (Reilly, 1995; Douglass y Friedmann, 1998). 
Se han planteado las posiciones de apoyo a la descen-
tralización como vía de avance hacia la equidad de género. 
Por ejemplo, existen expectativas de que la descentralización 
facilite una prestación de servicios más sensible a las nece-
sidades e intereses de las mujeres debido a la proximidad 
de los representantes, elegidos en el ámbito local, con los 
habitantes de sus distritos. Estos ciudadanos, a su vez, garan-
tizarán un mejor entendimiento de las dimensiones de gé-
nero en los servicios y en las necesidades de la comunidad. 
Los argumentos basados en la eficiencia también destacan la 
eficacia de la participación de las mujeres en el ámbito de 
la comunidad, donde su aporte es considerado valioso para 
asegurar la planificación y gestión local. Mientras que el ideal 
de la descentralización democrática es prometedor para las 
mujeres, rara vez predominan las condiciones ideales. Manor 
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(1999) señala que existen pocas pruebas sobre el impacto de 
la descentralización en beneficio de las mujeres, “sólo ofre-
ce esperanzas modestas” ya que los prejuicios contra ellas 
suelen ser más fuertes en el ámbito local que en cualquier 
otro. Uno de los motivos de desilusión con el gobierno local 
respecto a la situación de las mujeres es que suele responder 
particularmente a instituciones, sistemas y relaciones de po-
der informales, más que a las normas y regulaciones forma-
les. Esto otorga una ventaja a los varones porque la exclusión 
histórica de las mujeres del gobierno local significa que no 
tienen acceso a los mismos tipos de redes y disponen de 
menor experiencia y pericia que ellos para desarrollarlas. Así, 
uno de los motivos por los cuales el gobierno local es menos 
productivo de lo que generalmente se espera en el fomento 
de los derechos de las mujeres es que las instituciones infor-
males en las estos gobiernos suelen insertarse, pueden ser 
hostiles a las mujeres. Quedó demostrado y confirmado por 
la experiencia de Sudáfrica donde, a pesar de las implican-
cias importantes en el ejercicio de la gobernanza local, los 
sistemas de autoridad tradicionales siguen siendo profunda-
mente patriarcales (Beall, 2005).
Por supuesto que las argumentaciones basadas en 
la“eficiencia” y el “empoderamiento” para la descentralización 
a menudo se superponen, y generalmente ésta es promovida 
por razones que corresponden a ambas categorías (Mac Lean, 
2003). Cada vez más, el discurso del “sistema” refleja el lengua-
je y las inquietudes del discurso “alternativo”. En realidad, la 
descentralización es un área en la que es muy más evidente la 
mayor convergencia entre las inquietudes políticas y económi-
cas en el desarrollo. Algunos defensores entusiastas del género 
y la descentralización en América Latina y el Caribe afirman las 
virtudes de ésta en términos de eficiencia y empoderamiento 
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(Cortés, 2002; La Rosa, 2004). Sin embargo, aunque está claro 
que la investigación sobre el género y la descentralización es 
pertinente en los dos discursos del desarrollo planteados ante-
riormente; ninguno de ellos tiene una trayectoria significativa 
en lo referente a la igualdad de género. Además, en algunos 
casos, detrás de los discursos de descentralización, es evidente 
el uso instrumental de las mujeres. La literatura está llena de 
ejemplos donde la participación del colectivo de mujeres se 
limita a poco más que el suministro de tiempo y esfuerzo para 
iniciativas vinculadas al logro de objetivos generales del desa-
rrollo deseable. Por ese motivo, no sorprende que, la mayoría 
de las estrategias que apoyan la participación de las mujeres, 
estén apuntaladas más por argumentos de eficiencia que de 
empoderamiento.
La rendición de cuentas y la descentralización 
Rendir cuentas significa que “los que tienen el poder 
deberían responder ante quienes les han delegado el po-
der. Deben responder ante ellos en el sentido de explicar 
y justificar sus acciones (dar cuenta) y si sus acciones se 
considerasen inapropiadas o abusivas deberían recibir pe-
nalidades (esta es la parte de ‘hacer cumplir’ de la rendi-
ción de cuentas)” (Goetz, 2003). Tanto en las intervenciones 
basadas en los argumentos de eficiencia como en aquellas 
que se basan en el empoderamiento, se sostiene que la 
rendición de cuentas es “el elemento crucial en los proce-
sos exitosos de descentralización” (Manor, 1999). Según los 
argumentos de eficiencia, un informe del Banco Mundial 
(1999) manifiesta que la rendición de cuentas financieras es 
un factor fundamental del éxito: “Cuando un gobierno cen-
tral mantiene una política creíble en contra de los rescates 
financieros, obliga a los gobiernos subnacionales y a quie-
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nes les hacen préstamos a vivir con las consecuencias de 
sus decisiones. Tienen que rendir cuentas de lo que piden 
y de lo que prestan”. 
Pero, existen otras formas de rendición de cuentas. Ri-
bot (2002) identifica tres mecanismos para este fin en las in-
tervenciones de descentralización. Primero, la rendición de 
cuentas horizontal, a otros actores estatales, tales como otras 
unidades y niveles de gobierno; en segundo lugar la rendi-
ción de cuentas vertical, a actores fuera del Estado, como 
ciudadanos individuales, medios de comunicación y las or-
ganizaciones de la sociedad civil. Por último la rendición de 
cuentas hacia abajo, o sea al público y ciudadanos (Ribot 
2002). Según este autor, las reformas de descentralización en 
África enfatizaron la rendición de cuentas hacia arriba, o sea 
al gobierno central mientras que, en el mejor de los casos, 
hacia abajo siguió siendo débil.
Sin embargo, la mayoría de los debates –relativos a la des-
centralización o en círculos más amplios del desarrollo– no 
abordan el tema de la rendición de cuentas para las mujeres. 
En el presente documento, la rendición de cuentas es consi-
derada esencial para el logro de la justicia de género. Goetz 
(2003) elabora y propone un modelo para crear mecanismos 
de rendición de cuentas para las mujeres, no sólo dentro del 
sector público, sino también en otras esferas. La autora argu-
menta que los estudios acerca de la articulación de intereses 
a menudo se limitan a examinar la efectividad de la “voz” de 
un determinado grupo en relación con las autoridades públi-
cas. Pero la capacidad de las personas para ejercer una voz 
efectiva en la escena pública depende en gran medida de su 
poder social y económico en otros ámbitos institucionales, 
particularmente la familia, el mercado y la sociedad civil y 
política. Goetz propone que el entendimiento de la rendición 
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de cuentas debería aplicarse a examinar las relaciones entre 
quienes tienen el poder y los menos poderosos, específica-
mente las mujeres, además, debería hacerse no sólo en el 
ámbito estatal sino también en la familia y las comunidades 
locales, en el mercado y aun en el ámbito de la espiritualidad 
y la práctica religiosa. Integrar dimensiones más amplias de 
la rendición de cuentas presenta muchos desafíos. Algunos 
bien podrían argumentar que, en el caso de la descentraliza-
ción, resultan suficientes los desafíos de procurar que la mis-
ma se logre dentro de las instituciones del Estado. Sin embar-
go, para que la descentralización tenga implicancias para la 
justicia de género, deberían realizarse múltiples rendiciones 
de cuentas. Por ejemplo, si se trata de la privatización de 
ciertos servicios o de la participación más amplia de la so-
ciedad civil, entonces estos ámbitos institucionales también 
deberían rendirle cuenta a las mujeres.
La correlación de la descentralización
y las estrategias de reducción de la pobreza
Uno de los argumentos principales a favor de la descen-
tralización es que ayuda a identificar mejores soluciones para 
los problemas de las personas y, sin duda alguna, la pobreza 
es uno de los más acuciantes. Por ese motivo, la descentra-
lización se presenta a veces como estrategia útil para el ali-
vio de esta problemática, tanto en términos de participación 
como de prestación efectiva de servicios. Los argumentos de 
participación (Blair, 2000) y la participación ciudadana efec-
tiva (Osmani, 2000) sostienen la premisa de que permitir que 
las personas expresen sus necesidades y preferencias pue-
de mejorar la prestación de servicios a nivel local y lograr 
que los esfuerzos de desarrollo en este estamento sean más 
efectivos e inclusivos, mejorando así los mecanismos para 
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reducir la pobreza. Sin embargo, como señala Osmani, las 
pruebas de este éxito tienden a ser pocas en relación con las 
muchas fallas de la descentralización participativa. Mientras 
que en teoría, la creación o reconocimiento de foros partici-
pativos en el ámbito de la comunidad dentro de los sistemas 
descentralizados de gobernanza facilita el empoderamiento y 
fomenta la reducción de la pobreza, en la práctica hay mu-
chos obstáculos para lograr una participación total, equitativa 
y efectiva (Mac Lean, 2003). En realidad, un riesgo importan-
te de la descentralización es que al derivar más poder hacia 
el nivel local, sean las élites locales las que se apropien de 
procesos políticos y recursos, o bien refuercen su dominio 
en estos ámbitos (Bardhan y Mookherjee, 1999; Ribot, 2002). 
El trabajo de Johnson sobre la descentralización en India 
(2001) señala que en ese país la correlación entre la descen-
tralización democrática y la reducción de la pobreza es rela-
tivamente débil. Un estudio mencionado en Mac Lean (2003) 
y realizado en muchos países, encontró que en la mayoría, la 
descentralización no produjo resultados “pro-pobre”. En los 
casos estudiados, prevaleció la captura por parte de la élite 
de los gobiernos locales elegidos (Crook y Sverrisson, 2001). 
No obstante, algunas investigaciones y estudios de caso 
referentes a la participación local presentan una serie de es-
trategias, que han servido para vencer las barreras para la 
participación efectiva. Éstas incluyen la introducción formal 
(a través de la legislación) de estrategias de planificación 
participativa, la educación ciudadana y la concientización, la 
capacitación y sensibilización de funcionarios locales en los 
enfoques participativos, la defensa, la colaboración y la cons-
trucción de alianzas, la planificación participativa del presu-
puesto y el fortalecimiento de los mecanismos de rendición 
de cuentas (Gaventa y Valderrama, 1999). Entre estos ejem-
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plos se encuentra el caso de Porto Alegre en Brasil o el de 
Cuenca en Ecuador, donde las prioridades se asignan luego 
de ejercicios participativos en los que la ciudadanía establece 
prioridades para el gasto público. 
Existe un debate adicional en lo que se refiere a atender el 
problema de la pobreza desde una perspectiva de género. Se-
gún Kanji (2003), los defensores de la igualdad de género han 
actuado rápidamente cuando utilizaron la agenda y el discurso 
de reducción de la pobreza adoptado por las agencias inter-
nacionales de desarrollo para llamar la atención sobre las di-
ferentes maneras en las que mujeres y varones experimentan 
la pobreza en contextos distintos. Ello se integró a la política 
de desarrollo en los años noventa mediante el reconocimiento 
de que las mujeres se concentran en las secciones más pobres 
de la población debido a la división del trabajo entre remu-
nerativo y no remunerativo. Las oportunidades de empleo y 
los salarios desiguales para varones y mujeres se suman a la 
responsabilidad de cuidado del hogar y la reproducción gene-
racional que llevan a cabo las mujeres, a menudo en ausencia 
de varones que aporten (Jackson y Pearson, 1998). Sin em-
bargo, ha habido una correlación de inquietudes a favor de 
la reducción de la pobreza y las políticas orientadas al género 
(Jackson, 1996). Jackson sostiene que las desigualdades entre 
varones y mujeres no son causadas por la pobreza y que no es 
posible limitar todas las formas de desventaja a esta variable. 
Como lo señala la autora, algunas formas de opulencia pue-
den intensificar ciertos aspectos de la subordinación de géne-
ro (por ejemplo, en las normas que tienen que observar cier-
tas mujeres de la clase media en algunas sociedades). En otras 
palabras, si bien es importante atender la interacción entre la 
pobreza y la desigualdad de género, también deben conside-
rarse como temas separados. No hay duda que los defensores 
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de la igualdad de género han utilizado la agenda internacional 
de reducción de la pobreza y expresiones como “feminización 
de la pobreza” tanto para atraer la atención y los recursos para 
abordar las desigualdades de género como para promover los 
derechos de las mujeres.
Este mismo conjunto de argumentos parece ser válido al 
tratar de subrayar las conexiones entre género, pobreza y 
descentralización. Ésta última no es necesariamente la solu-
ción de la pobreza en el ámbito local sobre todo cuando 
es causada por reglas injustas de comercio entre los países 
ricos y pobres, o en casos donde la política económica está 
concebida en el ámbito central, divorciada de las prioridades 
locales, o si las localidades tienen poca voz en las decisiones 
nacionales. Además, aun cuando la descentralización parece 
tener resultados positivos en términos de prestación de ser-
vicios, es crucial observar el distinto acceso y control de los 
mismos que tienen los varones y las mujeres. Situar el género 
entre la pobreza y la descentralización es peligroso, ya que 
puede disfrazar desigualdades de género, y si a las solucio-
nes a la subordinación de las mujeres se las identifica en 
políticas antipobreza y de descentralización, es sumamente 
improbable que se logre la justicia de género. Por ese moti-
vo, para entender en qué circunstancias la descentralización 
puede contribuir a la justicia de género, es pertinente obser-
var dos conceptos: la gobernanza y los derechos. Un análi-
sis adicional de estos conceptos puede brindar ideas valiosas 
para identificar oportunidades de investigación en el futuro. 
En torno a la gobernanza
La especialista africana Mojubaolu Okome (Okome, 2000 
en Mac Lean, 2003), sostiene que los donantes poderosos 
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como el Banco Mundial han abogado por la descentrali-
zación como parte de un “paquete de buena gobernanza”, 
demostrando cómo ambos conceptos a menudo están en-
trelazados en las estrategias de desarrollo. Hace tiempo que 
existe el vocablo “gobernanza” y tiene una serie de signifi-
cados y aplicaciones en distintos contextos. En su caso más 
simple, se refiere a la manera en que se ejerce el poder en 
la gestión de los recursos sociales y económicos de un país. 
Se centra en particular en la relación entre “gobierno” y “ciu-
dadano” (Painter, 2000). En lo que se refiere a la descentrali-
zación, la correspondencia entre “gobierno local” y “ciudada-
nos” parece estar en su punto más cercano (Banco Mundial, 
2000). Hay dos maneras en las que se utiliza el concepto go-
bernanza para referirse a esta relación entre Estado y ciuda-
dano (Beall et al., 2004). La primera definición, más acotada, 
se relaciona a la gestión acertada para el desarrollo y tiene 
que ver con la administración; la segunda, más amplia, inclu-
ye también un interés en las políticas públicas democráticas 
y en la política democrática. En el presente artículo se utili-
zará la segunda definición, considerando a la gobernanza no 
tanto como un conjunto de funciones sino como una expre-
sión de poder entre el Estado y la sociedad civil, entendidos 
como las dos caras de la misma moneda. Por ejemplo, Stoker 
(1998) dice que “la esencia de la gobernanza es la relación 
interactiva entre las fuerzas gubernamentales y no guberna-
mentales y al interior de las mismas”.
La expresión “buena gobernanza” alcanzó prominencia 
a comienzos de los años noventa y está asociada explícita-
mente a los discursos de políticas de los donantes para el 
desarrollo internacional, particularmente del Departamento 
del Reino Unido para el Desarrollo Internacional (DFID, por 
sus siglas en inglés) y del Banco Mundial. Esta expresión 
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se utilizó para identificar un “conjunto de ideas de políticas” 
que según sus proponentes (especialmente el Banco Mun-
dial) constituían un modelo para la gestión económico-políti-
ca efectiva y beneficiosa (Beall et al., 2004). Pronto adquirió 
la categoría de ortodoxia internacional, constituyéndose en 
el principio orientador general para las agencias donantes 
importantes en la distribución de asistencia y ayuda para el 
desarrollo. El concepto de “buena gobernanza” ha sido muy 
útil para el análisis de los procesos en los países de Euro-
pa oriental que abandonaron los sistemas económicos admi-
nistrados por el Estado para adoptar sistemas basados en el 
mercado (Archer, 1994), particularmente luego de reconocer 
los efectos severos que experimentó América Latina con las 
políticas de ajuste estructural. Así, el concepto de gobernan-
za está asociado tanto a la idea de hacer retroceder al Estado 
como a la promoción de asociaciones público-privadas. El 
significado apropiado de “buena gobernanza” ha sido objeto 
de debate debido al carácter abierto e intrínsecamente vago 
de su definición (Doornbos, 2001). 
En la literatura general sobre este tema se identifican tres 
sectores centrales: el Estado, la economía de mercado y la 
sociedad civil. Se sugiere que hay una relación “interdepen-
diente” entre estos sectores que, administrada debidamente, 
podría generar una prosperidad sustentable. Según Beall et 
al. (2004), en esencia, la “buena gobernanza” exige en pri-
mer lugar un Estado bien administrado; en segunda instan-
cia una economía de mercado competitiva, y por último. 
una sociedad civil democrática. Esto es de vital importancia, 
porque una sociedad civil vigorosa y democrática ayuda a 
garantizar que ni el sistema político ni el económico sean 
capturados por grupos élite de intereses, distorsionándolos 
para atender propias necesidades en vez de atender a las del 
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país en general. Esto sólo puede lograrse cuando los ciuda-
danos de una sociedad abierta son capaces de exigir a sus 
instituciones, ya como votantes (sistemas políticos), ya como 
consumidores (sistemas económicos), ya como beneficiarios 
(organizaciones de la sociedad civil); la rendición de cuentas. 
Tal como sucede con la descentralización, el concepto 
gobernanza puede entenderse en un sentido tanto técnico 
como político. Ambas perspectivas son utilizadas en los ar-
gumentos de quienes analizan la gobernanza, en especial la 
que se desarrollada en el ámbito local, como de importan-
cia fundamental para las mujeres. Estas interpretaciones de 
la gobernanza también se han dispuesto en apoyo de la des-
centralización como ruta hacia la mejora de la equidad de 
género. Por ejemplo, la Unión Internacional de Autoridades 
Locales (IULA, 1998) argumentó en su artículo donde expli-
cita su posición sobre las mujeres en el gobierno local que:
Desde un punto de vista de género, el gobierno lo-
cal es el nivel de gobierno más cercano y más accesible 
para las mujeres.
 Los gobiernos locales tradicionalmente prestan ser-
vicios utilizados por hogares individuales, tales como 
la energía eléctrica, la eliminación de la basura, el 
transporte público, agua, escuelas, clínicas de salud y 
otros servicios sociales. Las decisiones de los gobiernos 
locales por lo tanto, tienen un impacto directo en las 
vidas privadas de las mujeres, porque ellas son quienes 
tradicionalmente se encargan –en muchos países– de 
mantener el hogar y cuidar a la familia.
También se argumenta que las mujeres deben ser parte 
del sistema democrático local y tener acceso total a la estruc-
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tura de toma de decisiones. Los motivos por los cuales se 
piensa que la política en el ámbito local es más simple para 
las mujeres son bien conocidos.
Evertzen (2001), manifiesta:
[…] porque los criterios de habilitación para el ám-
bito local son menos estrictos, y el gobierno local es el 
más cercano a la esfera de vida de las mujeres y más 
fácil de combinar con la crianza de los hijos. Puede 
ser el primer nivel al que pueden penetrar las muje-
res y como tal puede servir de trampolín hacia la po-
lítica nacional al desarrollar capacidades y adquirir 
experiencia. Del mismo modo, la política local puede 
ser más interesante para las mujeres ya que están fa-
miliarizadas con su comunidad, siendo las mayores 
usuarias de espacios y servicios en la comunidad local 
(agua, energía eléctrica, eliminación de la basura, clí-
nicas de salud y otros servicios sociales). También par-
ticipan activamente de organizaciones en su barrio y 
es más fácil lograr que estas organizaciones participen 
de la toma de decisiones políticas formales en el ámbi-
to local.
Al igual que la descentralización, en la práctica, la gober-
nanza está inserta profundamente en la agenda neoliberal. 
Existe el riesgo de que los aspectos técnicos de la gobernan-
za prevalezcan sobre la connotación más política y democrá-
tica. Además, ninguno de estos dos debates aborda el género 
explícitamente, por lo tanto las conexiones entre la descen-
tralización/gobernanza y la justicia de género no son auto-
máticas ni inmediatas. En el mejor de los casos, cuando la 
descentralización contribuye a la buena gobernanza, no sig-
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nifica necesariamente que beneficie a las mujeres. Una forma 
de poner los temas de género en el centro de estos debates 
es introducir una agenda de derechos en la gobernanza. La 
sección siguiente revisa temas principales de derechos hu-
manos y derechos humanos de las mujeres. 
Derechos humanos y derechos humanos 
de las mujeres 
En relación con los derechos de las mujeres, el intento más 
formalizado por establecer principios de justicia de género se 
encuentra en el Comité para la Eliminación de la Discrimina-
ción contra la Mujer (CEDAW, según sigla en inglés) de 1979, 
que hace de la ausencia de discriminación con base al género 
la medida de la justicia de género. Este enfoque podría eti-
quetarse como uno de “libertades negativas” –CEDAW ordena 
que los Estados eviten la discriminación–, no necesariamente 
que tomen medidas positivas para revertir los privilegios mas-
culinos ni que ofrezcan desagravios por injusticias pasadas. La 
crítica más común contra CEDAW, sin embargo, es que carece 
de mecanismos viables para hacer cumplir normas. Sus esfuer-
zos iniciales, centrados en la prevención de la discriminación, 
se han ido modificando substantivamente con los años. Hoy, 
el Comité y su convención están rodeados de nuevas decla-
raciones y convenciones sobre los derechos humanos y de 
las mujeres que equivalen a una declaración internacional de 
derechos de la mujer, y que han llegado a constituir el deno-
minado “régimen internacional de derechos de la mujer” (Kar-
dam, 2004 citado en Goetz, 2003). 
Como observan Beall et al. (2004), hay una diferencia 
importante entre los ideales incluidos en el marco interna-
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cional de los derechos humanos y la realidad diaria de la 
gran mayoría de la población mundial. Al buscar formas más 
efectivas de poner en práctica los principios de la Declara-
ción Universal de los Derechos Humanos y de CEDAW en 
un mundo cultural y políticamente diverso con recursos limi-
tados era importante buscar el consenso respecto a algunos 
temas clave de la conceptuación de los derechos humanos y 
de los derechos humanos de las mujeres. Un paso importan-
te hacia esto se dio con la Declaración de Viena (1993), que 
afirmó la igualdad en importancia de todos los derechos hu-
manos, declarando que eran “universales, indivisibles e inter-
dependientes e interrelacionados”.3 Además, la Declaración 
manifestaba que los derechos humanos de las mujeres y de 
las niñas son una parte inalienable, integral e indivisible de 
los derechos humanos universales. También reconocía que la 
violencia de género y todas las formas de acoso y explota-
ción sexual, incluyendo las que surgen del prejuicio cultural 
y del tráfico internacional, deberían eliminarse. La existencia 
de los derechos humanos y de los derechos humanos de las 
3  Estos tres principios resolvían (o por lo menos establecían un nivel muy 
amplio de consenso respecto a) tres debates clave sobre los derechos hu-
manos:
– Universales: Destacaba que es el deber de todos los estados –indepen-
dientemente de sus sistemas políticos, económicos y culturales– fomen-
tar y proteger todos los derechos humanos y libertades fundamentales.
– Indivisibles: Impugnaba la idea de “jerarquía” de derechos, poniéndolos a 
todos en pié de igualdad. Dicho de otra forma, reforzaba la idea de que los 
derechos económicos, sociales, culturales, políticos y civiles tenían todos 
el mismo valor e importancia.
– Interdependientes e interrelacionados: Este principio destacaba cómo el 
disfrute de un derecho humano a menudo dependía de la capacidad para 
ejercer libremente otros derechos humanos. Y de aquí el corolario de que 
la negación de un grupo de derechos influye en el logro de otros.
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mujeres y de las niñas establece la obligación de implemen-
tar políticas para que estas condiciones se cumplan. 
Al examinar cómo los Estados podrían ser capaces de 
cumplir con las exigencias del marco internacional de los 
derechos humanos, fue necesario considerar la mejor manera 
en que los más pobres pudieran cumplir sus obligaciones. 
Los derechos –particularmente los sociales y económicos, 
como el suministro de educación, vivienda y salud– son one-
rosos. El desafío al que se enfrentaban los Estados era cómo 
asegurarse de que no se introdujera una jerarquía de dere-
chos basada en la capacidad del presupuesto público para 
cumplir con exigencias y, en particular, que los derechos so-
ciales y económicos no se redujeran a poco más que ideales 
lejanos. Dos formas de pensar en la obligación del Estado 
de cumplir con las exigencias de los derechos humanos han 
resultado útiles para abordar este desafío (Beall et al., 2004). 
 La primera es la idea de “cumplimiento progresivo”, que 
significa tomar medidas deliberadas, concretas, dirigidas y 
apropiadas para lograr los derechos humanos. La ventaja 
ofrecida con este enfoque es que no diezma los tres princi-
pios discutidos anteriormente (ya que se preserva un enfo-
que holístico), mientras que a los Estados se les pide cuentas 
según normas factibles, conmensurables y cada vez mejores 
a la vez que se toma en cuenta la limitación de recursos (Mo-
ser y Norton, 2001). 
 El segundo enfoque implica pensar el cumplimiento de 
los derechos en términos de distintas formas de obligación 
del Estado, desde esta perspectiva los derechos humanos son 
generadores de tres tipos de obligaciones. Las mismas son la 
obligación de respetar (no violar mediante acciones o inac-
ciones), proteger (tomar medidas activas, como la aprobación 
de leyes, defender o salvaguardar) y cumplir (prever de algu-
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na forma). Con relación al “cumplimiento”, conviene dividirlo 
aún más en la obligación de facilitar (por ejemplo, median-
te el establecimiento de marcos normativos o incentivos im-
positivos para alentar la inversión internacional o del sector 
privado y asociaciones), suministrar (servicios o programas 
directamente de fondos públicos), o promover (mediante la 
defensa y compromisos a plazos más largos y/o la búsqueda 
de socios con quienes trabajar para lograr metas deseadas). 
Moser y Norton (2001) brindan un ejemplo valioso en este 
sentido cuando sostienen que: “Si las políticas pueden cum-
plir con el derecho a la vivienda de forma más efectiva, equi-
tativa y sustentable mediante marcos normativos apropiados 
(facilitación) que haciendo quebrar el presupuesto público 
mediante un programa de construcción, entonces esta elec-
ción de políticas no es necesariamente incompatible con un 
marco de derechos”. Dicho de otra forma: los derechos eco-
nómicos y sociales no tienen que interpretarse como recla-
mos directos al presupuesto público. Tener un derecho no 
autoriza a exigir una asistencia del gobierno. Más bien, todo 
ciudadano tiene el derecho o puede apropiarse del derecho 
a contar con los arreglos sociales necesarios para facilitar el 
acceso seguro y equitativo a la libertad o recurso.
 Sin embargo, según Goetz (2003), el marco basado en 
los derechos ha sido criticado por muchos motivos; entre 
ellos, por ser un instrumento del imperialismo cultural y 
la moral occidental (Mutua, 2002; Lewis, 1995; An-Na’im y 
Deng, 1990). Se lo cuestiona también por estar ligado a un 
enfoque republicano liberal específicamente occidental del 
constitucionalismo y la democracia política. Algunos críticos 
hasta dan a entender que forma parte de una expansión de 
los mercados capitalistas donde los derechos humanos son el 
punto de entrada de las reformas de los sistemas de gober-
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nanza que están concebidos para integrar economías nacio-
nales a un mercado global (O’Neill, 2000a). Una manera de 
superar este déficit es fortalecer los mecanismos de múltiple 
rendición de cuentas (Goetz, 2003). Así, los derechos de las 
mujeres ya no serían un concepto abstracto, sino derechos 
que ellas pueden reivindicar para sí.
Integrando la descentralización,
la gobernanza y los derechos humanos 
Esta sección del documento indaga cómo la descentra-
lización, la gobernanza y los derechos humanos de las mu-
jeres se unen conceptualmente, particularmente en relación 
con la justicia de género y la reducción de la pobreza. El 
IDRC sigue comprometido con los principios de desarrollo 
equitativo y reducción de la pobreza. Ya que, si bien se reco-
noce que la pobreza no es un indicador de la subordinación 
femenina, es un fenómeno profundamente troquelado por el 
género y un desafío urgente para el desarrollo. Sin embar-
go, se necesita cautela al analizar la pobreza y la justicia de 
género. Como Phillips (2003) memorablemente nos advier-
te, existe el riesgo de que “el problema de la pobreza haya 
suplantado al problema de la desigualdad” y las estrategias 
contra la desigualdad de género parecen estar en la misma 
bolsa de la agenda antipobreza.
Pobreza, derechos humanos y justicia de género 
Durante los últimos diez años, se le ha dado cada vez 
más importancia a entender el carácter “multidimensional” de 
la pobreza (Sen, 1992, 1999) y las dimensiones de género de 
la misma (Kabeer, 1994, 2003). Hasta hace muy poco tiempo, 
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la mayoría de las definiciones de la “pobreza” se centraban 
sólo en el tema de la privación económica. Asimismo, las 
estrategias iniciales de Mujeres en el Desarrollo (WID, según 
sigla en inglés) se centraban en la generación de ingresos 
como forma de abordar la subordinación femenina (Razavi 
y Miller, 1995). La pobreza estaba definida en términos de 
tener suficientes ingresos para sobrevivir, y esta idea se limi-
taba, a menudo, a tener una cantidad específica de alimento. 
Los intentos iniciales por ampliar esta conceptualización de 
la pobreza pasaron por la idea de las “necesidades básicas”, 
enfoque que destaca que hasta el más mínimo cumplimiento 
de las necesidades humanas exige una gran variedad de re-
quisitos materiales más allá de alimento o ingresos privados. 
En particular, se enfatizó la necesidad de que las comunida-
des tuvieran acceso a la salud y educación básicas y a otros 
servicios esenciales. Se destacó también la importancia de 
que los individuos tuvieran acceso a oportunidades de em-
pleo y el derecho a participar de la vida comunitaria, espe-
cialmente en lo referente a las decisiones que afectaban su 
vida (Informe Sobre Desarrollo Humano, 1998). 
Es el trabajo de Amartya Sen, sin embargo, el que influ-
yó notablemente en la reconceptualización de la pobreza y 
del desarrollo humano al enfatizar los derechos y liberta-
des humanas. Las ideas de Sen de “capacidades”, “oportu-
nidades”, “derechos” y “funcionamientos” han contribuido a 
importantes cambios de paradigma en la forma en que en-
tendemos la pobreza y las estrategias que mejor se utilizan 
para fomentar el desarrollo humano sustentable. El concep-
to de “funcionamiento” tiene que ver con las acciones o 
circunstancias que una persona pondera en su hacer o ser. 
Más concretamente, se refiere a las distintas cosas que pue-
de hacer o ser una persona, tales como ser longevo, estar 
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sano y ser bien educado.4 “Capacidad” para Sen es la habili-
dad de una persona para realizar diferentes combinaciones 
o funcionamientos. Un componente central de la capaci-
dad es la idea de elección (o falta de la misma) en tanto 
allí se puede apreciar si una persona vive una vida que 
valora. Usando este enfoque, la pobreza puede entenderse 
en términos de ausencia o privación de ciertas capacidades 
básicas para hacer esto o ser aquello. Es decir que la po-
breza se refiere, desde esta perspectiva, no sólo al Estado 
empobrecido en el que vive una persona, sino también a la 
falta real de “oportunidades” (lo cual surge del Estado y de 
los factores que operaron en su conformación), de llevar 
una vida valiosa y valorada. La falta de oportunidad real es 
también una forma de analizar la justicia de género. Goetz 
(2003) amplía esta idea.
Al discutir la pertinencia de este concepto como aspecto 
de la justicia de género, Goetz (2003) describe cómo algunas 
filósofas políticas feministas han capitalizado esta idea para 
definir un enfoque de “capacidades mínimas” y describir 
principios de justicia de género. Las mismas son las condicio-
nes económicas, sociales y hasta psicológicas mínimas en las 
que las mujeres podrían rechazar o renegociar los arreglos 
sociales en los que se encuentran (O’Neill, 2000; Nussbaum, 
2000; Young, 1990). Este enfoque fue desarrollado de ma-
nera muy minuciosa por Martha Nussbaum, que adapta el 
enfoque de las capacidades de Sen. En su trabajo Nussbaum 
(2000) propone un relato normativo intercultural de capa-
4 El concepto abarca desde estados relativamente elementales (tales como 
el estar adecuadamente alimentado) hasta estados personales complejos 
(como la capacidad para participar de la vida de la comunidad y aparecer 
en público “sin vergüenza”).
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cidades humanas centrales y una lista de “funcionamientos” 
clave –un relato de principios constitucionales básicos que 
los gobiernos de todas las naciones deberían respetar e im-
plementar– como mínimo esencial requerido por el respe-
to a la dignidad humana. Sin embargo, según Goetz (2003) 
ésta es una agenda ambigua, y a Nussbaum todavía le faltaría 
examinar la política y ponerla en práctica. Pero más allá del 
problema de los desafíos prácticos de implementar esta cla-
se de agenda, particularmente dados los límites de recursos 
nacionales, este enfoque ha generado una serie de críticas. 
Phillips (2003) argumenta que el enfoque de las capacidades 
tiene en su centro la agenda neoliberal, ya que su atención 
a requisitos necesarios mínimos se aleja de los profundos 
desafíos de la lucha por la igualdad humana –no sólo entre 
hombres y mujeres, sino entre grupos sociales dentro de una 
nación, o entre naciones. Este alejamiento, dice ella, “encaja 
con un cambio casi universal en la política socialdemócrata, 
donde el problema de la pobreza ha suplantado al de la des-
igualdad y las preocupaciones por la diferencia general de 
ingresos le ha dado paso a la garantía de un mínimo huma-
no” (2000). En otras palabras, el centro de atención material 
del enfoque de las capacidades no aborda las desigualdades 
más absolutas y se aleja de la igualdad de derechos básicos. 
Por ese motivo, aunque es importante reconocer los límites 
que le impone la pobreza a la vida de las mujeres, el marco 
teórico desarrollado aquí procura trascender el análisis de la 
pobreza y ampliarse más allá de las capacidades para consi-
derar temas de agencia en particular, lo cual se explica más 
adelante. 
Otro grupo de críticas sugiere que este enfoque de “ca-
pacidades mínimas” simplifica demasiado el proceso a través 
del cual los recursos en realidad se transforman en logros, 
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obscureciendo las dimensiones del poder. En otras palabras, 
este enfoque pasa por alto la manera en la que las muje-
res emplean el poder para ejercer elecciones estratégicas en 
sus vidas.5 Según Kabeer (1999) las elecciones estratégicas 
de vida pueden pensarse en términos de tres dimensiones o 
momentos distintos en el proceso de cambio social: recursos 
(precondiciones), agencia (proceso) y logros (resultados). Lo 
que Sen denomina “capacidades” es la reunión de los recur-
sos y la agencia. Los primeros, incluyen los materiales en el 
sentido económico más convencional, pero para Kabeer, de-
ben definirse mucho más ampliamente para abarcar los dis-
tintos recursos humanos y sociales que mejoran la capacidad 
para ejercer la elección, incluyendo derechos y la apropia-
ción de los mismos. La segunda dimensión del concepto se 
relaciona con la agencia, la capacidad para definir sus metas 
y gestionarlas. La agencia tiene que ver no sólo con la acción 
observable; sino que también abarca el significado, motiva-
ción y propósito que los individuos le aportan a su actividad, 
su sentido de agencia, o lo que las feministas han llamado “el 
poder interior” (Kabeer, 1994). 
En secciones previas la justicia de género como resultado 
se definió como “acceso y control de los recursos, combina-
do con la agencia (la capacidad para hacer elecciones). Pero 
5 Kabeer (1999) sostiene que no todas las elecciones son igual de perti-
nentes para la definición de poder. Algunas elecciones tienen mayor re-
levancia que otras en términos de sus consecuencias para la vida de la 
gente. Puede hacerse entonces una distinción entre elecciones de primer 
orden y de segundo orden en el análisis del poder. Las de primer orden 
son aquellas estratégicas de vida. Estas elecciones estratégicas de vida 
ayudan a formular otras elecciones menos trascendentes que pueden ser 
importantes para la calidad de la vida de uno pero no constituyen sus pa-
rámetros determinantes.
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la justicia de género como proceso brinda un elemento adi-
cional esencial: la rendición de cuentas” (Goetz, 2003). Por 
lo tanto, es posible argumentar que el aporte de Sen, que 
enfatiza los derechos y libertades humanas en el desarrollo, 
no ha llegado a abordar la justicia de género, por lo que la 
contribución de Keeber a la teoría de Sen pone el énfasis 
en la agencia. Además, al incluir mecanismos de rendición 
múltiple de cuentas e institucional como propone Goetz, te-
nemos un marco funcional que, mientras aborda la pobreza 
como fenómeno multidimensional, no está ajeno al fomento 
de la justicia de género.
Finalmente, se sostiene aquí la pertinencia de integrar una 
dimensión de los derechos a nuestro análisis para la región 
de América Latina y el Caribe. La idea de desarrollo humano, 
como “mejoras de las capacidades y libertades de las que 
disfruta el integrante de la comunidad”, tiene mucho de simi-
lar con la idea de los derechos humanos como priorización 
de ciertos atributos de las personas o sociales considerados 
esenciales para el funcionamiento adecuado de un ser hu-
mano. Sin embargo, una diferencia clave es que los derechos 
humanos también “representan los reclamos que tienen los 
individuos respecto a la conducta de [otros] y al diseño de 
los arreglos sociales para facilitar o conseguir esas capacida-
des y libertades”. Si bien el desarrollo es una “meta loable”, 
no “produce deberes específicos de parte” de otros de tomar 
medidas (Beall et al., 2004). 
Un enfoque del desarrollo “basado en los derechos”
En esencia, un enfoque del desarrollo basado en los de-
rechos “integra las normas, reglas y principios del sistema 
internacional de derechos humanos a los planes, políticas y 
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procesos de desarrollo” (Comisión de los Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas). Según Beall et al. (2004), un enfo-
que del desarrollo basado en los derechos incluye:
Un enlace expreso con los derechos: según este enfoque, 
los objetivos del desarrollo se formulan en términos de de-
rechos particulares –o sea, como derechos que se pueden 
hacer cumplir por ley. Mientras que esto le da peso adicional 
a las metas de desarrollo, también asegura que el enfoque 
adoptado sea amplio y no permita un “desempate” entre el 
proceso de desarrollo (incluyendo el crecimiento económi-
co) y los derechos humanos (como el derecho a percibir una 
remuneración digna por su trabajo o a una vida libre de la 
violencia de género). 
Un alto nivel de rendición de cuentas: el centro de aten-
ción de este enfoque es aumentar los niveles de rendición de 
cuentas en el proceso de desarrollo identificando a quienes 
tienen reivindicaciones (y sus derechos) y a los que tienen 
deberes correspondientes (y sus obligaciones). De esta for-
ma, el desarrollo trasciende el terreno de la beneficencia y 
pasa al de la obligación. Además, ésta (como se discutió an-
teriormente) incluye tanto las obligaciones positivas de quie-
nes tienen deberes (de proteger, promover y proveer) como 
las obligaciones negativas (abstenerse de violaciones). Este 
enfoque queda fortalecido aún más al tener en cuenta los de-
beres de todos los actores del desarrollo, de manera que no 
sólo el Estado sino también las organizaciones y autoridades 
locales, empresas privadas, donantes de asistencia e institu-
ciones internacionales son sometidos a las mismas normas 
basadas en derechos. Esto coincide con el marco de rendi-
ción múltiple de cuentas de Goetz, que trasciende la relación 
Estado-ciudadano.
Atención explícita al empoderamiento: un enfoque del 
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desarrollo basado en los derechos debería centrarse en el 
empoderamiento más que en la asistencia social. A los ciu-
dadanos se los considera no como beneficiarios de asisten-
cia, sino más bien como dueños de derechos y directores 
del desarrollo. La atención se centra tanto en el proceso de 
desarrollo como en sus fines. En términos de alcanzar la jus-
ticia de género, la atención debería centrarse en el proceso 
(agencia).
Un alto nivel de participación: se basa en la premisa del 
entendimiento de que el desarrollo sólo puede lograrse con 
un alto nivel de participación significativa (no formal, instru-
mental ni ceremonial) de las comunidades afectadas. Si los 
beneficiarios han de encargarse genuinamente del proceso, 
se deberá garantizar que los grupos más pobres y margina-
dos reciban todo el apoyo que necesiten para su participa-
ción activa. Este enfoque, por lo tanto, valora un método 
lento, considerado y consultivo, no puede haber arreglos rá-
pidos ni depender de modelos importados. 
Según Beall et al. (2004), los defensores del enfoque basa-
do en los derechos sostienen que brinda un marco más efec-
tivo, más sustentable y más racional para el proceso de desa-
rrollo. El enlace expreso con los derechos, se sugiere, brinda 
mayor claridad normativa y detalle en el trabajo de desarrollo 
ya que los derechos humanos y los derechos humanos de las 
mujeres (en términos de metas además de como marco para 
el proceso) surgen de una serie de instrumentos, tratados y 
convenciones internacionales que suministran un conjunto 
de normas con autoridad en relación con los cuales pueden 
juzgarse los procesos y resultados. 
Sin embargo, según Goetz (2003), algunas feministas 
evitan el lenguaje de los derechos humanos porque éste 
produce una trampa clásicamente liberal suministrando el 
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derecho pero no la oportunidad verdadera ni la capaci-
dad para hacer elecciones (O’Neill, 2000; Nussbaum, 2000; 
Young, 1990). Los enfoques basados en los derechos tam-
bién se han descrito como imprácticos y engañosamente 
fáciles de promulgar pero profundamente evasivos en cuan-
to a identificar los agentes obligados a satisfacer las rei-
vindicaciones de derechos y hasta dónde debieran hacerlo 
(O’Neill, 2000b; Nussbaum, 2000). Las mismas filósofas fe-
ministas que defienden un marco material “habilitador” para 
la justicia de género argumentan que los enfoques basados 
en los derechos falsifican la posición de los socialmente dé-
biles, que no están en condiciones de hacer reivindicacio-
nes o asegurarse que los actores más poderosos cumplan 
con sus obligaciones. Otros señalan que el recorte absolu-
to de recursos en los países pobres limita la capacidad de 
respuesta potencial de las autoridades públicas a las rei-
vindicaciones de derechos y diezma el principio de indivi-
sibilidad de los derechos (Farrington, 2001). Además, a los 
enfoques basados en los derechos a veces se los ve como 
legalistas, de arriba hacia abajo y demasiado dependientes 
de los marcos jurídicos supranacionales, instrumentos e ins-
tituciones jurídicas formales (Seshia, 2002), en detrimento 
de la apreciación de las prioridades y prácticas de las per-
sonas que formulan y reivindican sus derechos en luchas 
por recursos o poder social. La sección siguiente examina 
cómo un enfoque del desarrollo basado en los derechos 
puede complementar y fortalecer el modelo de buena go-
bernanza y descentralización como punto de apoyo para 
promover los derechos de las mujeres. 
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Descentralización, “buena gobernanza” y derechos
humanos de las mujeres: construyendo un marco 
para la justicia de género
Si la descentralización ha de ser significativa en la lucha 
por la justicia de género, es importante revisar tres tensiones 
que ya fueron identificadas en secciones anteriores. 
La primera, gira en torno a la descentralización. Se argu-
menta que en las comunidades muy pobres con poca ca-
pacidad de generar ingresos, debilidad institucional histórica 
y escaso poder de negociación ciudadana, el resultado más 
probable son servicios descentralizados de baja calidad, la 
captura por parte de la élite y el clientelismo. En segundo 
lugar, cuando se explicó el marco de la “buena gobernan-
za”, se delineó el planteo de algunos críticos, quienes han 
argumentado que en los países con pobreza generalizada, 
el resultado más probable del modelo no es un círculo vir-
tuoso de desarrollo y prosperidad, sino más bien un círculo 
vicioso de pobreza y mala gobernanza. En tercer lugar, con 
relación a los derechos, algunos críticos señalan que los re-
cortes absolutos de recursos en los países pobres limitan la 
capacidad de respuesta potencial de las autoridades públicas 
a las reivindicaciones de derechos. En estas circunstancias, 
¿qué significa desafiar la injusticia de género mediante un 
enfoque basado en derechos y qué función pueden cumplir 
en el mismo los procesos de descentralización? 
Un enfoque de desarrollo basado en los derechos y los 
derechos de las mujeres traerían un cambio en la visión y 
metas del proceso. El impulso más importante ya no sería 
hacia un conjunto de políticas económicas (eficientes) y de 
políticas en el ámbito local. Extenderle a todas las mujeres 
las oportunidades de ser longevas y llevar vidas sanas y crea-
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tivas a la vez que disfrutan de un nivel de vida decente con 
libertad, dignidad, igualdad de resultados y respeto propio 
pasaría a ser no un resultado deseable de la prosperidad eco-
nómica, sino la meta inmediata en comparación a la cual 
se juzgaría el éxito o fracaso de cualquier intervención; in-
cluyendo la descentralización. Además, serían las mujeres, 
especialmente las mujeres desfavorecidas, las que pasarían 
al centro de atención. Según este enfoque, por otra parte, 
las metas de desarrollo (como la prestación de servicios des-
centralizados) se formularían no como asistencia social ni 
beneficencia, sino más bien como derechos que se pueden 
hacer cumplir por ley tanto con los que hacen reivindicacio-
nes como con los que tienen los deberes correspondientes. 
Finalmente, los derechos humanos suministrarían el marco 
normativo para la práctica operacional en todos los ámbitos 
y a través de todos los sectores, garantizando así que no se 
establecieran elecciones ficticias entre los “derechos huma-
nos” y las “metas de desarrollo” tales como el crecimiento 
económico. 
Integrar al modelo de buena gobernanza y de descentra-
lización un enfoque del desarrollo basado en los derechos 
también influiría en las funciones de cada uno de los tres 
sectores o partes entrelazadas que conforman el modelo, a 
saber el Estado, el mercado y la sociedad civil.
Un Estado descentralizado bien administrado
Como se analizó anteriormente, según el marco de bue-
na gobernabilidad, la responsabilidad mayor del Estado es 
administrar la economía y el sistema político para asegurar 
la estabilidad a largo plazo y el crecimiento. Esto incluye la 
responsabilidad de suministrar una variedad de servicios ad-
ministrativos y públicos en el ámbito local (descentralizado). 
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Mientras que el marco de buena gobernabilidad hace refe-
rencia (como parte de este proceso) al deber del Estado de 
proteger los derechos humanos y el estado de derecho, el 
enfoque basado en los derechos pondría esta responsabili-
dad en primer plano. Como se observó antes, esto no im-
plicaría que el Estado tenga que cumplir con estas exigen-
cias mediante la provisión directa: el compromiso con este 
enfoque del desarrollo no les da el derecho a los ciudada-
nos a asistencia gratuita del Estado. Más bien, éste tendría 
la responsabilidad principal de crear las condiciones para la 
concreción progresiva de todos los derechos, incluyendo los 
derechos humanos de las mujeres.
Una economía de mercado competitiva
En el modelo de buena gobernanza, la función del merca-
do es generar los recursos necesarios para financiar un gobier-
no bien administrado con buenos servicios públicos, además 
de nutrir una sociedad civil fuerte. Con la introducción del en-
foque del desarrollo basado en los derechos, la modificación 
más importante sería que el énfasis ya no se orientará a crear 
un ambiente competitivo en el que la eficiencia y la producti-
vidad sean lo más valorado sino que se la atención focalizará 
en garantizar que los derechos humanos se transformen en la 
norma respecto a la cual se medirá la planificación, el desarro-
llo, la regulación y resultado de la economía. Una dimensión 
de género de la economía de mercado sería que el modelo 
incluyese la “economía del cuidado”. 
Una sociedad civil democrática
La idea de que la conducta del gobierno y de la econo-
mía debería someterse a la rendición de cuentas pública es el 
cimiento del enfoque de la buena gobernanza. Esta posición 
Descentralización y los derechos de las mujeres... | 105
quedaría fortalecida considerablemente con la integración de 
un enfoque basado en los derechos. Los ciudadanos serían 
elevados a la categoría de “reivindicadores”’ –con derechos 
que se pueden hacer cumplir por ley contra actores identi-
ficables que tienen los deberes– en vez de ser simplemen-
te “monitores” con derechos indirectos de juicio –a menudo 
también, distantes– en tanto votantes y consumidores. 
Desarrollar un sentido de apropiación de los derechos (es 
necesario destacar nuevamente no tanto a la asistencia sino a 
los arreglos sociales necesarios para ampliar y potenciar las 
capacidades de todos) exigirá creatividad y apoyo considera-
bles para trabajar con las mujeres, a fin de garantizar que sus 
voces se escuchen y sean obedecidas como reivindicadoras 
de derechos en la prestación de servicios públicos. Encontrar 
formas de garantizar que el gobierno y la sociedad civil no 
sólo se sientan responsables ante las mujeres (más que ante 
las élites poderosas) sino que actúen en beneficio de ellas 
es quizás el desafío más grande al que se enfrenta cualquier 
país que procure implementar una agenda de derechos hu-
manos, descentralización y buena gobernanza –pero es tam-
bién la clave para transformar el círculo vicioso de injusticia 
de género, pobreza y mala descentralización y gobernanza 
en un círculo virtuoso de desarrollo sustentable, buena go-
bernanza y justicia de género–. 
Éste es el marco operacional en el que se argumenta que 
la descentralización puede tener efectos positivos para lo-
grar la justicia de género en países con pobreza acuciante y 
problemas de exclusión social. Además, si se quiere que la 
descentralización tenga un impacto positivo en la justicia de 
género, debe ir mucho más allá del acceso a servicios; de-
bería observar el proceso mediante el cual la prestación de 
servicios produce la igualdad de resultados para las mujeres. 
106 | Francisco Cos-Montiel 
Análisis de la dimensión de género en la
descentralización en América Latina y el Caribe
Experiencias sectoriales de descentralización
En América Latina, como en el resto de las regiones en 
vías de desarrollo, la descentralización ha adquirido veloci-
dad como estrategia apropiada para para contribuir al de-
sarrollo. Según el Banco Mundial (1999), la estructura de 
la gobernanza en América Latina se está transformando. En 
gran parte de la región esto empezó a partir de que los go-
bernadores y alcaldes fuesen designados a que fuesen elec-
tos. En algunos países sucedió durante el regreso al gobierno 
civil luego de un régimen militar, como en Argentina, Brasil 
y Chile. Al trasladar los recursos políticos y fiscales al ám-
bito municipal, los negociadores de la transición de Brasil 
pudieron canalizar el descontento con el centralismo militar 
y permitir que los militares se retiraran en orden (Hagopian 
y Mainwaring, 1987). En Guatemala, la descentralización fue 
uno de los dogmas clave de los acuerdos de paz (1996) y 
generó la expectativa de mayor autonomía para las comuni-
dades indígenas. En otros países, representó la introducción 
de elecciones locales por primera vez en décadas, como en 
Venezuela y Colombia. En éste último, el instituir a alcaldes 
elegidos, y más tarde gobernadores provinciales, fue en parte 
motivado por el deseo de los dirigentes de los partidos cen-
trales de obtener apoyo popular en zonas controladas por 
rebeldes. Pero también reflejaba una concesión a las viejas 
exigencias de autonomía regional por parte de los partidos 
establecidos. En México, la expansión de la democracia lo-
cal ha sido más sutil. En este país, la descentralización tuvo 
sus orígenes en una larga serie de reformas políticas que co-
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menzó con la decisión de asignar el 25% de las bancas del 
Congreso a los partidos opositores. Una crisis financiera pos-
terior hizo que el partido de gobierno perdiera el control 
del Congreso y de varios gobiernos y alcaldías. Los partidos 
opositores, por lo tanto, han tendido a favorecer la descen-
tralización, y su influencia cada vez mayor –particularmente 
en el Congreso– les ha permitido exigir más medidas como 
precio por su apoyo a leyes clave del gobierno. La descen-
tralización también ha aparecido en forma de regionalización 
de responsabilidades funcionales importantes. En Colombia, 
México y Argentina se ha descentralizado la educación bási-
ca hacia los niveles intermedios del gobierno. La descentrali-
zación de la educación y la salud en Colombia también refle-
jó inquietudes por abordar temas de eficiencia y calidad. En 
Chile ha sido transferida, en parte, al nivel municipal. En Bra-
sil, la red de carreteras se ha descentralizado parcialmente a 
favor de los gobiernos estatales. También se han producido 
aumentos importantes de transferencias fiscales a gobiernos 
subnacionales, especialmente en Brasil, México y Colombia.
Para analizar la descentralización desde una perspectiva 
de género dentro del contexto socioeconómico, cultural y 
político más amplio de América Latina y el Caribe, es impor-
tante observar por lo menos cinco de sus dimensiones:
Primero, en este continente es imposible pensar en la 
descentralización sin considerar las políticas de ajuste estruc-
tural (PAE). Estos programas fueron la solución promovida 
por las instituciones financieras internacionales, con su énfa-
sis en liberalización económica, crecimiento impulsado por 
el mercado, desplazamiento del Estado y reducciones en el 
gasto público. Aunque estas políticas buscan solucionar pro-
blemas macroeconómicos, hay pruebas fehacientes de que 
han tenido efectos graves en el ámbito microeconómico, 
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afectando así los medios de vida de millones de personas 
(Elson, 1995). Las investigaciones documentaron los resulta-
dos sociales negativos de los programas de ajuste estructural 
de las décadas de 1980 y los 1990, que transferían costos 
del Estado a secciones menos poderosas de la sociedad, in-
cluyendo a las mujeres (Afshar y Denis, 1992; Moser, 1993; 
Kanji, 1995). Economistas feministas, entre ellas Diane Elson 
(1991, 1995), han demostrado cómo las políticas de ajuste 
estructural y la forma en que las economías se conceptúan 
y miden están empapadas de prejuicio masculino, ya que 
se centran en la economía de los productos que tienen un 
valor comercial, en detrimento de la “economía del cuidado”, 
donde las mujeres tienen una responsabilidad predominante. 
La descentralización y la gobernanza han sido especialmente 
criticadas y acusadas de pertenecer a una agenda neoliberal 
cuando son argumentos de eficiencia los que apuntalan sus 
intervenciones. Esta agenda ha sido particularmente reacia a 
integrar una dimensión de género. 
Sin embargo, en torno al ajuste estructural y la globaliza-
ción, ha aumentado la importancia del análisis de la econo-
mía a través de una visión feminista y de género, ya que el 
modelo neoclásico parece tener más influencia dentro de la 
agenda hegemónica que durante el siglo pasado. Hay un nú-
mero cada vez mayor de investigadores que apuntan a ana-
lizar modelos económicos alternativos a través de una óptica 
feminista. Cagatay (2002), Elson y Cagatay (1995) han cuestio-
nado no sólo la ceguera de género en el modelo neoliberal, 
sino el modelo mismo, exigiendo enfoques más heterodoxos 
y la profundización del estudio de los enfoques económicos 
actuales. Una forma de interrogar la visión neoliberal es ana-
lizar las políticas macroeconómicas y en particular la política 
fiscal, especialmente mediante iniciativas para un presupues-
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to de género (IPG). Según Budlender y Hofbauer (2003), la 
política fiscal desglosa el presupuesto del gobierno para ver 
cómo responder a las necesidades diferenciadas de las mu-
jeres, hombres, niñas y niños y los impactos en ellos. Según 
Budlender (1996) las IPG pueden realizar aportes importan-
tes en términos de equidad, igualdad, el cumplimiento de los 
derechos de las mujeres, eficiencia, efectividad, rendición de 
cuentas y transparencia. Sin embargo, hasta qué punto esto 
sea cierto, en particular con relación a la equidad, la igual-
dad y los derechos de las mujeres, depende mucho de con-
textos particulares, oportunidades políticas específicas y la 
convergencia de distintos actores. La mayor parte de la expe-
riencia de análisis del presupuesto de género hasta la fecha 
ha ocurrido en el ámbito nacional, pero ha habido iniciativas 
en el ámbito local y hay cada vez más interés en al análisis 
del presupuesto para el género en el ámbito local.
Segundo, como nos advierte Molyneux (2004), para enten-
der los significados contemporáneos dados al género en la re-
gión de América Latina y el Caribe, deben ponerse en primer 
plano su historia y contexto. La región ha experimentado el 
impacto del colonialismo español, británico, francés, holandés, 
estadounidense y portugués, cada uno de los cuales ha dejado 
su marca distintiva en los sistemas políticos y burocracias, ciu-
dadanía y ciudadanos, en sistemas de derecho, religión, idio-
ma, economía, particularidades demográficas y formas raciali-
zadas de exclusión. Estos conjuntos complejos de significados 
tienen, por supuesto, un impacto en la forma en que se asi-
milan las estrategias de desarrollo –incluyendo la descentrali-
zación y la gobernanza– en distintos países de América Latina 
y el Caribe. Por ejemplo, un estudio reciente de México (Cos-
Montiel, 2005, 2010) sugiere que estos conjuntos de significa-
dos postcoloniales –las características, creencias, expectativas 
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de los mexicanos– están insertos en sus instituciones y a la vez 
éstas refuerzan las creencias, afectando inevitablemente los 
procesos y resultados de las políticas públicas.
Tercero, mientras que la región ha estado caracterizada 
por una variedad de formas de Estado, tiene una identifica-
ción histórica y constante con instituciones políticas y for-
mas jurídicas. Molyneux (2004) afirma que por mucho tiem-
po los valores liberales fueron los que le dieron forma a las 
instituciones políticas y jurídicas de la región, las formas de 
ciudadanía que predominaron y, en palabras más radicales, 
marcaron las aspiraciones de los movimientos de reforma en 
sus exigencias de derechos y justicia social. Las campañas de 
derechos por lo tanto no se ven como imposición ajena que 
expresa otros valores culturales como sucede en otras partes 
del mundo; sino más bien, dan cuenta de una “apropiación” 
local considerable de los discursos de derechos en la región.
Cuarto, en términos de participación política, la región de 
América Latina y el Caribe tiene una larga historia de luchas 
de las mujeres por derechos ciudadanos que se remonta al 
siglo diecinueve y aun antes, y que posibilitaron grandes lo-
gros en el transcurso de las primeras décadas del siglo veinte 
(Molyneux, 2004). Sin embargo, a pesar de estar a la van-
guardia en estos temas, parece que el activismo de las mu-
jeres no se ha traducido necesariamente en resultados positi-
vos para ellas. Esta brecha podría explicarse por los distintos 
contextos institucionales de la región. Sin embargo, la partici-
pación política de las mujeres, por supuesto, no se confina a 
instituciones políticas formales. Como hemos visto, la región 
de América Latina y el Caribe tiene uno de los movimientos 
populares femeninos mejor organizado del mundo.
Quinto, en términos de políticas de igualdad de género, a 
pesar de que la inclusión de la perspectiva de género en las 
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políticas públicas se ha adoptado ampliamente en América 
Latina y el Caribe, todavía es un área que no ha sido estudia-
da en profundidad, particularmente el papel de los mecanis-
mos institucionales para la integración de género (Molyneux, 
2004). Además, la inclusión de la perspectiva de género en 
las políticas públicas ha sido analizada principalmente como 
estrategia gubernamental, ignorando hasta cierto punto cómo 
se reproduce la desigualdad en otros ámbitos institucionales. 
Finalmente, como en muchas partes del mundo, las di-
mensiones de género de la descentralización no se han 
explorado en profundidad, particularmente en el contexto 
del marco para la justicia de género discutido anteriormen-
te. Además, hay poca literatura sobre el tema. Parte de la 
misma es muy descriptiva y gira principalmente en torno a 
la prestación de servicios o al acceso de las mujeres a las 
capas del gobierno local. Lo que llama la atención es que 
a pesar de que hay pocas pruebas a favor de las estrate-
gias de descentralización, la literatura describe un panora-
ma muy optimista; particularmente proclives son los docu-
mentos elaborados por el sistema de la ONU (Cortés, 2002; 
La Rosa, 2004). Por ejemplo, Cortés (2002) asegura que la 
descentralización implica “[…] procesos que abren nuevos 
senderos para la participación de grupos más amplios den-
tro de la sociedad civil”. Ella agrega que una perspectiva 
de género puede “ampliar las opciones de las mujeres en 
su igualdad de acceso al desarrollo, y a la vez empode-
rar grupos sociales”. La autora concluye que al integrar una 
perspectiva de género en la administración local, es posible 
contribuir a derribar barreras culturales y redistribuir el po-
der entre varones y mujeres. Este entusiasmo debería to-
marse con cautela, ya que no hay pruebas suficientes que 
confirmen estas aseveraciones optimistas. Aunque la des-
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centralización y la gobernanza local a menudo se presentan 
como beneficiosas para las mujeres, la realidad no es tan 
simple. El gobierno local es el nivel más cercano a la pobla-
ción general, pero las relaciones, estructuras y procesos de 
la gobernanza local pueden limitar tanto el espacio para la 
participación de las mujeres como el potencial de las polí-
ticas para abordar temas de género. Además, introducir una 
perspectiva de género en el dominio de las políticas dista 
de ser fácil, como lo confirman muchos estudios realizados 
en diversos países (Razavi y Miller, 1995; Beall, 1998; Has-
sim, 2000; Standing, 2004; Molyneux, 2004).
La sección siguiente observa cuatro sectores donde la 
descentralización tiene alguna dimensión de género per-
tinente. Estos ejemplos provienen de distintos países cuyas 
estrategias de descentralización ya se describieron de forma 
breve. Estos sectores son: en primer lugar el sector de dere-
chos y salud sexual y reproductiva y servicios de salud. Lue-
go el sector de participación política, el de los presupuestos 
de género en el ámbito local y por último el de integración 
de la perspectiva de género en las políticas públicas.
Descentralización de los servicios de salud
sexual y reproductiva
En América Latina, muchos países han descentralizado 
los servicios de salud. Aunque el sector de la salud, quizás 
más que cualquier otro, esté orientado a las mujeres, esto no 
siempre se ha traducido en el abordaje de sus necesidades y 
derechos de salud (Beall, 1995). Las relaciones de género en 
la sociedad y el estereotipo en la política de la salud sesgan 
el acceso a la atención médica. Al sector de la salud le ha 
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costado bastante incorporar en el marco de las políticas, sus 
prácticas de investigación y su planificación y gestión de los 
sistemas de atención sanitaria, un enfoque que aborde si-
multánea y equitativamente las distintas necesidades preven-
tivas y curativas de la salud tanto de los varones como de las 
mujeres. Existe el riesgo de que los varones sean ignorados 
por los programas preventivos y a las mujeres se les niegue 
la atención curativa fuera de su función reproductiva. En el 
sector de la salud, el proceso de descentralización ha sido 
principalmente una combinación de desconcentración y re-
gionalización (Mills, 1994; Silverman, 1992; Bronfman, 1998). 
La sección siguiente ejemplifica cómo la descentralización ha 
afectado la prestación de servicios de salud sexual y repro-
ductiva en Guatemala.
Guatemala
La descentralización se ha implementado principalmente 
como parte de la reforma general del sector salud comenzada 
en 1994 (Organización Panamericana de la Salud, 1999). Con 
el apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo, el gobierno 
guatemalteco lanzó una iniciativa para aumentar la cobertura 
de los servicios de atención médica y llegar a poblaciones que 
nunca antes habían recibido apoyo en éste ámbito por parte 
del sector público. El Sistema Integrado de Asistencia a la Sa-
lud (SIAS) incluye un paquete mínimo de servicios además de 
la participación de las comunidades locales. El SIAS descentra-
lizó las responsabilidades y recursos hacia las direcciones lo-
cales del Ministerio de salud, aumentando así la autonomía de 
estos organismos en la formulación e implementación de sus 
presupuestos asignados para la salud así como la contratación 
a terceros para la provisión de servicios de salud. Mediante el 
modelo de atención médica del SAIS, Guatemala ha ido diver-
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sificando el número y tipo de servicios de atención médica. 
El número de organizaciones no gubernamentales y privadas 
que participan del modelo SIAS aumentó de 21 a 90 entre 
1997 y 1999 (Mora, 2000).
En Guatemala, varios cimientos jurídicos apoyan los de-
rechos de las mujeres a la salud reproductiva, incluyendo la 
Constitución; la Ley de dignificación y promoción integral de 
la mujer, que exigía la eliminación de todas las formas de dis-
criminación contra las mujeres; y la mención en los Acuerdos 
de Paz de los derechos de las mujeres a la salud integral (aun-
que no se nombra la salud reproductiva específicamente). A 
pesar de un marco legal relativamente fuerte, el apoyo político 
a la salud reproductiva y a la planificación familiar durante el 
período de 1996 a 1999 fue, en el menor de los casos, débil. 
A partir de 1996, el sector público recibió la fuerte influencia 
de un movimiento opositor organizado contra la salud repro-
ductiva en un momento en que el programa nacional de salud 
reproductiva y planificación familiar sufría una falta de lide-
razgo y orientación y por lo tanto era virtualmente incapaz de 
responder. Estas mismas fuerzas han luchado por controlar el 
debate público sobre temas esenciales para la salud reproduc-
tiva, tales como la sexualidad humana, impidiendo aun más el 
acceso de la población a la información y la educación. Como 
consecuencia, las políticas y programas de gobierno relacio-
nados con los servicios de salud reproductiva y planificación 
familiar eran ambiguos y a menudo inexistentes. En el siste-
ma sanitario descentralizado SIAS, los servicios de embarazo 
y parto constituían el único aspecto de la salud reproductiva 
que recibía atención y recursos. Además, la falta de participa-
ción de la sociedad civil, particularmente de las mujeres, en 
procesos políticos exacerbaba la apatía hacia los programas 
de salud reproductiva y especialmente de planificación fami-
Descentralización y los derechos de las mujeres... | 115
liar (Duarte, 2000). La experiencia de Guatemala ha demostra-
do que un marco legal y político –según se lo define en los 
Acuerdos de Paz– es insuficiente para asegurar el acceso a los 
servicios de salud reproductiva y planificación familiar a me-
nos que organizaciones de la comunidad y de la sociedad civil 
participen en su defensa. 
Además, parece reflejar lo que les sucede a las comu-
nidades indígenas en México, donde los servicios prestados 
se centran en la fertilidad de las mujeres. Promueven activa-
mente ciertos métodos de control natal transitorios (pastillas, 
dispositivos intrauterinos e inyecciones) y permanentes (es-
terilización), reduciendo las opciones disponibles y sin crear 
un enfoque de responsabilidades compartidas entre las mu-
jeres y los varones. Además, se les presta poca atención a las 
especificidades culturales de las comunidades. Por ejemplo, 
debido a las ideas de maternidad y embarazo determinadas 
por la cultura entre los grupos indígenas, en las regiones ru-
rales de Chiapas, a menudo sólo se solicita atención obsté-
trica cuando el peligro es extremo. Las actitudes racistas y el 
escaso interés que los profesionales de la salud les prestan 
a las ideas indígenas sobre el cuerpo y la sexualidad tienen 
un papel relevante. Como consecuencia, la atención médica 
puede ser insensible o directamente agresiva, y a las mujeres 
les resulta difícil e intimidante la interacción con los profesio-
nales de la salud (Freyermuth y Jiménez, 2000).
Descentralización política
Respecto a conseguir cargos más influyentes, en los úl-
timos quince años se ha presenciado en la región un auge 
de la participación femenina en la política. Las mujeres han 
aumentado su presencia en las altas esferas de la toma de 
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decisiones, a través de partidos políticos, parlamentos y can-
didaturas presidenciales. Esto se vuelve evidente al analizar 
en concreto cuántas mujeres se han postulado al cargo de 
presidentas, vicepresidentas, ministras y funcionarias impor-
tantes del gobierno de sus países. Muchas han alcanzado su 
objetivo a través de la elección y otras han ocupado su cargo 
debido a circunstancias políticas particulares en sus países. 
La participación de las mujeres en cargos políticos, ya de-
signadas o elegidos, también está transformando la cara de 
los parlamentos, concejos municipales y gobiernos locales. 
Además, la proporción de mujeres en los parlamentos nacio-
nales ha ido creciendo continuamente en los últimos años. 
En América Latina, entre 1997 y 2012, la proporción de es-
caños ocupados por mujeres en los parlamentos nacionales 
aumentó de 12,1 a 23,2%, según cifras de CEPAL. Esto es 
aun mayor que en el Reino Unido, Estados Unidos y algunos 
países europeos. A nivel regional, América Latina ocupa el 
tercer lugar detrás de los países nórdicos (con el 38,8%) y 
de los países europeos no nórdicos (con el 16,4%) con ma-
yor cantidad de mujeres en puestos públicos. Sin embargo, 
la realidad es diferente en el ámbito local. Por ejemplo, en 
México, únicamente 3,6% de los municipios poseen una pre-
sidenta municipal, mientras que sólo 3 de cada 10 curules en 
la Cámara baja están ocupados por mujeres (INMUJERES). 
Esta mejora se debe en parte a la campaña regional de 
cupos promovida por la Conferencia de Beijing y que consti-
tuye una de las recomendaciones de la Plataforma de Acción. 
La tendencia nacional hacia la promulgación de leyes de 
cupo en décadas recientes no tiene precedentes en la histo-
ria mundial (Htun y Jones, 2002), con su adopción por parte 
de más de una docena de países. Aunque en Estados Unidos 
el apoyo a las medidas de discriminación inversa ha ido dis-
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minuyendo en años recientes, América Latina ha seguido el 
ejemplo del norte de Europa al adoptar leyes de cupo para 
mejorar la representación femenina en los parlamentos. Sin 
embargo, mientras que las medidas europeas son aplicadas 
voluntariamente por los partidos políticos, la tendencia en 
América Latina es transformar el requisito de cupo de género 
en ley. Argentina inició esta tendencia cuando en 1991 se 
convirtió en el primer país democrático en incluir una ley de 
cupo femenino en su código electoral. 
Sin embargo, el objetivo de la paridad de género en los 
cargos de toma de decisiones para el año 2012 está lejos de 
haberse cumplido, particularmente en el ámbito local, don-
de, en promedio, las alcaldesas representan menos del 20% 
de las autoridades. Según Htun y Jones, las leyes de cupo en 
los países de la región han contribuido a fomentar la presen-
cia femenina sólo un 5%. No obstante, en todos los países 
donde se han aprobado leyes de cupo, ha habido efectos 
derivados positivos. En Colombia, la ley establece que un mí-
nimo del 30% de los cargos importantes en la administración 
pública deben estar ocupados por mujeres. En algunos paí-
ses, el impacto ha sido enorme, como en Costa Rica, donde 
las mujeres representan el 38,6% del poder legislativo, mien-
tras que en 1990 la proporción era de 10,5%. Los partidos 
políticos, las organizaciones profesionales y otras institucio-
nes han adoptado algunos mecanismos para la discrimina-
ción positiva. Muchos países de la región6 ahora tienen le-
yes que exigen que los partidos incluyan entre un 20% y un 
40% de mujeres en sus listas. En algunos países de la región 
6 Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, República Domini-
cana, Ecuador, Guyana, México, Panamá, Paraguay, Perú y Venezuela es-
tán entre los que cuentan con dichos mecanismos.
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que no han aprobado esta ley, sus partidos políticos la han 
apoyado utilizando un sistema de cupo para las elecciones 
internas y al confeccionar listas para las elecciones generales. 
Sin embargo, los avances alcanzados a nivel local todavía se 
encuentran muy por debajo de los indicadores nacionales.
Iniciativas para un presupuesto de género
en el ámbito local
Como consecuencia de las reformas económicas que pro-
movieron el ajuste estructural en América Latina, los ministe-
rios de economía de la mayoría de los países han aumentado 
su influencia considerablemente en el proceso de las políticas 
de desarrollo. Su función ya no se limita a administrar recursos 
y garantizar la viabilidad financiera, sino que se ha extendido 
al establecimiento de directivas estratégicas para el crecimien-
to en el medio y largo plazo (Sen, 2000). Como consecuen-
cia, los criterios de disciplina fiscal y monetaria, junto con la 
reducción de la prestación de servicios sociales por parte del 
Estado, subordinaron la influencia de los ministerios encarga-
dos de temas sociales durante los años ochenta y buena parte 
de los noventa. A pesar de los esfuerzos más recientes por 
mejorar la política social, los criterios económicos siguen do-
minando el diseño de las políticas. Esto les presenta un desa-
fío considerable a los objetivos generales relacionados con la 
equidad, la igualdad y los modelos de desarrollo sensibles a 
las necesidades e intereses de las mujeres.
La relevancia del presupuesto queda puesta de manifiesto 
en el ámbito local debido a la proximidad de la implemen-
tación de las políticas públicas. Sin embargo, los gobiernos 
subnacionales dependen en gran medida de lo que dispon-
ga el gobierno nacional. En varios países, las proyecciones 
de ingreso y rentas subnacionales se basan en transferencias 
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calculadas y detalladas por el gobierno nacional. Cuando las 
rentas son menores a lo esperado, generalmente son las asig-
naciones subnacionales las que sufren reducciones. Como 
la descentralización implica la regionalización de recursos y 
responsabilidades de cumplir una función que originalmente 
se le atribuía al gobierno nacional, los programas y funciones 
transferidas son proclives a reflejar las pautas del gobierno 
nacional. En consecuencia, es probable que las omisiones 
respecto a las necesidades e intereses de las mujeres en el 
ámbito nacional se repitan en los gobiernos subnacionales y 
locales. A la inversa, se asegura que en muchos países don-
de los dirigentes nacionales son conscientes de los temas de 
equidad de género y están comprometidos con los mismos, 
puede pasar que esto no se transfiera al ámbito local (Bu-
dlender et al., 2002). Además, si la descentralización es una 
tendencia reciente, las capacidades en el ámbito subnacional 
en términos de prestación efectiva y eficiente de servicios 
por parte del gobierno local serán limitadas. La sección si-
guiente ejemplifica el proceso de iniciativas para un presu-
puesto de género en Bolivia.
Bolivia
Aprovechando las lecciones aprendidas durante las prime-
ras investigaciones, estudios anteriores y la elaboración del do-
cumento Los Gobiernos Locales y los Presupuestos Sensibles al 
Género, el Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para 
la Mujer (UNIFEM) firmó un acuerdo con el Instituto de For-
mación Femenina Integral –IFFI– y la Municipalidad de Cocha-
bamba para implementar una iniciativa para un presupuesto 
de género en el ámbito local. La propuesta incluía un análisis 
inicial del presupuesto municipal considerando los intereses y 
necesidades de las mujeres, seguido de una campaña de de-
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fensa usando los resultados de la investigación. El análisis del 
presupuesto municipal de Cochabamba se completó en 2004. 
En el ámbito nacional, se establecieron lazos con el gobierno 
a través del Viceministerio de la Mujer y con la sociedad civil a 
través de la Red Mujeres Transformando la Economía. 
Cochabamba fue un buen ejemplo de un caso en el que 
se integró con éxito la perspectiva de género en todo el plan 
local de desarrollo participativo. Sin embargo, al analizar el 
marco institucional, se identificaron ciertas brechas. Uno de 
los resultados principales fue que la planificación a corto 
plazo (según se la realiza en la formulación de los Planes 
Operativos Anuales, representando la base para las asigna-
ciones de presupuesto) generalmente es determinada por los 
funcionarios municipales siguiendo directivas del Ministerio 
de Economía. Esto se realiza sin asegurarse el ajuste a los 
planes participativos a largo plazo. Por lo tanto, debido a 
esta desconexión, todos los esfuerzos puestos en integrar la 
perspectiva de género al proceso participativo no significa-
ron necesariamente una asignación de recursos para accio-
nes a favor de la equidad de género. Esto llevó en el año 
2004, a la identificación de una campaña de defensa dirigida 
no sólo al gobierno local de Cochabamba, sino también a las 
instituciones nacionales encargadas de definir dichas normas 
y directivas para el gasto local. El objetivo de dicha campaña 
fue alinear las leyes y regulaciones de equidad de género 
con los procesos de planificación y presupuesto nacionales. 
Actualmente, los defensores de las necesidades e intereses 
de las mujeres aplican dichos elementos para influir en las 
políticas nacionales contribuyendo al proceso participativo y 
garantizando lazos entre los planes locales de desarrollo y 
las asignaciones de presupuesto con miras a acciones para 
promover la equidad de género. 
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Una de las dificultades principales que enfrentó el análisis 
inicial de los aspectos de género en el Presupuesto Nacional 
fue la falta de información disponible para este tipo de inves-
tigación. Aun en el caso del rastreo de la inversión pública, 
para la cual sí existe una base de datos de proyectos comple-
ta, no fue posible identificar las potenciales implicaciones de 
las tendencias de inversión pública para las desigualdades de 
género. Para abordar este tema, la iniciativa de Cochabamba 
desarrolló un diagnóstico de base sobre la posición de las mu-
jeres y los hombres en la región en 2004. También se introdujo 
un conjunto de indicadores que permite la medición tanto de 
los cambios en el impacto que las asignaciones de presupues-
to tienen en la vida de las mujeres como en la reducción de 
las desigualdades de género en los años siguientes.
Integración de la perspectiva de género
en las políticas públicas
Poco trabajo se ha realizado para explorar lo efectiva que 
ha sido la integración de la perspectiva de género en las 
políticas públicas en lo que se refiere a lograr la igualdad 
de género en América Latina y el Caribe (Molyneux, 2004). 
México es uno de los pocos casos en que se ha realizado un 
análisis tanto en el ámbito nacional como local (Cos-Montiel, 
2003, 2005). 
En 1996, se estableció en México el primer mecanismo 
institucional para la integración del género (CONMUJER, 
2000). Poco después de que Vicente Fox asumiera como Pre-
sidente en diciembre de 2000, se creó el Instituto Nacional 
de las Mujeres (INMUJERES) (Diario Oficial de la Federación, 
2001). La creación de INMUJERES reflejó, por lo menos en 
teoría, el compromiso del país con el fortalecimiento de los 
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mecanismos institucionales para promover la igualdad de gé-
nero e integrar esta variable de la igualdad de género dentro 
del poder ejecutivo, legislativo y judicial en los tres niveles 
de gobierno (nacional, estatal y municipal) (Cunningham y 
Cos-Montiel, 2002). Desde la encarnación del mecanismo na-
cional para la integración del género en INMUJERES en el 
2001 hasta el 2006, el panorama fue muy poco prometedor 
(Poniatowska, 2004; González, 2003; Cos-Montiel, 2003) aun-
que mejoró sustancialmente entre el 2006 y el 2012, sobre 
todo al nivel local.
Un ejemplo de esto es el Programa de Fortalecimiento a 
las Políticas Municipales de Igualdad y Equidad entre Muje-
res y Hombres (FODEIMM), que tiene como objetivo apoyar 
a los gobiernos municipales a través de las Instancias Muni-
cipales para las Mujeres (IMM) para que incorporen la pers-
pectiva de género a las políticas públicas, programas y ac-
ciones municipales, así como en la cultura institucional de la 
administración pública municipal.7 Este programa fue creado 
por el INMUJERES en 2005, y a partir del 2008, cuenta con 
recursos de alrededor de 70 millones de pesos y financió 450 
proyectos en el último año (Maldonado, 2011).
De acuerdo a la investigación realizada por Carolina Mal-
donado en 2011, el INMUJERES ve a los municipios como 
entes fundamentales en los cuales es necesario apoyar la 
equidad de género, debido a que es ahí en donde se pue-
den hacer los cambios que afecten de manera más directa a 
la población. No obstante, los municipios en México siguen 
siendo vistos como la parte menos importante de la estructu-
ra política, y ello limita los apoyos directos a las ciudadanas 
y ciudadanos. 
7  Reglas de Operación FODEIMM 2011.
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Un problema asociado al proyecto mismo de integración 
de la perspectiva de género, particularmente en la estructu-
ra administrativa sumamente centralizada y vertical que ca-
racteriza a México, es el desafío de su carácter transversal. 
En contraste con otros sectores como el de la educación, la 
salud o inclusive el de medio ambiente –donde existe más 
experiencia y se ha acumulado más pericia en las áreas de su 
competencia, han logrado más legitimidad en la agenda po-
lítica y cuentan con mayores presupuestos– los mecanismos 
institucionales para la integración del género se enfrentan a 
muchos desafíos. Es un sector relativamente nuevo, con poca 
experiencia, al que se le está pidiendo que cumpla metas 
que no son responsabilidad exclusivamente suya, sino que 
tienen que ser atendidas también por otros ministerios. Mien-
tras que esto ha tenido la ventaja de promover un análisis 
multisectorial de los intereses y necesidades de las mujeres, 
la coordinación de la planificación e implementación de 
las políticas es un proceso sumamente complicado para el 
cual se requieren competencias tanto políticas como técni-
cas (Beall, 1998). En esencia, por lo tanto, a un departamen-
to nuevo e inexperto se le está pidiendo que cumpla una 
agenda políticamente polémica mediante prácticas que van 
en contra de la rutina y las formas de trabajo organizacional. 
Agenda de investigación sobre la descentralización
y los derechos de las mujeres
Panorama general
La temática general elegida por la Unidad de Género en 
el 2006, “Los Derechos de las Mujeres y la Ciudadanía”, buscó 
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encontrar un marco útil en el cual se situara este concurso 
para investigar de forma crítica si las reformas contemporá-
neas de descentralización, en la práctica, contribuían y de qué 
forma al cumplimiento y protección de los derechos civiles, 
políticos, sociales, económicos y/o culturales de las mujeres y 
de las niñas, o si por lo contrario las dificultan. Jones y Gaven-
ta (2002) asocian el ascenso del discurso de ciudadanía con 
la interpretación cada vez más política de la participación en 
el desarrollo por un lado, y con el ascenso de la agenda de la 
buena gobernanza por el otro. Sin embargo, en un intento por 
captar el significado de la justicia de género, este documento 
introduce una dimensión adicional: los derechos. Las ideas de 
gobernanza y de los derechos han surgido en la última década 
como enfoque fructífero para conceptualizar la relación entre 
ciudadanos y gobierno (Painter, 2000; Beall et al., 2005). En 
conjunto, las ideas de gobernanza y de los derechos tienden a 
presentar los temas de desarrollo situando los aspectos de jus-
ticia en un primer plano. Al adoptar un enfoque de derechos 
humanos y de las mujeres para el desarrollo, el objetivo final 
se orientaría a extender los derechos humanos a todas las per-
sonas. Por otro lado, los derechos humanos también brindan 
un marco normativo que regiría el proceso de desarrollo. In-
tegrar la rendición de cuentas a este enfoque, contribuye a la 
idea de justicia de género como igualdad de resultados, como 
la desarrolló Goetz (2003). 
Al integrar la gobernanza y los derechos al debate de la 
descentralización, es posible desarrollar la ciudadanía como 
la “reivindicación de derechos”, trabajando gradualmente a la 
vez en el cumplimiento de los mismos. Sin embargo, es ne-
cesario aclarar el concepto de ciudadanía en el contexto del 
concurso del IDRC: Ciudadanía entendida no simplemente 
como característica abstracta, sino como ciudadanía activa, 
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es decir, que implique participación y agencia (Molyneux, 
2004). También reconoce que un programa de investigación 
sobre la ciudadanía necesita ser consciente de las diferentes 
estructuras, modalidades, grados de legitimidad e historias 
de los Estados presentes en América Latina y el Caribe. No 
obstante, también es importante observar a las instituciones 
como espacios que suministran una red de rutinas, símbo-
los o guiones que proveen modelos de comportamiento. Es-
tas características normalmente se identifican con la cultura, 
pero aquí se argumenta que están insertas en las institucio-
nes, reflejándolas. Por lo tanto, la cultura juega un papel im-
portante en la explicación de por qué las instituciones no 
traducen los derechos en prácticas y no tienen efecto en la 
ciudadanía. Como argumenta Goetz (2003): 
“En el ámbito ‘cultural’, el prejuicio masculino 
presente en las actitudes de los jueces y abogados, que 
produce audiencias poco compasivas y hasta puniti-
vas, y el prejuicio masculino en la fuerza policial, que 
protege a los delincuentes sexuales y diezma los argu-
mentos que tratan de establecer las mujeres, equivale a 
un motivo importante por el cual el sistema judicial no 
les sirve a las mujeres como institución efectiva para la 
rendición de cuentas. Estos prejuicios producen prácti-
cas virtualmente institucionalizadas que desestiman el 
testimonio de las mujeres víctimas de agresiones sexua-
les o las someten a exposiciones humillantes de sus his-
toriales sexuales en el tribunal”.
En el contexto de la descentralización, estas ideas expan-
didas de ciudadanía asumen manifestaciones muy concretas 
en el ámbito local. Como hemos visto, se identifica cada vez 
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más a la localidad como espacio clave para la política y el 
desarrollo. En los regímenes descentralizados y en vías de 
descentralización, y en especial en casos que implican algún 
grado de regionalización política, los gobiernos locales se 
convierten en el ámbito más próximo para participar del Es-
tado, como administradores o mediadores clave del desarro-
llo local, y como nivel del Estado con responsabilidad direc-
ta de prestar servicios básicos y administrar recursos locales 
(Mac Lean, 2003). No obstante, no es necesariamente benefi-
cioso para las mujeres. Al explorar cómo la descentralización 
está posibilitando que ellas tengan mejor acceso a los recur-
sos, participen activamente y creen y ejerzan la agencia, po-
demos preguntarnos cómo la descentralización contribuye a 
la justicia de género y define las experiencias de las mujeres 
como ciudadanas locales.
En América Latina, como punto de partida, no estaba 
muy claro cómo la descentralización estaba o no contribu-
yendo a fomentar la justicia de género y los derechos de 
ciudadanía de las mujeres. Los casos de derechos sexuales 
y salud reproductiva ejemplifican este problema. Como se 
analizó anteriormente, en la mayor parte de la región, se han 
descentralizado los servicios de salud. No obstante, hay una 
serie de inquietudes en torno a la efectividad con que esto 
se ha hecho. Primero, se piensa en las mujeres en su función 
reproductiva, ignorando otras dimensiones de la atención cu-
rativa. Segundo, puede argumentarse que ha habido un uso 
instrumental de las mujeres para lograr metas más amplias de 
desarrollo, tales como disminuir la tasa de natalidad. Tercero, 
los servicios sanitarios descentralizados no necesariamente 
se acercan más a la gente, sino que siguen reproduciendo un 
prejuicio institucional/cultural, como lo demuestra el ejem-
plo de México, donde las mujeres indígenas no se sienten 
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respetadas por los trabajadores y las trabajadoras de la salud. 
Cuarto, a la vez ha sido evidente el menor progreso en la 
campaña por los derechos sexuales y reproductivos, un tema 
que ha tropezado con una resistencia considerable en gran 
parte de América Latina y el Caribe. La campaña regional 
actual para fomentar la Convención Interamericana de los 
Derechos Sexuales y los Derechos Reproductivos ha tenido 
que enfrentar a gobiernos conservadores y la Iglesia Católica, 
obteniendo ésta última algo de apoyo en temas específicos 
de políticas de parte de la administración Bush. 
Siguiendo nuestro marco, es posible argumentar que 
existe una brecha para que las mujeres pasen de ser re-
ceptoras pasivas de derechos a reivindicarlos activamente, 
convirtiéndose así en ciudadanas activas. Una cosa es te-
ner acceso a servicios de salud descentralizados como re-
ceptoras pasivas y otra muy distinta es utilizar estos ser-
vicios como reivindicadoras de derechos reproductivos y 
sexuales. Como se explicó antes, es sumamente improbable 
que se produzca esta transición sin acompañamiento de la 
agencia. Gran parte de las investigaciones sobre la descen-
tralización política en el ámbito local han tratado el tema 
de la mayor participación femenina en las municipalidades 
o en organismos elegidos localmente. No obstante, aunque 
algunas pruebas señalan el efecto positivo en las políticas 
debido a esta mayor participación, también es probable que 
las mujeres respondan a intereses políticos, más que de gé-
nero, esto podría ser así particularmente en América Latina. 
Por lo tanto, es esencial la participación política paralela 
más allá de estos ámbitos formales. Sin embargo, esta activi-
dad política ha sido encapsulada en la categoría amplia de 
la sociedad civil y sus organizaciones y esto lanza críticas 
sobre la cuestión de representatividad. Las ONG de mujeres 
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varían mucho y por lo tanto aun las que aseguran repre-
sentar a las mujeres pueden no hacerlo o pueden hacerlo 
según clases sociales. Mientras que los grupos de mujeres 
de clase media han podido poner en movimiento su agen-
cia, como se ha probado ampliamente en Conferencias In-
ternacionales como la de Beijing, Beijing+5 y Beijing+10, la 
verdad es que los grupos populares de mujeres –que están 
en el otro extremo del espectro–, no han sido tan efectivas 
y enfrentan mayores dificultades cuando tratan de poner en 
movimiento su agencia para trascender las causas locales. 
Aunque se publicita ampliamente el éxito que han tenido 
las mujeres de bajos ingresos en América Latina y el Caribe 
en organizarse, lo han hecho en torno a necesidades prác-
ticas en sus funciones reproductivas. En otras palabras, lo 
han hecho en su calidad de poder exigir servicios más que 
de reivindicar derechos. En un sistema muy rígido de clases 
y etnias, es posible argumentar que este patrón también se 
ha institucionalizado en el sector de la sociedad civil. Las 
mujeres pobres pueden exigir servicios (necesidades prácti-
cas) mientras que las de clase media son las que reivindican 
sus derechos (intereses estratégicos), a veces en nombre de 
mujeres pobres, aun cuando los verdaderos beneficios no 
siempre se filtren hacia abajo. 
Principios generales para diseñar proyectos
de investigación
Los cuatro primeros principios surgieron del llamado an-
terior a concurso de investigaciones (Mac Lean, 2003), mien-
tras que el quinto estuvo dirigido a contribuir a la especifi-
cidad de América Latina. No fueron temas de investigación 
específicos, sino más bien recomendaciones sobre temas 
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transversales y enfoques a considerarse en el diseño de pro-
yectos de desarrollo.
1)  Como punto de partida, enfatizaron el acceso de las mu-
jeres a servicios y recursos: De acuerdo con Mac Lean 
(2003), las primeras investigaciones destacaron la impor-
tancia de enfocar los trabajos a desarrollarse sobre las 
dimensiones de género de la descentralización desde el 
punto de vista de las necesidades prácticas de las muje-
res y en particular, en términos de su acceso a servicios 
y recursos en el ámbito local. Sin embargo, dado el con-
texto de América Latina de acceso relativamente amplio 
a servicios como los de salud y educación, el concurso 
actual fue más allá del simple acceso como lo demues-
tra el capítulo sobre Paraguay en este volumen. Aunque 
es importante el mejor acceso a los servicios o presta-
ción de servicios, está lejos de ser lo que necesitan las 
mujeres en términos de lograr la justicia de género. De 
forma similar, el caso del acceso a los servicios de salud 
–en particular la reproductiva y sexual– sugiere que aun 
cuando puede existir el acceso formal o aprobado por 
el Estado (de jure), existen múltiples formas de prejuicio 
de género (cultural, religioso, étnico) que levantan ba-
rreras de facto.
2)  Consideraron casos que faciliten el análisis comparativo: 
Como se observó antes, hay una diversidad enorme de 
procesos y contextos presentes en las reformas de des-
centralización. Para facilitar el análisis comparativo con 
base en la investigación, fue necesario que ésta les pres-
tara atención a los arreglos institucionales específicos que 
caracterizan a los sistemas descentralizados bajo estudio 
y a los contextos políticos, históricos y culturales de cada 
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país. Otra forma de facilitar el análisis comparativo fue 
limitar la investigación a los casos que comparten ciertas 
características básicas como lo muestra la investigación 
sobre El Salvador y Honduras.
3)  Se integró la investigación empírica con el análisis teóri-
co: En el concurso se destacó la necesidad de ir más allá 
de las “ideas convencionales” de descentralización que 
promueven las instituciones de desarrollo. Enfatizaron 
que la investigación sobre las dimensiones de género de 
la descentralización ofrece una oportunidad para el traba-
jo creativo a la hora de reconceptualizar Estados, institu-
ciones y la gobernanza desde una perspectiva de género 
y de etnia como lo demuestra la investigación sobre Boli-
via. 
4) Se tomaron en cuenta arreglos fiscales y temas presupues-
tales: La literatura sobre la descentralización, confirmó 
que la financiación de los sistemas descentralizados es 
crucial. Por más genuinamente participativa que sea la 
gobernanza local, si el gobierno en este nivel carece de 
los recursos económicos para financiar sus mandatos, la 
participación no será efectiva.
5) Se reconoció la importancia de la asociación con grupos 
y organizaciones de mujeres. En este concurso se puso 
atención a asociaciones con grupos de mujeres, como 
queda ejemplificado en la investigación sobre cinco mu-
nicipios en Ecuador. 
Temas y preguntas prometedoras para la investigación
Los siguientes temas y preguntas de investigación que 
acompañaron la convocatoria al concurso surgieron de las 
consultas y el estudio de iniciativas que se realizaron como 
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parte de los ejercicios anteriores y actuales de determinación 
de alcance, así como de un análisis de los temas que apare-
cieron en el examen de la literatura específica. Aunque los 
mismos reflejan los temas que se citaron con mayor frecuen-
cia, van más allá y procuran llenar los vacíos.
Debería observarse que aunque las sugerencias de temas 
de investigación se presentaron por separado, existía super-
posición entre los mismos, y era posible y hasta deseable, 
diseñar investigaciones que consideraran dos o todos los 
temas juntos. Finalmente, es importante destacar que como 
la descentralización en última instancia guarda estrecha rela-
ción con lo que sucede en el ámbito local, las preguntas de 
investigación más pertinentes surgieron de este nivel. Algu-
nos de los interrogantes de investigación del concurso ante-
rior siguen siendo pertinentes y oportunos y se han incluido 
en este documento. Las preguntas identificadas más adelante, 
por lo tanto, son bastante generales y poco exhaustivas.
Acceso de las mujeres a los servicios y recursos
en los sistemas descentralizados
El acceso y control de las mujeres (y/o de las niñas) res-
pecto a los recursos públicos y el acceso a los servicios de 
salud y educación y a otros servicios públicos como el de 
agua, saneamiento, extensión agrícola, créditos del Estado, 
etc. Resulta de gran interés indagar cómo las reformas de 
descentralización, en casos concretos, definen el acceso y 
control según el género en relación con los servicios y recur-
sos para el desarrollo. Las preguntas de investigación pudie-
ron incluir:
 ¿Las distintas formas de prestación de servicio, incluyendo 
los servicios privados de salud, satisfacen las necesidades 
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de las mujeres en cuanto a la salud? ¿Satisfacen las necesi-
dades de los varones en cuanto a la salud?
 ¿Se incluyen las necesidades e intereses de las mujeres 
en el diseño de servicios descentralizados de salud (o de 
educación o de otro tipo) en el ámbito nacional y subna-
cional?
 ¿Las mujeres están en desventaja a la hora de acceder a 
recursos naturales locales en los sistemas descentraliza-
dos? Si es así, ¿cómo y por qué?
 ¿La descentralización de la administración de escuelas 
hace más accesible y apropiada la educación para las ni-
ñas? ¿y para los niños?
 ¿Los procesos participativos de planificación y elabora-
ción de presupuestos producen asignaciones de recursos 
que tomen en cuenta las necesidades y derechos de las 
mujeres? ¿Quién tiene participación en los ámbitos de 
toma de decisiones relacionados con la salud, la educa-
ción y/u otros servicios?
 Cuando la responsabilidad de la prestación de servicios 
se comparte entre el nivel local y otros niveles de gobier-
no, ¿en cuál de ellos se tratan los asuntos de género con 
mayor efectividad? 
 ¿Los funcionarios locales encargados de los servicios des-
centralizados tienen acceso a la información pertinente 
desglosada por género? ¿Qué información necesitan para 
diseñar servicios que cumplan los derechos de las muje-
res y cómo pueden conseguirla?
 ¿Qué tipos de recursos y procesos han tenido éxito en la 
garantía del cumplimiento progresivo de los derechos de 
las mujeres a servicios específicos en los sistemas descen-
tralizados?
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Participación política de las mujeres en el ámbito local
Ya existe un corpus de investigación y experiencia docu-
mentada respecto a la participación política de las mujeres 
en América Latina y el Caribe, pero se necesita investigación 
que considere las condiciones e impacto que tiene en las po-
líticas dicha participación en el ámbito descentralizado. Tam-
bién se necesita investigación orientada a la acción que se 
centre en lo que se requiere en el ámbito local para facilitar 
el acceso de las mujeres a los cargos (el derecho a ser ele-
gidas) en el contexto descentralizado, además de un diseño 
local de políticas que funcione para proteger los derechos de 
las mujeres. Las preguntas de investigación pudieron incluir:
 ¿Qué factores influyen en el acceso de las mujeres a la 
participación en instituciones políticas formales en el ám-
bito local? ¿Cómo las han afectado las medidas de descen-
tralización? 
 ¿Cuál es la experiencia con distintos tipos de sistemas for-
males e informales de cupo en distintos casos? ¿Qué fac-
tores condicionan la efectividad de las mujeres elegidas 
mediante sistemas de cupo femenino? 
 ¿Qué representatividad tienen los funcionarios elegidos 
en el ámbito local en términos de sexo, clase, edad, reli-
gión, etnia, nivel de educación, etc.? 
 ¿Qué efecto tiene en los resultados de las políticas, en la 
asignación de recursos y en el proceso y estilo político 
la presencia (o ausencia) de mujeres en el gobierno lo-
cal? 
 ¿A qué temas se dedican las mujeres elegidas en el ámbi-
to local? ¿reflejan éstos las necesidades e intereses de las 
mujeres locales y/o de otras habitantes del distrito electo-
ral? En un contexto descentralizado, ¿cómo se relacionan 
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los intereses locales con los intereses nacionales/interna-
cionales? 
 ¿Qué capacitación, información, experiencia y apoyo ne-
cesitan las defensoras de los derechos de las mujeres en 
el gobierno local para ser más efectivas? Los funcionarios 
y burócratas elegidos en el gobierno local ¿tienen acceso 
a la información que necesitan para abocarse a las políti-
cas y programación que respondan a los temas de géne-
ro? ¿Cómo está abordando la descentralización las necesi-
dades locales de capacitación e información? 
 ¿Hay ejemplos positivos de estrategias y herramientas 
para fomentar los derechos de las mujeres de los que po-
damos aprender?
La descentralización y los mecanismos para las mujeres
¿Qué sucede con las agencias, direcciones o ministerios 
nacionales de las mujeres en los procesos de descentraliza-
ción? Un tema afín es cómo les va a las políticas y a los 
programas nacionales de género orientados al cumplimiento 
y protección de los derechos de las mujeres en los sistemas 
descentralizados: ¿qué impacto tienen las prioridades locales 
en la equidad horizontal? Las preguntas de investigación pu-
dieron incluir:
 ¿Qué nivel de gobierno tiene la responsabilidad de asegu-
rarse que los compromisos internacionales con los dere-
chos de las mujeres se implementen en el ámbito local en 
los sistemas descentralizados? ¿Quién hace el seguimiento 
de tal implementación? ¿Cuáles con los mecanismos de 
rendición de cuentas?
 ¿Hay mecanismos locales para las políticas y programas 
para las mujeres y los temas locales de género? ¿Hay re-
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cursos financieros, humanos y políticos disponibles para 
apoyarlos? ¿Cómo se relacionan con las instituciones na-
cionales? ¿Qué autonomía tienen?
 ¿Cómo se integraron los temas y compromisos de género 
con los derechos de las mujeres en el diseño de los di-
ferentes componentes (políticos, fiscales, administrativos, 
etc.) de las reformas de descentralización?
 ¿Están enteradas las mujeres –particularmente las pobres 
y marginadas por otras razones– y sus organizaciones en 
la sociedad civil en el ámbito local de los compromisos, 
instituciones, políticas y programas nacionales relaciona-
dos con los derechos de las mujeres? 
Rendición de cuentas 
Se asegura que la rendición de cuentas es el elemento 
crucial en la descentralización acertada. A la vez, se la con-
sidera un elemento esencial para lograr la justicia de género. 
Por lo tanto, un tema central para explorar es hasta dónde 
los servicios o estructuras políticas descentralizadas les rin-
den cuentas a las mujeres. Es importante cuestionar la natu-
raleza de género de los mecanismos y procesos de rendición 
de cuentas asociados con la descentralización. Estos son al-
gunos ejemplos de preguntas de investigación:
 Cuando la responsabilidad de prestar servicios se com-
parte entre el gobierno local y otros niveles de gobierno, 
¿qué nivel rinde cuentas? ¿de qué aspecto rinde cuentas?
 ¿Los entes descentralizados han puesto en práctica meca-
nismos de rendición de cuentas? ¿Estas organizaciones sólo 
le rinden cuentas a los que están más arriba en la jerarquía 
organizacional? ¿Hay mecanismos de rendición de cuentas 
hacia abajo de los funcionarios públicos a los ciudadanos 
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y a la sociedad civil? ¿Hay rendición específica de cuentas 
a los grupos de la sociedad civil dedicados a los temas de 
género y, en última instancia, a las mujeres mismas? 
 ¿Las mujeres desfavorecidas están conscientes de la exis-
tencia de mecanismos de rendición de cuentas? ¿Cuáles 
son los mecanismos formales e informales para que las 
autoridades rindan cuentas de su actuación? ¿Las mujeres 
desfavorecidas se consideran con derecho a pedir a las 
autoridades que rindan cuenta de los servicios que pres-
tan? ¿O las mujeres desfavorecidas se ven como recepto-
ras desempoderadas de la caridad del gobierno? 
 ¿Los mecanismos institucionales para la integración del 
género en el ámbito descentralizado les rinden cuenta a 
los grupos de mujeres y a las ciudadanas? ¿Cuáles son 
los mecanismos a través de los cuales rinden cuenta? ¿Los 
mecanismos institucionales para la integración del género 
sólo les rinden cuenta a ciertos grupos de mujeres y a 
otros no?
 ¿A quién le rinden cuenta los grupos de mujeres? ¿A los 
donantes, a otros grupos, a los habitantes de su distrito 
electoral? ¿Tienen mecanismos de rendición de cuentas 
hacia abajo? ¿Las mujeres comunes acceden a los servicios 
prestados por ONG como receptoras pasivas o participan 
de los mismos de forma activa?
Reivindicación de derechos
Una de las críticas principales contra los marcos de de-
rechos es que hacerlos cumplir presenta muchos desafíos. 
Sin embargo, una forma de ejercer la ciudadanía activa es 
pasar de ser receptoras pasivas de derechos a apropiárselos 
y reivindicarlos. América Latina, como nos sugieren muchos 
autores, es una región donde el lenguaje de los derechos se 
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ha adoptado ampliamente. Sin embargo, la verdad es que 
para la mayoría de la gente, particularmente los más desfavo-
recidos, el idioma de los derechos sigue estando más allá del 
terreno de sus vidas diarias. Las siguientes son ejemplos de 
preguntas de investigación:
 ¿Cuánto saben las mujeres de sus derechos en el ámbito 
local? ¿Cuál es la efectividad de las campañas con las mu-
jeres más desfavorecidas? ¿Esas mujeres están conscientes 
de sus derechos? ¿Se sienten dueñas de esos derechos? 
¿Cómo se aplican estas preguntas al nivel local?
 ¿Las mujeres se sienten dueñas de sus derechos? En el 
ámbito descentralizado, ¿tienen mecanismos institucio-
nales de apoyo para reivindicarlos realmente? ¿Cómo se 
pueden fortalecer estos mecanismos?
 ¿Las mujeres (u hombres) que se enfrentan a múltiples 
limitaciones específicas de género (por ejemplo, por su 
orientación sexual) tienen que vencer limitaciones adicio-
nales para reivindicar derechos múltiples? ¿Hay una ley de 
compensaciones en la reivindicación de derechos múlti-
ples?
Conclusiones
El gobierno local es la capa del gobierno más cercana a 
la sociedad civil y, como tal, realmente ofrece oportunidades 
para las mujeres organizadas en este ámbito. Sin embargo, 
el que el gobierno y las organizaciones de la sociedad ci-
vil estén ubicados juntos en el ámbito local puede produ-
cir resultados ambiguos, reteniendo los que tienen el poder 
actualmente el acceso a recursos y a la toma de decisiones, 
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a expensas del fomento de la participación de las mujeres. 
Los hallazgos de las cuatro investigaciones presentadas en 
este volumen confirman que en su momento el programa 
de Derechos de las Mujeres del IDRC pudo hacer un aporte 
valioso a los conocimientos, las políticas y la defensa de la 
Justicia de Género, los Derechos de Ciudadanía de las Muje-
res y la Descentralización en América Latina y el Caribe. Este 
documento intentó delinear una serie de temas clave de la 
descentralización que son particularmente pertinentes desde 
una perspectiva de género, y señaló una serie de enfoques 
y temas prometedores para la investigación que quedaron 
plasmados en los trabajos que se llevaron a cabo en Bolivia, 
Ecuador, Honduras, Paraguay y El Salvador y que brindaron 
nueva evidencia empírica. 
Finalmente, anticipando un poco lo que vendrá en los 
capítulos siguientes, algunos de los hallazgos de la investiga-
ción8 en el área de descentralización democrática muestran 
que en Ecuador, en cuatro municipalidades pequeñas que 
manejan partidos indígenas y de centro izquierda que pro-
pugnan una democracia participativa local, se encontró que 
las mujeres habían realizado avances significativos, ocupaban 
puestos y aseguraban su participación en la planificación lo-
cal. El caso de Ecuador ilustra lo que se puede lograr cu ando 
llega al poder un partido político abierto a la equidad de gé-
nero. Pero en el pueblo de Nabón, donde hay varias mujeres 
concejales y una alcaldesa, la concejal Magali Quezada dijo a 
las investigadoras que ella y otras mujeres al tratar con hom-
bres tenían que “subir la voz y soportar sus chistes, y que 
ellos se resistían a que hubiera una mujer a cargo”.
En El Salvador y Honduras, la presión de las agrupacio-
8  IDRC, 2008.
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nes de mujeres en cientos de municipalidades ha llevado a 
la creación de oficinas dedicadas al género que administran 
proyectos para mujeres, se preocupan de asuntos de género 
o trabajan en temas como la violencia doméstica. Pero las or-
ganizaciones nacionales de mujeres en gran medida ignora-
ban que existía esta actividad a nivel de las bases. Cuando el 
equipo del proyecto presentó al liderazgo feminista un mapa 
que mostraba dónde las mujeres de las localidades defendían 
y promovían activamente los temas de género, su reacción 
fue: “¡No teníamos idea!”.
En cuanto al tema de la descentralización administrativa, 
las investigadoras en Paraguay también notaron el alcance 
limitado de la influencia de los usuarios en las reformas de 
descentralización de salud. Estas reformas les daban a cier-
tos gobiernos locales la responsabilidad de diseñar y manejar 
programas en algunas áreas, en coordinación con clínicas y 
consejos comunitarios de salud. Aunque las mujeres y otros 
grupos podían expresar sus prioridades en los consejos, no 
tenían la opción de aportar sus ideas al modelo de recupe-
ración de costos determinado centralmente. Los prestadores 
de servicios de salud no tenían otra opción para financiar 
sus servicios que las cuotas de recuperación, con la consi-
guiente carga onerosa sobre las mujeres pobres. En Ecuador 
los obstáculos que enfrentaban las mujeres tenían que ver 
con discriminación racial y de clase. En la municipalidad de 
Cayambe, los investigadores se enteraron de que los intentos 
por establecer grupos de usuarios locales para un programa 
de salud materna fallaron “porque los doctores y enfermeras 
rechazaron la participación de mujeres indígenas y rurales, 
aduciendo que necesitaban capacitación profesional para po-
der participar”. 
Reflejando la cultura de género a nivel local el equipo de 
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Bolivia, país pluricultural donde 35 diferentes culturas indí-
genas componen el 71% de la población total, descubrieron 
que si bien las reformas de descentralización en Bolivia re-
conocen autoridades y prácticas culturales tradicionales, la 
perspectiva de los pueblos indígenas en materias hídricas 
no se reflejan en el diseño y seguimiento de los proyectos 
locales de irrigación. Las opiniones de la gente de la locali-
dad difieren en cuanto a los derechos al agua y a los recur-
sos, con enfoques individuales o comunales, pero el diseño 
de los proyectos asume que nada más existen los derechos 
individuales al agua. Las investigadoras informaron que “se 
usan sin distinción manuales idénticos de operación, man-
tenimiento y reglamentación en sistemas de irrigación dife-
rentes”, lo que socava las prácticas comunales y excluye a 
familias más pobres y a aquellas donde las mujeres son la 
cabeza del hogar. El marco de derechos individuales también 
se vincula con una visión estándar de relaciones de género 
que no corresponde a las tradiciones comunales. Los técni-
cos de proyectos a menudo no entienden el papel real de las 
mujeres en la comunidad y la familia y por ende no recopi-
lan información sobre las necesidades específicas de estas. 
La principal lección que podemos desprender de este re-
cuento es que, para beneficiar y dotar de poder a la mujer, 
el diseño de la descentralización debe tomar en cuenta sus 
necesidades y situaciones específicas. Los burócratas y los 
que toman decisiones a nivel nacional o local, así como las 
organizaciones de la sociedad civil, se deben comprometer 
a asegurar que la mujer desempeñe un papel activo en los 
sistemas descentralizados y que los servicios y recursos ma-
nejados localmente fomenten la equidad de género.
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Derechos colectivos de agua 
y equidad de género en el 
Estado Plurinacional de Bolivia1




La investigación “La tensión entre derechos colectivos e in-
dividuales y relaciones de género en un contexto de diversidad 
cultural. Efectos del proceso de descentralización en el caso 
boliviano” fue realizada entre 2006-2008 en el marco de la ini-
ciativa “Descentralización y derechos humanos de las mujeres 
en América latina” promovida por IDRC-Canadá en coordina-
ción con el Área Género, Sociedad y Políticas, FLACSO, Argen-
tina. Este trabajo se propuso explorar las concepciones locales 
de derechos de agua en los sistemas de riego en una diversi-
dad de contextos culturales y analizar los efectos en hombres 
y mujeres de las políticas y programas implementados para la 
seguridad hídrica. A partir de los hallazgos se ofrecen reco-
mendaciones para la elaboración de políticas de intervención 
en riego con un enfoque intercultural y de género. Cabe seña-
lar que durante la realización de este estudio tuvieron lugar in-
1  Cochabamba, Estado Plurinacional de Bolivia, 2010.
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tensos debates en torno a las propuestas de descentralización 
y la gestión de los recursos naturales.2
En este artículo se describen y se analizan las acciones 
(nos referimos a los procesos de intervención o implementa-
ción de proyectos de riego) que se llevaron a cabo en los sis-
temas de riego, los derechos de agua existentes en diferentes 
contextos culturales y los efectos de ambos sobre la equidad 
de género. Se partió de una exploración a nivel local de las 
cosmovisiones sobre el agua, la concepción de los derechos 
de agua, las formas organizativas, las estrategias familiares 
para la adquisición de estos derechos y la participación de 
las mujeres en este proceso. El estudio concluyó en 2008, 
poco antes de que Evo Morales finalizara su primer período 
de gobierno y se avizorara su reelección como presidente del 
Estado Plurinacional de Bolivia.3 
Describimos y analizamos las diversas construcciones lo-
cales sobre derechos de agua en un escenario de diversidad 
cultural y evidenciamos cómo los distintos procesos de inter-
vención repercuten de manera diferente en las relaciones de 
género.
2 Los resultados de la investigación fueron publicados como “Derechos 
Colectivos de Agua y Relaciones de Género en Escenarios de Diversidad 
Cultural”. Editado con el apoyo de IDRC, GTZ y Cooperación Alemana en 
Bolivia. Cochabamba, 2009. 
3 Luego de dos décadas de gobiernos neoliberales, en 2006 –coincidente-
mente con los inicios del estudio que expone este artículo– asumía por 
primera vez la presidencia del país Evo Morales, un líder indígena aymará, 
con el apoyo de movimientos sociales campesinos, sectores urbanos y las 
organizaciones indígenas integrantes del Movimiento al Socialismo (MAS). 
Al igual que en otros países de América Latina durante la última década, 
en el Estado Plurinacional de Bolivia emergieron y se fortalecieron nuevas 
organizaciones y movimientos indígenas que tuvieron y tienen un rol pro-
tagónico y decisivo en el proceso de cambio de Bolivia. 
Derechos colectivos de agua y equidad de género... | 153
Dada la importancia del contexto sociopolítico dentro del 
cual se desarrolló esta investigación, cabe señalar algunas de 
sus características fundamentales. Entre las condiciones que 
permitieron la emergencia del actual Estado Plurinacional, se 
destacan las Leyes de Participación Popular (LPP, Ley 1551) y 
de Descentralización Administrativa (LDA, Ley 1654), promul-
gadas en 1994 y 1995, respectivamente. La primera reconoce, 
promueve y consolida el proceso de participación popular 
que articuló a las comunidades indígenas, campesinas y urba-
nas en la vida política y económica del país. Se instauró el re-
conocimiento de la personalidad jurídica de las comunidades 
indígenas y campesinas del área rural y de las juntas vecinales 
en el ámbito urbano, tal como las Organizaciones Territoriales 
de Base (OTB), dotándolas de atribuciones para la toma de 
decisiones del gasto público local, y la fiscalización y control 
de las acciones.
Ambas normativas fueron el resultado de un amplio y pro-
longado debate sobre el rumbo que debía seguir el proceso 
de descentralización en Bolivia. Algunos sectores sostenían 
las virtudes del modelo municipalista como el más adecua-
do para acercar Estado y sociedad civil; otras, por el contra-
rio, reivindicaban un enfoque estructuralista, argumentando 
que el “municipalismo” provocaría una polarización con el 
consecuente debilitamiento del rol de los niveles nacional, 
intermedio o medio (provincia, departamento o región) y el 
fraccionamiento del territorio sobre la base cantonal (De la 
Fuente, 2000). La principal crítica a ambos enfoques fue la 
invisibilización de la diversidad cultural; en este sentido, Re-
galsky (2004) plantea que el proceso de descentralización 
no pudo generar estructuras de gobierno autodeterminadas y 
legítimas que respondieran a las demandas y reivindicaciones 
de la sociedad plural boliviana. 
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La investigación
Puntualizaciones sobre el contexto 
El descontento de la población indígena respecto de 
una nación “única” conformada por “blancos y mestizos 
citadinos” se convirtió en un reclamo público hacia fina-
les de la década de 1960. Estos sectores de la población 
interpelaron al Estado y a las estructuras coloniales de 
dominación, y expresaron el sentimiento de sentirse “ex-
tranjeros en su propio país” (Patzi, 1999), y plantearon 
el reconocimiento de Bolivia como una nación pluri y 
multicultural, y, por lo tanto, la necesidad de reformar el 
Estado. Este período de fuertes manifestaciones e irrup-
ción de los movimientos sociales4 coincidió con otras mo-
vilizaciones y redes de carácter internacional surgidas al 
influjo, o en contra, del proceso de globalización. Las 
demandas por los derechos colectivos de los pueblos in-
dígenas y las reivindicaciones por la equidad de género 
convirtieron a estos sectores en un componente del deba-
4 “La capacidad organizativa de algunos movimientos sociales se sustenta 
en una larga tradición sindical, uno de cuyos referentes es la Confede-
ración Sindical Única de Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB); 
ligada a esta tradición emerge el movimiento indígena a mediados de 
los años ochenta, que cuestionó la legitimidad del sindicato campesino 
como forma organizativa, salieron al rescate de formas tradicionales de 
organización que crearon nuevas entidades como el Consejo Nacional de 
Ayllus y Markas de Qollasuyo (CONAMAQ); así como otras con sello identi-
tario propio y modalidades específicas —centrales y coordinadoras— que 
representan a más de 30 pueblos indígenas, entre las que sobresale la 
Confederación de Pueblos Indígenas de Bolivia (CIDOB)” (Mayorga, 2007). 
Otros sectores fundamentales de apoyo al actual gobierno fueron el movi-
miento cocalero conformado por las federaciones campesinas del trópico 
cochabambino, los cooperativistas mineros y la Confederación Nacional 
de Mujeres Campesinas Indígenas Bartolina Sisa 
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te sobre la democracia y el desarrollo en los organismos 
internacionales.5
En respuesta a esas demandas históricas, el gobierno de 
Evo Morales convocó en 2007 a una Asamblea Constituyente 
con representantes de las organizaciones de la sociedad civil, 
partidos políticos, movimientos indígenas, campesinos y de 
mujeres para la refundación de Bolivia. La mayoría de las 
propuestas presentadas, que fueron sustentadas en criterios 
étnico-culturales, plantearon una reterritorialización y la crea-
ción de nuevas regiones y/o comunidades lingüísticas. Estos 
movimientos locales abogaron, fundamentalmente, por la au-
todeterminación –entendida como la capacidad de dirigirse a 
sí mismos y como parte del proceso de “descolonización”6– y 
una nueva configuración institucional y política basada en las 
autonomías regionales indígenas, municipales y/o departa-
mentales. De esta manera, un sector de la sociedad boliviana 
comenzó a percibirse desde pautas identitarias que se des-
plazaron de las posiciones de clase hacia las de pertenencia 
étnica y regional. Se priorizaron los derechos colectivos por 
sobre los individuales,7 modificando con ello el concepto de 
5 El Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), y los 
acuerdos por los derechos de las mujeres forman parte de los repertorios 
de acción de los movimientos sociales locales actuales (Mayorga, 2007).
6 La descolonización se utiliza como emblema de liberación del colonialismo y 
neocolonialismo vigente durante siglos en el Estado Plurinacional de Bolivia. 
El actual gobierno ha tenido el mérito de posicionar dicho tema como política 
pública. La descolonización implica desarrollar políticas de potenciamiento 
cultural local, dirigidas al conjunto de la sociedad boliviana y no sólo al sector 
indígena rural, difundiendo principios de libertad y valores que fortalezcan la 
identidad local o étnica y la identidad nacional. Estos procesos conllevan el re-
conocimiento y la valoración positiva de lo propio y lo foráneo, incluyendo el 
reconocimiento del principio básico del respeto a la diversidad (Gutiérrez, 2007).
7 Las propuestas indigenistas, como era de esperar, no fueron coincidentes con las 
visiones e intereses de otros sectores de la población (no indígenas, empresarios, la-
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“ciudadanía”, a la vez que se propuso una redefinición terri-
torial del poder político u “originario”, basado en usos y cos-
tumbres, y derecho consuetudinario (Mayorga, 2007). 
 En relación con la gestión de los recursos hídricos, duran-
te el proceso de elaboración de la Nueva Constitución Política 
del Estado (NCPE), los principales temas que tuvieron con-
senso fueron: la concepción del agua como recurso natural, 
estratégico, vital, finito, vulnerable, social y cultural; el acce-
so bajo los principios de solidaridad, equidad, reciprocidad, 
complementariedad, sostenibilidad; el agua como derecho 
humano; la no privatización de este recurso y sus servicios 
(prohibiendo la mercantilización, comercialización, exporta-
ción y tratados comerciales internacionales); la priorización 
de su uso para la vida, la salud, las personas, la naturaleza 
y la alimentación. Todos estos puntos fueron integrados a la 
Nueva Constitución. 
En este marco, la discusión sobre la propiedad y el domi-
nio del agua fue el tema de mayor debate y disenso. Algunas 
organizaciones sostuvieron que debía pertenecer al Estado 
(Nacional, Plurinacional, Unitario, Social, Comunitario), otras 
a los pueblos y comunidades indígenas campesinas y origi-
narias. Finalmente, primó la autoridad del Estado8 sobre ese 
bien colectivo. 
tifundistas, organizaciones urbanas y juventudes). Así, la Nueva Constitución Política 
del Estado (NCPE) elaborada por el MAS fue rechazada por algunos sectores de la 
población de “Media Luna” con eje en la provincia de Santa Cruz, y los movimientos 
autonomistas departamentales cobraron más fuerza; cuatro departamentos hicie-
ron consultas públicas y pretendieron aprobar sus estatutos autonómicos.
8 En la retórica del gobierno, el Estado integral debe estar basado en una 
correspondencia entre la sociedad civil, los ciudadanos, las regiones, las 
clases sociales, los pueblos indígenas y su representación política estatal, 
y orientado a garantizar la igualdad y la redistribución de la riqueza social, 
la autonomía y la soberanía nacional. 
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Todo lo antedicho adquiere sentido dentro de la Nueva 
Constitución que consagra la filosofía del “Vivir Bien”, propo-
ne un nuevo paradigma de “desarrollo” y bienestar centrado 
en una relación amable y respetuosa con la naturaleza. A par-
tir de allí, el Estado reconoce y protege los derechos colec-
tivos y todas las formas de gestión de agua existentes en las 
diversas culturas. Sin embargo, para las autonomías indígenas 
originarias campesinas este reconocimiento trae implícita la 
idea de propiedad de los recursos naturales, pues obliga a las 
comunidades a delimitar sus territorios y así sentirse dueños 
exclusivos de todo aquello que está dentro de ellos. Dicho de 
otro modo, las comunidades tienen varios tipos de compe-
tencias sobre la gestión del agua, pero no sobre la propiedad 
de las fuentes. No obstante, persiste una tensión por la cual 
las organizaciones intentan tomar posesión y reclamar su pro-
piedad exclusiva (lagunas, ríos, vertientes, etc.). En verdad, la 
concepción de derecho de agua sancionada en la normativa 
es incompatible con el reconocimiento del pluralismo legal o 
con los usos y costumbres ancestrales. En este contexto de 
construcción de una nueva institucionalidad y de formulación 
de políticas más pluralistas, uno de los principales desafíos es 
el reconocimiento de los diferentes niveles de autonomía de 
las comunidades y, en particular, el ejercicio de los derechos 
colectivos sobre los recursos naturales, entre ellos el agua. 
En cuanto a los sistemas de riego, en el marco de la Ley de 
Descentralización Administrativa (LDA, 1995), y la Ley de Par-
ticipación Popular (LPP, 1994) se definieron, oportunamente, 
las competencias de los municipios y prefecturas respecto 
a la inversión en proyectos de riego, en franco incremento 
desde aquel momento, produciendo una mejora en su infra-
estructura y un mayor impulso al desarrollo de este servicio. 
Complementariamente, la participación social en los sistemas 
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de riego es un tema crucial, ya que la inversión en la cons-
trucción de obras crea derechos de agua y de infraestructura, 
lo cual tiene implicancias en las relaciones que se establecen 
entre hombres y mujeres respecto de los derechos de agua. 
Uno de los hallazgos importantes de este estudio radica 
en develar la diversidad de concepciones culturales de dere-
chos colectivos de agua, en los que existe un entramado com-
plejo de relaciones de clase, etnia y género. Aunque, también 
se pone en evidencia que los proyectos de riego, promovidos 
por políticas de desarrollo en el marco de la descentraliza-
ción, refuerzan los derechos individuales. 
Puntualizaciones sobre el marco conceptual
Para la elección del enfoque conceptual se ha tomado 
en cuenta un debate vigente en las ciencias sociales y, en 
particular, en los estudios de género de especial importancia 
para el estudio de fenómenos como los que hemos analizado. 
Nos referimos a una tendencia de las culturas subalternas a 
adaptar (y en el mejor de los casos adoptar) a las realidades 
locales los conceptos y metodologías elaborados por los cen-
tros productores de conocimiento “legitimados”, usualmente 
ubicados en los países centrales (Galindo, 2005). Detrás de 
esta posición podemos vislumbrar la influencia de la impron-
ta colonial. En tensión con lo anterior, se percibe también una 
actitud de rechazo frente a todo lo que viene de afuera, la 
creencia de que sólo por el hecho de haber sido elaborado 
en otras latitudes ese conocimiento no es válido para la lec-
tura de nuestras realidades.
 Por nuestra parte, estimamos que es necesario desarrollar 
una cultura de producción de conocimiento propio sin des-
cartar los aportes universales (Galindo, 2005). Y, siguiendo a 
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Bourdieu (1977), es fundamental construir teorías desde la 
práctica, asumiendo que las vivencias y experiencias son una 
fuente válida de producción de información y sabiduría (De 
Zutter, 1997). Nos encontramos ante un desafío importante en 
el plano epistemológico y teórico: llevar a cabo un proceso 
de descolonización de los sistemas de conocimiento hegemó-
nicos que históricamente se han atribuido la potestad de no-
minar e interpretar la realidad desde una racionalidad única. 
Según Saavedra (2009), se está delineando un descentramien-
to epistemológico por el cual la producción de conocimiento 
ya no responde al tradicional patrón eurocéntrico. Al mismo 
tiempo, emergen nuevas perspectivas teóricas desde y a partir 
de las “epistemologías del Sur”, que están produciendo nocio-
nes muy interesantes sobre las experiencias y valores de los 
pueblos históricamente subalternos. 
El planteamiento de esta investigación y los análisis de 
los casos que describiremos más adelante, están orientados a 
avanzar en esta dirección dentro de un campo específico: las 
relaciones de género en el marco del acceso y uso del agua.
Diversidad cultural e interculturalidad 
en los sistemas de riego
La mayoría de los estudios sobre riego campesino han cen-
trado su atención, principalmente, en las comunidades andi-
nas, invisibilizando a las minorías étnicas de regantes y otros 
sectores de la población. Si bien la mayoría de esos sistemas 
se encuentran en la región occidental y están bajo autogestión 
campesina, es de destacar que no todas las comunidades de 
regantes forman parte de la cultura andina, también existe 
agricultura regada en territorios ocupados por otras culturas 
(como la Guaraní, Chapaca, Camba, Chaqueña, por ejemplo), 
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y en diversas poblaciones que se autodefinen no indígenas. 
De igual manera, algunos sistemas de riego constituyen ver-
daderos espacios multiculturales, ya que son zonas receptoras 
de migrantes en las que conviven familias de diferentes cultu-
ras y estratos sociales (campesinos, hacendados, empresarios, 
patrones, peones, arrendatarios, partidarios, entre otros). 
Al tomar en cuenta los debates acerca de la necesidad 
de realizar análisis más contextualizados y locales sobre la 
situación y los derechos de las mujeres (Molyneux, 2006), el 
enfoque de diversidad cultural resultó relevante para el estu-
dio porque permitió visualizar otras zonas no tradicionales 
de riego y diferenciar cada uno de los sistemas en su singu-
laridad. También se identificaron escenarios multiculturales 
donde conviven personas y grupos de diverso origen étnico 
con diferentes cosmovisiones sobre el agua, y concepciones 
y prácticas sobre los “derechos de agua”, en los que se de-
sarrollan actividades productivas y usos del recurso, según 
intereses y formas de relación.
Al mismo tiempo, fue necesario recurrir al concepto de in-
terculturalidad para observar esta relación, el tipo de diálogo 
que se establece, la comprensión y el respeto entre sujetos 
diferentes. Ello supone el reconocimiento de la diversidad 
cultural y de un/a “otro/a” diferente (López, 1999), y da cuen-
ta del carácter dinámico y abierto de las culturas. El enfoque 
relacional de la interculturalidad (Barth, 1969) puso en tela de 
juicio la visión estática y cerrada de las culturas que sostuvo 
la antropología tradicional, argumentando que los grupos ét-
nicos se encuentran en permanente movilidad y contacto con 
otras comunidades culturales.9
9 Según Medina (1999), la noción de interculturalidad apela también a la 
capacidad de relacionamiento y a las actitudes de las personas o grupos 
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A su vez, la dinámica intercultural, según Bonfil (1987), 
introduce el concepto de “control cultural” para explicar la re-
lación entre lo propio y lo ajeno. Por ejemplo, el arraigo a las 
normas tradicionales y resistencia a los cambios, el acomodo 
y adopción de nuevas pautas culturales y, también, la acep-
tación (y apropiación) de pautas ajenas. La aplicación del 
enfoque intercultural en la gestión de los recursos naturales 
y, en particular, los derechos de agua, implicaría el respeto a 
las cambiantes cosmovisiones y prácticas sobre el agua y a las 
formas de definirlos y ejercerlos en las culturas.10
Género e interculturalidad
La noción de género en la que se basa nuestro estudio 
alude a los atributos y oportunidades que las sociedades 
asignan a hombres y mujeres, y a las relaciones entre am-
bos. Dichos atributos, oportunidades y relaciones son cons-
trucciones sociales que se adquieren a través del proceso de 
socialización; razón por la cual son modificables histórica-
mente. El género forma parte de un entretejido social más 
complejo e interactúa con la condición socioeconómica, la 
etnia, la edad e incluso el estado civil (Siles y Soares, 2003). 
Desde nuestra perspectiva, los intentos por definir desde 
una posición individual si la mujer accede, o no, a los re-
cursos naturales y si tiene, o no, poder de decisión sobre la 
gestión en el ámbito familiar y colectivo, no han favorecido 
humanos de una cultura con referencia a otro grupo, a sus miembros, ras-
gos y productos culturales.
10 El respeto es un aspecto central de la noción de interculturalidad y se re-
fiere a la alteridad, es decir, la aceptación al modo de ser del “otro”. A partir 
del enfoque intercultural se pretende criticar la mirada etnocéntrica y so-
bre todo eurocéntrica que invisibiliza o desvaloriza otras cosmovisiones.
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el desarrollo de análisis que tomen en cuenta las relaciones 
de género en la gestión de los recursos naturales, entre ellos 
el agua (Boelens y Zwarteveen, 2001). Si bien se menciona 
que el género es una construcción sociohistórica y cultural, 
con frecuencia las categorías con las que se analiza la rela-
ción entre hombres y mujeres es monocultural. Por ejemplo, 
el uso de la noción del “individuo autónomo” no es apli-
cable a todas las culturas y modos de gestión colectiva de 
los recursos naturales, como advierten Gutiérrez (1997) y 
Gerbrandy y Hoogendam (1998). Asimismo, el paradigma 
“mujer y medio ambiente”, que tuvo su origen en la década 
de 1980, consideró a la mujer individual como centro de 
las políticas de género, presuponiéndose que como actora 
se encontraba marginada de la “toma de decisiones” sobre 
la disposición de los recursos (Tiban, 2004). En la década 
siguiente, el enfoque de “género y desarrollo humano”, si 
bien contempló las relaciones entre varones y mujeres, sos-
tuvo una visión de la naturaleza como objeto de explotación 
inagotable que garantizaría el “desarrollo humano”. Sin em-
bargo, esta mirada instrumental no es compartida por todas 
las culturas (Tiban, 2004). Actualmente, el paradigma del 
“ecofeminismo” (Puleo, 2002) presenta una visión holística 
que asume conceptualmente a varones y mujeres como par-
te de la misma naturaleza, aunque mantiene la valoración de 
la individuación de las mujeres. 
Desde nuestro punto de vista, sin negar la existencia de 
identidades individuales, se señalan diferentes connotaciones 
en este aspecto según las culturas. De allí que sea necesario 
destacar cómo las identidades colectivas son percibidas en las 
culturas locales. Un ejemplo de ello es el “derecho colectivo” 
de agua, noción no antropocéntrica, pues abarca también de-
rechos de la naturaleza. De manera similar, la construcción 
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cultural de familia no siempre se constriñe a la familia nu-
clear.
Esta situación11 llevó a algunos autores a redefinir las fron-
teras teóricas de género (Poulson, 1997) dinamizadas por los 
nuevos espacios de encuentro intercultural. Por su parte, Ar-
nold (1997) sostiene que es necesaria una nueva epistemolo-
gía intercultural de género, que permita explorar otras cons-
trucciones identitarias en permanente cambio. Una mayor 
indagación de las formas organizativas, del sistema de autori-
dades y de las construcciones culturales de lo femenino y lo 
masculino puede ofrecer respuestas alternativas al supuesto 
de que todas las sociedades están necesariamente estructura-
das sobre la base del poder masculino. Arnold afirma que en 
las culturas andinas lo masculino no aparece como dominan-
te, al contrario, sus características presentan una fuerte femi-
nización.12 Esta pauta social se relaciona con la naturaleza y, 
por lo tanto, genera vínculos de mayor equilibrio. 
Para concluir, destacamos que las relaciones de género 
están estrechamente ligadas a las de clase y etnia, presentan 
rasgos particulares en cada contexto, no son estáticas, cam-
bian por efecto de su dinámica interna y también debido 
al intercambio entre culturas. En algunos casos, ciertas pau-
tas culturales distintas a las originarias de una comunidad 
pueden enriquecer la convivencia armónica entre hombres 
y mujeres, pero también afectar negativamente las relaciones 
horizontales de género. Un ejemplo de ello es la manera en 
11 Se emplean categorías dicotómicas y excluyentes. Por ejemplo, se intenta de-
finir si el derecho de agua pertenece exclusivamente al hombre o a la mujer. 
12 Poulson (1997) hace una crítica a la visión antropocéntrica de las identida-
des de género, en las que explora cómo la relación íntima con la naturaleza 
influye en dichas identidades. 
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que algunas intervenciones técnicas de políticas o programas 
en riego estudiadas introdujeron conceptos como la mascu-
linización de la mano de obra en contextos en los que el 
trabajo es colectivo y solidario con las mujeres en situación 
de desventaja.
En nuestra opinión, la filosofía del “Vivir Bien”, base de 
la Nueva Constitución Política del Estado, es una oportuni-
dad para debatir la visión antropocéntrica y eurocéntrica del 
género y la equidad,13 y, consecuentemente, estimular una 
relectura de las relaciones de género en las comunidades 
campesinas y pueblos indígenas a partir de sus propias ca-
tegorías y/o patrones de vida y de bienestar. Como hemos 
dicho, la desigualdad de género no tiene una sola causa, y 
por ello no puede interpretarse de manera aislada de las otras 
desigualdades estructurales. Asimismo, la variedad geográfi-
ca, socioeconómica, lingüística, religiosa y étnica de Bolivia 
acoge diversas cosmovisiones sobre la naturaleza que mol-
dean las formas colectivas de acceso y uso del agua, y tienen 
incidencia en las formas de relación entre mujeres y varones.
Los derechos de agua
Los derechos del agua son un tema central en la gestión 
del agua de los sistemas de riego. Según algunos enfoques, 
el agua es uno de los recursos de propiedad comunal en la 
13 Las teorías dominantes se enfocan en la búsqueda de la “equidad”, sin pro-
fundizar en las distintas miradas subjetivas desde donde se define (Lauréale, 
1998). La equidad es un concepto eminentemente relacional, alude a las re-
laciones particulares entre grupos sociales y entre personas, por lo tanto, no 
es un concepto que puede ser generalizado, a priori, a todos los contextos, 
sino que requiere ser analizado a la luz de situaciones concretas (Boelens, 
1998). 
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zona andina, lo cual conlleva atribuciones y obligaciones del 
grupo de integrantes de este colectivo. Según Ostrom (2000) 
el agua debe responder a un régimen de propiedad exclusiva, 
ya que la concepción de lo común corre el riesgo de que el 
grupo “incluya o excluya” a otros integrantes. Según Bromley 
(1992), la propiedad consiste en “un reclamo al beneficio (o 
ingreso) de un flujo […]. No es un objeto sino más bien una 
relación social que define la propiedad titular con respecto a 
algo de valor (el flujo benéfico) contra los demás”.14 
Asimismo, ejerce una importante influencia en los estu-
dios el enfoque de empoderamiento, que alude al “control” y 
al “poder”, a la “exclusión” y a la “resistencia”. Los derechos 
de propiedad asumen un reflejo de las relaciones de poder 
prevalecientes en la comunidad. 
En contraste con estos marcos conceptuales, que preten-
den su aplicación sin distinción en una gran diversidad de 
culturas, existen otros enfoques que cuestionan la noción de 
“derecho propietario del agua” como categoría universal. Al 
respecto, Vachon y Coll (1995) señalan: “Tengamos en cuenta 
que la palabra “derecho” no existe como tal en las culturas 
autóctonas tradicionales (inuit, amerindias, hindú), más aún, 
en su concepción del mundo, estas culturas no se plantean 
ni tan solo la posibilidad de que el ser humano pueda tener 
derechos, puesto que lo que prima es un sentimiento y una 
14 Esta definición de propiedad es adoptada por Gerbrandy y Hoogendam 
(1998) para acuñar un concepto de derecho de agua en sistemas de riego 
colectivos bajo gestión campesina en los Andes. Sostienen que el derecho 
de agua sería “un reclamo autorizado sobre el flujo benéfico de una fuen-
te de agua”, (Gerbrandy y Hoogendam, 1998). En esta misma línea Beccar, 
Boelens y Hoogendam (2001) señalan que la “demanda autorizada del 
agua —o una parte— incluye ciertos privilegios, restricciones, obligaciones 
y sanciones, entre los cuales un elemento clave es el poder para tomar 
decisiones acerca de la gestión del agua.
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responsabilidad de agradecimiento y de solidaridad cósmica”. 
A finales de la década de 1990, a través de varias investi-
gaciones sobre gestión de agua realizadas en los sistemas de 
riego en los ayllus de Oruro, se demostró que en el imagina-
rio de las campesinas y los campesinos no estaba presente 
la noción de derecho de agua; de hecho, las prácticas comu-
nitarias consistían en la distribución de agua sin turnos de 
riego. La entrega se definía según la necesidad de los cultivos, 
nominada como “derecho de la chacra”. Asimismo, cuando 
se evidenció que en algunos sistemas de riego no había per-
sonas excluidas en el uso del agua y que era suficiente ser 
habitante de la comunidad para regar, se definió como “dere-
cho de hecho”.15 Posteriormente, esta modalidad de uso fue 
denominada “derecho natural” (Gutiérrez, 2007). Según este 
concepto, el agua: 
■  Es parte de la naturaleza viva, conforme a la cosmovisión 
agrocéntrica.
■  Está disponible para todos los seres vivos que forman par-
te de la naturaleza sin exclusión alguna.
■  Su uso responde a las necesidades naturales de cada ser 
vivo, entre ellos la naturaleza y los cultivos.
■  Su uso es inherente a la condición de ser comunario/a que 
cultiva la tierra. 
 
Esta noción de “derecho natural” no está basada ni en la 
apropiación ni en la enajenación del agua que forma parte 
del entorno natural o que yace en la naturaleza; es decir, no 
separa a las personas (varones y mujeres) de la naturaleza, de 
15 Para más información sobre este punto véase Gerbrandy y Hoogendam, 
1998; Gutiérrez y Cardona, 1998 y Gutiérrez y Hoogendam, 1998.
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su familia, ni de su comunidad, como señalan Vachon y Coll 
(1995): “En una cultura de base comunitaria y no asociativa la 
persona y la comunidad se encuentran en relación ontológica 
y no de confrontación: la comunidad es la persona, y la per-
sona es la comunidad, y es de la armonización entre ambas 
dimensiones que surge el respeto y la dignidad y no tanto de 
la proclamación de unos derechos abstractos”.
Sin embargo, hacemos hincapié en que ésta no es la cos-
movisión dominante en el país. Existen localidades en las 
que las formas de relación entre el agua y las personas es-
tán sustentadas en la apropiación y las relaciones de poder, 
configurando una gama diversa de repertorios locales sobre 
derechos de agua.
Derechos colectivos de agua y relaciones de género 
en escenarios de diversidad cultural
Al tomar en cuenta la diversidad cultural y la particula-
ridad de las formas de gestión de los sistemas de riego es-
tudiados, se optó por definir categorías amplias y flexibles 
sobre gestión de riego y derechos de agua como puntos de 
entrada y de enlace con las relaciones de género. Para ello 
se utilizó el concepto de “gestión de agua”, entendido como 
el conjunto de acciones realizadas por un grupo de actores 
–usuarios del sistema de riego– en un determinado escenario, 
que asumen diferentes prácticas y/o roles e interactúan de 
acuerdo con sus pautas culturales de organización para hacer 
que el agua de riego llegue a sus parcelas y pueda ser apli-
cada, mostrando que la característica de la gestión de riego 
en cada lugar define el modo de relación de las personas –de 
ambos géneros– en torno al agua. Se elaboró un inventario 
de las formas de relación entre varones y mujeres en cada 
168 | Marina Arratia Jiménez y Zulema Gutiérrez Pérez
una de las dimensiones relativas a la gestión de agua, y en 
particular, para la adquisición de derechos de agua, según las 
concepciones culturales sobre el derecho: estrategias para la 
adquisición, formas de registro local de derechos y de ejerci-
cio del derecho de agua. 
Características de los escenarios de riego16
Varios aspectos moldean los escenarios que fueron objeto 
de estudio, entre otros: la ubicación de los sistemas de riego 
en un determinado piso agroecológico, las formas de gestión 
de la tierra y el agua, los perfiles migratorios de la población, 
el vínculo con el mercado y los centros urbanos, la importan-
cia de la agricultura, el desarrollo de diversas estrategias de 
vida, la diferenciación social, el arraigo cultural y las relacio-
nes interculturales. La particularidad de dichos escenarios se 
sintetiza por jurisdicción territorial y las formas organizativas 
que adquiere, así: algunos sistemas abarcan una comunidad 
específica, otros están conformados por dos o más comuni-
dades, otras remiten más bien a zonas en las que conviven 
varias comunidades. Asimismo, en una misma comunidad 
pueden existir múltiples sistemas de riego, cada cual con un 
determinado grupo de usuarios, un comunario puede estar 
afiliado a una o más fuentes de agua o a ninguna. 
Si bien todos los sistemas de riego están bajo autogestión 
campesina,17 las formas de gestión colectiva de la tierra y el 
agua varían. En algunos, la gestión del agua es parte de lo 
16  Véase en el anexo la descripción del contexto de investigación.
17 En el Estado Plurinacional de Bolivia la mayoría de los sistemas de riego 
están bajo autogestión campesina, en otros países, como en el Ecuador 
algunos sistemas son administrados por el Estado.
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territorial, no existe un mercado de tierra ni agua, como en 
Aguayrenda, Corpa Grande o Yucasa. En otros, tiene cierto 
grado de independencia respecto a la organización comu-
nal y, por lo general, está separada de la tenencia de la tie-
rra, además es objeto de transacciones comerciales, como en 
Lahuachama y San Isidro.18
No obstante, en todos los casos estudiados, la dinámi-
ca migratoria es generalizada. Algunas zonas se caracterizan 
por ser más expulsoras de migrantes y otras más recepto-
ras. En las primeras se encuentra una gama diversa de mi-
grantes: estacionales y permanentes, familias con hogar en 
la comunidad, itinerantes o con doble residencia. Los lugares 
de destino abarcan el ámbito nacional e internacional. Por 
ejemplo, Corpa Grande, Yucasa y Humapirhua son expulso-
ras de migrantes, la mayoría de las familias tienen doble re-
sidencia. San Isidro y Aguayrenda son, en cambio, comuni-
dades receptoras de migrantes temporales o definitivos. En 
San Isidro el colectivo está constituido por familias oriundas 
e inmigrantes provenientes de la zona andina (Chuquisaca, 
Cochabamba, Potosí), denominados “collas”. En Aguayren-
da está constituido por los/as oriundos/as de la comunidad 
guaraní, inmigrantes de diferentes culturas llamados “karai”. 
18 La ubicación de los sistemas de riego en una determinada zona agroecoló-
gica, sus condiciones agroclimáticas y la disponibilidad de recursos produc-
tivos definen la importancia de la agricultura regada como principal fuente 
de ingresos de las familias. Así, en las comunidades donde las condiciones 
climáticas y la disponibilidad de recursos son favorables, la agricultura es 
la principal fuente de ingresos y el agua tiene un valor muy preciado. En 
cambio, en las comunidades donde hay mayor escasez de tierra y agua, y 
las condiciones climáticas no son óptimas, existe un alto porcentaje de po-
blación migrante, las familias desarrollan muchas estrategias de vida, co-
mercio, oficios, trabajo asalariado, entre otros, en los centros urbanos. En 
algunos casos estas alternativas constituyen un ingreso complementario al 
proveniente de la agricultura, en cambio, en otros, pierde importancia. 
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LLauquinquiri, al ser una comunidad fuertemente amenazada 
por la urbanización, es expulsora de migrantes definitivos. 
Por último, Lahuachama y Naranjos son escenarios en los que 
la migración es itinerante y la agricultura continúa siendo la 
principal fuente de ingresos.
Los escenarios de riego también se ven afectados por la 
cercanía con los centros urbanos y el vínculo con el mercado, 
también moldean. En realidad, todos los sistemas estudiados 
están vinculados al mercado, en mayor o menor grado, me-
diante la oferta y la demanda de mercancías y de mano de 
obra. Las comunidades con mayor vínculo como oferentes de 
productos agrícolas son LLauquinquiri, San Isidro y Lahua-
chama. Todas las localidades donde se ubican los sistemas 
de riego tienen la influencia de pueblos y ciudades cercanas. 
Así, Llauquinquiri es ya un barrio más de la ciudad de Cocha-
bamba. Los usuarios del sistema de riego Yucasa viven en la 
ciudad intermedia de Huari –cercana a las áreas de cultivo–. 
Aguayrenda tiene una fuerte influencia de la ciudad interme-
dia de Yacuiba, fronteriza con la República Argentina.
La diferenciación social es otro aspecto que caracteriza los 
escenarios de riego. En algunos no existe una polarización 
de estratos sociales, la tendencia es que el grueso de la po-
blación comparte, más o menos, el mismo nivel socioeconó-
mico. En San Isidro, la estratificación social está marcada por 
los propietarios y no propietarios de la tierra y los medios de 
producción, que definen relaciones de producción asimétri-
cas. En Naranjos, existe un grupo de familias que tiene gran-
des extensiones de tierra muy distantes del promedio que 
posee la mayoría de la población. Ellas establecen relaciones 
de poder al interior del grupo. La cohesión social y el arraigo 
cultural son otros aspectos que definen las características de 
estos escenarios. 
Derechos colectivos de agua y equidad de género... | 171
▶  Tabla 1. Sistemas de riego y formas organizativas
 Caso Organización Relación con la fuente de agua
Corpa Grande Sindicato Agrario
Todos los miembros del sindicato son usuarios del sistema de 
riego.
Humapirhua OTB Todos los miembros de la OTB son usuarios del sistema de riego.
Yucasa Ayllu
Comparten la fuente de agua con otros ayllus y una fábrica de 
cerveza.
Lahuachama Asociación de Riego
El sistema abarca zonas de riego en 11 comunidades del munici-
pio.
Llauquinquiri Asociación de Laguneros
En la comunidad existen varios sistemas de riego. La Asociación 
de Laguneros aglutina sólo a un grupo reducido de comunarios.
San Isidro Comité de riego
El sistema de riego está conformado por usuarios de dos comu-
nidades.
Naranjos Comité de riego
El sistema de riego está conformado por usuarios de dos comuni-
dades con diferente vocación productiva.
Aguayrenda Pueblo indígena
El sistema de riego está conformado por miembros del pueblo 
indígena e inmigrantes.
Fuente: elaboración propia.
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En los ocho estudios se encuentra una diversidad de con-
textos culturales. Por un lado, están los que presentan una 
mayor homogeneidad cultural, en los que la mayoría de los 
pobladores comparten una misma afiliación identitaria (Cor-
pa Grande, Yucasa, Lahuachama y Humapirhua). Por otro, se 
observan escenarios multiculturales19 como Aguayrenda y San 
Isidro. El primero es un colectivo con doble identidad, hacia 
adentro está compuesto por guaraníes y karais, y hacia fuera 
es un pueblo indígena guaraní que presenta un entramado 
de identidades propias heredadas y adoptadas. Por lo tanto, 
en este colectivo existe una diversidad de adscripciones iden-
titarias o diversos modos de ser guaraní. San Isidro presenta 
heterogeneidad cultural debido a la presencia de inmigrantes 
provenientes de comunidades de Occidente (“collas”) y los 
descendientes de matrimonios entre collas y cambas, deno-
minados “camba-collas”. En Naranjos, los pobladores se au-
toidentifican como “medio chapacos y medio chaqueños” por 
su ubicación geográfica de transición entre los valles de Tarija 
y el Chaco. Estas afiliaciones identitarias definen modos de 
ser y de relacionarse con los otros, dentro y fuera del grupo.
Los colectivos con mayor arraigo cultural y cohesión so-
cial son Corpa Grande, Yucasa y Humapirhua. Allí, las nor-
mas comunales rigen la vida comunitaria y la gestión de la 
tierra y el agua. No obstante, en estos colectivos la mayoría de 
las familias tiene doble residencia y la agricultura pierde im-
portancia como fuente de ingresos. Estos sectores muestran 
un mayor arraigo cultural porque sus miembros no renuncian 
a su “derecho a la tierra” y, por ende, a su deseo de seguir 
siendo comunarios, aunque las obligaciones comunales de-
19 Se usa el concepto multicultural para referirse a la existencia de diferentes 
culturas en un mismo espacio geográfico y social. 
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mandan una gran inversión de tiempo, recursos económicos 
y sobre todo vocación de servicio. Esto se constata en el 
hecho de que algunos migrantes renuncian temporalmente 
a sus actividades –trabajo, negocios, profesión– en el lugar 
de destino de la migración y vuelven a vivir a su comunidad 
para hacerse cargo de la función que les compete por turnos. 
En algunos casos se verifica que la homogeneidad cul-
tural y la cohesión social no necesariamente garantizan un 
apego a la cultura. En Lahuachama, por ejemplo, la mayoría 
de los miembros del colectivo se identifican como quechuas 
vallunos y tienen una tradición organizativa muy fuerte. Sin 
embargo, existe una importante erosión cultural debido a un 
proceso sostenido de imposición de valores y prácticas cul-
turales ajenas, propiciadas por las intervenciones de políticas 
públicas, agencias internacionales u ONG. Por el contrario, 
Aguayrenda es un colectivo culturalmente muy heterogéneo, 
pero se imponen la cultura originaria guaraní y las reglas 
colectivas de la gestión del territorio y del agua. Los inmi-
grantes karai adoptan la identidad guaraní para ser parte de 
la comunidad. En este caso, el contacto cultural no provoca 
su erosión, aunque crea tensiones respecto a la concepción 
de propiedad y acceso a los recursos.
En Corpa Grande, la mayoría de las y los emigrantes viven 
en la ciudad de El Alto de La Paz, un barrio en el que buena 
parte de los vecinos son de la comunidad. En estos espacios 
urbanos las familias recrean muchos de los valores y prácti-
cas de la organización comunal. Por ejemplo, el cuidado de 
la casa mientras alguna familia va al terruño o el préstamo 
de dinero sin interés en caso de emergencia económica. Las 
relaciones de reciprocidad también se dan entre familias es-
tables en la comunidad y las emigrantes –residentes–, en los 
lugares de destino de la migración. Por ejemplo, las familias 
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con residencia casi definitiva en la ciudad ayudan a los hijos 
de sus paisanos, que migran por estudio o trabajo. A cambio, 
las familias comunarias los ayudan a cumplir obligaciones co-
munales. No les niegan el derecho a regar aunque no hayan 
participado en estos trabajos porque consideran su situación 
de migrantes. Cuando una pareja decide casarse en la ciudad, 
las autoridades del ayllu se trasladan para presenciar la boda. 
Este caso muestra la capacidad de adaptación de las comuni-
dades a los cambios y/o nuevas necesidades. Se hace visible 
en la plasticidad de la organización comunal que se extiende 
hasta los lugares de destino de la migración.
Yucasa es un ayllu andino quechua que vive un proceso 
dinámico de refuncionalización a la modernidad. Sin embar-
go, la adopción de nuevas pautas culturales no ha provocado 
un abandono de su cosmovisión agrocéntrica, de su ritua-
lidad, ni de la gestión colectiva de la tierra y el agua. Los 
comunarios transitan entre dos mundos diferentes, por un 
lado, conviven con la modernidad y, por el otro, afirman su 
identidad cultural, éste sería un caso de resistencia cultural 
(Bonfil, 1986, 1987).
En resumen, se puede afirmar que los escenarios en los 
que se encuentran los sistemas de riego estudiados son di-
versos, heterogéneos y, sobre todo, muy dinámicos debido 
al contacto intercultural y a las diversas formas en que se 
expresa lo propio como afirmación y como resultado de este 
entramado con lo distinto. 
Cosmovisiones sobre el agua
¿Qué es el agua? ¿Qué significado tiene? ¿A quién perte-
nece? En las respuestas de las y los entrevistados a estos in-
terrogantes se encuentran, como se verá en la tabla 2, ciertos 
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principios de una cosmovisión agrocéntrica o cosmocéntrica, 
que no es propia sólo de la cultura andina, sino de otras cul-
turas originarias. Una variable compartida es que en la mayo-
ría de los sistemas de riego abordados, los usuarios –hombres 
y mujeres– conciben el agua como una “fuente de vida” y “un 
ser vivo” dotado de sexo y personalidad.20 
Estas expresiones muestran que, desde la dimensión ri-
tual, el agua es parte de la naturaleza y fruto de la creación 
divina. El “derecho al agua” y la “equidad” no son antropo-
céntricos, abarcan a todos los seres vivos del paisaje. Por lo 
tanto, no existe la noción de “propiedad exclusiva” del agua. 
Este modo de concebirla está vigente en los escenarios donde 
su gestión es parte de lo comunal y/o territorial, tal es el caso 
de Aguayrenda, Yucasa y Corpa Grande.
En otros sistemas de riego, la concepción del agua como 
parte de la naturaleza coexiste con otras consideraciones, 
como propiedad de una comunidad o grupo determinado, 
sobre todo cuando se delimita el uso de la fuente. Si las dis-
putas sobre el agua se agudizan y emergen conflictos que no 
pueden ser resueltos sobre la base de las normas locales, la 
propiedad pasa a ser una atribución del Estado. Por ejemplo, la 
cosmovisión sobre el agua de los migrantes andinos que viven 
en zonas de colonización no es la misma que la que tienen 
en su lugar de origen; ellos buscan acceder a mayor cantidad 
de recursos productivos, como es el caso de Aguayrenda. Los 
inmigrantes tienen una cosmovisión diferente a la de los gua-
raníes. Consideran el agua un recurso productivo, y van a la 
20 Los principios del agrocentrismo en las culturas andinas hacen referencia a la 
estrecha relación entre comunidad humana, deidades y naturaleza que con-
forman la colectividad natural, donde todos los seres que habitan el cosmos 
son considerados seres vivos. Es un mundo sexuado y altamente sensitivo, 
donde el centro del cosmos es la naturaleza y no el hombre (Grillo, 1993).
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■  El agua no es de nadie, es del lugar 
donde aparece, donde se cría.
 Es:
–  de la yunga* porque ahí es donde 
se gesta la lluvia 
–  de la naturaleza/ de la madre tierra 
(Pachamama)
–  del monte “la deidad Coquena” es 
dueña del monte
–  de la chacra, para cultivar y tener 
alimentos
■  El agua que yace en la naturaleza no se 
puede privar a nadie, es para los anima-




■  El agua es de Dios porque él tiene el 
poder de hacer llover.
■  No es del hombre porque él no tiene la 
capacidad creadora.





El agua es de la comunidad porque la 
fuente está ubicada en su territorio
■  Es de la(s) comunidad(es) que usan la 
fuente desde antes (usos-costumbres)





El agua es del Estado porque las fuentes 
están ubicadas en el territorio nacional
■  El Estado tiene la potestad de normar 
el acceso y uso del agua cuando hay 
disputas .
*  La yunga es una zona de transición entre las montañas y los bosques húmedos.
**  La cosmovisión del agua como fruto de la creación de Dios tiene diferentes signi-
ficados: en el mundo andino éste es considerado como otra deidad al igual que la 
Pachamama.
 En otros colectivos, en cambio, influenciados por sectas religiosas, Dios es el Divino 
hacedor que está por encima de los hombres y de la naturaleza.
Fuente: elaboración propia.
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búsqueda de mejores oportunidades de vida, lo que hace que 
se esfuercen por acceder a la tierra y al agua con mayor avidez.
Los modos de ver y concebir el agua se diferencian tam-
bién por el arraigo a la cultura, por el género y la generación. 
Así, en algunos colectivos con fuerte apego a sus costumbres, 
el acceso al agua es menos excluyente. En otros, estas cos-
movisiones conviven o se tensionan ante integrantes que asu-
men el agua como recurso productivo u objeto de propiedad 
individual y con valor económico. Respecto a las diferencias 
generacionales, la cosmovisión de los adultos es muy diferen-
te a la de los jóvenes que pasaron por la educación formal y 
la migración. En todos los casos estudiados, la mayoría de los 
y las jóvenes consideran que la agricultura ya no es un me-
dio de vida atractivo frente a sus expectativas, por lo tanto el 
agua para el riego tiene una importancia relativa. En cambio, 
para los abuelos y los padres, la agricultura y el significado 
del agua es inherente a su modo de vida y su cultura. Muchos 
jóvenes se resisten a seguir las costumbres y rituales practica-
dos por sus mayores. 
Teniendo en cuenta las diferencias de género, afirmamos 
que las mujeres tienen mayor sensibilidad sobre la naturaleza, 
esto se constata en los mapas cognitivos hechos por niñas y 
niños,21 en los cuales se aprecia una marcada diferencia en 
los elementos del paisaje, las niñas los representaron con más 
detalles que los niños. De forma similar, en los mapas cogni-
tivos realizados por adultos, las representaciones de las mu-
jeres muestran más relación con los usos múltiples del agua. 
En cambio, la visión de los hombres está asociada a la infra-
estructura del sistema de riego y al uso del agua en la chacra. 
21 Recurso metodológico que se aplicó en niños y niñas y adultos durante la 
recolección de información durante el trabajo de campo.
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Descentralización, políticas de intervención en riego 
y equidad de género
En el Estado Plurinacional de Bolivia, el proceso de des-
centralización presenta una diversidad de situaciones res-
pecto a la ampliación de competencias a los municipios y 
las formas de participación ciudadana en cada localidad. La 
descentralización promovió cambios en la gestión municipal 
debido, entre otras variables, al establecimiento de las orga-
nizaciones territoriales de base (OTB), a la concepción de 
los municipios como gobiernos locales y a la participación 
social en la gestión municipal, a los que se hará referencia 
más adelante. 
La participación social en la gestión municipal 
y el enfoque de género 
Como hemos señalado, la Ley de Participación Popular 
(LPP) promueve esta práctica mediante el reconocimiento de 
las OTB. Ello trajo uno de los principales avances con la pre-
sencia en la gestión municipal de las poblaciones rurales y/o 
comunidades campesinas e indígenas históricamente exclui-
das e invisibilizadas, dando lugar a las reivindicaciones de 
clase, etnia y género. De esta manera, se produjo la apertura 
de espacios de participación social para el planteamiento de 
las demandas y la planificación municipal. La integración de 
las mujeres en estos espacios está normada, se exige que al 
menos el 30% de los representantes de OTB sean mujeres. Sin 
embargo, con frecuencia la presencia femenina es sólo para 
cumplir con estas exigencias. 
En este sentido, los casos estudiados presentan diferencias 
en cuanto a la participación de mujeres en la gestión munici-
pal. En las zonas con mayor índice de migración se observa 
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una mayor participación de mujeres, como en Yucasa o Hu-
mapirhua, porque los hombres se ausentan con más frecuen-
cia. En cambio, en las comunidades con mayor vínculo con el 
mercado existe más presencia masculina, como en Lahuacha-
ma o en San Isidro. Ello se debe a la valoración económica de 
la fuerza de trabajo de los hombres: un día de asistencia a la 
reunión significa la pérdida del valor de un jornal, las reglas 
para los inasistentes son más rígidas. También se advierte que 
en las comunidades con mayor cohesión social y arraigo cul-
tural suelen asistir a las reuniones indistintamente alguno de 
los esposos, como en Aguayrenda y Corpa Grande.
Cabe destacar la falta de participación de las mujeres en 
los espacios (talleres, reuniones) en los que se identifican las 
demandas y necesidades locales de las que deriva el Plan 
Operativo Anual (POA) municipal. Ello se debe, sobre todo, 
a la carencia de estrategias por parte del municipio y orga-
nizaciones sociales para motivar su participación, y también, 
frecuentemente, a la falta de competencias que las mujeres 
tienen en lectoescritura, el uso de la lengua oficial y la escasa 
información sobre sus derechos. En general, los proyectos 
específicos que los municipios les proponen a las mujeres se 
relacionan con demandas domésticas y prácticas –cursos de 
costura, bordado, macramé, tejidos, artesanía, crianza de los 
niños–. En algunos de los casos, ellas plantearon demandas 
estratégicas, por ejemplo en Corpa Grande, en el marco de la 
elaboración del POA, solicitaron la realización de cursos de 
alfabetización y capacitación en liderazgo. 
Lo cierto es que a nivel municipal no se han desarrolla-
do metodologías y/o estrategias para aplicar el enfoque de 
género. Los proyectos para mujeres se consideran un medio 
para captar fondos nacionales o internacionales, y se lo hace 
desde una perspectiva asistencialista, sin aprovecharlos como 
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mecanismo de empoderamiento del rol de la mujer en la 
comunidad. 
De hecho, en algunos casos los proyectos para mujeres 
–especialmente productivos– fracasan. Para ellas, participar 
en esas iniciativas supone una sobrecarga de trabajo a las 
tareas que ya deben realizar en el hogar y en la chacra. Un 
ejemplo es el caso de Aguayrenda, donde una ONG en co-
ordinación con la municipalidad apoyó un proyecto de pro-
ducción agrícola. La comunidad concedió un terreno y un 
turno de riego, y la ONG proporcionó insumos productivos. 
Las mujeres abandonaron el proyecto aduciendo que las ta-
reas agrícolas previstas deberían ser asumidas también por 
los varones y que algunas actividades eran exclusivamente 
masculinas. 
Si tenemos en cuenta que la Ley de Participación Popu-
lar establece que al menos el 30% de los cargos deben estar 
ocupados por mujeres, se observó que la elección es forzada, 
pues algunas de ellas no desean ocupar un cargo en el mu-
nicipio. La justificación es que no quieren abandonar a sus 
familias mientras cumplen funciones públicas. En realidad, 
pueden ser mal vistas en su comunidad o sienten que no 
están preparadas para la tarea, ya que se vuelven obstácu-
los para su participación plena y efectiva. Asimismo, cultu-
ralmente su acceso a los espacios de poder local, en algunos 
casos, no es una garantía para su empoderamiento. Por ejem-
plo, el gobierno municipal de Totora tiene cuatro concejales, 
tres mujeres y un varón. Las tres por unanimidad eligieron 
al varón como presidente del Concejo Municipal. Ello puede 
deberse a que en el imaginario de las mujeres sólo existe la 
visión del poder masculino. Así, las disposiciones legales so-
bre cuotas de poder en el municipio para ellas no certifican 
de hecho la equidad de género ni el empoderamiento feme-
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nino. La presencia de mujeres concejalas tampoco garantiza 
la introducción del enfoque de género en el accionar del 
municipio. 
Dicho esto, es dable reconocer un avance interesante en 
la emergencia de nuevas actorías y liderazgos indígenas en 
los gobiernos locales. En varios de los casos estudiados, es 
de notar que los alcaldes y concejales son de origen indíge-
na: Huari, Ancoraimes, Totora y Poopó. En el municipio de 
Entre Ríos, con una población de origen mestizo, el cargo 
de concejal es ocupado por un líder guaraní. En Yacuiba 
funciona una oficina para la identificación y fiscalización 
de proyectos para las poblaciones indígenas, conducida por 
una líder guaraní. Se encuentran mujeres que ocupan cargos 
de concejalas cuyo número varía en cada municipio, como 
también su perfil y su origen. En los municipios más gran-
des y urbanos, la mayoría son profesionales –profesoras, 
agrónomas, arquitectas– y de origen citadino. Las concejalas 
indígenas del municipio de Totora fueron formadas por una 
ONG que trabaja en el territorio. En comunidades no andi-
nas como Chaco o valle mesotérmicos, existen más mujeres 
presidentas de OTB,22 y sobrepasan el 30% previsto por la 
Ley de Participación. 
Sin embargo, el trato discriminatorio a las mujeres aún 
persiste. Algunas concejalas son destinadas a realizar tareas 
secundarias y su trabajo es invisibilizado y menospreciado, 
22 Una concejala del municipio de Poopó en su testimonio sostuvo que en-
tre las mujeres concejalas existe mucha competencia y pugnas de poder, 
y también discriminación étnica. Por ejemplo, señala que la presidenta 
de la Asociación de Concejalas del departamento invita a talleres u otros 
eventos sólo a sus allegadas políticas, y advirtió también sobre la discrimi-
nación que sufrió cuando asistió a eventos convocados por la Asociación 
Nacional de Concejalas, “desde el hospedaje, el trato fue diferente para las 
mujeres de áreas rurales y de origen indígena”. 
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además se las considera con menor capacidad para des-
empeñar el cargo. En este contexto muchas veces hostil, 
las mujeres llevan adelante diversas estrategias de confron-
tación y resistencia individual o grupal. En los casos es-
tudiados se observó que algunas concejalas desarrollaban 
acciones individuales para sacar provecho de su posición: 
aquellas ligadas a los intereses de sus partidos políticos, 
apoyaron a los hombres en la disputa por espacios de poder 
y hegemonía dentro del municipio. Las más activas en rela-
ción con los asuntos de género fueron formadas por ONG 
que trabajan en el empoderamiento de las mujeres locales, 
promoviendo la elaboración y ejecución de proyectos en 
este sentido. 
En resumen, en los municipios estudiados se observó una 
tensión entre los avances en la autonomía y el empodera-
miento de los sujetos y grupos subalternos, aunque con deu-
das pendientes respecto de las mujeres. 
Competencias de las prefecturas y municipios 
respecto de la intervención en riego, políticas 
locales y equidad de género
La Ley de Agua vigente dispone que las atribuciones de 
las prefecturas son las de coordinar proyectos, planes, políti-
cas y acciones con los gobiernos municipales de su jurisdic-
ción, y canalizar los requerimientos, gestiones y relaciones 
de los gobiernos municipales en el marco de las competen-
cias transferidas (Beccar, 1999). En el caso específico del 
riego, se establece que las prefecturas son las responsables 
de la implementación de proyectos de “riego” (mayores a 
100 has) y los municipios de proyectos de “microrriego” 
(menores a 100 has). En los casos estudiados, la mayoría 
corresponde a “microrriego” y, solamente Lahuachama es 
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considerado como un proyecto de “riego”. Este servicio es 
una demanda prioritaria en los municipios rurales, razón 
por la cual, aproximadamente entre el 20 y el 40% de sus 
presupuestos se invierte en proyectos de este tipo. En la 
última década, las actividades municipales respecto de la 
gestión del recurso hídrico aumentaron significativamente 
(Hoogendam y Vargas, 1999a y b).23
En cuanto a las políticas locales de intervención en riego 
por parte de la política pública y/o de las agencias de co-
operación, se observa que, pese a la prioridad que adquiere 
el servicio en el nivel local y que las mayores inversiones 
corresponden a este rubro, no se verifica la existencia de po-
líticas sobre el uso, manejo, monitoreo y control del agua, ni 
en relación con la inversión pública y privada (Hoogendam, 
1999). El rol de los municipios, en este caso, se orienta sólo 
a la distribución del presupuesto. Por ejemplo, en el muni-
cipio de Poopó, la prioridad se fijó analizando el costo de la 
obra, la viabilidad técnica y el impacto social y ambiental. La 
preocupación se centró en la inversión y el resultado final 
del proyecto, pero no en el proceso, aunque éste es crucial 
para asegurar buenos resultados. Además, la mayoría de las 
inversiones en riego son cubiertas con fondos externos, lo 
que limitaría el ejercicio y control directo sobre el uso y los 
procedimientos en la implementación de los proyectos de 
riego por parte de los gobiernos municipales. Al no existir 
23 Si bien la inversión en proyectos de riego es alta, este monto equivale 
aproximadamente sólo al 10 o 20% del costo total de las obras de regadío. 
El presupuesto asignado a los municipios no permite cubrir todas las so-
licitudes o demandas de proyectos de riego, por esta razón, los gobiernos 
municipales buscan otros fondos de instituciones financieras (agencias 
de cooperación, ONG). La situación es un tanto diferente en el caso de las 
prefecturas, porque algunas cuentan con más recursos económicos para 
solventar los costos de los proyectos de riego grandes. 
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especialistas en los municipios, los técnicos asumen diversas 
áreas de trabajo: caminos, producción agrícola, saneamiento 
básico, infraestructura educativa, vial, entre otros. Los siste-
mas locales de riego no se procesan política ni socialmente. 
En su mayoría, ambos niveles (municipios y subprefecturas) 
adoptan los requisitos y criterios formulados por las institu-
ciones financieras. 
En relación con la equidad de género en los proyectos 
de riego, pudo constatarse que a nivel municipal no existen 
políticas para orientar su implementación. Algunos adop-
taron los criterios propuestos por las agencias financieras, 
al igual que en el ejemplo anterior, para la introducción 
del enfoque de género, no obstante, su alcance fue magro. 
En ninguno de los casos los gobiernos locales plantearon 
la necesidad de desarrollar políticas sobre género y riego 
adecuadas al contexto sociocultural y sólo en algunos hubo 
recomendaciones e iniciativas aisladas sobre su introduc-
ción. Por ejemplo, en el municipio de Entre Ríos (caso Na-
ranjos MD-Valle del Medio) se destaca la participación de 
mujeres en el mantenimiento y operación de los sistemas, y 
no así en el diseño o construcción de la infraestructura. En 
Llauquinquiri, las autoridades municipales cuestionan a las 
instituciones interventoras y a las organizaciones locales por 
establecer normas de participación en la construcción de la 
infraestructura que excluyen a las mujeres. Por último, en el 
municipio de Comarapa (San Isidro-La Palizada) se diseñó 
una ficha destinada a evitar que los resultados de los pro-
yectos de riego afecten a mujeres.
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Proceso de intervención, derechos de agua 
y relaciones de género 
En el proceso24 de intervención se identifican tres fases: 
diseño, construcción de infraestructura y acompañamiento.25 
En todos los casos se verificó que prima un enfoque participa-
tivo. Sin embargo, en la mayoría de los proyectos de riego no 
se operacionaliza la perspectiva de género, bajo el supuesto 
de que la participación involucra al conjunto de la población 
–hombres y mujeres– sin distinguir demandas diferenciadas. 
A continuación se presenta un análisis sobre las relaciones 
de género en las diferentes fases del proceso de intervención 
en los casos estudiados.
■  Relaciones de género en la etapa de diseño de los sistemas 
de riego. Siguiendo a Boelens y Zwarteveen (2001), la for-
ma en que el género afecta las prioridades para el diseño, 
no es algo que se puede asumir, generalizar o predecir. 
Las diferentes expectativas de varones y mujeres respecto 
de los proyectos de riego requieren que, durante la fase 
de diseño, participen ambos en la toma de decisiones. En 
24 La intervención se entiende como “el conjunto de actividades para intro-
ducir cambios en el sistema de riego en el que participan agentes externos 
al grupo de usuarios”. En general, las intervenciones en los sistemas de rie-
go tratan de introducir cambios en la infraestructura, la gestión del sistema 
y/o en la producción agrícola bajo riego (Arratia, Gutiérrez y Hoogendam, 
1996).
25 En el diseño se determinan las características de la infraestructura de rie-
go, de la gestión de agua y la futura producción agrícola del sistema de 
riego (véase Gutiérrez, 2005, 2006). En la construcción se ejecutan las obras 
diseñadas. En el acompañamiento se clarifican los aportes de los usuarios 
para adquirir derechos de agua, para fortalecer la organización de riego y 
definir la distribución del agua y el mantenimiento de la infraestructura de 
riego (véase Salazar, 1995).
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esta misma línea se plantea que trabajar con enfoque de 
género en la etapa de diseño no supone limitarse a incre-
mentar la participación de las mujeres o los varones, sino 
dar lugar a que se manifiesten las experiencias, el conoci-
miento y los intereses de cada uno/a, en tanto que ambos 
gestionan en la cotidianeidad los sistemas de riego (véase 
Gutiérrez y Hoogendam, 1998). 
Para recabar esta información diferenciada se aplicó una 
ficha técnica elaborada por especialistas en género. Al ana-
lizar críticamente el instrumento que se aplicó en cinco de 
los ocho estudios de caso, se advirtió que las categorías se-
leccionadas presentan un “sesgo cultural”. Por ejemplo, la di-
visión arbitraria entre las esferas productiva y reproductiva, 
y la concepción urbana del tiempo libre. Asimismo, en su 
diseño primó el registro de datos fragmentados, en contextos 
en los que la vida cotidiana está basada en estrategias fami-
liares muy diversas, dinámicas y complejas. Un ejemplo es la 
circunstancialidad y flexibilidad que caracterizan la participa-
ción de los miembros de la familia en las actividades agrícolas 
y pecuarias, en general y, en el riego en particular, que no 
pudieron ser captadas en el relevamiento. En el caso de San 
Isidro, se indagó únicamente sobre la situación de la mujer y 
los/as jóvenes en relación con su inclusión o exclusión como 
beneficiarios del proyecto. 
En ninguna de las fichas evaluadas se pudo comprobar 
que la información relevada, aún desagregada por género, 
era adecuada para el diseño del sistema de riego. Sobre las 
opiniones relativas a la infraestructura del sistema, se hubie-
ra podido indicar, entre otras, que el trazo o ubicación de 
las obras de riego debían responder a los requerimientos de 
mujeres y varones y también a su capacidad de operarla. Es 
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decir, para el diseño era necesario analizar los requerimientos 
sociales de la infraestructura (véase Mollinga, 1998), y sus de-
rivaciones en la mejora de la productividad agrícola, predial o 
comunal, con el acceso al recurso una vez finalizada la obra. 
Las fichas, finalmente, fueron eficaces para informar sobre el 
uso, la valoración y la apropiación que hacen tanto las muje-
res como los varones sobre el agua y el riego. 
Al mismo tiempo, la participación de los usuarios/as en 
los talleres y reuniones sólo sirvió para optar por alguna de 
las propuestas o alternativas planteadas por los equipos téc-
nicos de diseño. En todas las experiencias, la participación 
de varones y mujeres –jefas de hogar y esposas– dependía 
de las decisiones que tomaba la organización de comunarios. 
En algunos casos no hubo restricción pero en otros, como en 
Lahuachama, sólo se admitió a los socios titulares, que en su 
mayoría eran varones. 
Los técnicos de los proyectos, por su parte, no realizaron 
ninguna convocatoria específica para promover la asisten-
cia de mujeres a estos espacios de participación. A priori, se 
asumió que no existían requerimientos de la infraestructura 
diferenciados para varones y mujeres. Por ejemplo, en Lahua-
chama la demanda de ellas sobre la necesidad de construc-
ción de atajados26 no fue tomada en cuenta. En Naranjos MD 
–Valle del Medio– no se pudo plantear en esta fase de diseño 
la necesidad de construcción de lavanderías, esta demanda 
recién surgió en la etapa de construcción.
■  Relaciones de género en la etapa de construcción de los 
sistemas de riego. En esta fase se analizaron dos aspectos: 
26 El Atajado es un reservorio de agua que se produce por movimientos de 
tierra y permite asistir a varias familias. 
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el aporte de mano de obra para la construcción de la in-
fraestructura de riego y las limitaciones en la adecuación 
de las obras diseñadas para responder a las demandas 
de los usuarios/as. Los casos analizados evidencian la im-
portancia que adquiere esta fase, en tanto a través de la 
inversión de mano de obra en la infraestructura de riego 
se adquieren derechos de agua. Sólo en el caso de San 
Isidro no hubo aporte de mano de obra. Su adquisición 
fue producto del pago con dinero en efectivo por parte de 
los usuarios. Un vector compartido por todos lo sistemas 
es el rol que asume la organización local en la admisión 
o el rechazo del aporte de mano de obra femenina en la 
construcción.
En Corpa Grande, Yucasa y Humapirhua se aceptó la par-
ticipación femenina en la construcción vinculada a estrategias 
de vida de las familias y la situación migratoria; existía muy 
poca mano de obra masculina disponible en la comunidad. 
Estos sistemas de riego se caracterizan por la alta migración 
de los hombres. En Lahuachama, Naranjos MD –Valle del Me-
dio, Aguayrenda y Llauquinquiri– se admitió sólo mano de 
obra de varones, y se negó la posibilidad de ser reemplaza-
dos por sus esposas. Como consecuencia de ello, las mujeres 
titulares,27 jefas de hogar también fueron excluidas, debido a 
que la decisión fue tomada según la condición de género y 
no la titularidad. No fue el caso de Aguayrenda y Llauquinqui-
ri, donde se establecieron mecanismos para que las mujeres 
solas, jefas de hogar, aporten mano de obra a través de la rea-
lización de actividades de sostén, como cocinar para el grupo 
27 Se utiliza la palabra “titular” para referirse a la persona que figura en el 
registro.
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de trabajadores. Se encontraron diversos argumentos por los 
cuales las mujeres no participaron en la construcción de las 
obras de riego; en la tabla 3 se presentan algunos ejemplos.
Al analizar las connotaciones discursivas, es posible afir-
mar que la introducción de un enfoque sobre la organización 
del trabajo y la participación de los usuarios/as, basado en la 
individualización de la mano de obra para adquirir derechos 
de agua, tuvo efectos muy negativos, provocando exclusión 
por la condición de género y clase. Ello debilitó las prácticas 
tradicionales, cooperativas y solidarias que tienen las comuni-
dades para asumir los trabajos colectivos, donde no hay una 
cuantificación individual del aporte o una asignación de tra-
bajos sin considerar la condición de género y etárea. Si bien 
este tema es crucial en la adquisición de derechos de agua, 
ninguno de los proyectos le dio significativa importancia.  
En general, se consideró a los usuarios como un grupo 
homogéneo, sin tomar en cuenta que estaba compuesto por 
diversos tipos de familias diferenciadas por sus ingresos eco-
nómicos; composición (nuclear, ampliada, completa, incom-
pleta), la condición de migración y jefatura femenina, entre 
otros. Cabe aclarar que estas variantes determinan las capaci-
dades de respuesta al trabajo comunal.
Una constante es que sólo en la fase de construcción las 
y los usuarios del sistema de riego pudieron visualizar las ca-
racterísticas de la infraestructura definida durante el diseño.28 
28 Por esta razón, en esta etapa surgieron propuestas de adecuación de 
obras, por ejemplo, en Naranjos MD –Valle del Medio se reclamaba la cons-
trucción de desagües y de lavanderías. Sin embargo, las solicitudes que 
surgieron de los varones y mujeres no pudieron ser atendidas, ya que las 
empresas constructoras que se adjudicaron la licitación de las obras de-
finieron su trabajo en función del presupuesto y planos elaborados en la 
etapa de diseño.
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Ello muestra que en el proceso de intervención técnica ocurre 
un desencuentro entre dos lógicas diferentes de concebir la 
infraestructura (y la construcción). Por un lado, la esfera insti-
tucional plantea la implementación de los proyectos divididos 
en fases con actividades bien definidas. Por otro, la lógica 
campesina, de naturaleza integral y holística, entiende que la 
construcción contiene a su vez el diseño. Debido a este des-
encuentro y la falta de un diseño interactivo, las demandas de 
adecuación de varones y mujeres no pudieron ser atendidas, 
en tanto que ello significaba modificar diseños y presupues-
tos asignados a las obras.
▶  Tabla 3. Argumentos para no admisión de mano de obra 
 femenina en la construcción de la infraestructura de riego
Motivos para la no admisión de mano 
de obra femenina
Principio
El trabajo requería mucho esfuerzo físico y era arries-
gado.
El trabajo se realizó en clima adverso (había riesgo de 
salud).
Protección
Los comunarios varones no tenían el coraje de exigir el 
mismo trabajo a las mujeres.
Solidaridad
No se aceptaba el trabajo de mujeres casadas cuando 
sus esposos estaban en la comunidad.
Equidad social
Las mujeres no tienen la misma fuerza física que un 
varón.
Exclusión
Las mujeres casadas no permitieron que las mujeres 
viudas o solas asistiesen a los trabajos por temor a la 
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■  Relaciones de género en la etapa de acompañamiento. 
Esta fase se orienta a clarificar a los y las usuarias sobre 
los procedimientos para adquirir los derechos de agua, 
fortalecer la organización de riego y definir la distribución 
del agua y el mantenimiento de la infraestructura. Esta ins-
tancia es importante porque en ella se definen las caracte-
rísticas de la futura gestión del nuevo o mejorado sistema 
de riego, y se traduce en la posibilidad de que las y los 
usuarios estén en condiciones de gestionarlo. Tiene, como 
se verá más adelante, relación directa con el ejercicio de 
los derechos de agua.
Se realizaron reuniones, talleres y viajes de intercambio. 
La admisión en estos hechos de los diferentes miembros de 
la familia fue regulada por las normas de la comunidad. En 
todos los sistemas de riego, excepto en Lahuachama, se per-
mitió la presencia de los usuarios registrados en la lista –jefes 
de hogar– o algún miembro de la familia varón o mujer. Las 
familias se organizaron para garantizar que alguno de sus 
integrantes asistiese a las reuniones a fin de responder a la 
obligación exigida por la organización, más que al deseo de 
tomar decisiones sobre la futura gestión del sistema de riego 
mejorado.
Las mujeres que asistieron a las reuniones o talleres de 
acompañamiento tuvieron una limitada participación, debido 
principalmente a las barreras de comunicación entre técnicos 
y campesinos, ya que se abordaron temas de reparto de agua 
y mantenimiento de la infraestructura desde un enfoque téc-
nico y poco práctico. En casi todas las experiencias, la fase de 
acompañamiento finalizó antes de la conclusión de las obras. 
Ello impidió que se pusieran en práctica los acuerdos sobre 
reparto y mantenimiento de la infraestructura, situación que 
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afectó por igual a ambos géneros. Por otro lado, los técnicos 
no convocaron por separado a varones y mujeres a los even-
tos de acompañamiento, tampoco emplearon metodologías 
apropiadas para facilitar la participación de ellas en la toma 
de decisiones en la futura gestión del sistema de riego. Esta 
modalidad de acompañamientos se aplicó en los ocho casos 
y, de alguna forma, evidencia la falta de respeto a la singula-
ridad de cada sistema de riego. 
Derechos de agua en escenarios de riego anteriores 
y posteriores a la intervención
El origen de los derechos de agua a nivel de sistema de 
riego presenta algunas particularidades, en tanto que cada 
uno tiene su propia historia, lo que define, en cierto modo, 
la noción de derecho de agua que antecedió a la interven-
ción de la política, programa o proyecto. Por lo tanto, estos 
derechos se originaron por la pertenencia a la comunidad; 
por dotación de tierra y agua mediante la reforma agraria 
implementada en 1953;29 por inversión de mano de obra para 
la construcción de la infraestructura de riego; por posesión 
individual de la obra de riego y también por compra de la 
fuente y rehabilitación de la obra de riego.
En las concepciones previas a la intervención se observan 
cuatro tendencias: 1) la referida al acceso al agua como una 
atribución natural que tienen las familias por pertenecer a 
su comunidad (noción inclusiva); 2) la que alude al dere-
cho privado con uso prioritario e inclusión condicionada de 
otros que conforman el grupo de usuarios; 3) la vinculada a 
29 Para más información al respecto véase http://www.nuso.org/upload/arti-
culos/76_1.pdf.
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la adquisición de derechos al agua por inversión de mano 
de obra grupal, para la rehabilitación de infraestructura de 
riego rústica, y 4) la relacionada con la propiedad del agua 
otorgada por la propiedad de la tierra. Estas concepciones de 
derecho preexistentes adoptan, se refuncionalizan o resisten 
a los cambios introducidos por la intervención, dando lugar 
a nuevos repertorios sobre derechos de agua posteriores, tal 
como se muestra en la tabla 4.
▶  Tabla 4. Apropiación del concepto sobre propiedad hidráulica
Principios Apropiación del concepto
Exclusión
Se instituye la existencia de usuarios y no usuarios den-
tro del área de influencia de los sistemas de riego.
Propiedad
Se legitima la propiedad de la infraestructura de riego y 
del agua.
Poder
Los usuarios adquieren la potestad de tomar decisio-
nes sobre la admisión de nuevos usuarios, además de 
establecer las reglas para la admisión.
Individuación
La valoración económica de la mano de obra individual 
posibilita la adquisición de derechos de agua.
Derecho
El agua es considerada como un recurso apropiable y 
enajenable.
Fuente: elaboración propia.
Concepciones de derechos de agua a nivel 
de sistema de riego y equidad de género
En cada uno de los sistemas estudiados, dichas concep-
ciones están moldeadas por la historia local, la configura-
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ción de la estructura agraria, disponibilidad de agua, cultu-
ra, relaciones interculturales, vinculación con el mercado y, 
particularmente, por la intervención. En todos los casos, es-
tos procesos modificaron los repertorios locales sobre dere-
chos de agua, debido a que asociaron la inversión de mano 
de obra individual para la construcción de la infraestructura 
de riego como condición para la adquisición de derechos 
de agua y la toma de decisiones sobre las normas de funcio-
namiento del sistema. Es decir, se basaron en la afirmación 
de que la realización de las obras crea, a su vez, el derecho 
de agua, o lo que Coward (1983) define como “creación 
de propiedad hidráulica”. Esta definición contiene también 
las categorías de propiedad de la obra, del agua, el poder 
de decisión, la exclusión y la acción colectiva, entre otros. 
Estos aspectos son usados indistintamente para explicar las 
diversas formas de relación entre las personas y el agua en 
una diversidad de contextos culturales, en muchos de los 
cuales no existe una relación instrumental entre hombre y 
naturaleza.
La aplicación del concepto de derecho de agua basado en 
la propiedad hidráulica, por las instituciones interventoras en 
los diferentes sistemas de riego estudiados, tuvo resultados y 
efectos diversos, que por razones metodológicas se agrupan 
en tres: 
■  Sistemas de riego en los que los usuarios adoptaron o 
legitimaron el concepto propuesto por la intervención. 
■  Otros que adecuaron el nuevo concepto a su lógica.
■  Los que no incorporaron a su repertorio la noción de pro-
piedad hidráulica.
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En los sistemas de riego30 en los que se integró este con-
cepto, la noción de derecho de agua vigente remite a que el 
aporte en mano de obra y dinero otorga la propiedad colecti-
va de la infraestructura y el derecho de agua que deviene de 
la infraestructura. Esta noción es excluyente, aunque en los 
diferentes sistemas de riego tiene varios matices. Por ejem-
plo, en Lahuachama y San Isidro no se permite el ingreso de 
nuevos usuarios, debido a que los regantes consideran que el 
agua disponible no es suficiente para admitirlos. En Naranjos 
MD-Valle del Medio es posible incluirlos si pagan un monto 
de dinero determinado al grupo de los regantes. Además, la 
adopción del concepto de propiedad hidráulica trajo consigo 
la incorporación de nuevos principios en la relación entre las 
personas y el agua. 
Pese a la introducción de estos nuevos conceptos, en al-
gunos sistemas de riego (Naranjos MD-Valle del Medio, Llau-
quinquiri) se pueden encontrar muchos signos de resistencia 
cultural, como la posibilidad de ingresar pagando, que tam-
bién puede ser una expresión de la capacidad de diálogo 
intercultural que tienen las comunidades.
En los sistemas de riego en los que se observó una ade-
cuación del concepto de propiedad hidráulica, como es el 
caso de Yucasa y Aguayrenda, fue adaptada a la cosmovisión 
local, integrando algunos aspectos y rechazando otros, como 
se aprecia en la tabla 5.
En resumen se puede decir que, en estos sistemas de rie-
go, la cosmovisión sobre el agua como parte de la naturaleza, 
en la que no puede privarse de agua a ningún ser vivo, se 
30 Los sistemas de riego que adoptaron y/o legitimaron el concepto de pro-
piedad hidráulica fueron: Lahuachama, San Isidro, Naranjos MD–Valle del 
Medio y Llauquinquiri.
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tensiona con la introducción del concepto de propiedad hi-
dráulica que es excluyente. 
▶  Tabla 5. Principios sobre propiedad hidráulica aceptados 
y rechazados
Principios adoptados Principios rechazados
Exclusión: se instituye la existencia 
de usuarios y no usuarios dentro del 
área de influencia de los sistemas 
de riego.
Propiedad: el agua es de la chacra y 
no de las personas.
La infraestructura no es concebida 
como propiedad exclusiva de un gru-
po, sino como algo que forma parte 
de la gestión territorial (Aguayrenda).
Individualización: la valoración 
económica de la mano de obra 
individual posibilita la adquisición de 
derechos de agua.
Poder: el agua está bajo gestión 
comunal, las familias primero son 
comunarias antes que regantes.
Propiedad: los usuarios que 
aportaron con mano de obra para 
la construcción se atribuyen la 
propiedad de la infraestructura de 
riego –únicamente Yucasa–.
Derecho: no cambia la cosmovisión 
sobre el agua, no existe mercado de 
agua.
Fuente: elaboración propia.
 En Humapirhua, en cambio se constataron acciones de 
resistencia a la introducción del concepto de la propiedad 
hidráulica por parte de las y los comunarios. Mantuvieron 
su concepción de acceso de agua, a pesar de que antes de 
la intervención la propiedad del estanque era individual. Es 
interesante destacar este aspecto, ya que los comunarios revi-
saron su propia práctica individualista, y el sistema de riego 
mejorado posibilitó el acceso al agua de todos. En el registro 
de regantes figuran, incluso, los comunarios que no aporta-
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ron o que lo hicieron de manera escasa a la construcción de 
la infraestructura, pues debido a la alta migración la exigen-
cia de los aportes fue flexible. En Corpa Grande, no hubo 
adopción, adecuación ni resistencia, ya que la institución que 
intervino no introdujo una concepción de derecho de agua. 
El proyecto consistió sólo en el tendido de una tubería en la 
zona de aducción que fue ejecutado por un contratista de 
la comunidad. Por lo tanto, se mantiene la noción de que el 
agua es para todos los comunarios (sayañeros) conforme a su 
cosmovisión. 
Como conclusión, al analizar las diferentes facetas que 
presentan los procesos de intervención, se evidenció la 
existencia de un enfoque homogeneizante y que predo-
minantemente orienta los procesos de creación y mejora-
miento de la infraestructura de riego, basados en aporte de 
mano de obra individual, mayoritariamente masculina, que 
da origen al derecho de agua. Las intervenciones no reco-
gen ni toman en cuentan los repertorios locales existentes 
sobre las diversas formas de relacionamiento entre las per-
sonas y el agua.
Concepciones de derechos de agua y relaciones
de género a nivel de sistema de riego
En las categorías de exclusión, propiedad, poder e indivi-
dualización están presentes, o no, las nociones de derecho de 
agua. Estas configuran un orden social en el que la relación 
entre varones y mujeres se diferencian y toman posiciones de 
privilegio o desventaja (véase tabla 6). 
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▶  Tabla 6. La influencia de los principios de propiedad hidráulica en 




Relaciones de género en torno al agua
Exclusión
Las familias con jefas de hogar tienen desventajas, 
porque no son admitidas para participar en los tra-
bajos de construcción de la infraestructura de riego o 
porque no tienen dinero para contratar jornaleros.
Las familias propietarias de tierra de mayores 
recursos económicos con jefes o jefas de hogar son 
las más favorecidas, pues pueden contratar más jor-
naleros para adquirir mayor número de derechos de 
agua, lo que les permite acumular derechos de agua.
Propiedad
Se legitima la propiedad de la infraestructura de riego 
y del agua de un grupo de familias, en desmedro de 
otro grupo excluido de familias con menores ingresos 
y/o jefes de hogar.
Control
El grupo de usuarios tiene el poder de tomar decisio-
nes sobre la admisión de nuevos usuarios. Las familias 
excluidas deben responder las exigencias establecidas 
por dicho grupo.
Individuación
La valoración económica de la mano de obra indivi-
dual es generalmente masculina. Las jefas de hogar 
están limitadas a adquirir derechos de agua.
Fuente: elaboración propia
Haciendo un análisis comparativo entre la noción de de-
recho basado en la propiedad hidráulica y la de “derecho 
natural”. En aquellas experiencias en las que predomina la 
primera noción, el agua es un recurso de poder que puede 
ser reclamado por los individuos y refuerza las inequidades 
de clase, etnia, género y generación. En cambio, en las expe-
riencias en las que prima el derecho natural, existe acuerdo 
con la cosmovisión del colectivo: el agua es para todos los 
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seres vivos,31 y es más inclusivo y solidario pues no existen 
criterios de discriminación alguna. Considera que el agua no 
es un “recurso encerrado” y que se encuentra disponible para 
ser usado por todos los comuneros y seres vivos. En esta con-
cepción tampoco existe la idea de apropiación o enajenación. 
Por ejemplo, nadie puede prestar, vender o alquilar el agua 
que yace en la naturaleza. Por lo tanto, cabe preguntarse, si 
“encerrar” el agua como recurso y propiedad atribuida a indi-
viduos aislados de su familia y su comunidad es la respuesta 
para garantizar la salud del paisaje, la sustentabilidad de la 
vida y la equidad social y de género. 
Concepción de derecho de agua familiar 
después de la intervención
De acuerdo con los hallazgos de este estudio, una carac-
terística común es que el derecho de agua no se sitúa en la 
dimensión individual sino del grupo familiar. Ello se debe a 
que la adquisición del derecho de agua fue posible gracias al 
aporte de los miembros de la familia que respondieron a los 
requerimientos de la ejecución de los proyectos, organizando 
y distribuyendo las tareas en la casa, la chacra, los trabajos 
fuera de la comunidad y en el proyecto de riego. En la tabla 
7 se presentan algunos ejemplos de estrategias familiares para 
la adquisición de derecho de agua.
31 Actualmente, una reivindicación de los pueblos indígenas es tratar la na-
turaleza como sujeto y no como objeto de propiedad. Por ejemplo, en el 
Ecuador se pretende introducir en la nueva Constitución Política del Estado 
los derechos de la naturaleza, con el fin de que el Estado reconozca y garan-
tice el derecho a mantener y regenerar los ciclos vitales naturales (Galeano, 
2008).
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▶  Tabla 7. Estrategias familiares para adquirir derechos de agua
Estudio de casos Estrategia familiar
Lahuachama
El esposo trabajó en la construcción de la infra-
estructura de riego, en algunos casos para tener 
dos acciones –una a nombre del esposo y otra a 
nombre de la esposa–; la esposa se hizo cargo de la 
producción agropecuaria.
Humapirhua
La esposa trabajó en la construcción de la infraes-
tructura de riego y el esposo generó ingresos en la 
minería. El esposo trabajó en la construcción de la 
infraestructura de riego sólo los fines de semana.
Las familias restantes –varones ancianos y mujeres– 
trabajaron como jornaleros para que los residentes 
adquiriesen derechos de agua.
Aguayrenda
El esposo trabajó en la construcción de la infraes-
tructura y la esposa se dedicó a la venta de comida 
a los trabajadores que construian las obras para 
generar ingresos económicos. Algunas mujeres se 
dedicaron a cocinar en “ollas comunes” para ayudar 
a sumar jornales para adquirir el derecho de agua.
Naranjos MD-Valle 
del Medio
El esposo trabajó en la construcción de la infraes-
tructura y la esposa se hizo cargo de la alimentación 
de los jornaleros contratados. Actualmente, para 
la valorización económica del derecho de agua se 
toma en cuenta el costo de la mano de obra de las 
mujeres invertido en la preparación y traslado de 
alimentos.
Fuente: elaboración propia.
Es importante mencionar que la concepción de derecho 
de agua familiar que incluye a varones y mujeres no es una 
decisión racional, sino inherente a la propia naturaleza y con-
cepción cultural de familia. En las entrevistas realizadas du-
rante el trabajo de campo, se formularon varias preguntas 
para indagar acerca de las concepciones locales sobre los de-
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rechos de agua. Así, en algunos casos, la pregunta ¿de quién 
es el derecho de agua, del varón o de la mujer? Sorprendió a 
ambos géneros, ya que en su imaginario no existe la noción 
de que el agua debía pertenecer a alguno de ellos. Esta ob-
servación nos permite señalar que el concepto de derecho de 
agua basado en la propiedad individual es abstracto en tanto 
que la relación de las personas con este recurso se mueve en 
una dimensión muy práctica. Ello se hace evidente cuando 
llega el agua a la parcela: el beneficio es para todos los miem-
bros de la familia. Por otro lado, las categorías contenidas en 
la noción de propiedad hidráulica, al ser aplicadas a nivel 
familiar, no encuentran una expresión clara, pues son otras 
categorías o principios los que definen el derecho familiar, 
como se puede apreciar en en la tabla 8, donde se contrastan 
estas concepciones.
En suma, existe una diferencia entre la noción de derecho 
de agua a nivel sistema de riego y en el ámbito familiar. Como 
vimos, en los sistemas de riego se encuentra una diversidad de 
nociones de derecho de agua, en cambio, en el familiar la no-
ción es igual en todos los casos.32 Ello lleva a cuestionar la per-
tinencia de un concepto universal y monocultural de derecho 
de agua, usado para analizar las relaciones de género en dis-
tintos contextos culturales, y en diferentes niveles de análisis. 
Otra manera de violentar las formas de organización fami-
liar que ejercen las modalidades de intervención técnica ana-
lizadas, son los registros que se realizan para los miembros de 
la familia que no son necesariamente un referente de “propie-
32 Boelens y Hoogendam (2001) muestran en las investigaciones realizadas 
en la zona andina que el concepto de derecho de agua acuñado se utiliza 
indistintamente para el análisis de derechos de agua en diferentes niveles: 
familiar, sistema de riego, regional, entre otros. 
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dad de los derechos de agua”. El estudio muestra diferentes 
registros para los sistemas de riego: a) de usuarios titulares, b) 
de sayañeros, c) de miembros de la OTB y d) registro de los 
miembros de la comunidad. En el primer grupo, las personas 
inscriptas son jefes y jefas de hogar,33 y también esposas e 
hijos de jefes de hogar, como ocurre en Lahuachama. En San 
Isidro sólo se registran a los propietarios/as de la tierra. En 
el segundo grupo, los sayañeros son los representantes de 
sayañas,34 por lo tanto, los que están inscritos son varones 
y/o mujeres, miembros de la familia nuclear o ampliada. En 
el tercer grupo,35 se inscriben los jefes de hogar varones o 
mujeres, tengan o no tierra. Por último, en el cuarto grupo,36 
están todos los comunarios jefes de hogar varones o mujeres 
con o sin derechos de agua. En realidad, los registros son 
listas en las que figuran los responsables de la manutención 
del derecho de agua que, en los sistemas intervenidos, se los 
denomina titulares, y son en la mayoría de los casos jefes de 
hogar varones. 
A nuestro criterio, ello amerita un análisis sobre el signifi-
cado cultural de ser “jefe de hogar” y miembro de la familia 
representado por un jefe. Creemos valioso distinguir entre el 
significado que adquiere la jefatura de hogar a nivel comunal 
y familiar. En el primero, el colectivo exige un representante 
por familia –preferentemente el padre–, con el fin de que 
esta persona se responsabilice de cumplir con todas las obli-
33 Es el caso de Lahuachama, San Isidro, Naranjos MD-Valle del Medio, Llau-
quinquiri, Yucasa.
34 Todos los comunarios tienen sayaña (parcela individual para vivienda), es 
el caso de Corpa Grande.
35  Es el caso de Humapirhua.
36  Es el caso de Aguayrenda.
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▶  Tabla 8. Contraste entre el concepto de derecho de agua individual y las concepciones locales de derecho familiar
Categorías Formas de expresión 
del derecho individual
Concepciones sobre el derecho de agua familiar 
en los casos estudiados
Exclusión
■ Un miembro (titular) de la familia –generalmente 
varón– se apropia del derecho al agua.
■ Un miembro excluye a los demás del uso y benefi-
cio.
■ Existen competencias o luchas individuales entre 
miembros de la familia para acceder al derecho 
de agua de manera autónoma.
■  Ningún miembro de la familia se apropia del agua de manera 
individual.
■  Ningún miembro de la familia excluye a otro del uso y benefi-
cio del derecho de agua.
■  El principio objetivo es garantizar la aplicación del agua a la 
chacra.
Poder
■ El derecho de agua es sobre todo una relación so-
cial y expresión de poder entre los miembros de la 
familia.
■ Las relaciones de poder se expresan en la atribu-
ción y potestad que se atribuye algún miembro de 
la familia para decidir a su favor o en desmedro de 
los demás miembros de la familia.
■  La adquisición y uso de los derechos de agua están media-
das por estrategias y acuerdos. 
■  Los jefes de hogar –varón y mujeres– deciden velando por el 
interés del grupo familiar.
■  Ningún miembro de la familia toma decisiones sobre las re-
glas de gestión del sistema de riego en perjuicio de los demás 
miembros o buscando sólo su beneficio personal .
Control 
■ El ejercicio del poder individual implica el control 
de un miembro de la familia sobre la propiedad y 
el derecho .
■  Al interior de la familia ningún miembro se disputa la exclusi-
vidad del control técnico, organizativo y socio-legal.
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gaciones que exige la gestión de riego, especialmente para 
la manutención del derecho de agua. Por lo tanto, ser repre-
sentante no implica tener jerarquía o privilegios frente a los 
demás miembros del grupo familiar, y menos la propiedad 
exclusiva del derecho. A nivel familiar, ello no significa tener 
una posición privilegiada, al menos no se hizo evidente en 
el análisis de la información. Los demás miembros del grupo 
familiar no se sienten subordinados en su rol de representa-
dos. Por ejemplo, asistir a una reunión de regantes no otorga 
al jefe de hogar un estatus jerárquico frente a los otros, y esta 
responsabilidad no es disputada entre hombres y mujeres. Al 
contrario, todos se excusan para no asumirla. No obstante, 
es importante mencionar que a nivel comunal muchas ve-
ces el colectivo establece criterios y/o restricciones para la 
representación y, por ende, para el ejercicio del derecho de 
agua. Por ejemplo, se exige que el jefe de hogar –varón o 
mujer– asuma las responsabilidades de la gestión, limitando 
la participación de los demás miembros.
Ejercicio de los derechos de agua
El concepto “ejercicio de los derechos de agua” significa 
tener atribuciones y obligaciones que establece la organiza-
ción local. En los casos estudiados se encuentran dos formas 
organizativas: la de riego37 y la comunal. 
En el primer tipo,38 sólo los regantes regulan el ejercicio 
del derecho de agua, estableciendo, por ejemplo, los criterios 
37 Las organizaciones de riego son independientes de la organización comu-
nal. Por ejemplo, Lahuachama está compuesta por usuarios que pertene-
cen a 10 zonas de riego ubicadas en distintas comunidades.
38 Los sistemas de riego regulados por organizaciones de riego son Lahua-
chama, San Isidro, Naranjos MD-Valle del Medio y Llauquinquiri.
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de entrega –turnos de riego– y las posibilidades de alquiler o 
venta de su turno. La organización comunal39 (compuesta por 
usuarios y no usuarios), en cambio, define las condiciones 
del ejercicio del derecho de agua. En este grupo, la cosmo-
visión sobre el recurso y la cohesión social tienen una fuerte 
influencia en su uso; por ejemplo, se prohíbe su uso lucrativo 
(alquilar o vender). El derecho de agua no siempre otorga 
poder de decisión, ya que son los comunarios, sin derecho 
de agua o no usuarios, quienes definen también los criterios 
para su ejercicio. 
En el plano de las atribuciones, lo principal es tener dere-
cho de uso del agua, cuyas formas se agrupan en tres modali-
dades: 1) derecho de uso de agua riguroso,40 (el agua es con-
siderada como un recurso productivo y nadie está dispuesto a 
renunciar al agua que le confiere su derecho), 2) derecho de 
uso de agua flexible (definido por las necesidades de los cul-
tivos y/o por la importancia/prioridad de la agricultura frente 
a otras estrategias de vida no agrícolas41 que hacen frente al 
proceso de urbanización. En este caso con los turnos no son 
reclamados,42 3) derecho de uso de agua “natural” (está en 
función del ciclo agrícola y natural del agua43).
 De acuerdo con las características de las tres agrupacio-
39  Los sistemas de riego regulados por la organización comunal son: Corpa 
Grande, Aguayrenda, Humapirhuay Yucasa.
40  Es el caso de San Isidro y Lahuachama.
41  Es el caso de Aguayrenda, Humapirhua, Naranjos MD–Valle del Medio.
42  Especialmente en el riego nocturno, el juez de agua se ve obligado a bus-
car al usuario para entregarle su turno, como ocurre en Llauquinquiri.
43  El ciclo agrícola se armoniza con el del agua de acuerdo con la ocurrencia 
de lluvias (tiempo seco y tiempo lluvioso), y las otras manifestaciones del 
clima (nevadas, granizadas).
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nes, se observa que el reclamo del uso del agua tiene dife-
rentes connotaciones y está vinculado a la noción de derecho 
de agua en cada sistema de riego. Varía desde un reclamo 
estricto, en el cual el agua es considerada como un recurso 
de producción, hasta una manera natural de su uso, donde 
es considerada un miembro más del entorno natural con el 
que se convive.
Tanto en los sistemas regulados por la organización de 
riego (regantes) como por la comunal (comunarios/as), el 
uso está condicionado por el cumplimiento de ciertas obliga-
ciones. Los regantes deben asistir a reuniones, ocupar cargos, 
realizar las tareas del mantenimiento de la infraestructura de 
riego y participar en los trabajos comunales. 
Por ejemplo, la asistencia a las reuniones es una obligación 
y no una atribución, pues no proporciona poder o mayor esta-
tus.44 Tal como podemos apreciar en la tabla 9, el desempeño 
de cargos también es obligatorio para mantener vigente el uso 
del derecho de agua; el más frecuente es el de juez de agua, 
que puede ser ocupado indistintamente por varones o mujeres, 
en algunos casos, y sólo por varones, en otros. 
Al igual que en las reuniones, los y las usuarios/as son 
reticentes a asumir cargos porque entienden que los mismos 
son para facilitar la gestión del sistema de riego; ello implica 
una fuerte inversión de tiempo, sin ningún beneficio perso-
nal. En la Tabla 9 puede verse con más detalle las caracterís-
ticas de los cargos para riego. 
44 Las reuniones de riego son funcionales a la dinámica de la gestión de rie-
go, y las decisiones que se toman están relacionadas con aspectos rutina-
rios de dicha gestión. Por ejemplo, fijar la fecha de inicio para que entren 
en vigencia los turnos de riego, evaluar un evento relacionado, etc. Por lo 
general, las decisiones se toman por consenso y responden al interés co-
lectivo.
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▶ Tabla 9. Criterios para el desempeño de cargos de riego     
              
Casos Quienes ejercen
Lahuachama
Ejercen todos los socios titulares varones y 
mujeres.
Corpa Grande
Ejercen el (los) representantes(s) de la sayaña 
que pueden ser uno o más miembros de la 
familia ampliada, varones o mujeres.
Naranjos MD-Valle del medio
El cargo es un castigo, se asigna a los 
usuarios sancionados. Esta sanción se aplica 
mayormente a varones.
San Isidro
Los cargos son delegados a otros, así, los 
propietarios de la tierra delegan la responsa-
bilidad de pasar el cargo de juez de aguas a 
sus partidarios varones.
Humapirhua
Debido al alto porcentaje de migración no 
hay candidatos para ejercer cargos. Los 
cargos se concentran en una de las familias 
que vive en la comunidad. Varones y mujeres 
pueden desempeñar el cargo.
Yucasa Aguayrenda
Puede ejercer el titular varón, la esposa o un 
representante. 
Los varones generalmente se excusan porque 
están dedicados a otras estrategias de vida.
Llauquinquin
Socios titulares varones. Las mujeres ocupan 
cargo solamente de cajeras.
Fuente: elaboración propia.
Por su parte, el mantenimiento de la infraestructura de rie-
go es una actividad de la que no se puede prescindir, ya que 
la llegada del agua desde la fuente a las parcelas depende de 
las características en que se encuentra. Cada sistema tiene su 
propia forma de organizar las actividades de mantenimiento. 
La inasistencia es sancionada económicamente, por lo gene-
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ral, se cobra el equivalente al número de jornales invertidos 
en la actividad. Una primera regla que rige el cumplimiento 
de las obligaciones, especialmente para el mantenimiento, 
debe ser realizada por los titulares, cuyos nombres se encuen-
tran registrados, aunque no todos están habilitados por la 
organización para cumplir dichas obligaciones. Por ejemplo, 
en algunos sistemas no está permitido que las mujeres parti-
cipen de esta fase, se exige fuerza masculina. La organización 
comunal restringe o facilita la participación de los diferentes 
miembros de la familia en el cumplimiento de las obligacio-
nes, ya sea que los nombres figuren o no en el registro. 
▶  Tabla 10. Características de los cargos
Principios Forma de ejercicio
No es sinónimo de poder
Es un deber antes que un tributo.
El poder de la autoridad está basado en el 
control social.
El cargo es un servicio más que un beneficio 
personal.
Implica mucho esfuerzo y sacrificio.
Es compartido (se asigna a 
la familia)
El ejercicio puede ser compartido entre los 
miembros de la familia o algún miembro de 
la familia puede reemplazar al titular, el cargo 
también puede ser delegado.
No es burocrático
El cargo es operativo, es para facilitar la gestión 
del sistema de riego.
Es rotativo Por orden de la lista, por turno del terreno.
Es obligatorio
Todos deben pasar el cargo, por sanción, por 
compromiso con la comunidad.
Fuente: elaboración propia.
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El ejercicio del derecho de agua y las relaciones 
de género en la familia
Es importante tener en cuenta que a la hora de analizar la 
situación de la mujer en el ejercicio de los derechos de agua, 
no es posible afirmar la existencia de “la mujer regante” o “la 
condición de la mujer” en relación con los derechos de agua, 
como si la situación femenina fuera la misma en todos los 
sistemas de riego y al interior de cada colectivo. Para ellas, el 
ejercicio del derecho de agua está determinado por su estado 
civil, la clase y etnia, la situación migratoria y la referencia de 
afiliación en el registro, como se expresa en la tabla 11.
Es importante indicar que la situación de las mujeres titu-
lares y esposas de titulares con respecto al cumplimiento de 
las obligaciones varía según diversas situaciones: 
 
a)  Participación plena. Como ocurre en Aguayrenda y Hu-
mapirhua. Allí no hay exclusión de las mujeres titulares 
ni de las esposas de los titulares en el cumplimiento de 
las obligaciones, asisten a reuniones, desempeñan cargos 
y participan en el mantenimiento de la infraestructura de 
riego. 
b) Participación parcial. Las mujeres pueden asumir sólo al-
gunas de las obligaciones debido a las restricciones que 
define la organización. Por ejemplo, en Naranjos MD-Valle 
del Medio, las mujeres que figuran en el registro pueden 
ocupar algunos cargos, pero no están habilitadas para ser 
jueces de agua o presidentas de la organización.45 Las espo-
45 No son nombradas para ocupar cargo de juez de agua o presidente, debi-
do a que una de sus tareas principales es organizar y dirigir los trabajos de 
mantenimiento de la infraestructura. La ejecución de este trabajo implica 
correr riesgos físicos debido a que la infraestructura de riego está ubica-










Ejercicio de los derechos de agua
San Isidro Clase, etnia
y estado civil
Mejores propietarias: solas, oriundas.
Mujeres esposas de propietarios, oriundas.
No tienen interés por participar en la actividad agrícola, 
por lo tanto, no se involucran en el ejercicio del derecho 
de agua.
Mujeres inmigrantes, esposas de propietarios. Participan en la agricultura y ejercen derechos de agua.
Mujeres partidarias, oriundas e inmigrantes. Participan en el riego y en la gestión del sistema de riego.
Mujeres jornaleras (inmigrantes). Las mujeres 
partidarias “cambas” y “collas” pueden ser a su 
vez jornaleras.






Mujeres estantes. Ejercen el derecho de agua.
Mujeres residentes. Delegan el ejercicio del derecho o participan ocasional-
mente.
Aguayrenda Etnia
Mujeres guaraníes. Ambas ejercen el derecho de agua. La diferencia es que 
los karais practican una agricultura más intensiva.Mujeres karais.
Lahuachama
Llauquinquin





Mujeres titulares solas. Ejercen derechos.
Mujeres esposas de usuarios titulares. Tienen un ejercicio parcial.
Fuente: elaboración propia.
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sas de los titulares no pueden ocupar cargos, y en relación 
con el mantenimiento de la infraestructura, la condición de 
género se sobreimpone a la de usuaria titular registrada. 
Las titulares no pueden participar en este cargo, por ende, 
tampoco las esposas de los registrados. Ello obliga a quie-
nes están solas a contratar un jornalero y cumplir con esta 
obligación para mantener su derecho de agua.
c)  Participación restringida. En el sistema de riego de Lahua-
chama la categoría de “socio titular”46 posee una fuerte sig-
nificación. Mientras las socias titulares tienen la atribución 
de asistir a reuniones y ocupar cargos, en el mantenimien-
to de la infraestructura de riego sólo se admite la parti-
cipación de socios titulares varones, las mujeres solas, al 
igual que en el caso anterior, se ven obligadas a contratar 
jornaleros para cumplir con esa responsabilidad. Tampo-
co está permitido que las esposas de los “socios titulares” 
ocupen cargos y participen en las tareas de mantenimien-
to de la infraestructura de riego. Sin embargo, las fami-
lias reclaman a la organización la admisión de cualquiera 
de sus miembros para cumplir con las obligaciones. En 
realidad todos los y las integrantes del grupo familiar se 
involucran en la gestión de riego en función de garantizar 
el derecho de agua y su sustentabilidad. Por lo tanto, no 
es posible estudiar género y riego sin tomar en cuenta la 
estrecha relación que hay entre gestión colectiva del agua 
y estrategias de vida de las familias.
Medio hay animales peligrosos (víboras, tarántulas, etc.) por el clima y la 
vegetación de estas zonas. Además, en ambos sistemas la infraestructura 
de riego está ubicada en áreas accidentadas.
46  El socio o socia titular es la persona que figura en el registro porque aportó 
con mano de obra para la construcción de la infraestructura. Esta categoría 
tiene relevancia porque además implica un estatus social.
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Reflexiones finales: etnicidad y género en 
el nuevo Estado Plurinacional de Bolivia
Como ya hemos dicho, una transformación relevante en 
la Nueva Constitución Política del Estado Plurinacional de 
Bolivia es la inclusión de la etnicidad como eje transversal 
del  conjunto de las normativas. En este aspecto, el énfasis 
está puesto en la noción de intraculturalidad, afirmación de 
las culturas originarias. Sin embargo, según nuestro criterio, 
esta concepción no abarca la diversidad cultural ni toma 
en cuenta las relaciones interculturales. Esto lleva, en cierto 
modo, a una idealización de la etnicidad como propiedad de 
la cultura andina y aymará, ya que existen 35 pueblos indíge-
nas y la mayor densidad étnica se encuentra en la Amazonía. 
A partir de allí, se puede afirmar que desde el Estado aún no 
existe una propuesta conceptual enmarcada en la filosofía del 
“Vivir Bien”, que plantee un nuevo paradigma de “desarrollo” 
y bienestar basado en las cosmovisiones y pautas culturales 
de convivencia y equidad de las diversas culturas originarias 
que habitan el territorio boliviano.
Ahora bien, a diferencia de la etnicidad, el género no ha 
sido considerado como un eje transversal en la nueva Consti-
tución. Esta incluido sólo en las normativas referentes a temas 
puntuales como la violencia doméstica, las cuotas de poder, 
el trabajo no remunerado y la participación en las institucio-
nes y organizaciones, entre otros. La falta de una concepción 
estatal oficial respecto del alcance y sentido de las relaciones 
de género condiciona que los funcionarios planificadores e 
implementadores de políticas (varones y mujeres, tanto indí-
genas, mestizos y blancos, con o sin formación académica) 
mantengan y expresen diferentes concepciones y posiciona-
mientos respecto del enfoque de género: unos a favor y otros 
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en contra, o ambivalentes. Por un lado, los de origen indíge-
na reivindican, en general, el modelo complementario Cha-
chawarmi47 y juzgan el enfoque de género como neoliberal 
e individualista. Sin embargo, también reclaman el empode-
ramiento y el ejercicio de derechos individuales para las mu-
jeres. Por otro, algunos/as académicos/as intentan adecuar el 
enfoque feminista radical a la nueva filosofía del  “Vivir Bien”.
La generalización de ciertos principios o valores aymarás a 
todas las demás culturas, en especial respecto al modelo an-
dino de Chachawarmi, es una limitante para las políticas de 
gestión de recursos naturales como el agua. 
El estudio ha demostrado que en cada contexto cultural 
existe un complejo entramado de relaciones de clase, etnia y 
género. Por lo tanto, la posición y condición de las mujeres 
en el ámbito de la gestión del riego, y específicamente en 
los derechos de agua, presentan una notable heterogeneidad. 
En otros términos, no es válido generalizar la situación de la 
“mujer andina/indígena” o la “mujer regante” como si se trata-
ra de un grupo social y culturalmente homogéneo.
Existen además contradicciones en el tratamiento de la 
igualdad de género en las distintas normativas vigentes en 
este campo. En la filosofía del “Vivir Bien” se plantea la de-
fensa de los derechos colectivos y el respeto a la naturaleza. 
Paradójicamente, el Plan de Igualdad de Oportunidades, ela-
borado en el marco de la nueva Constitución, introduce un 
enfoque de género que reivindica la asignación de derechos 
propietarios e individuales a favor de las mujeres.
Ello demuestra que el reconocimiento formal de los usos y 
costumbres de los pueblos indígenas y campesinos por parte 
47 Modelo de autoridad dual en la cultura andina conformado por la pareja 
–hombre y mujer– la cual es concebida como una unidad.
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del Estado aún no se expresa en marcos conceptuales que 
incluyan las diversas matrices culturales. Éste es un desafío 
que resta por afrontar desde la perspectiva de un pluralismo 
epistemológico que afirme la necesidad de producir conoci-
mientos sobre las relaciones de género, tomando en cuenta la 
diversidad cultural y que, por lo tanto, refute la vigencia de 
un modelo único.
Las políticas públicas sobre riego y género en 
el marco del nuevo Estado Plurinacional de Bolivia
Dentro del eje económico-político del Plan de Igualdad de 
Oportunidades elaborado, a principios del 2009, existen dos 
políticas respaldadas por la nueva Constitución. La primera 
tiene por finalidad promover el acceso de las mujeres a los 
recursos naturales, de la producción y a los servicios públicos. 
La segunda tiene por objetivo su acceso al patrimonio tangi-
ble (la tierra, la vivienda, el capital) e intangible (tecnología y 
capacitación). Para su cumplimiento, se plantea una estrategia 
de empoderamiento y participación en la toma de decisiones.
Ahora bien, al analizar qué ocurre con las políticas e in-
tervenciones de riego observamos que sus acciones no coin-
ciden con estos principios. Si bien esta política promueve el 
acceso de las mujeres a los recursos naturales y a los de la 
producción, cuando se refiere al agua prioriza la de consumo 
humano y no la de riego. En ello encontramos la persistencia 
de una visión sesgada y no realista según la cual las mujeres 
están vinculadas al uso del recurso para fines domésticos y 
los hombres a su utilización para la producción agrícola.
Lo mismo ocurre cuando se plantea como prioridad pro-
mover el acceso de las mujeres al patrimonio tangible. En este 
caso, sólo se enfatiza el acceso a la tierra y no a los derechos 
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de agua para riego. Tampoco se hace referencia al derecho y 
necesidad de brindarles capacitación y tecnología en el área 
agropecuaria. 
Por su parte, el Plan Nacional de Desarrollo de riego “para 
Vivir Bien” se sustenta en varios principios, entre ellos “equi-
dad social, género y generacional”, y además “multiculturali-
dad”. 
Los primeros tres principios se condensan en la noción 
de “agua para todos”. Aunque podría parecer abarcador, en 
realidad no toma en cuenta la necesidad de entender y aten-
der demandas diferenciadas de grupos específicos como las 
jefas de familia del área rural y otros colectivos que están en 
proceso de incorporación a la agricultura bajo riego.
En cuanto al principio de “multiculturalidad”, estipula que 
el Estado garantiza y reconoce el uso social y ancestral de las 
organizaciones indígenas, originarias, campesinas, coloniza-
doras, entre otras. Asimismo, establece que para favorecer el 
desarrollo con identidad sociocultural, es necesario proteger 
los derechos de riego; respetar sus sistemas de autoridades; 
incorporar sus conocimientos, usos y costumbres y formas de 
organización en los procesos de construcción, operación y 
mantenimiento de los sistemas de riego. 
Sin embargo, ninguno de esos principios se plasma en 
políticas concretas. Una explicación de esta situación es que 
en verdad el enfoque de igualdad de género ocupa un lugar 
subordinado o marginal respecto a prioridades tales como la 
inversión en el desarrollo del riego o la construcción de una 
nueva institucionalidad. En muchos casos este enfoque suele 
ser abordado más como una formalidad para responder a 
los requerimientos de la cooperación internacional que como 
una norma estipulada por el Estado. De todo ello queda claro 
que aún falta desarrollar un marco conceptual y metodológi-
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co coherente sobre riego y género con el marco filosófico del 
Estado Plurinacional.
Es así como  los dos planes mencionados no se vuelcan 
en políticas específicas de igualdad de género en materia de 
riego, con la consecuente repercusión directa en las interven-
ciones en la cuestión del agua como demuestran los hallaz-
gos de este estudio.
Descentralización, autonomías indígenas 
y gestión de tierra y agua 
Las autonomías y la nueva institucionalidad del riego
En el Estado Plurinacional de Bolivia, previo a la promul-
gación de la Nueva Constitución Política del Estado en el 
año 2008, las políticas públicas eran ejecutadas a través de 
planes, programas y proyectos formulados e implementados 
por tres unidades político-administrativas, en el marco del 
Sistema de Planificación Nacional,   el gobierno central, los 
nueve gobiernos departamentales y los más de trescientos 
municipios existentes en todo el territorio boliviano. La nueva 
Constitución conserva las anteriores, pero además establece 
las autonomías regionales y las indígenas.48
48 Las competencias que asumirán el gobierno central, las autonomías (de-
partamentales, regionales, municipales e indígenas originarias campesi-
nas) serán de cuatro tipos: 
–  La competencia privativa que sólo está reservada para el gobierno cen-
tral del Estado.
–  La exclusiva que es conferida de manera explícita a un determinado 
nivel de autonomías.
–  La concurrente, el nivel autonómico reglamenta y asume las funciones 
ejecutivas, reservándose para sí el gobierno central de la función legisla-
tiva.
–  La compartida, que implica que esta competencia se sujeta a una legis-
lación básica de la Asamblea Legislativa Plurinacional.
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En cuanto al tema del agua, el Estado reconoce y protege 
las formas de gestión existentes en las diversas culturas que 
habitan el territorio nacional donde se practica la agricultura 
regada. En este orden, las autonomías indígenas originarias 
campesinas tienen varias competencias exclusivas, compar-
tidas y concurrentes sobre la gestión pero no así sobre la 
propiedad de las fuentes de agua.
En la Nueva Constitución Política se considera el agua 
como un recurso finito que cumple una función social, cul-
tural y ambiental. Está bajo protección del Estado y su uso 
está reglamentado por licencias, registros y autorizaciones. 
Sostiene que es un derecho fundamental para la vida y que 
el Estado promoverá su uso y acceso sobre los principios 
de solidaridad, complementariedad, reciprocidad, equidad, 
diversidad y sustentabilidad. 
Actualmente, la descentralización constituye uno de los 
desafíos más importantes del Estado y también de los pue-
blos indígenas en lo que respecta a la reterritorialización y la 
gestión colectiva y autónoma de sus recursos naturales, entre 
ellos, el agua para riego. 
La Ley de Riego reglamenta el marco institucional del rie-
go pero éste  fue aprobado antes de la Nueva Constitución, 
por lo cual no contempla los niveles de autonomía regional 
e indígena, y, además, tiene una cobertura limitada a nivel 
municipal. Ello indica la necesidad de construir una nueva 
institucionalidad del riego coherente con la reconfiguración 
de la gestión territorial y los niveles y competencias de las 
diferentes autonomías, entre ellas, las indígenas. 
Por lo tanto, el estudio ha confirmado que las normativas 
del Estado no se traducen ni se aplican en las políticas muni-
cipales consistentes con aquellas. En algunos casos se pudo 
comprobar que las políticas internacionales y los condicio-
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nantes de las agencias de cooperación tienen mucha influen-
cia en el accionar de los municipios, sobreimponiéndose a las 
responsabilidades del Estado. Este problema se ha tornado 
aún más complejo con la nueva reconfiguración de la gestión 
territorial y las competencias de las diferentes autonomías.
Gestión municipal y participación social
Según algunos analistas, la Ley de Participación Popular 
promulgada en 1994 fue la antesala de las actuales transfor-
maciones del Estado, al promover la participación de pobla-
ciones rurales y/o comunidades campesinas e indígenas –que 
históricamente fueron invisibilizadas y excluidas– en la ges-
tión del municipio. La apertura de espacios de participación 
social permitió el planteamiento de demandas comunales al 
ser incluidas en la planificación local. A su vez, la ley promue-
ve la participación de las mujeres en ellos. 
Tradicionalmente, el municipio fue considerado un ámbi-
to masculino y urbano, por lo tanto, una mayor presencia de 
líderes indígenas y de mujeres, tal como ocurre actualmente, 
es una expresión clara de un proceso de democratización 
del poder local. Sin embargo, la investigación demuestra que 
ellas no han logrado todavía una participación igualitaria en 
los lugares de decisión. Su presencia en los cargos públi-
cos obedece en muchos casos al cumplimiento formal de las 
cuotas de representatividad que exige la Ley.49 Que ocupen 
cargos como alcaldesas o concejalas, tampoco ha tenido un 
impacto directo sobre la reivindicación de los derechos de 
las mujeres y los derechos de agua para las familias con jefas 
de hogar.
49 La Ley de Participación Popular establece que al menos el 30% de los car-
gos deben estar ocupados por mujeres.
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Un ejemplo de ello se observó en dos organismos: el SE-
NARI y los SEDERIS, creados con la finalidad de lograr una 
mayor participación de los regantes. La intervención de las 
mujeres en los respectivos directorios es aún muy débil. 
Los derechos colectivos de agua y equidad de género
Uno de los principales hallazgos de este estudio es la 
identificación de una gran diversidad de escenarios de riego. 
Ello no se refiere sólo al espacio físico que abarca el siste-
ma de riego, sino al conjunto de relaciones entre actores/
as, influidos/as por la dinámica social, económica, migratoria, 
intercultural, entre otros.
 En consecuencia, las características de estos escenarios 
moldean las nociones de derechos de agua. Como hemos 
visto, existe una diversidad de concepciones de derechos de 
agua con múltiples matices, que abarcan desde la noción de 
“derecho natural” hasta la de “derecho propietario” que esti-
mula la  individualización.
En esta gama heterogénea de concepciones, se entretejen 
también diversas relaciones de clase, etnia y género. Los gra-
dos de vulnerabilidad varían. Por ejemplo, en los sistemas de 
riego donde existe la noción de “derecho natural” las desven-
tajas para las familias con jefas de hogar y para las familias 
pobres son menores. En cambio, en aquellos en los que se 
sostiene una noción de “derecho propietario”, las posibilida-
des de exclusión aumentan. De ello concluimos que cuando 
rigen los derechos colectivos la comunidad es más propensa 
a aceptar el ejercicio de la equidad social y de género en la 
gestión del agua.50
50 La Nueva Constitución establece que el uso del agua está reglamentado 
por licencias, registros y autorizaciones. La Ley de Riego y sus reglamen-
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Ahora bien, el registro de los derechos de agua a favor de 
ciertos grupos de familias legitima su propiedad, lo cual res-
tringe la posibilidad de inclusión de quienes mayormente son 
pobres o de jefatura de hogar femenina, tal como pudimos 
comprobar en algunos de los casos estudiados. 
El enfoque de igualdad de género en las intervenciones 
de acceso al agua y los sistemas de riego
De los casos estudiados se desprende que las interven-
ciones que se vienen desarrollando en este aspecto tienden 
a aplicar un enfoque monocultural que no toma en cuenta la 
diversidad de escenarios de riego ni la heterogeneidad social, 
cultural y de género que existe en cada uno de ellos.
Esto se verifica en las diferentes fases del proyecto. En el 
diseño no se establecen condiciones favorables para el levan-
tamiento de  demandas diferenciadas según género, y en la 
interlocución con la comunidad los protagonistas son ma-
yormente  varones –dirigentes campesinos y técnicos–. Asi-
mismo, la vigencia de un enfoque tecnocrático no permite 
tomar en cuenta los requerimientos sociales en el diseño de 
la infraestructura de riego y menos aún recoger demandas 
diferenciadas por género.
tos normatizan el registro de los derechos de agua. Las organizaciones de 
regantes deben registrar sus derechos colectivos con la finalidad de pro-
teger el usufructo de las fuentes de agua de las organizaciones de regan-
tes, frente a las amenazas de instituciones privadas y/o transnacionales 
que pretenden sentar hegemonía sobre los recursos naturales. El registro 
no es sinónimo de propiedad, sino un referente para el cumplimiento de 
obligaciones. Dependiendo de las características del escenario de riego-
migración, vínculo con el mercado, estrategias de vida, entre otros,  puede 
ser individual, en pareja, colectivo-familiar, también abierto, flexible, diná-
mico, rotativo, incluso en algunos casos figuran comunarios emigrantes 
que no usan el agua pero cumplen con sus obligaciones comunales. 
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En la fase de construcción del sistema de riego, la mascu-
linización de la mano de obra  invisibiliza las diversas formas 
organizativas de trabajo colectivo existentes, que en muchos 
casos son más solidarias con las mujeres, ancianos/as y ni-
ños/as. Por último,  no existen propuestas alternativas para 
evitar la exclusión de familias con jefas de hogar.
En suma, la masculinización del riego que caracteriza a 
la mayoría de  las intervenciones constituye una limitación 
para promover la participación activa de las mujeres en la 
fase donde se decide la futura gestión, lo cual es un impor-
tante obstáculo para el posterior ejercicio de sus derechos de 
agua.
De ahí que estimamos que la igualdad o equidad de gé-
nero basada en la reivindicación de derechos individuales y 
reforzada con un enfoque monocultural que promueve o for-
talece la noción de propiedad individual de recursos, fomenta 
la exclusión y marginación de las mujeres menos favorecidas. 
No obstante, en los sistemas de riego campesinos en los que 
priman los derechos colectivos se facilita el acceso y ejercicio 
equitativo de esos derechos por parte de mujeres y varones.
Estas consideraciones abren un campo de reflexión y 
decisión en materia de políticas públicas que demuestren 
comprensión y sensibilidad respecto de la diversidad cultural. 
Esta tarea todavía permanece pendiente.
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Anexo
En la siguiente figura se muestra el mapa del Estado Plu-
rinacional de Bolivia y la ubicación de los ocho estudios de 
caso:
Se presenta en las páginas siguientes la tabla con una descrip-
ción a la vez sintética y detallada de cada uno de los contex-
tos particulares donde se desarrolló la investigación. 
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▶  Tabla 12. Ubicación de los estudios de caso
Sistemas de 
Riego
Zona Característica de la comunidad
Corpa Grande
Municipio de Ancoraimes, 
altiplano boliviano, en la zona 
lacustre del Titicaca, en el depar-
tamento de La Paz.
Comunidad conformada por familias aymaras estantes (que viven en la comuni-
dad) y residentes (emigrantes).
Las familias están dedicadas a la agricultura bajo riego y a secano, producen papa, 
cereales y hortalizas.
Los cultivos bajo riego son mayormente destinados al mercado.
Lahuachama
Municipio de Totora del Departa-
mento de Cochabamba, ubicado 
en una zona de valle alto.
Municipio indígena quechua, los pobladores son campesinos dedicados a la 





Ubicado en los valles mesotémi-
cos del municipio de Comarapa 
del Departamento de Santa Cruz.
En esta localidad se practica una agricultura intensiva enteramente orientada al 





Valle del Medio, ubicado en el 
Departamento de Tarija, en la 
parte Sur del territorio boliviano.
Algunas familias se dedican a la agricultura con diferente grado de intensidad, y 
otras a la ganadería. Esto hace que existan usos diferenciados del agua y/o dife-
rentes tipos de usuarios del agua.
Aguayrenda
Comunidad indígena guaraní 
del mismo nombre, localizada 
en el municipio de Yacuiba del 
Departamento de Tarija, en la 
región del chaco boliviano.
Históricamente, el territorio del pueblo guaraní ha sufrido constantes avasalla-
mientos. La comunidad de Aguayrenda muestra una importante fortaleza para la 
defensa de sus derechos colectivos de su tierra y territorio, y por ende del derecho 
colectivo de agua. La comunidad está conformada por familias oriundas y familias 





Humapirhua Municipio de Poopo del Depar-
tamento de Oruro. Ubicado en 
el Humapirhua es uno de los 12 
ranchos del Ayllu Cabeza.
La población es trilingüe (quechua, aymará, castellano). Los pobladores se 
autodefinen como un pueblo “agrominero”, pues la actividad agrícola está sujeta 
a las fluctuaciones de la minería. Esta comunidad está conformada por familias 
estantes –las que viven en el lugar– y las familias de residentes –las que migran, 
pero vuelven ocasionalmente a su comunidad–. La situación de dichas familias 
presenta un panorama diverso, en cuanto a sus estrategias de vida, la importancia 
de la agricultura y el vínculo con su comunidad. Gran parte de la agricultura –papa, 
cereales– es a secano y está destinada al autoconsumo. Algunas hortalizas se 
cultivan bajo riego y se comercializan en poca cantidad.
Llauquinquiri Municipio de Quillacollo, valle 
central del departamento de 
Cochabamba..
Población quechuahablante. Tradicionalmente esta zona fue productora de 
maíz y crianza de ganado lechero, sin embargo, por su proximidad a las ciudades 
de Cochabamba y Quillacollo se encuentra muy amenazada por el proceso de 
urbanización. Por lo tanto, existe una paulatina reducción de los predios agrícolas, 
una creciente migración hacia el extranjero y una diversificación ocupacional de la 
población en actividades no agrícolas. 
Yucasa Municipio de Santiago de Huari 
del Departamento de Oruro, 
altiplano sur del país.
Ayllu andino, ancestralmente ha estado dedicado a la actividad agrícola y pecua-
ria. El sistema de riego capta las aguas de una vertiente que es compartida por 
cuatro ayllus. Esta fuente de agua también es compartida para uso industrial con 
la Cervecería Boliviana Nacional. Gran parte de la agricultura –papa, cereales– es 
a secano y está destinada al autoconsumo. Algunas hortalizas se cultivan bajo 
riego y se comercializan en poca cantidad. Algunas familias tienen como principal 
fuente de ingresos la crianza de llamas. 
Fuente: elaboración propia.
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De actoras a autoras: 
la construcción de la autoridad 
pública de las mujeres en procesos 
de democratización local1 
María Arboleda, Nancy Carrión, 
Stalin Herrera y Alejandra Santillana 
Introducción
Este artículo se centra en el estudio de experiencias de 
participación desarrolladas por mujeres en cuatro municipios 
de Ecuador. Tienen la singularidad de mostrar sus tentati-
vas por obtener y sostener presencia y participación en los 
procesos de cambio socio-institucionales. Estos últimos son 
protagonizados por actores sociales que pretenden incidir en 
reformas moderadas y/o de mayor radicalidad en la democra-
cia local y en estrategias de desarrollo que permitan mayores 
niveles de justicia y equidad social. 
Los municipios estudiados son Nabón, Cotacachi, Esmeral-
das y Cayambe. En Nabón, desde el año 2000 y durante tres 
períodos consecutivos, las elecciones a la alcaldía fueron ga-
1 Instituto de Estudios Ecuatorianos (IEE). Quito, 2012. Las experiencias de 
Cotacachi, Nabón, Esmeraldas y Cayambe en Ecuador.
 Este trabajo contó con los aportes de Lisset Coba, Margarita Aguinaga y 
Javier Rodríguez.
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nadas por mujeres. La primera, Amelia Erráez, fue proclama-
da candidata por las comunidades indígenas, particularmen-
te por mujeres, que reconocieron su autoridad y bondadoso 
prestigio levantado a través de décadas de trabajo dedicado a 
la enseñanza y a la participación rural y urbana, en un medio 
signado por el machismo y las exclusiones étnicas y de clase. 
Cotacachi y Esmeraldas, por su parte, fueron los primeros 
municipios del país en elegir alcaldes con identidad étnica, tras 
200 años de vida republicana. Auki Tituaña, economista e inte-
lectual indígena, fue electo en 1996 en Cotacachi. Ernesto Estu-
piñán, líder sindical afrodescendiente, fue electo en Esmeraldas 
en el año 2000. En Cayambe, ese mismo año, fue electo alcalde 
Diego Bonifaz, integrante de una de las familias de hacendados 
de mayor relevancia a nivel local y nacional, quien fue candida-
teado por el Pueblo Kayambi, organización de segundo grado 
que agrupa a las organizaciones indígenas del cantón.
Los cuatro municipios comparten similitudes y diferencias 
a nivel demográfico, social y político. Desde inicios del siglo 
XX, Cayambe y Esmeraldas, están vinculados a la economía 
nacional y mundial y, en las tres últimas décadas, lograron un 
alto crecimiento demográfico con tasas de alrededor del 5% 
anual debido a la atracción de fuerza de trabajo masculina 
y femenina. Cotacachi y Nabón, son sociedades expulsoras 
debido a una vinculación relativamente débil y reciente con 
los mercados: la primera, particularmente de mujeres y la 
segunda, de varones.
Los cuatro proyectos están teñidos de viejos y nuevos 
conflictos sociales, étnicos, culturales y económicos son ex-
presión de una redistribución de poderes y una reforma de 
la “gubernamentabilidad”2 (conceptualmente unidos bajo la 
2 Una primera aproximación a la definición de gubernamentalidad, sobre la 
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noción de gobiernos locales alternativos). Un amplio número 
de gobiernos locales similares aparecieron en Ecuador en la 
década de 1990 y alcanzaron a inscribir, durante casi veinte 
años, una impronta de descentralización del Estado que ha 
sido denominada descentralización de facto.
 Este trabajo pone énfasis en las mujeres situadas en estos 
procesos de reemergencia y reconfiguración de la estatalidad 
local y la profundización de los sistemas locales de demo-
cracia. 
Impulsada por organizaciones de indígenas, afroecuatoria-
nos/as, gremios, campesinos/as y grupos urbanos, la descen-
tralización de facto buscó una estatalidad que se orientara 
progresivamente a la inclusión y a los derechos, fenómeno 
que se vivió también en otros países y que Castells y Cal-
derón (2003), aludiendo a procesos de orden nacional, defi-
nieron como un “tardío descubrimiento de las bondades del 
Estado de derecho y de bienestar justo cuando el discurso 
neoliberal cantaba su extinción”.
Aunque el soporte y la meta fue la construcción de de-
mocracias de corte social, las variables políticas y partidarias 
también formaron parte de este proceso, con organizaciones 
de izquierda en la gestación y apoyo a los cambios: el Movi-
miento de Unidad Plurinacional Pachakutik (MUPK), ligado a 
la plataforma nacional de indígenas y movimientos sociales, 
fue central tanto en Nabón como en Cotacachi. El Movimiento 
Democrático Popular (MDP), de izquierda maoísta, es la base 
del proceso en Esmeraldas. En Cayambe, la alianza política 
incluyó en sus inicios al MUPK, pero luego esta organización 
que se volverá en las siguientes reflexiones, comprende las relaciones de 
poder en tanto conducta a través de la cual un sujeto o actor intenta dirigir 
la conducta del otro, delimitando el campo de la acción posible. 
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perdió peso progresivamente debido al desplazamiento del 
alcalde hacia las fuerzas de centro.
El tiempo constituyente 
Los movimientos indígenas, sociales y de mujeres con-
fluyeron en Ecuador en los años noventa, con tesis genera-
les de cambio. En el escenario nacional, avanzaba una crisis 
provocada por las reformas neoliberales: debilitamiento del 
Estado, derrumbe de la representación política, colapso del 
sistema de partidos, hundimiento bancario y destape de la 
corrupción. Estas variables abrieron lo que hemos llamado 
un tiempo constituyente, que se expresó en dos Asambleas 
Constituyentes, una en 1998 y otra en 2008. Ambas cambia-
ron las principales configuraciones políticas, económicas, so-
ciales y culturales del Estado. Como dos olas gigantes, las 
nuevas Constituciones introdujeron reformas –no perfectas, ni 
en sentido formal, ni en sus contenidos– que han intentado 
recoger las propuestas de dos décadas de luchas sociales, 
incluyendo las del movimiento de mujeres.
Una lectura atenta diría que este tiempo constituyente tuvo 
su laboratorio en los procesos de la descentralización de fac-
to, ya que ambos introdujeron a través de la participación 
social territorial, una “pedagogía asamblearia” y mostraron, 
como señalan Ocón e Iturralde (2006), “la relación entre el 
ámbito estrictamente político y la construcción social de la 
política, [que] es hoy un área interfronteriza de gran impor-
tancia”.
Nabón, Cotacachi, Esmeraldas y, en menor medida, Ca-
yambe son municipios con procesos asamblearios que difie-
ren en sus metodologías y resultados. Aunque no se las llame 
de este modo, estas instancias participativas fueron en gran 
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medida también una suerte de “asambleas constituyentes”, 
pero en niveles locales, y posibilitaron en el escenario del 
poder territorial la presentación de los y las históricamente 
excluidos/as. Las 22 asambleas sucesivas que el gobierno de 
Esmeraldas sostuvo a lo largo de casi dos años, al inicio de 
la gestión del sindicalista afroecuatoriano Ernesto Estupiñán, 
acercaron al pueblo negro a la centralidad de los debates y 
a la toma de decisiones. En Nabón, donde las asambleas no 
han dejado de realizarse desde hace más de diez años, y en 
Cotacachi, donde llevan más de catorce, fueron las comunida-
des indígenas las que ingresaron al territorio de las decisiones 
políticas. 
Todos estos procesos abrieron caminos para las mujeres. 
En 1996, la Asamblea Inaugural de Cotacachi contó con 800 
delegados, al menos un 30% eran mujeres. El Consejo de Mu-
jeres de Cayambe (CONMUJER), autoconvocado en el año 
2000, se instaló con 600 delegadas, en su mayoría mujeres in-
dígenas, tras la elección del nuevo alcalde. La Asamblea para 
el Cambio de Esmeraldas convocó alrededor de 1.000 per-
sonas –300 mujeres–. En Nabón, ellas llegaron masivamente 
a las asambleas que se reunieron durante un mes cada año.
Los cuatro casos muestran diversas estrategias aplicadas 
por las organizaciones de mujeres para ganar voz, autodeter-
minación y poder. Sin embargo, hay dos que son comparti-
das: la presentación y el empoderamiento. Lo que llamamos 
la conversión de las actoras en autoras como vía de construc-
ción de la autoridad pública de las mujeres.
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La investigación: perspectivas y enfoques
La omisión de la esfera privada como ámbito de análisis, 
la exclusión de las mujeres y sus puntos de vista no es sólo una 
omisión política y una ceguera moral, sino también 
un déficit epistemológico (Benhabib, 1992)
El estudio de los cuatro casos se realizó en el marco del 
Programa de Investigación Descentralización y Derechos Hu-
manos de las Mujeres en América Latina, coordinado por PRI-
GEPP/FLACSO-Argentina, con auspicio de IDRC. La propuesta 
de investigación se tituló: “Las mujeres como sujetas sociales 
y políticas en proyectos de gobernanza local y descentraliza-
ción en Ecuador: aprendizajes de cuatro casos municipales”.
La indagación se centró en la promoción de la gobernanza 
local en los cuatro municipios, analizando la manera en que 
se vieron afectadas progresivamente las desigualdades de gé-
nero y el avance en el estatus ciudadano. También se hace 
especial hincapié en las condiciones de vida de los distintos 
grupos de mujeres en su territorio.
El objetivo general del estudio fue contribuir a una re-
flexión sobre las estrategias y mecanismos de inclusión de 
género en proyectos de gobernanza y descentralización lo-
cal. Aquellas estrategias estuvieron orientadas a fortalecer con 
nuevos insumos conceptuales y discursivos las actorías loca-
les de mujeres, de cara a avanzar en su constitución como 
sujetas de derechos. El objetivo más específico del estudio fue 
aportar conocimientos para sugerir cursos de acción transfor-
madores de las inequidades de género en los ámbitos locales. 
En este marco, se realizaron cuatro estudios de caso3 y un 
3 El caso de Cayambe fue elaborado por Nancy Carrión, el de Cotacachi, por 
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documento general de reflexión. A partir de estos materiales 
hemos elaborado el artículo. 
En esta línea, varias nociones conceptuales se volvieron 
centrales. La primera fue la de patriarcado. Como señala 
Lisset Coba (2008),4 siguiendo a McKinnon (1989), Pateman 
(1995), Mouffe (1996) y Brown, (2006), dicho concepto está 
constituido por una economía política de los géneros basada 
en la división sexual del trabajo, la asignación cultural de 
las emociones y el control del cuerpo de las mujeres para la 
transmisión de herencias y linajes masculinos, y la perpetua-
ción del poder. El patriarcado, concebido como un sistema 
de dominación y de gobierno masculino y vertical, política de 
autoridad jerárquica que naturaliza los roles de dominados y 
dominantes, fundamenta una lógica de pensamiento que pe-
netra y da forma a cada una de las relaciones de poder entre 
los sexos (Coba, 2008)
Para una aproximación a las temáticas de descentraliza-
ción y género, es pertinente observar las huellas de las rela-
ciones patriarcales en los discursos y formas en que se ejerce 
el poder, reconocer también las “tecnologías de aplicación” 
sobre las que se fundamenta la estructura social que natura-
liza la desigualdad desde sus formas primigenias (Foucault, 
2002). En este sentido, la segunda noción adoptada fue la de 
Alejandra Santillana, el de Esmeraldas, por María Arboleda y el de Nabón, 
por Stalin Herrera. El documento general, “Mujeres en su derecho”, fue ela-
borado por María Arboleda. El equipo contó con las valiosas contribucio-
nes de Lisset Coba, Silvia Vega, Margarita Aguinaga y Javier Rodríguez. 
4 Coba, Lisset (2008): Descentralización y patriarcado: una perspectiva fe-
minista, Ecuador. Documento elaborado para contribuir a la reflexión 
conceptual en el marco del proceso de investigación. En este acápite se 
recogen algunas de las nociones abordadas por Coba y discutidas por el 
equipo de investigación, a partir de una revisión de diversos/as autores/as.
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gubernamentalidad, desarrollada por Foucault (2003), con-
cepto fundamental para el abordaje metodológico del Estado 
local, pues permite “captar el poder en sus extremos, en sus 
últimos lineamientos, donde se vuelve capilar” hacer visibles 
las conexiones entre las macroestructuras de la economía y la 
política, los microprocesos organizacionales y personales, y 
las escisiones de lo público y de lo privado (Gal, 2004, citado 
en Coba, 2008). 
Una tercera noción crítica aportada por el documento de 
Lisset Coba hace referencia a las formas liberales de cons-
titución de la ciudadanía y sus implicaciones de poder. En 
un análisis sobre la génesis del derecho político moderno, 
Pateman (1995) señala que en el patriarcado las mujeres 
ya no están sujetas a los hombres como hijas sino como 
esposas de los ciudadanos; no es la familia sino el matri-
monio el contrato original: la dependencia de las mujeres 
es primero civil y luego natural. De ahí que no aparezcan 
como contraparte del contrato sino como parte de él, pues 
anterior al contrato social, sobre el que se fundamenta el 
Estado, está el “contrato sexual”. El derecho público se basa 
en la dominación del cuerpo de la mujer y el ocultamiento 
de los espacios privados. Si bien el contrato se realiza entre 
ciudadanos jurídicamente “iguales”, también es el principio 
de establecimiento de relaciones “personales” como las de 
capitalista-trabajador, hacendado-peones y esposo-esposa, 
ya que “el contrato siempre genera el derecho político en 
forma de dominación y de subordinación” (Pateman, 1995, 
citado en Coba, 2008). 
Sin embargo, Coba señala la necesidad de preguntarse qué 
ocurre con aquellas mujeres cuyos contextos corresponden a 
otras tradiciones donde la dominación familiar del padre o de 
la comunidad dirige la política patriarcal. O, también, inves-
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tigar qué sucede cuando las relaciones público-privadas se 
plantean de forma distinta a las del patriarcado liberal. ¿Cómo 
se entrelazan, encadenan o yuxtaponen tales relaciones? Se-
gún esta línea de reflexión, se plantea el desafío de reconocer 
la existencia de patriarcados diferentes, la posibilidad de una 
mirada que se pose en sus entrecruzamientos, encuentros y 
desencuentros, en las trayectorias históricas propias, en la vi-
sibilización de sus contextos locales.5 En este nudo, las defi-
niciones de patriarcado y de gubernamentalidad se acoplan a 
las tecnologías de gobiernos locales, por lo cual es necesario 
entender la vinculación entre el ejercicio del poder y las rela-
ciones sociales, instituciones y cuerpos tal como ocurren, es 
decir, contextualizadas en el “aquí y ahora”.
El Estado local, visibilizado como una entidad autónoma, 
localizada, aparte y opuesta a otras dimensiones llamadas 
economía, sociedad y política; pensado como terreno de po-
deres en los que éste se dirime a través de técnicas, discursos, 
reglas y prácticas en los que coexisten tensiones y contradic-
ciones, permite pensar de otro modo las estrategias de em-
poderamiento (la cuarta noción) de personas históricas –las 
mujeres– quienes se caracterizan por necesidades e intereses 
diferentes a los expresados en el continum de los sistemas de 
dominación patriarcal.
En cuanto al concepto de gobernanza, su interpretación 
común es proponer la relación entre gobierno y ciudadanos 
(Painter, citado en Cos-Montiel, 2006), “punto en que el dis-
curso feminista nos puede dar luces, pues, si existe algún 
acuerdo entre las distintas tendencias de su pensamiento es el 
5 Es necesario que los interrogantes acerca del patriarcado se orienten a 
entender “los patriarcados” como procesos plurales de dominación, los 
cuales no deben ser sobreentendidos o tomados por evidentes.
242 | M. Arboleda, N. Carrión, S. Herrera y  A. Santillana 
cuestionamiento a la escisión entre público y privado, por lo 
tanto, entre sociedad civil y Estado, constitutivos del patriar-
cado liberal” (Pateman, 1995, citado en Coba, 2008). Sin duda, 
la búsqueda de ruptura de estas dualidades ha sido el aporte 
fundamental de las teorías feministas a la teoría política. De 
hecho, el acercamiento entre lo social y lo político fue una de 
sus principales reivindicaciones.
El concepto de gubernamentalidad patriarcal obliga en-
tonces, afirma Coba, a repensar la geografía política de los 
poderes sobre la base de dos coordenadas: verticalidad y 
abarcamiento.
Verticalidad, como capacidad de actuar de arriba 
abajo, estableciendo las metas del desarrollo y el bien 
común, y desconstituyendo a las autoridades y actores 
locales o lugareños como personajes de visión limitada. 
Abarcamiento, por su parte, como el Estado (concep-
tualmente fusionado con la nación) ubicado dentro 
de una serie de círculos que se van ampliando, y que 
comienzan con la familia y la comunidad local, fina-
lizando en el sistema de Estado-nación. Ésta es una 
consecuencia del entendimiento de las escalas en que 
las localidades son abarcadas por la región, la región 
por el Estado-nación y la nación por la comunidad in-
ternacional. Ambas metáforas funcionan en conjunto 
para producir el sentido común de una territorialidad 
estatal que se sitúa arriba, pero que a la vez abarca y 
contiene localidades, regiones, grupos y comunidades. 
Lo que significa que el poder se reproduce a macro y 
micro escalas (Coba, 2008). 
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Desde otra lectura de la descentralización6
El estudio incorporó también un acercamiento a la litera-
tura relacionada con los análisis sociológicos y de ciencia po-
lítica para observar cómo se desempeñaron las modalidades 
de descentralización con acciones de inclusión/exclusión so-
cial a partir de la década de 1980. Barrera y Unda (1998) iden-
tifican dos estrategias en la descentralización ecuatoriana. La 
primera, propia de los modelos de acumulación surgidos tras 
el fracaso del desarrollismo centralizante de las décadas de 
1970 y 1980, que en los años noventa serían dirigidas hacia 
la hegemonía de las políticas neoliberales (Herrera, 2007). 7
En la medida en que los modelos de acumulación lide-
rados por el Estado cambian, señala Herrera siguiendo a 
Barrera y Unda, se modifican también las posibilidades de 
visibilización sociopolíticas de las clases subalternas. Si el 
fortalecimiento institucional de lo social creó bases de afir-
mación política al interior del Estado, en los años ochenta el 
proceso se invierte. El conflicto se desplaza al ámbito local, 
pero con una nueva escala de oportunidades, sobre todo de 
recursos económicos, que impulsarán la gestión municipal. 
Estos autores advierten la necesidad de leer los procesos de 
descentralización y democratización a la luz de la tensión 
existente entre las distintas capas de poder y la constitución 
6 En este acápite sintetizamos aportes del documento sobre los cursos de 
la descentralización en Ecuador, elaborado por Stalin Herrera, así como 
contribuciones de las discusiones del equipo de investigación. Herrera, S. 
(2007) La descentralización en Ecuador, documento preparado para la cons-
trucción del marco conceptual de la investigación PRIGEPP/IDRC/IEE, 2007.
7 Protagonizado por dictaduras que intentaron modernizar la sociedad con 
una lógica de abundancia/carencia de recursos estatales, sobre la base de 
las regalías del petróleo (Barrera y Unda, 1998, citado en Herrera, 2007). 
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de los sectores subalternos. Así, lo más significativo del pro-
ceso parece haber sido la emergencia de movimientos socia-
les con agendas que articularon el enfrentamiento al modelo 
neoliberal con el ejercicio de nuevos derechos. Esto colocó 
a la sociedad civil en el escenario de las disputas políticoso-
ciales centrales del momento, evitando que las opciones se 
polarizasen exclusivamente entre los distintos sectores de las 
clases dominantes.
En realidad, el despliegue del proyecto neoliberal de des-
centralización trajo aparejado el debilitamiento y desmontaje 
institucional del Estado central e introdujo formas contradic-
torias de inclusión que privilegiaron la focalización y la clien-
telización de los/as ciudadanos/as. Esta estrategia cruzará la 
estatalidad8 y su normatividad a lo largo de los años noventa, 
y provocará, de modo semejante a otros países, empobre-
cimiento y crisis persistente, aunque su discurso sea el del 
combate o mitigación de la pobreza.
La segunda ruta de descentralización abre la década de 
1990 con el ascenso de la movilización social y una creciente 
oposición a la lógica e intereses neoliberales, así como al sis-
tema tradicional de organización del Estado. Este fenómeno 
se observa a nivel local, mientras a nivel nacional sufre una 
“crisis de representación” de ciclo largo, ligada, según Barrera 
y Ramírez (2001, citado en Herrera, 2007) a la expansión de 
la globalización neoliberal. Ello expresará la capacidad de 
las clases subalternas para transformar el Estado y transfor-
marse a sí mismos (sujetos y Estado), proyecto que implicó 
la renegociación de las relaciones entre los grupos sociales 
(inclusión/exclusión). 
8  El concepto de estatalidad alude a la dimensión de cambio y adaptación 
que realiza el Estado en distintos contextos históricos. 
De actoras a autoras: la construcción de la autoridad... | 245
A su vez el Estado, como centro de agregaciones y de 
disputas, abrió posibilidades de inclusión desde el corporati-
vismo, es decir, inclusiones que se asentaron en la capacidad 
de organización de los actores para presionar y negociar. En 
este marco, mientras las capas medias encontraban espacios 
tecnocrático-laborales y las clases dominantes en ascenso 
buscaban captar al Estado como dispositivo para la afirma-
ción de su proyecto, las clases subalternas ingresaron en di-
námicas de disputa de poderes en una perspectiva de demo-
cratización y logro de derechos y bienes públicos (Barrera y 
Ramírez, 2001).9
En ausencia de un proyecto político hegemónico, la ins-
titucionalidad estatal se volverá ambivalente. Se inauguran 
discursos para la participación e inclusión social –la Direc-
ción Nacional de la Mujer, la Dirección Nacional de la Ju-
ventud y los ancianos/discapacitados, entre otros –que co-
existen o se suceden con instituciones como el Ministerio de 
Bienestar Social, donde anida una orientación clientelista-
neoliberal. Aparecen, además, estatalidades híbridas como 
los consejos de actores –Consejo Nacional de las Mujeres, 
Consejo de Desarrollo de los Pueblos Indígenas y Negros–, 
entre otros. El ideal sociopolítico del Estado social de dere-
9 A lo largo de los años ochenta emergen actores neocorporativos consti-
tuidos sobre la base de nuevas tramas identitarias como los indígenas, las 
mujeres, los pueblos afrodescendientes, los jóvenes, los ecologistas, entre 
otros, al tiempo que se cierra el ciclo de repliegue o derrota del sindicalis-
mo y el gremialismo (Barrera y Unda, citado en Herrera, 2007). El corpora-
tivismo, surgido como una reacción al liberalismo en el siglo XIX, es una 
doctrina que propugna la organización de la sociedad en corporaciones 
que agrupen a patrones, técnicos y obreros por profesiones y no por clases 
sociales. El neocorporativismo, noción a la que nos referimos en la investi-
gación, está asociado a la emergencia de movimientos sociales, y conlleva 
la agrupación en colectivos identitarios.
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cho, instaurado por la Constitución de 1998, a partir del año 
2000, se burocratiza a nivel nacional y pierde progresiva-
mente su carácter de contraparte institucional para las clases 
subalternas.
Esta dialéctica puede ser leída también en las distintas 
normativas que en la década de 1990 introducen reformas 
de signos contrapuestos10 y establecen una escisión en la 
participación y en la toma de decisiones: participaciones 
diferenciadas y localizadas; leyes en las que priman la par-
ticipación del sector privado, la reducen al marco barrial o 
son ejecutables mediante instancias seccionales (municipios 
y consejos provinciales) Se trata de una lógica que redefine 
las relaciones entre el Estado y la sociedad en la ambiva-
lencia, y que es el fruto de un proceso que se construye 
desde arriba y desde abajo en medio de conflictividades no 
resueltas (Ibid). En una mirada distinta, Ospina, Santillana y 
Arboleda (2011)11 plantean que en Ecuador estos procesos 
reflejan una compleja dinámica entre intereses de grupos 
subalternos en disputas históricas relacionadas con deman-
das de justicia, inclusión y transformación, que más que di-
námicas corporativas significan el desarrollo de procesos de 
10 Las leyes de modernización del Estado 1990/1993 (de corte neoliberal); la 
Ley del régimen del distrito metropolitano de Quito –1993– (descentraliza-
ción); la Ley de descentralización y participación social, 1997 (heterodoxa, 
neoliberal); la Nueva Constitución de 1998 (disposiciones de inspiración 
neoliberal y del Estado social de derecho/reforma democrática de la es-
tatalidad) Herrera, S. (2007) La descentralización en Ecuador, documento 
preparado para la construcción del marco conceptual de la investigación 
PRIGEPP/IDRC/IEE.
11 Ospina Peralta, P., Santillana Ortiz, A. y M. Arboleda, (2008) “Neo-Corpora-
tism and Territorial Economic Development: The Ecuadorian Indigenous 
Movement in Local Government”. World Development, vol. 36, Nº 12, pp. 
2921-2936, http://econpapers.repec.org/article/eeewdevel/v_3a36_3ay_3
a2008_3ai_3a12_3ap_3a2921-2936.htm.
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construcción de hegemonías (Mallon, 1995) donde el Estado 
es un escenario de disputa y, por lo tanto, también de arti-
culación de actores. 
La expresión sistémica de otro tipo de estatalidad busca-
da, alcanzaría su expresión en el fenómeno de los gobiernos 
locales alternativos. La particularidad de los procesos en tor-
no a estas experiencias supuso un desarrollo de la política 
a partir de la visualización de los conflictos antes que su 
ocultamiento, la construcción de esferas públicas para un es-
crutinio crítico tanto del Estado como de las tácticas de gu-
bernamentalidad.12
Repúblicas de blancos, de indios, de negros y de mestizos
Una tercera línea de análisis se relaciona con los estudios 
poscoloniales, que sitúan el racismo como tema de fondo 
que marca la ontología de los gobiernos locales alternativos. 
Paloma Fernández-Rasines (2001) plantea que el racismo y el 
centralismo del poder colonial fueron trasladados con escasas 
mediaciones al Ecuador, definiendo material y simbólicamen-
te el territorio en una bi-centralidad nacional dominante, en-
carnada en dos ciudades capitales en lugares periféricos. Esta 
distancia, que aún hoy atraviesa dimensiones de la estatalidad 
y sociabilidades locales, hizo necesario, en los estudios de 
caso, el análisis de los remanentes coloniales del Estado, des-
plazando la mirada a fin de captar las memorias encarnadas 
de los pueblos indígenas y afrodescendientes, y de las pobla-
12 En una versión pesimista, Barrera y Unda diagnosticaron que, bajo el in-
flujo de las corrientes neoliberales del Estado y de las corrientes moder-
nizadoras de la cooperación que actuaban en el ámbito local, estas expe-
riencias se convertirían en una plataforma tecno-burocrática alejada de 
los procesos sociales. 
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ciones mestizas empobrecidas, como integrantes de culturas 
periféricas al Estado central (Carrión, 2009).
Los municipios seleccionados para los estudios de caso 
son territorios de múltiples desigualdades y exclusiones, sos-
tenidas en el racismo. Los elementos conceptuales ya citados, 
hicieron emerger la oposición Estado-resistencias indígenas 
y afros como el marco histórico de inclusión-exclusión que 
se expresará en la conformación del Estado local moderno 
ecuatoriano como poscolonial –sustentador de prácticas de 
racismo y centralismo– a lo largo de toda su vida republicana. 
Este marco de racismo y colonialismo no sólo implica una 
inclusión-exclusión de lo universal, sino también de las espe-
cificidades, en concreto la inclusión-exclusión de las mujeres 
(Aguinaga, 2008).
Como señala Nancy Carrión (2009), el género, en tanto 
relación social, fue espacio de articulación de la violencia 
sexual y de la subordinación doméstica y pública de las mu-
jeres, en especial indígenas y negras, en la fase colonial del 
país. A su vez, como espacio simbólico del lenguaje y del 
discurso de los dominios masculinos, funda y traspasa las 
estructuras del poder estatal colonial al poscolonial y diferen-
cia las condiciones de vida de hombres y de mujeres no sólo 
antropológicas, sino también económicas y políticas. De esta 
forma, las opresiones específicas de indígenas, afrodescen-
dientes y grupos poblacionales determinados en identidades 
subordinadas, se expresan en las historias locales. 
La lideresa indígena kichwa Lourdes Tibán, ha remarcado 
este traspaso de estructuras desde lo colonial a lo poscolonial 
al expresar la necesidad de enfrentar los riesgos de continui-
dad entre los sistemas patriarcales poscoloniales de poder 
local y los de autoridad indígena y afro, al interior de los cua-
les las mujeres se hallan frente a una dualidad. Por un lado, 
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son portadoras de un fuerte estatus en las dimensiones de la 
espiritualidad, la relación con la naturaleza y el manejo pro-
ductivo/reproductivo de las economías domésticas y comuni-
tarias. Por el otro, son portadoras de un estatus débil de cara 
a las dimensiones de la política, las sociabilidades públicas y 
la intermediación con el Estado (Tibán, 2001). 
Así, para Tibán, en los procesos de desarrollo local y cons-
trucción de derechos, el desafío de la resistencia de las muje-
res indígenas consiste en evitar tanto el riesgo de homogeni-
zación occidentalizante o la pérdida de las tramas culturales 
de sus identidades de género, como el desconocimiento de 
sus visiones e intereses en tanto mujeres, al interior de las 
propuestas de desarrollo alternativo basadas en sus culturas.
Una mirada a las localidades
Cayambe, Nabón, Cotacachi y Esmeraldas son pequeñas 
jurisdicciones de entre 37.000 a 47.000 habitantes. Cayambe 
y Cotacachi se asientan en la Sierra norte, Nabón en la Sierra 
sur y Esmeraldas en la Costa norte, en la ecorregión transfron-
teriza del Chocó. 
En un país donde la población indígena promedia el 17-22 
% y la población afro el 5-8%, estos son los cuatro munici-
pios donde la presencia indígena y afro es más alta que los 
promedios nacionales.13 Alrededor de un 38% de indígenas, la 
mayoría integrados en comunidades y poseedores de un rico 
tejido social y fuertes tradiciones culturales, habitan Cotaca-
chi, Nabón y Cayambe. Similar porcentaje corresponde a la 
población afro en Esmeraldas, donde las organizaciones del 
13 Datos del Censo Poblacional del año 2001.
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pueblo negro han crecido lentamente en los últimos veinte 
años. Cotacachi posee también una pequeña población afro 
de un 2,7%. 
Los cuatro municipios presentan desbalances poblaciona-
les de género. Nabón es una sociedad feminizada por la mi-
gración –definitiva o temporal– de los hombres. Cayambe lo 
es tanto por la emigración masculina como por la atracción 
de mano de obra femenina desde la industria florícola para 
la exportación. Cotacachi y Esmeraldas, en cambio, son mu-
nicipios masculinizados. Esmeraldas, como enclave portuario 
y petrolero. Por el contrario, las mujeres salen de las zonas 
rurales de Cotacachi (el índice de feminidad es de 98), y emi-
gran tanto a la cabecera municipal, como a ciudades cercanas 
y a haciendas en busca de estudio y trabajo. En consecuencia, 
el municipio posee mayoría de población masculina en todas 
sus áreas, excepto en la cabecera. 
Estos municipios echan luz sobre la estructura estatal con-
centradora y el rol de las sociedades en los márgenes que 
instituyeron las repúblicas coloniales. Como señala Valare-
zo Galo (2004),14 Cotacachi y Cayambe fueron ciudades de 
importancia de la sierra centro norte, región ligada al “Gran 
Quito”, eje de poder y circulación en distintos períodos: pre 
incásico, incásico, colonial y republicano. El autor plantea 
que el sistema colonial “incorporó” a los indígenas en una es-
tatalidad dualista, los pueblos –asientos, parroquias, munici-
pios– eran parte de una estructura de dominación basada en 
haciendas o latifundios. La república de indios y la república 
de blancos, se constituyeron como estatalidades segregadas 
14 Valarezo Galo, R. (2004), “El estado ecuatoriano y las localidades en el siglo 
XIX”. En Valarezo Galo, R. y Torres Dávila, V. H. (2004) Desarrollo Local en el 
Ecuador. Historia, actores y métodos. Abbya Yala, Comunidec, Quito. 
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aunque complementarias, a través de patrones de domina-
ción-articulación y subalternización política, económica, cul-
tural y social.
 Valarezo Galo sostiene que, en cambio, la sierra sur, don-
de se encuentra Nabón, no contó con una clase dominante 
única ni poderosa, tenía una constitución más débil como 
región y dio pie a un mestizaje más fluido a partir de la se-
gunda mitad del siglo XVIII, reduciendo a las comunidades 
indígenas a espacios rurales marginales, como es el caso de 
las comunidades indígenas alto andinas de Nabón. La sierra 
sur, organizada en torno a la circulación de mercancías con el 
Perú, hacia 1830 tenía seis cabeceras cantonales importantes. 
Hasta fines del siglo XX, Nabón fue apenas una parroquia de 
una de estas seis ciudades.
Aunque existía un rígido dualismo indios-blancos, las re-
laciones de la clase dominante latifundista de la sierra con las 
pequeñas élites de los pueblos fueron estrechas, en especial 
en la región centro norte. Hasta hace pocos años, estas élites 
“se percibían como blancos criollos y despreciaban profunda-
mente a los mestizos, indios y negros, lo que les impidió crear 
una idea de comunidad imaginada común con los chagras, 
longos e indios” (Valarezo Galo, 2004).
Herederos de este sistema, Nabón, Cotacachi y Cayambe 
son, como tantas otras localidades ecuatorianas, “portadoras 
de arraigadas relaciones desiguales de poder que atravesaron 
e institucionalizaron formas de exclusión/inclusión subordi-
nada, atropellos y sometimientos de la población indígena, 
que durante gran parte de la vida republicana sufrieron trans-
formaciones más bien epidérmicas” (Santillana, 2009).
Actualmente, en Nabón existe un enclave indígena de 
cuatro comunas ancestrales (Shiña, Chunazana, Puca y Mo-
rasloma), integrado por 16 comunidades, en un territorio de 
252 | M. Arboleda, N. Carrión, S. Herrera y  A. Santillana 
15.785 hectáreas que conforman el área indígena-kichwa ha-
blante más grande de la provincia del Azuay, y representa 
el 35% de la población. La zona es heredera de una rica 
tradición histórica y cultural en la cual se mezclan elementos 
de las culturas cañari, inca y española. Sin embargo, los indí-
genas de Nabón han conservado/transformado su identidad 
(costumbres, idiosincrasia, tradiciones y festividades) “por 
la continua interacción con la ciudad y el centro cantonal”, 
(OFIS, 2001, citado en Borja y Arboleda, 2002). 
En los años noventa el cantón sufrió una crisis económica 
ocasionada principalmente por el deterioro de la actividad 
agrícola. La migración se constituyó en una alternativa de so-
brevivencia, sobre todo para los jefes de hogar y los jóvenes 
(OFIS, 2001, citado en Borja y Arboleda, 2002). Actualmen-
te, las mujeres representan el 54% de la población. Esto se 
debe a la migración estacionaria o permanente de hombres 
en edad productiva.
Esmeraldas, en cambio, fue definida por su Constitución 
como palenque, asentamiento de población negra de estatus 
cimarrón. Es decir, personas esclavizadas que, como estable-
ce Fernández-Rasines (2001), tras rebeliones y fugas, estable-
cieron villorrios fortificados desde los cuales resistían la do-
minación y adquirían destrezas para guerrear, liberar esclavos 
y resistir la dominación. 
Poblaciones “libres” pero confinadas, los palenques tenían 
una estructura y una vida religiosa y social organizada sobre 
la base de tradiciones afro-hispánicas. Jaramillo Uribe (1983, 
citado en Vallejo, 2002) sostiene que en varias regiones de 
América se convirtieron en pequeños reinos. Desde 1604, Es-
meraldas se convirtió en el Reino de los Zambos, liderado 
por Alfonso Illescas. Desde este palenque, las comunidades 
negras negociaron un estatuto de autonomía con la Corona 
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española que posibilitó, en los márgenes, el surgimiento de 
grupos de poder de mulatos notables. En este contexto, aun-
que las comunidades afro de estos territorios “intentaron de-
fender su libertad, la esclavitud dominante en las jurisdiccio-
nes coloniales hizo que el cimarronaje y los palenques fueran 
sobre todo espacios estratégicos de resistencia, adaptación 
y sobrevivencia cultural en el contexto colonial esclavista y, 
luego, de la nación ecuatoriana excluyente” (COSCA, 2004).
La condición y el estatus de las mujeres 
indígenas y negras
La hacienda fue símbolo de poder, marca de diferencia-
ción social y atributo de masculinidad. “[El] patrón concen-
traba en ella los atributos de la masculinidad y del poder. Era 
blanco, fuerte, poderoso, respetable, rico y frecuentemente 
apuesto. En el caso de los curas agregaban a ese poder mas-
culino un halo de divinidad. Sus órdenes eran incuestiona-
bles. Todos estaban obligados a satisfacer sus deseos, inclu-
so sus caprichos” (Rodas, 2005). Si la posesión o control de 
la tierra eran fundamentales en la definición de los atributos 
de poder, Rodas afirma que las fronteras entre distintos tipos 
de masculinidad –terrena o divina, mestiza o blanca– eran 
difusas y, en todo caso, concentradas en similares formas 
de dominio. El estatus y el valor simbólico ligados a los va-
rones en el sistema patrilineal de sucesión de la tierra, los 
dotaba de legitimidad para el uso de la violencia contra los 
“inferiores”, indios e indias, prácticas que continuaron hasta 
años recientes (Carrión, 2009). El poder y la masculinidad 
posibilitaban el dominio de indígenas, hombres y mujeres, 
el control de su fuerza de trabajo y la violencia sexual sobre 
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ellas, incluyendo “su derecho a robar el cuerpo de las muje-
res” (Rodas, 2005). 
En la hacienda, el trabajo de las mujeres era poco o nada 
reconocido. Las esposas de los cuentayos15 trabajaban como 
ordeñadoras sin salario alguno; las esposas y, mucho más las 
hijas jóvenes de los peones y huasicamas16 se encargaban del 
servicio doméstico para toda la hacienda. Sus responsabilida-
des incluían la preparación de alimentos para los patrones y 
los empleados, utilizando sus propios utensilios y no los de 
sus patrones, la limpieza de la casa y el lavado de la ropa. 
Las jóvenes empezaban estas labores de servicio a los 11 ó 12 
años, con jornadas de 11 a 18 horas diarias “puertas adentro” 
(Rodas, 2005), lo que implicaba mayor vulnerabilidad frente a 
situaciones de acoso y abuso sexual.17
Las esposas e hijas de los “arrimados” y “peones sueltos” 
o “libres” también participaban en el trabajo agrícola de las 
haciendas por el que los hombres cobraban salarios bajos en 
dinero o productos. Carrión afirma que “estos hechos per-
miten comprender por qué la reivindicación sobre la tierra 
estaba implicada con la posibilidad de concebir otras formas 
de identidades femeninas y masculinas, y otros modos de so-
ciabilidad para las mujeres con mayor potencial para incidir 
en las transformaciones locales”, lo que se hizo más evidente 
durante la década de 1990.
En el mismo sentido, las relaciones de género en Esmeral-
15 Trabajadores de la hacienda responsables de la reproducción, crianza y 
cuidado del ganado (Carrión, 2009).
16 Trabajadores encargados del trabajo doméstico en la casa de la Hacien-
da, que incluía el cuidado de animales menores y los caballos (medios de 
transporte de los patrones y empleados), entre otros (Carrión, 2009). 
17 Carrión, entrevista a Ricardo Ulcuango, dirigente indígena kayambi. 
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das, estudiadas por Fernández-Rasines, establecen que dentro 
y fuera del palenque “la condición, el trato, el linaje y las 
alianzas políticas, tuvieron claras diferenciaciones por género 
y clase: mientras Sebastián, un hijo de Illescas, fue nombrado 
gobernador de Esmeraldas y considerado agente de impor-
tancia en las tratativas con el poder colonial, Justa, una de 
sus hijas, fue retomada como esclava por un capitán español 
asentado en Guayaquil, quien la casó con un esclavo de su 
propiedad” (Savoia, 1988, citado en Fernández-Rasines, 2001).
La política sexual de Illescas incluía matrimonios con al-
gunos linajes indígenas de la zona e, internamente, relaciones 
donde las mujeres aparecen como un apéndice de los hom-
bres debido a que, una vez casadas, la propiedad sobre ellas 
sí se debatía entre su amo y su marido, a menudo también 
esclavo.18 El enviado real Cabello de Balboa, negociador con 
el Reino de los Zambos,19 escribió que Illescas tenía 14 o 15 
mujeres jóvenes, “que los años de cada una no exceden la 
cantidad de todas”. 
Para Hill Collins (1990, citado en Fernández-Rasines, 2001), 
las mujeres negras fueron objetivadas como lo otro, polo su-
bordinado en el estatus antagónico entre mujeres blancas y 
negras, y pensadas como bestias de carga. La discriminación 
racial, “generalizada en insultos y nominaciones despectivas 
18 Balboa afirma que el ayuntamiento entre poderes resistentes afro-indíge-
nas no convenía a la Corona mientras los pueblos indígenas opinaban lo 
mismo de los matrimonios entre afros y españoles (Balboa 1945, citado en 
Fernández Rasines, 2001). Por otro lado, en el contexto esclavista colonial, 
las categorías sociales dominaron sobre las taxonomías raciales: un canario-
español de condición servil, apellidado Avila, pasó a ser no-blanco al casarse 
con otra hija de Illescas, (Balboa, citado por Fernández Rasines, 2001).
19 Cabello de Balboa, “La Descripción Compendiosa de la Provincia y Tierra 
de las Esmeraldas”, copia judicial fechada en 1583, (Balboa, op. cit. en Fer-
nández Rasines, 2001).
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con metáforas asociadas a la nocturnidad, la suciedad y, en el 
contexto de la servidumbre doméstica, como lascivas”,20 pasa-
ría prácticamente sin mediaciones a la República y sus siste-
mas económicos, políticos y sociales.
Descentralización: Estados locales 
y mujeres en movimiento
Si la sociedad colonial pone en evidencia los mecanis-
mos del patriarcado terrateniente y esclavista, la República 
recoloca un patriarcado civil que persiste en el ejercicio 
de las dimensiones étnica, racial, de género y de clase de 
la dominación. Estas colonialidades residuales provocarán 
heterogeneidad y fragmentación en el Estado, una compleja 
dinámica de clases, cuerpos y territorios dominantes/subor-
dinados. 
Los cuatro procesos locales estudiados revelaron la persis-
tencia del racismo, la exclusión territorial o étnica y el arrastre 
de diversas formas de opresión femenina. El abandono del 
Estado dejó a muchos territorios desprovistos de bienes, de-
rechos y poder. A principio de los años noventa, la corriente 
social que conduciría a la descentralización de facto recoge 
en su visión política una lucha en contra de estas colonialida-
des remanentes, planteando un horizonte de cambio demo-
crático que sea capaz de proponer “otro” desarrollo para las 
localidades. 
20 “Una nominación recurrente –afirma Fernández Rasines (2001)– era la de 
negra desgraciada y negra infeliz, ambas en referencia a mujeres esclavas. 
Esta nominación resulta preformativa puesto que imprime y reproduce el 
propio contenido alienante de la subordinación esclavista”.
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La descentralización se inició en 1992,21 y la descentrali-
zación de facto desplegó su fase más intensa a partir de 1996, 
con la emergencia de gobiernos locales sostenidos por una 
agregación de actores sociales de base, en especial organi-
zaciones indígenas, ambientalistas, de mujeres y habitantes 
mestizos de clases medias precarizadas. Los temas que impul-
san y reclaman son justicia, equidad, participación, democra-
tización en la toma de decisiones, cuidado o protección de la 
naturaleza, desarrollo económico endógeno y, en gran medi-
da, combate a la pobreza, el racismo y diversas modalidades 
de discriminación.
Conocidas en su inicio como experiencias de desarrollo 
local, estos procesos, según Torres Dávila (2003), pusieron “al 
territorio y a los actores en el centro”, y gestaron laboratorios 
sociales de democratización y equidad. El carácter político y 
las implicaciones de gobernabilidad desplegadas, afirma el 
autor, condujeron hacia una “renovación de los gobiernos lo-
cales”. El desmontaje de las inequidades presentes en las so-
ciabilidades públicas y privadas constituyó una de las fuentes 
de la democratización exigida, instituyendo los significados 
de transformación. 
El proceso de emergencia de autoridades locales prove-
nientes de estas actorías sociales, facilitó la asunción de facto 
de nuevas competencias por parte de los municipios. En au-
sencia de una estrategia de descentralización que lo promo-
viese, agencias como la Asociación de Municipalidades del 
Ecuador (AME)22 y la cooperación alemana GTZ, involucrarían 
21 El primer proceso de “desarrollo local” se inició en 1992 en el municipio de 
Pedro Moncayo, en la Sierra Norte del Ecuador y articuló demandas de las co-
munas campesinas indígenas y rurales a la agenda del nuevo gobierno local. 
22 Esta institución había adoptado el discurso del municipalismo latinoame-
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posteriormente a cientos de autoridades, técnicos y actores en 
una pedagogía reformista y de modernización que impulsa-
ban la conversión de los municipios en “gobiernos locales”, 
con autoridades democráticas dotadas de competencias sufi-
cientes para intervenir en el desarrollo de sus localidades. En 
1992, gracias a movilizaciones nacionales de alcaldes, autori-
dades y funcionarios locales, la AME logró la aprobación del 
15% de transferencias obligatorias del Presupuesto Nacional, 
medida cuya aplicación completa se obtendría recién en 1997. 
Para el año 2003, el estudio de Víctor Hugo Torres sistematizó 
la existencia de al menos 157 casos de desarrollo local en di-
versos ámbitos (Torres, 2003). 
La primera política oficial de descentralización aparece 
en 1990 con la creación de los fondos de Desarrollo Pro-
vincial (FONDEPRO) y Desarrollo Seccional (FODESEC) que 
otorgaban créditos a los gobiernos locales para inversión en 
infraestructura y servicios básicos. En 1992, el Estado deci-
de invertir en el fortalecimiento técnico de los gobiernos lo-
cales, mediante el Programa de Desarrollo Municipal (PDM) 
ricano descentralizador y reformista que se encontraba activo desde me-
diados de los años ochenta. Aunque en los años setenta, gracias a la inyec-
ción de las regalías del petróleo, el Estado adoptó políticas desarrollistas 
en su lucha contra la pobreza y la provisión de servicios básicos urbanos, 
logrando que en 1972 el 88% de las viviendas tuviese agua. En los años 
ochenta, con el despliegue de la deuda externa, el Estado abandonó la 
provisión de servicios básicos mientras las ciudades crecían a ritmo ace-
lerado. Para 1990, los hogares provistos de agua habían bajado al 78% 
mientras aumentaban los déficits de otros servicios fundamentales, como 
alcantarillado, recolección de basura, transporte y vías. La urbanización 
llevó a las ciudades lo que se llamó segmentos sociales vulnerables: po-
blaciones excluidas viviendo en barrios marginales y/o tugurios. También 
crecieron numerosas ciudades intermedias, insertas en un urbanismo de 
la precariedad: en las grandes y medianas ciudades aparecieron asenta-
mientos caracterizados por insalubridad, falta de servicios públicos, vi-
viendas de mala calidad y viviendas en zonas de riesgo. 
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del Banco del Estado y la GTZ. Sin embargo, mientras los 
actores sociales y el Estado local continuaban su movimiento 
de cambio, las políticas oficiales, inicialmente favorables a 
la descentralización, mostraban luego grandes resistencias a 
una reforma democratizadora del Estado, a rescindir su verti-
calidad, a acercar la decisión sobre políticas y competencias 
a los territorios, a dinamizar el desmontaje de las lógicas tra-
dicionales de dominio de las localidades, donde indios, afros, 
mujeres y economías comunitarias o domésticas son minori-
zadas. Esta contradicción subyacerá en la política de descen-
tralización oficial que tomará un carácter de facilitadora del 
descargo del Estado respecto de sus responsabilidades y a la 
que se llamará, coincidiendo con Finot (2005), descentraliza-
ción operativa o instrumental.
En 1998, gracias al proceso constitucional que vivía el país, 
la política oficial avanzó hacia la “generosa” entrega de once 
competencias a los gobiernos locales a elección de los mu-
nicipios, exceptuando las que tenían conexión con las rela-
ciones externas, la seguridad del Estado y la macroeconomía. 
Se buscaba, según declaraciones oficiales, reducir el Estado 
central, obtener mayor eficiencia de la gestión local y acercar 
a los ciudadanos a la ejecución de estrategias antipobreza con 
programas sociales focalizados. Se estableció la obligación de 
firmar convenios individuales de descentralización. Por este 
mecanismo, que luego fracasaría, la política fue llamada des-
centralización a la carta. Varios años después, muy pocos 
convenios habían sido firmados, no por falta de demanda 
sino por renuencia del Estado central. 
La descentralización a la carta se explica por una fuerte 
inducción de los organismos multilaterales, tras la grave crisis 
vivida por el país en 1999. Las políticas oficiales indujeron una 
responsabilidad creciente de los municipios en asuntos socia-
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les, recomendadas sobre todo por el Banco Interamericano de 
Desarrollo (BID) y el Banco Mundial (BM). Se aplicaron leyes 
especiales para establecer mecanismos descentralizados para 
la ejecución de proyectos de inversión social, así como priori-
dades para la inversión pública y la dotación de infraestructura 
en las zonas de mayor pobreza urbana y rural. En 2006, Larrea 
enlistó “16 leyes que regulan las transferencias del presupuesto 
del Estado a los gobiernos autónomos”, lo que equivalía a un 
20% del gasto fiscal ejecutado por los gobiernos autónomos. 
El nivel subnacional era concebido como ejecutor de interven-
ciones decididas desde el centro, los encargos se dieron en el 
marco de proyectos antes que de políticas, programas o secto-
res (Torres, 2003; Arboleda, 2003).23 
Estas dos tendencias, descentralización de facto y descen-
tralización oficial, operativa o a la carta, contienen visiones 
23 Para Torres los proyectos gubernamentales con políticas de descentrali-
zación más importantes son: el proyecto MOSTA (Banco Mundial) para la 
instalación de un modelo general de gestión descentralizada del Estado; el 
Fondo de Inversión Social de Emergencia FISE (fondos BID/KFW de Alema-
nia) para obras de infraestructura social y manejo sustentable de recursos 
naturales en comunidades rurales indígenas y afroecuatorianas de mayor 
pobreza en colaboración con gobiernos locales; el proyecto PATRA (Banco 
Mundial/Unión Europea) para el fortalecimiento de la gestión ambiental-
territorial, manejo de desechos sólidos y gestión de agua en municipios; 
el proyecto Caminos Vecinales (BID) que promueve microempresas comu-
nitarias para la operación y mantenimiento de los pequeños caminos ru-
rales, transfiriendo la responsabilidad a los gobiernos locales; el proyecto 
PRAGUAS (Banco Mundial) que implementa modelos de gestión descen-
tralizada del agua con municipios, ONG y contratistas privados; el proyecto 
Nuestros Niños (BID) que terceriza la provisión de servicios de atención a la 
infancia con participación de los municipios; el proyecto PROLOCAL (Ban-
co Mundial/Unión Europea) para actividades de apoyo productivo, un sis-
tema financiero rural y fortalecimiento institucional en municipios rurales 
mestizos de mayor pobreza; el Programa de Manejo de Recursos Costeros 
(BID/USAID) para el uso sustentable de recursos costeros mediante méto-
dos participativos y en coordinación con 34 municipios.
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diversas sobre la reforma del Estado y la cuestión pública. 
Comportan enfoques diferentes sobre cómo se concibe a las 
mujeres, su ciudadanía, el ejercicio de sus derechos y el tra-
tamiento de sus agendas a través de las políticas públicas. De 
este modo, los procesos plantean dilucidar si los temas de las 
mujeres constituyen subtextos –en el sentido de subordina-
dos, según la conceptualización de Fraser– y si las resistencias 
seculares indígenas y negras, a partir de las cuales se levantan 
proyectos de resignificación de las democracias y sociedades 
locales, integran y visibilizan las demandas emancipatorias de 
las mujeres.
Asuntos de género en los procesos 
locales de cambio
La decisión de los indígenas, los afroecuatorianos y los 
movimientos sociales de captar posiciones en el Estado local 
provocó que, en tres elecciones sucesivas (1996, 2000 y 2004), 
el número de gobiernos locales alternativos (GLA) creciera 
hasta controlar el 15% de los municipios del país, mientras un 
número mayor de ayuntamientos incursionaba en propuestas 
cívicas de desarrollo local.
Lo central de estas experiencias son las prácticas de 
participación basadas en disímiles niveles de diálogo, de-
liberación y acceso a las decisiones. Las más amplias e in-
tensas alcanzarán a diversificar las esferas públicas locales, 
democratizando sus estructuras de organización política 
y ampliando los ámbitos de la gestión local. En el primer 
caso, se habla de la creación de nuevas institucionalidades 
participativas como asambleas territoriales y por sectores o 
por actores, consejos, mesas de participación, presupuestos 
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participativos. Dotados de un estatus de mando fuerte o 
débil, de acuerdo con la singularidad de cada experiencia, 
estos espacios recuperan las voces sociales como guía de la 
acción del Ejecutivo local (la alcaldía y su administración). 
En el segundo caso, se refiere al importante crecimiento de 
los gobiernos locales en los asuntos de la comunidad, pues 
dejan de ser meros constructores de aceras –como se los 
llamaba– para asumir competencias en desarrollo económi-
co, medioambiental, políticas sociales; es decir, pasan a ser 
gobiernos locales gestores de desarrollo.
Vale destacar que éstos no son procesos uniformes y que 
su evolución dependerá del tipo de alianzas que establezcan 
los diversos actores al llegar al poder local así como del curso 
que tomen las cambiantes hegemonías. 
La evolución de los cuatro casos muestra que al menos 
tres –Cotacachi, Nabón y Esmeraldas– condujeron a reformas 
que fortalecieron el papel del municipio como Estado local, 
sobre todo en su rol redistributivo, dirigiendo importantes in-
versiones hacia grupos poblacionales de capas medias y/o de 
base. Asimismo, establecieron mecanismos deliberativos de 
decisión sobre políticas y presupuestos, y montaron impor-
tantes programas sociales, en especial en salud y educación, 
en los cuales las mujeres son decisorias y beneficiarias. Invir-
tieron sumas importantes en infraestructuras de agua potable, 
alcantarillado, desechos sólidos, mercados, plazas, escuelas, 
centros de salud y centros comunitarios, así como en mo-
biliario público, todo lo cual facilita y mejora la vida de las 
mujeres y sus familias. En diversos grados, se dinamizaron 
economías locales y familiares, auspiciando iniciativas pro-
ductivas y de comercialización y consumo alternativo, donde 
las mujeres ocupan un rol fundamental. En Nabón, ésta es la 
línea central del cambio.
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Los tres municipios sostienen políticas que combaten el 
racismo y las exclusiones, y con diferente peso entre las cul-
turas, avanzan en la construcción de democracias pluricultu-
rales. 
Cotacachi: abriendo trocha desde 
la etnicidad y la diversidad24
Durante 14 años, desde que el alcalde indígena Auki Ti-
tuaña fuera electo gracias a una estrategia explícita de acce-
der al poder local, sostenida por la Unión de Organizaciones 
Campesinas de Cotacachi (UNORCAC), los actores se reúnen 
en asambleas de planificación y evaluación. La modalidad de 
representación visibiliza los cuatro territorios del municipio: 
la zona andina (habitada por comunas indígenas y campe-
sinos mestizos), las zonas subtropicales Intag (habitadas por 
mestizos colonos) y manduriacos (de población afro) y la 
zona urbana. Las tres primeras prácticamente no habían par-
ticipado en las decisiones municipales antes de la instalación 
de la nueva administración indígena. La estructura abogó por 
un equilibrio de poder social y territorial. En sus inicios la 
Asamblea estatuyó la obligatoriedad del uso del kichwa junto 
con el español. La medida tenía sentido político y práctico: 
aunque la mayoría de los y las indígenas son bilingües, mu-
chos/as sólo hablan su lengua natal –en este grupo predomi-
nan las mujeres– (Santillana, 2009). 
La instancia participativa denominada Asamblea de Uni-
24 En este acápite seguimos a Santillana, A. (2009), Estudio de Caso sobre la 
participación de las Mujeres en Cotacachi, Proyecto PRIGEPP-IDRC-IEE. Ar-
boleda M. “Género y Gobernanza Territorial en Cotacachi y Cotopaxi”, en 
Ospina et. al., (2006) En las Fisuras del Poder, RIMISP-IEE.
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dad Cantonal de Cotacachi (AUCC),25 se dotó de cinco conse-
jos intersectoriales (salud, educación, producción y artesanía, 
turismo y gestión ambiental), tres representaciones de actores 
(jóvenes, mujeres y niños/as) y cuatro de organizaciones terri-
toriales: la Unión de Organizaciones Campesinas del Cantón 
Cotacachi Unorcac, la Federación de Barrios de Cotacachi, 
Febac, el Consorcio Toisan-Intag y los Talleres del Gran Valle-
Manduriacos. 
Como máxima autoridad del municipio, la Asamblea ejer-
ce funciones de consulta, planificación, cogestión, represen-
tación y rectoría. Una autoevaluación (2008) demostró que, 
pese a los inevitables conflictos entre actores, el organismo 
mantenía prácticas de democracia deliberativa. Esas prácticas, 
con sus imperfecciones, lograron ser las mejores del país. La 
AUCC coordina y a su vez realiza un control permanente so-
bre las autoridades, instancias administrativas y de gestión, en 
el cumplimiento de las políticas, planes, programas e inver-
siones decididas por la comunidad. El seguimiento cotidiano 
lo realiza su Consejo de Gestión y Desarrollo, donde están 
representados todos los actores. 
Cotacachi se conformó, de este modo, como un Estado so-
cial de derecho a nivel local, uno de los pocos existentes lue-
go de que la figura fuera estatuida en la Constitución de 1998. 
Como señala Santillana, su Plan de Desarrollo Estratégi-
co, al aplicar la cogestión con las organizaciones sociales, 
puso en el centro temas ambientales, agroecológicos y de 
interculturalidad. Tras 12 años de gestión, el 90% de la po-
blación contaba con acceso a agua segura y electricidad, un 
sistema de salud que proveía servicio según las medicinas 
25 Cantón es otro modo de nombrar a los municipios en el Ecuador. Canto-
nal, es otra forma de referirse a lo municipal. 
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occidental y ancestral, un programa de combate a la violen-
cia de género con un protocolo de interculturalidad (replica-
do en otros municipios), diversos proyectos de producción 
agroecológica, nuevas infraestructuras urbanas y rurales (se 
crearon o mejoraron escuelas, mercados, centros de salud, 
casas comunitarias, calles, plazas, parques, entre otros). Una 
obra extensa, difícil de sintetizar, que no sólo le valió al mu-
nicipio premios y distinciones nacionales e internacionales, 
sino que logró un nuevo paisaje político donde lo usual es 
que la autoridad encarne a indígenas, afros, campesinos, 
jóvenes y mujeres. 
El Consejo Intersectorial de Salud (CIS) fue una de sus 
muchas innovaciones. Montó un sistema descentralizado e 
intercultural de salud, con normas de calidez, calidad y co-
bertura, que articuló prácticas de la medicina occidental con 
la ancestral. El reconocimiento de los saberes y la autoridad 
de las parteras ancestrales y de los sanadores ancestrales –ya-
chags y sobadores– permitió crear redes de atención urbana 
y rural que lograron llegar a los sitios más alejados. Las sa-
nadoras y parteras kichwas –wachachic– de la zona andina y 
las afrodescendientes de Intag, potenciaron sus roles en los 
cuidados del embarazo, el parto y el puerperio en muchas co-
munidades. En la zona andina, su función ritual las constituye 
como un “un puente entre las fuerzas de la naturaleza, las 
divinidades y el nuevo ser” (SCDS, 2005 citado en Arboleda, 
2006). En los últimos años, las sanadoras afrodescendientes 
han ido ganando el posicionamiento social que se les negó 
durante mucho tiempo. Este fenómeno ha incidido en otras 
esferas del liderazgo femenino, y varias parteras indígenas y 
afro se han convertido en autoridades electas o en dirigentas 
de gran prestigio al interior del proceso. 
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Las parteras son madres que apoyan a otras ma-
dres, para lo cual han acumulado conocimientos an-
cestrales en el uso de plantas medicinales, elementos 
de la naturaleza y prácticas para la atención de las 
gestantes, parturientas y del recién nacido. Posterior-
mente, como maestras, ellas reproducen sus conoci-
mientos y guardan la tradición de generación en gene-
ración. Entre todos los prestadores ancestrales de salud, 
las parteras son las más numerosas, tanto en la zona 
andina como en la de Intag. La partera, la sanadora, 
está involucrada en la cotidianidad de su comunidad, 
presta su saber para que las mujeres, los niños, las fa-
milias, vivan mejor (SCDS, 2005).26
La aplicación del Modelo de Atención en Salud elevó la 
cobertura de beneficiarias y beneficiarios e incrementó la 
atención del embarazo, el parto y la prevención del cáncer. 
Comprende un sistema de emergencia donde participan las 
comunidades y los comités de usuarias del Programa Nacio-
nal de Maternidad Gratuita. Gracias a estos hechos, en 2006-
2007, Cotacachi registró una tasa nula de mortalidad materna, 
indicador no alcanzado por ningún otro municipio del país.
El analfabetismo, uno de los más graves problemas del 
cantón, constituyó el eje de la campaña “Yo Si Puedo–Ñuka 
Ushanimi”, ejecutada con apoyo del Gobierno de Cuba a 
26 Esto ha sido central en especial para la atención de mujeres embarazadas, 
madres y lactantes, pues la primera atención en salud que generalmente 
recibe la madre de familia, se realiza con el apoyo de agentes de la medi-
cina ancestral. “De acuerdo con los estudios realizados por CEPAR y Jambi 
Mascaric, estos agentes atienden a una población comprendida entre el 8 
y el 30% del total”. Municipio de Cotacachi, Plan Cantonal de Salud de Cota-
cachi, Un proyecto de vida y desarrollo humano “Mushuk Ali Kawsaimanta”, 
MC-AUC-MSP, Cotacachi, CIS, sf., págs. 90-91.
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partir del año 2004. A partir de esta iniciativa, Cotacachi fue 
el primer municipio en bajar el analfabetismo del 22,39% al 
3,9% de la población entre 15 y 65 años. Las mujeres fueron 
las principales beneficiarias, en un total de 68,4%,27 Siendo 
éste un campo que el Estado central había abandonado, la 
experiencia de Cotacachi alentó a más de 100 municipios y 
prefecturas del país a realizar programas similares. 
Como afirma Granda (2005), las cotacacheñas, sobre todo 
de las tres zonas marginadas, están muy involucradas en eco-
nomías familiares y en el manejo de paisajes y recursos bio-
diversos. Al menos desde el inicio de los años noventa, vie-
nen sosteniendo junto a otros actores, relevantes iniciativas 
productivas y ambientales. El involucramiento de las mujeres 
en luchas ambientales en defensa de los recursos naturales y 
la biodiversidad es alto en Intag (mestiza-afro) y en la zona 
andina (indígena). En la primera, provocó el nacimiento de 
la Asociación de Mujeres Ambientalistas. Actualmente, la 
Coordinadora de Mujeres de Intag y Defensa y Conservación 
Ecológica de Intag (DECOIN), junto a veintiocho comuni-
dades de la zona, protegen veinticinco reservas hídricas y 
bosques cuya extensión va de unas pocas hectáreas hasta 
extensiones de dos mil quinientas hectáreas. Veinticinco de 
estas áreas son microcuencas, es decir, fuentes de agua, fun-
damentales para la zona y el cantón. Hombres y mujeres rea-
lizan reforestación con especies nativas en sitios sin cubierta 
vegetal, laderas y páramos. Las y los actores consideran que 
aseguran el agua para todos los usos: rituales, simbólicos, 
27 Datos de prensa revelaron una alta valoración de las mujeres del acceso 
a la lectura y la escritura. Algunas de ellas testimoniaron la importancia 
de poder apoyar a sus hijos/as, por primera vez, en los deberes escolares. 
Otras cambiaron inmediatamente su cédula de ciudadanía que las catego-
rizaba como analfabetas. Véase El Comercio, 25 de septiembre del 2005. 
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agrícolas, domésticos y recreacionales en las piscinas y bal-
nearios (Granda, 2005).
Aunque se trata de una pequeña y remota localidad del 
Ecuador, Cotacachi es importante para las multinacionales 
mineras de gran envergadura que, a su vez, forman parte de 
los conflictos, reuniendo en la misma trama el ámbito local 
y el global, como plantea Sassen (2007). En Junín (Intag), se 
conformó una empresa de turismo comunitario tras las mo-
vilizaciones con que las organizaciones sacaron de la zona a 
la poderosa multinacional minera Bishi Metals. Los conflictos 
ambientales se mantienen, puesto que las leyes nacionales y 
locales no están alineadas, lo que provoca múltiples conflic-
tos y enfrentamientos.
La empresa de turismo comunitaria, con 27 mujeres tra-
bajadoras sobre un total de 47 personas, logró disminuir el 
talado de especies y la quema para sembrar, una práctica an-
cestral que agota la tierra. Su ejemplo inspiró la organización 
de otras mujeres y el desarrollo de proyectos productivos en 
lufa, aguardiente con especies, café orgánico, jabón y shampú 
de sábila, entre otros. Las mujeres andinas, de Intag y Man-
duriacos sostienen huertos, fincas y granjas agroecológicas 
con las que revalorizan prácticas productivas, alimenticias y 
culturales, promueven la seguridad y la soberanía alimenta-
ria, elaboran artesanías con recursos naturales (cabuya, cepa 
de plátano, paja toquilla, tagua), procesan harinas, elaboran 
cremas orgánicas y pomadas de hierbas medicinales, confec-
cionan prendas con bordados y organizan ferias de produc-
tos, semillas, comidas y vestidos ancestrales. Así contribuyen 
a la diversificación de la economía campesina y aportan a 
la conservación ambiental, aunque los retornos económicos 
que reciban sean insuficientes (Granda, 2005).
Estos hechos hablan de la importancia de los roles econó-
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micos, ambientales y productivos de las mujeres, sobre todo 
en los contextos indígenas y campesinos rurales de Cotaca-
chi, donde la estrechez de oportunidades económicas es alta. 
Y remarcan la necesidad de mejorar su acceso y control a los 
recursos productivos, así como los rendimientos económicos 
y culturales de estas actividades.
La asamblea cantonal de mujeres de Cotacachi
La presencia de las mujeres fue decisiva para la construc-
ción de gobernanza en Cotacachi. En las asambleas masivas 
de Unidad Cantonal, donde la asistencia promedio es de 350 
personas, las mujeres fueron siempre al menos el 30% (mu-
chas veces más) y, gracias a su autoorganización, “se hicieron 
valer”. El resto de los actores reconoce a las mujeres como 
autoras de algunas de las más emblemáticas políticas de cam-
bio del municipio. Su estrategia de incidencia estuvo dirigida 
tanto a los temas generales de cambio como a los asuntos 
específicos de las mujeres. Bajo su influjo, Cotacachi se de-
claró en 1996 “cantón ecológico e intercultural”. Ellas llevaron 
adelante políticas promisorias de combate al analfabetismo, a 
la violencia de género, de promoción de la soberanía alimen-
taria y ampliación de bienes públicos como agua, vivienda, 
alcantarillado, vías, infraestructura, transparencia, entre otros.
Decididas a promover su representación al interior del 
proceso, construyeron a lo largo de doce años una estructura 
participativa que equilibra las voces de las mujeres de las 
cuatro zonas. Aunque enfrentaron un sinnúmero de tensiones 
internas y externas, aprendieron a hacer política de mujeres 
y están dispuestas a mantenerse en ese rol. Innegablemente, 
ganaron poder. Su empoderamiento fue posible gracias a cin-
co factores:
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1. La progresiva confluencia de las organizaciones de muje-
res, a nivel parroquial28 y cantonal;
2. la decisión de fortalecer e incrementar el tejido social de 
mujeres de todo el municipio;
3. el empeño en establecer y negociar su propia agenda; 
4. la construcción de una instancia propia de representación 
y toma de decisiones al interior de la estructura participa-
tiva del municipio;
5. la habilidad para consensuar alianzas y acuerdos con otros 
actores. 
Aunque ahora ocupa todo el territorio, el proceso organi-
zativo de las mujeres surgió de organizaciones microrregio-
nales y duró muchos años. Para 1996, el Comité Central de 
Mujeres de la Unión de Organizaciones Campesinas y Negras 
de Cotacachi (UNORCAC), integrado por 25 organizaciones 
de 43 comunidades, ejecutaba proyectos basados en sus roles 
e identidades culturales. Las indígenas se organizaron para 
lograr “una mayor participación, empoderamiento y toma 
de decisiones dentro de la organización, la comunidad y la 
familia”.29 Entre un conjunto de importantes iniciativas pro-
puestas por ellas, es de destacar la creación del Consejo y el 
Sistema Intercultural de Salud.
En Intag y Manduriacos, el proceso organizativo de mu-
jeres iniciado en 1990 cobró fuerza hacia 1995, cuando se 
formaron grupos mixtos para reforestar cuencas hídricas, 
28 Las parroquias son jurisdicciones más pequeñas al interior de los munici-
pios.
29 UNORCAC, (2005), Historia de la UNORCAC, Filial de la FENOCIN, Pasado, 
Presente y Futuro, Cotacachi. Comité Central de Mujeres de la UNORCAC, 
(2007) Plataforma de Lucha, Cotacachi. 
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conservar las fuentes de agua, participar en la conservación 
ecológica de la zona y producir-comercializar artesanías. En 
1996 se creó el grupo de Mujeres Conservacionistas de la 
Biodiversidad y Medio Ambiente, la organización Defensa y 
Conservación Ecológica de Intag (DECOIN) y Mujeres en De-
fensa por la Vida. De a poco, ellas se juntaron para respon-
der a la amenaza minera que podía arrebatarles sus tierras y 
contaminar el agua. En 1996, al ser electo el gobierno local 
alternativo, las inteñas y las mujeres de Manduriacos lograron 
la declaración de Cotacachi como “cantón ecológico”. Desde 
fines de la década de 1990, cuentan con una Asamblea Zonal 
de Mujeres. En 2002 constituyeron la Coordinadora Zonal de 
Mujeres de Intag.30
En la zona urbana, la presencia de lideresas mestizas fue 
relevante, la ex vicealcaldesa –quien ha conducido en gran 
medida el proceso– reivindica esta filiación. Ellas aportaron 
a la construcción y el fortalecimiento de la ciudadanía de las 
mujeres, a la planificación y la rendición de cuentas como 
procesos informados. Sostuvieron la adopción de una pers-
pectiva de género en las políticas y, entre sus aportes, se 
cuenta la propuesta de una estructura representativa autó-
noma y la institucionalización de espacios de coordinación 
zonales. En los últimos años, se orientaron al reconocimiento 
de los derechos sexuales y reproductivos, y a la prevención 
y el combate de la violencia intrafamiliar y sexual. En 2002 
conformaron la Coordinadora de Mujeres Urbanas. 
Actualmente, alrededor de cincuenta organizaciones de 
30 Testimonios, Talleres para elaborar la Visión/Misión de la Coordinado-
ra Cantonal de Mujeres, 2007. Otra información tomada del documento 
Coordinadora de Mujeres de Intag, Plan de Vida de las Mujeres de la Zona 
de Intag, 2007. 
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mujeres en las cuatro zonas acompañan y sostienen el pro-
ceso. Se trata de una de las actorías locales más relevantes. 
En el 2005 constituyeron la Asamblea Cantonal de Mujeres de 
Cotacachi y la Coordinadora Cantonal de Mujeres. Su capaci-
dad de decisión en el modelo participativo y de cogestión fue 
central para el sostenimiento de políticas y proyectos de gran 
importancia para los cambios de las mujeres y del conjunto 
de la población. Las cotacacheñas dirigieron acciones para 
eliminar algunas brechas de género y alcanzar mejores nive-
les de vida y participación para ellas y para todos. Debido a 
que no se las ve “encerradas” en sus temas, sino asumiendo 
posiciones sobre los temas colectivos y los propios, se las 
reconoce como autoras del proceso.
A nivel político, las mujeres elevaron su participación 
como autoridades electas, incluyendo concejalas indígenas y 
afro, e incrementado su liderazgo en los cabildos indígenas 
comunitarios, donde algunas llegaron incluso a ser presiden-
tas. Sin embargo, aún consideran que deben elevar su capaci-
dad de incidencia (interlocución, negociación y seguimiento) 
en la gestión local. 
En el período 2004-2008, se posicionaron los enfoques 
de género y generacional en la planificación-presupuestación 
participativa y en la evaluación de los procesos (2003). Lo-
graron la inclusión de la perspectiva de género en los progra-
mas de postalfabetización del Municipio (2006). Otros hitos 
fueron sus campañas cantonales de sensibilización sobre los 
derechos de las mujeres, la creación de la Escuela de Mujeres 
en la Gestión Pública y el apoyo al fortalecimiento de las 
lideresas locales en temas de gobernabilidad y gerencia. El 
municipio cuenta además con una Comisión de la Mujer y la 
Familia conformada por las concejalas. En 2008, acordaron la 
creación de una Unidad de Género en el municipio.
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Desde el 2004, las mujeres cumplieron ya varios ejercicios 
anuales de asignación de recursos sobre la base de su agen-
da. El Presupuesto Participativo mejoró las posibilidades de 
ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas y proyec-
tos del cantón, y las de la Coordinadora Cantonal de Mujeres. 
Desde estos aprendizajes, en 2007, la Coordinadora formuló 
▶  Gráfico 1. Estructura participativa de mujeres
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Fuente: CCMC / Plan Estratégico. Reelaboración de María Arboleda.
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participativamente el Plan Estratégico de Vida y Equidad para 
las Mujeres.
Como señala Santillana (2009), todos éstos fueron cam-
bios trascendentales para Cotacachi, donde la pobreza fue 
históricamente alta: en 2001 bordeaba el 75% y el 34% de 
la población vivía en extrema pobreza. El 75% de los ha-
bitantes del campo (indígenas, colonos mestizos y afros) 
atravesó, desde la mitad de los años ochenta, una profunda 
crisis productiva y una reprecarización del trabajo agrícola. 
No obstante, en la misma década, la vinculación al mercado 
provocó el despunte de los artesanos del cuero. Todo esto 
aceleró los procesos de diferenciación social al interior de las 
comunidades y, durante las últimas décadas, las altas tasas de 
emigración, especialmente hacia las floricultoras o la industria 
de la construcción en Quito. La mayoría de los/as migrantes 
son mujeres. 
El analfabetismo y la baja escolaridad (según el censo de 
2001, un alto porcentaje de población alcanzaba el cuarto 
grado de primaria), afectaron históricamente sobre todo a las 
mujeres rurales e indígenas. Según el censo, apenas un 8% 
de la población había cursado la escuela secundaria. Para el 
2000, el 44% de las mujeres de 15 años y más del área rural 
eran analfabetas; más de un tercio de las mujeres del campo 
no sabían leer ni escribir.31 El agua de consumo humano y 
de riego era históricamente escasa, especialmente para las 
comunidades rurales. Las demandas por este recurso, la de-
fensa de páramos, bosques, cuencas y otros ecosistemas, y el 
acceso a la educación y a la salud fueron temas de las luchas 
31 Datos tomados del Municipio de Cotacachi, Plan Cantonal de Salud de Co-
tacachi. Un proyecto de vida y desarrollo humano, “Mushuk Ali Kawsaiman-
ta”, MC-AUC-MSP, Cotacachi, CIS, sf., pág. 72.
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sociales en los últimos 20 años. Las movilizaciones indígenas 
lideradas por la Unión de Organizaciones Campesinas Indíge-
nas y Negras de Cotacachi (UNORCAC), levantaron una línea 
de fuerza contra el largo dominio urbano-mestizo del poder 
local, con el cual las 43 comunidades indígenas kichwas sos-
tenían frecuentes conflictos por graves prácticas de racismo 
y exclusión.
Los cambios fueron trascendentes e influyeron en otras es-
feras. Un estudio de Larrea (2004) sobre los gobiernos locales 
alternativos de Cotacachi, Cotopaxi y Guamote realizado en 
200532 encontró que, en la década transcurrida entre 1990 y 
2001, las dos primeras mostraron mejoras en la mayor parte 
de los indicadores de educación, salud y vivienda, entendidos 
como variables de “stock” o recursos disponibles para los ho-
gares. El autor asegura que los cambios son consistentes con 
las formas y duración de la gestión local: en Cotacachi, donde 
la municipalidad indígena tuvo continuidad y duración, to-
dos estos indicadores presentan un desempeño superior a la 
media nacional, particularmente con los avances que tienen 
que ver con el combate al analfabetismo y en la mejora de la 
salud, la vivienda y la infraestructura habitacional. Por encima 
de los efectos de la dolarización y de la crisis, en Cotacachi 
los indicadores locales sobre cambios en la pobreza e indi-
gencia sugieren, según Larrea, una moderada reducción. La 
tabla 1 compara los cambios observados en los indicadores 
sociales y de género entre 1990 y 2001, a nivel nacional y en 
Cotacachi.
32 El estudio se realizó en el marco del proyecto RIMISP-IEE. Larrea comparó 
los cambios nacionales versus los ocurridos en Cotopaxi, Cotacachi, y Gua-
mote sobre la base de indicadores de educación, salud, empleo, vivienda y 
pobreza tomados de los censos (1990 y 2001).
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▶  Tabla 1. Ubicación de los estudios de caso
Indicador Cambio 
1990-2001
Indicadores de género Cambios en Cotacachi vs. 
cambios nacionales
Porcentaje de alfabetismo 15 y más 
años.
2,5 Se reduce brecha a la mitad. Avances mayores en Cotacachi.
Escolaridad 24 y más años. 0,5 Se reduce brecha a la mitad. Avances mayores en Cotacachi.
Porcentaje de acceso a instrucción 
superior.
3,9 Se reduce brecha en más de la mitad. Cambios altos en Cotacachi.
Tasa neta asistencia primaria. -3,7 Ligera ventaja femenina se mantiene. Mejoras en Cotacachi rural.
Tasa de asistencia secundaria. 1,7 Ligera ventaja femenina se mantiene.
Mejoras superiores a la media 
nacional en Cotacachi.
Tasa neta asistencia superior. 1,8 Ligera ventaja femenina se amplía.
Cambios comparables a los 
nacionales.
Escolaridad de la PEA. 0,9 Ventaja femenina.
Cambios comparables a los 
nacionales.
Personal de salud por cada 10.000 habs. 6,8
Ventajas para las mujeres de mejor 
oferta en atención.
Cambios comparables a los 
nacionales.
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Indicador Cambio 
1990-2001
Indicadores de género Cambios en Cotacachi vs. 
cambios nacionales
Porcentaje de mujeres de la PEA. 4,1 Ventaja femenina se amplía.
Aumento mayor al nacional en 
Cotacachi.
Porcentaje de asalariados en la PEA. -0,6 Caída pronunciada en Cotacachi.
Porcentaje de manufacturas en la PEA. -0,9 Fuerte caída en Cotacachi.
Porcentaje de agricultura en la PEA. -4,3 Reducción en Cotacachi.
Porcentaje del sector público en la PEA. -3,0 Caída pronunciada en Cotacachi.
Porcentaje de asalariados 
en la agricultura.
-0,1 Reducción en Cotacachi.
Porcentaje de asalariados 
en la manufactura.
7,1
Cambios comparables a los de 
la Sierra.
Porcentaje de pobreza. -1,6 Oportunidades para las mujeres.* Mejora moderada en Cotacachi.
Porcentaje de indigencia. -0,2 Oportunidades para las mujeres.* Mejora moderada en Cotacachi.
Porcentaje de viviendas con agua 
potable.
9,6
Ventajas para las mujeres y sus 
familias.*
Mejoras comparables a la Sierra 
en Cotacachi.
▶  Tabla 1. continuación
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Indicador Cambio 
1990-2001
Indicadores de género Cambios en Cotacachi vs. 
cambios nacionales
Porcentaje de viviendas 
con alcantarillado.
8,3
Ventajas para las mujeres y sus 
familias.*
Mejoras comparables a la Sierra 
en Cotacachi.
Porcentaje de viviendas 
con electricidad.
11,8
Ventajas para las mujeres y sus 
familias.*
Mejoras superiores a nacional en 
Cotacachi.
Porcentaje de viviendas 
sin hacinamiento.
3,8
Ventajas para las mujeres y sus 
familias.*
Mejoras superiores a nacional en 
Cotacachi.
Porcentaje de viviendas 
con paredes adecuadas.
13,4
Ventajas para las mujeres y sus 
familias.*
Mejoras levemente superiores a 
nacional en Cotacachi.
Porcentajes de viviendas 
con piso adecuado.
-0,5
Ventajas para las mujeres y sus 
familias.*
Mejoras levemente superiores a 
nacional en Cotacachi.
Porcentaje de viviendas 
con SS.HH. exclusivo.
15,4
Ventajas para las mujeres y sus 
familias.*
Mejoras superiores a nacional en 
Cotacachi.
Fuente: INEC. Censos de 1990 y 2001. Elaboración de Carlos Larrea.
* Notas integradas por María Arboleda.
▶  Tabla 1. continuación
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Como señala Larrea (2004), las brechas educativas, es decir, 
la posición y condición de las mujeres respecto de los hom-
bres, se redujeron a la mitad (analfabetismo, escolaridad) o 
incluso más (acceso a educación superior). El ingreso de niñas 
rurales a la educación primaria y la participación de mujeres en 
la PEA creció más que a nivel nacional. A su vez, las mujeres 
mantuvieron su ventaja en nivel de escolaridad en compara-
ción con los hombres. Si bien el primer índice puede reflejar 
una emigración de varones, el segundo indicador refuerza la 
percepción de una sociedad donde las mujeres fortalecen su 
acceso a la educación. Asimismo, el porcentaje de viviendas 
con acceso al agua potable y al alcantarillado, tuvieron mejoras 
comparables a las del resto de la Sierra. Las viviendas con elec-
tricidad, servicio higiénico exclusivo y sin hacinamiento obtu-
vieron índices superiores al nacional. Todo ello, como se sabe, 
contribuye al bienestar de las mujeres y sus familias, a una 
mayor disposición de tiempo libre al tener agua en la vivienda 
y menor tiempo dedicado a los cuidados de la salud.
Otro estudio, realizado por el Observatorio de los Obje-
tivos del Milenio, encontró que, de los ocho objetivos, cinco 
habían obtenido logros relevantes para las mujeres en Cota-
cachi. Como se señaló anteriormente, mucho de ese éxito se 
logró gracias al propio trabajo de las mujeres. 
Desarrollo local desde y para las mujeres: 
el caso de Nabón33
Nabón cuenta hoy con una destacable estrategia de desa-
rrollo económico local de gran importancia para las mujeres. 
33 En el presente acápite seguimos a Herrera, S. (2009) Entre las Mujeres y el Go-
bierno Local, Estudio de Caso PRIGEPP-IDRC-IEE-Municipio de Nabón, Quito. 
280 | M. Arboleda, N. Carrión, S. Herrera y  A. Santillana 
Este enfoque estratégico es parte de una propuesta de desa-
rrollo local más amplia compuesta por un plan cantonal de 
desarrollo local que articula las demandas de la población 
con la inversión municipal a través de un presupuesto parti-
cipativo. Su línea maestra fue el desarrollo de una propuesta 
que va de la seguridad alimentaria a la asociatividad. Se inicia 
con el montaje y la ampliación lenta pero progresiva de siste-
mas de riego parcelario (hoy son 3.000 las familias que se be-
nefician de la recuperación de canales y riego por aspersión), 
la recuperación de suelos y vegetación (se reforestaron 1.367 
hectáreas) y el fortalecimiento de las Unidades Agropecuarias 
de Producción Familiar (UAPF). Al mismo tiempo, continúa 
con la promoción de asociaciones y cooperativas de servi-
cios, producción y comercialización (para el revestimiento de 
canales de riego, viveros para la forestación, las asociacio-
nes de frutilleros, artesanías, cuyes y lácteos). Y finalmente, 
fortalece un programa de crédito de gran dinamismo y efi-
ciencia, sin garantías, que creó 85 cajas comunales, casi una 
por comunidad, donde las mujeres constituyen el 56% de las 
directivas, son el 60% de los beneficiarios del riego y de las 
socias de cooperativas y cajas –todo con la asistencia técnica 
e impulso del municipio en alianza con la Cooperativa Jardin 
Azuayo y el Proyecto Nabón–.
Debido a la marginación y al racismo estructural, la falta 
del Estado y políticas públicas efectivas, el modelo de desa-
rrollo en el cantón se caracteriza por la emigración de los 
varones y una actividad agrícola en muchos casos llevada a 
cabo por mujeres solas con pocos recursos productivos. En 
ese contexto, los sistemas de riego basados en reservorios y 
distribución familiar, fueron pedidos por ellas para contar con 
agua en la parcela. Esto les permitió invertir menos esfuer-
zos para regar (antes debían invertir hasta 8 horas, hoy sólo 
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abren la canilla), aumentar la productividad de su trabajo y 
del suelo, porque pueden sembrar hasta tres veces al año, 
recomponer sus ingresos y ganar tiempo libre. Este cambio 
se combina con el impulso de organización, capacitación y 
participación que, si bien se enfoca en el ámbito productivo, 
amplía las esferas de participación y representación de las 
mujeres.
Unda y Jácome (2006) documentaron la mejora de las 
condiciones productivas de las mujeres, la visibilización de 
su trabajo en las distintas asociaciones, los avances en su 
autovaloración, la optimización de su calificación técnica y 
el reposicionamiento de las comunidades en el ámbito pro-
ductivo. Pero, sobre todo, dieron cuenta del mejoramiento de 
su situación en comparación con los hombres y sus familias, 
gracias a una mayor autonomía económica. Los ingresos eco-
nómicos de las mujeres solas se multiplicaron en un 276%, y 
de las parejas, en un 123%. Los datos muestran también una 
mejor estructuración de la bolsa de ingresos familiares debi-
do al incremento de los ingresos agrícolas y extra-agrícolas y 
a una menor dependencia de aquellos que provienen de la 
migración temporal, los cuales son indicios de procesos de 
autocentramiento productivo.
Como señala Herrera (2009), si la estrategia de desarrollo 
económico fue fundamental para mejorar las condiciones de 
vida de las mujeres, igual importancia tuvo reconocer sus 
roles en el mantenimiento y la reproducción de los procesos 
productivos. Así, la esfera “pública productiva” aparece como 
propia también de las mujeres, y éstas están siempre asocia-
das al tema reproductivo. Aunque la feminización del campo 
y la sobrecarga laboral de las mujeres siguen siendo un pro-
blema, ellas cuentan hoy con redes de servicios y condiciones 
que las ayudan. La ausencia del Estado (vías y servicios, entre 
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otros) que dificultaba sus vidas, su movilización y les restaba 
oportunidades, se encuentra en pleno proceso de cambio, a 
partir de las inversiones municipales gracias a las cuales Na-
bón tiene hoy una red vial y de servicios que cubren el 90% 
de la población. Si las condiciones de extrema pobreza y la 
falta de opciones de desarrollo económico provocaban emi-
gración masculina y recarga laboral femenina, otro indicador 
señalado por Unda y Jácome es la mayor permanencia de 
varones (esposos, hijos, hermanos) en la zona.
Todo ello fue posible porque, en un contexto de fuerte 
presión social y política por parte del movimiento indíge-
na ecuatoriano, la alcaldesa electa en el año 2000 –quien 
es parte de la expresión política del movimiento, el partido 
Pachakutic– impulsó las propuestas de democracia partici-
pativa y desarrollo local enfocadas en combatir la desigual-
dad e inequidad, empoderar a las comunidades de base y 
ampliar las esferas de participación política. Aunque la es-
trategia productiva fue gestada por un proyecto de la coope-
ración suiza, el Proyecto Nabón, ésta fue permeada por las 
propuestas organizativas y políticas que la alcaldesa impulsó 
y, en conjunto, se planteó superar la coyuntura y los logros 
episódicos o de pequeña cobertura en el combate a la po-
breza. Así, decidieron: a) territorializar las intervenciones a 
escala del municipio; b) asegurar sinergias articulándolas al 
conjunto de acciones en el territorio; c) potenciar la actoría 
de los sujetos sociales con mecanismos participativos de toma 
de decisiones y rendición de cuentas; y d) democratizar una 
institucionalidad articuladora y motivadora, en este caso, el 
municipio.34
34 Según Herrera, aunque los técnicos y la misma alcaldesa no lo reconocen 
de esta forma, en este proceso de transformación y democratización ins-
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En la asamblea anual se ven muchos rostros femeninos, 
entre ellos, los de las delegadas indígenas de las comunida-
des alto andinas que antes no tenían presencia ni voz en las 
decisiones públicas. Su proceso de presupuesto participativo 
(PP) parece ser el más deliberativo del Ecuador: anualmente, 
mujeres y hombres planifican en un ritmo cíclico que se en-
trama de un año a otro con una visión de largo plazo. Esta 
planificación “desciende” a las parroquias y las comunidades 
de base que definen sus necesidades, en torno a ejes de de-
sarrollo establecidos por todos y todas en el Plan Cantonal.
Finalmente, sus propuestas pasan a la asamblea ciudadana.
 El presupuesto participativo (PP) en Nabón es una estruc-
tura que multiplica y abre las esferas públicas. En el proceso, 
afirma Herrera (2009), se estima que la participación de las 
mujeres alcanza el 60%. Dos factores discriminan positiva-
mente la asignación de recursos a su favor, el primero es el 
diagnóstico sobre la condición de las mujeres en el Plan de 
Desarrollo Cantonal, traducido a ejes y acciones. El segundo 
es una fórmula por la cual, del 90% del presupuesto munici-
pal destinado a inversión, cada zona recibe igualitariamente 
un 15%; un 40% se distribuye según características de la po-
blación (60% según tamaño; 10% según índice de feminidad; 
10% según número de jefaturas de hogar; 10% según índice 
de envejecimiento, y 10% según porcentaje de niños que tra-
bajan y no estudian). Un 25% se asigna según los índices de 
pobreza por necesidades básicas insatisfechas (NBI) y el 20% 
final por el buen manejo del territorio y el ambiente.
titucional, el municipio es tomado por el “movimiento” y deviene en actor 
político del proceso cantonal. Es decir, el municipio no sólo se moderniza, 
sino que sus directivos y técnicos ocupan, sin debilitar el espacio de las 
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▶  Tabla 2. Incremento del ingreso monetario agropecuario anual
Incremento del ingreso monetario agropecuario anual
Tipología ingreso 
monetario






Total muestra 52 dólares/año 146 dólares/año 181%
Mujeres solas (60% de la 
muestra)
29 dólares/año 109 dólares/año 276%
Parejas (40% de la muestra) 87 dólares/año 194 dólares/año 123%
Indígenas (45% de la muestra 40 dólares/año 137 dólares/año 211%
Fuente: Del clientelismo político a la participación ciudadana, 2006, elaboración de Rene Unda y Rosario Jácome
Tomado del Estudio de Caso sobre Nabón, Stalin Herrera, 2008.
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▶  Tabla 3. Posicionamiento del ingreso agropecuario
Posicionamiento del ingreso agropecuario
Antes de la intervención % Con la intervención %
1. Migración 60 % 1. Agricultura 29 %
2. Ganadería 24 % 2. Ganadería 25 %
3. Agricultura 12 % 3. Migración 23 %
4. Extra-agrícola 4 % 4. Extra-agrícola 16 %
4. 1. Viveros 7 %
Total de puntos 100% 100 %
Fuente: El Proyecto Nabón: de lo sectorial agropecuario al desarrollo local, 2005.
Elaboración: Proyecto Nabón. Tomado del Estudio de Caso sobre Nabón, Stalin Herrera, 2008.
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Según Herrera, aunque las mujeres reconocen la impor-
tancia política del PP y testimonian que “ahora tenemos voz 
y sabemos cuánto tenemos”, los espacios participativos aún 
están dominados por la palabra masculina y técnica. Si bien 
desde las estructuras de reproducción comunitaria hasta la 
dirección del municipio, hay una gran presencia de las mu-
jeres en todos los espacios de decisión, el proceso carece de 
organizaciones propias de mujeres. Esta característica puede 
▶ Gráfico 2. Estructura del sistema de planificacion cantonal
















Planiﬁcación Estratégica Cantonal1 año
Planes parroquiales 
y comunales
Fuente: Municipalidad de Nabón. 2006, en Herrera, 2009.
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haber sido reforzada por el mismo proyecto, en tanto no 
se adoptó una estrategia de promoción de la organización 
de las mujeres ni el reconocimiento de éstas como sujetas 
políticas. La definición de agendas de planificación estuvie-
ron vinculadas a una herramienta técnica que las reconoce 
como sujetas productivas y de inclusión social. Se introdu-
cen políticas, obras y servicios de gran relevancia, pero uno 
de los interrogantes sobre la sostenibilidad del proceso tiene 
que ver con la debilidad de las actorías femeninas, tan cen-
trales en él. 
Los cambios reseñados han devuelto la esperanza a Na-
bón, un municipio rural, en el cual el 93% de la población 
vive en el campo con muy altos índices de pobreza y extre-
ma pobreza, –el 92,6% y el 76,4% respectivamente, y 26% de 
población indígena–. Se caracteriza por expulsar fuerza de 
trabajo (el índice de migración temporal es de un 80%) y por 
un largo proceso de feminización (el índice de feminidad es 
118 mujeres por cada 100 hombres, uno de los más altos del 
país). Situado en un macizo montañoso de suelos pobres, 
erosionados y de altas pendientes, la jerarquización de in-
dios, mestizos y blancos, segregó espacialmente las comunas 
y cabildos indígenas en territorios aislados y parroquias asen-
tadas en las zonas altas con tierras de poco valor productivo 
(Herrera, 2009). 
Postergada por siglos y mantenida al margen de los proce-
sos de modernización del Estado, según Herrera, hasta finales 
de los años ochenta Nabón no tenía vías hacia las comuni-
dades indígenas y apenas contaba con cuatro escuelas. La 
construcción de sentidos de pertenencia condujo a su decla-
ración como municipio. Las mujeres fueron centrales en el 
proceso de expansión del Estado mientras que, en las obras 
públicas, los indígenas eran históricamente la principal fuerza 
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de trabajo no pagada a través de las mingas.35 Para el año 
2000, el nuevo municipio era una típica institución gamonal36 
y clientelar que reproducía el colonialismo interno heredado 
de la hacienda. Los alcaldes, hombres mestizos de la “bur-
guesía nabonence”, montaron el municipio sobre relaciones 
clientelares y patrimonialistas codificadas étnicamente. En la 
última década las mujeres no sólo se destacaron en el muni-
cipio sino que se convirtieron en las autoridades públicas más 
importantes de los diferentes poderes del Estado (Arboleda 
y Borja, 2003). 
La elección de la alcaldesa en el 2000 creó condiciones 
para el desarrollo de un nuevo tipo de gobernanza, reestable-
cer los lazos al interior de la sociedad y entre la sociedad y el 
gobierno local, con la perspectiva de posicionar un horizonte 
de cambios. Hoy, según los hallazgos de Herrera (2009) que 
se reseñan a continuación, Nabón cuenta con un proceso de 
35 Las comunidades andinas en Ecuador se organizan sobre la base de re-
laciones de complementariedad y reciprocidad, control de la diversidad 
ecológica y una elaborada interpenetración social de los procesos produc-
tivos y de intercambio. Instituciones, prácticas y ritos refuerzan las relacio-
nes sociales: la “minga” (trabajo comunitario), los intercambios de bienes 
y servicios, el sistema de “turnos” en los cargos festivos, el compadrazgo 
o parentesco ritual, articulan compromisos y alianzas con la finalidad de 
ampliar las relaciones de solidaridad-reciprocidad. El poder se difumina 
en una trama de alianzas familiares y grupales. En la zona indígena de Na-
bón, instituciones como la minga para trabajos comunitarios tienen abso-
luta vigencia y, en el plano familiar, el “randimpla” o cambia manos sigue 
siendo la base de las jornadas agrícolas de siembra, deshierbe y cosecha 
como mecanismo para suplir la ausencia de fuerza de trabajo permanente 
y la imposibilidad de pagar jornales como en el mundo mestizo (Vallejo, 
2002; OFIS, 2001; citados en Borja et al., 2003). 
36 “El gamonalismo es una forma de poder político local rural, resultante de 
la vigencia de una estructura estamental o de castas en la que se ha “na-
turalizado” la dominación étnica. Su sustento son las sociedades rurales 
en las que hay subordinación campesina por el predominio de sistemas 
agrarios en los que impera la gran propiedad” (Ibarra, 2002).
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alta complejidad, eficiencia social, capacidad para solucionar 
problemas estructurales de la sociedad local y mejorar la po-
sición de las mujeres:
■  Si en el año 2000 había una sociedad segmentada y estra-
tificada étnicamente, hoy los/as indígenas se sienten due-
ños y dueñas de la experiencia, y aunque el racismo no se 
ha eliminado, se percibe más respeto que antes.
■  Si la población vivía en condiciones de extrema pobreza 
y no existían opciones de desarrollo económico más allá 
de la migración y la recarga laboral de las mujeres, hoy 
Nabón logró incrementar en un 270% la productividad del 
trabajo de las mujeres solas y reposicionó los ingresos 
agrícolas (pasaron de 12 a 24%) sobre los migratorios (que 
disminuyeron de 60 a 16%). La migración temporal se re-
dujo. 
■  Si la marginalidad y las diferencias territoriales ubicaban a 
este municipio en los últimos índices de la provincia, hoy 
tiene una red vial y de servicios que cubren al 90% de la 
población.
■  Aunque la feminización del campo y la sobrecarga laboral 
de las mujeres siguen siendo un problema, ellas ya cuen-
tan con redes de servicios y condiciones que las ayudan a 
liberar tiempo para sus familias.
■  Si las relaciones clientelares, el gamonalismo y la corrup-
ción eran característicos de la administración municipal, 
hoy tiene uno de los más altos índices de gestión munici-
pal, el cuarto de la provincia del Azuay.
Los resultados para las mujeres van más allá de una me-
jora en sus condiciones materiales de reproducción o en los 
servicios sociales. En Nabón hay un proceso que, sin procla-
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marse de género o feminista, promueve mejoras importantes 
para la vida de las mujeres, incluyendo una amplia represen-
tación en los espacios de dirección y participación. Es impor-
tante destacar que la participación es un proceso territorial, 
las mujeres están presentes en las asambleas comunitarias y 
ciudadanas, son parte de las organizaciones y asociaciones 
productivas, lideran el 60% de las cajas de ahorro, buena par-
te de los puestos técnicos del municipio, o creados por éste, 
son dirigidos por mujeres; participan en las juntas promejoras 
y parroquiales, como jefas políticas, entre otros cargos. En 
cierta forma, ellas lograron una nueva subjetividad que las 
revaloriza y mejora su posición frente a la sociedad y a los 
hombres.
Mujeres y negritud en Esmeraldas37
Esmeraldas, territorio de vida de la más importante diás-
pora africana en Ecuador,38 es un municipio afectado por 
niveles de pobreza cercanos al 87%, convertido en espacio 
subalterno y periférico por el racismo secular del Estado a lo 
largo de doscientos años (Fernández-Rasines, 2001). 
Antes de la intervención que analizamos en este estudio 
de caso, era un municipio absolutamente abandonado pese 
a cumplir roles agroexportadores decisivos para la economía 
nacional: estuvo vinculado al mercado internacional durante 
37 En este acápite seguimos a Arboleda, M. (2009) Estudio de Caso sobre Es-
meraldas, PRIGEPP/FLACSO Argentina-IDRC-IEE, Quito.
38 Diáspora africana: colectivos descendientes del exilio africano forzoso a 
las Américas provocado por el sistema esclavista a partir del siglo XVI. Gran 
parte de los esclavos que llegaron a la Real Audiencia de Quito eran lati-
nies, esto es, habían crecido en las metrópolis o en las colonias (Paloma 
Fernández Rasines, 2001). 
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todo el siglo XX con productos como caucho, tagua y banano, 
portuarios y petroquímicos. El enclave estatal de refinación y 
exportación de petróleo instalado al borde del puerto en los 
años setenta, provocó un acelerado crecimiento de la ciudad 
con poblaciones de trabajadores migrantes que levantaron nu-
merosos asentamientos precarios, además de ser contaminada 
químicamente con frecuentes derrames de petróleo y com-
bustibles, y con la lluvia ácida que emana de la refinería. De 
acuerdo con FUNDAMYF (2001), debido a estos factores, al 
secular racismo y al colapso de la gestión municipal, siempre 
en manos de la elite blanco-mestiza, Esmeraldas se convirtió 
en un hábitat en la que se mezclaban la belleza del entorno 
biodiverso, un estratégico emplazamiento –la urbe se asienta 
sobre cinco cuencas hidrográficas articuladas a una zona ma-
rina– y una epidemiología social y ecológica en la que hasta 
el año 2000 “parecían concentrarse todos los desastres”,39 Sólo 
el racismo encarnado e institucionalizado en los territorios pe-
riféricos para la Nación de Esmeraldas, como señala Paloma 
Fernández-Rasines,40 podría explicar tales fenómenos.
En 10 años de gestión, el alcalde afrodescendiente Ernes-
to Estupiñán, ex sindicalista de la refinería de derivados de 
petróleos, promovió un cambio cultural de administración y 
gestión basado en el servicio público, el primado del Estado 
local y la vindicación de la negritud. Para modificar la exclu-
sión de la población afro de la política, introdujo una instan-
cia participativa, la Asamblea Ciudadana por el Cambio, in-
tensa y larga interfase deliberativa entre sociedad y gobierno 
local, que durante dos años y medio perfiló la plataforma de 
39 FUNDAMYF (2001), Diagnóstico GeoEsmeraldas, Esmeraldas. 2000. FUNDA-
MYF (2001) Plan Estratégico de Desarrollo del Municipio, Esmeraldas. 
40 Fernández Rasines, Paloma, 2001. 
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políticas públicas. Su resultado fue un plan estratégico que 
guió a la administración. 
Los asuntos de género y de las mujeres cobraron inicial-
mente una especial significación en la Asamblea a través de 
los mandatos de la Mesa de Mujeres y de su Agenda. La Mesa, 
introducida por el equipo técnico-político que organizó la 
Asamblea Ciudadana, fue posible gracias a un pedido de 
paridad para las delegaciones. Se trataba de un asunto de 
“justicia”: la autoorganización de las esmeraldeñas creció no-
tablemente en la década de 1990, muchas afroesmeraldeñas 
son lideresas urbanas o rurales y, en el marco de su cultura 
y cosmovisión, todas ellas son mediadoras espirituales y ejes 
materiales en sus familias. A la convocatoria llegaron alrede-
dor de 300 mujeres (el 30% del total). Desde la Mesa, lograron 
incluir la mayoría de sus demandas en el Plan. De este modo, 
sentaron las bases de las políticas públicas relevantes para 
ellas. 
A la fecha de realización del estudio de caso, y luego 
de 10 años de gobierno local alternativo, la mayoría de las 
demandas de la Mesa de Mujeres se encontraba en proceso 
de cumplimiento. Los programas para enfrentar la degrada-
ción del hábitat urbano, solicitados por ellas en primer lugar, 
tenían notables realizaciones. La ciudad estaba limpia, libre 
de desperdicios y aguas servidas, “tenía otra cara” gracias a 
la política participativa de regeneración urbana, instalación 
de alcantarillado, recolección, reciclaje y manejo de basura, 
construcción de espacios y mobiliarios públicos, asfaltado de 
vías y caminos, reforestación de laderas, descontaminación 
de hábitats degradados y rediseño participativo de barrios 
marginales. Numerosas mujeres y hombres afirmaron que Es-
meraldas había “dejado de ser el basurero, el muladar, deja-
mos de estar ahogadas en basura y aguas servidas, con su 
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gente afectada por enfermedades elementales pero que mi-
nan las posibilidades de trabajo y de vida”.41
El programa de salud era una de las grandes innovacio-
nes del municipio. Montado virtualmente desde la nada, con 
apoyo de médicos cubanos, para 2010 realizaba alrededor 
de 16.000 prestaciones al año en las áreas de medicina ge-
neral, ginecología, pediatría, odontología, rehabilitación, dia-
betología, traumatología y obstetricia, así como prevención, 
detección y atención de VIH-Sida. Entre los/as usuarios/as, al 
menos el 60% eran mujeres. El programa contó también con 
el apoyo de hospitales nacionales, cubanos y venezolanos, 
gracias a los cuales logró ejecutar intervenciones de salud 
como, por ejemplo, operaciones delicadas, con un escaso 
costo. Revisadas, la mayor parte de las prestaciones atendían 
asuntos de salud reproductiva (mujeres embarazadas, madres 
y sus infantes). Este sistema fue luego la base del Consejo 
Cantonal de Salud que integró a los actores sociales con los 
prestadores de salud y definió el Plan Cantonal de Salud. 
Otra política que ganó importancia fue la de garantizar a 
las mujeres la titularidad a su nombre de la tierra o vivienda 
en barrios de invasión o asentamientos informales. Se logró 
al recuperarse la historia de los asentamientos y al visibilizar 
el rol de las mujeres en su gestación, protegiéndolas frente 
a los intentos de adueñarse de la propiedad por parte de 
sus parejas o de extraños. Además, se establecieron formas 
de pago sumamente accesibles para ellas, ya que casi todas 
se encuentran en situación de pobeza e indigencia. Hasta la 
fecha, alrededor de un 60% de mujeres se convirtieron en be-
neficiarias de la titularidad, mientras los programas de rege-
41 Entrevistas para el Estudio de Caso sobre Esmeraldas, IEE-FLACSO Argenti-
na / IDRC, 2008.
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neración urbana, que diseñaban participativamente la mejora 
y la consolidación de los barrios en riesgo y degradados, las 
apoyaban para la obtención del bono estatal de vivienda. 




























Fuente: Arboleda, M. y J. Rodríguez (2007) Estudio de Caso: Esmeraldas: las mujeres en 
el prisma de los derechos y la representación en la recuperación de la ciudad colapsada, 
documento borrador, IDRC/ PRIGEPP-FLACSO ARGENTINA, Ecuador.
Con el apoyo de la Fundación Mujer y Familia (FUNDA-
MYF), el municipio sostenía un programa de crédito para 
microemprendimientos que permitió a numerosas mujeres 
crear y hacer crecer pequeños negocios urbanos (tiendas, 
artesanías, producción de ropa) y rurales (huertos, cría de 
animales) con un enfoque que contribuía a mejorar sus pla-
taformas productivas y de comercialización, al mismo tiempo 
que sus habilidades de liderazgo y su organización. 
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Obras como éstas sólo fueron posibles gracias a un inten-
so y tenaz trabajo de recuperación de una institución muni-
cipal caída en una degradación extrema hacia el año 2000. 
Los déficits de alcantarillado y de las redes de evacuación 
eran tan grandes que numerosos barrios se inundaban con 
riachuelos de aguas servidas. A fines de los años noventa, el 
municipio recogía apenas el 21% del total de la basura que 
generaba, los demás desechos se derramaban en veredas, ca-
lles y espacios vacantes. Esmeraldas era una ciudad inunda-
da en basura, aguas estancadas y contaminadas, y con altos 
déficits de espacios y servicios públicos. La imprevisión, el 
descuido, el clientelismo y la ineficiencia eran tan dominantes 
como la corrupción. El robo y el deterioro de los recursos 
públicos llegaron a límites pocas veces vistos. 
La inclusión de mujeres como autoridades electas en el ni-
vel ejecutivo local y designadas en la administración, fueron 
parte central de los cambios en el ámbito institucional: además 
de la vicealcaldesa y de algunas concejalas, todas ellas autori-
dades electas, por primera vez un 60% de mujeres accedió a la 
administración en cargos relevantes de poder (la mayoría afilia-
das al partido del alcalde, Movimiento Popular Democrático). 
Junto a todo ello, una política cultural de recuperación de 
la negritud informó y cruzó todas las acciones municipales. 
Aunque sin un enfoque de género, diversos programas que 
integran la política (festivales, o el carnaval, que alcanza ya 
una dimensión continental y asocia eventos de comida, dan-
za, música, poesía y deportes), han puesto en valor el bagaje 
cultural afro y han fortalecido también la autoestima del pue-
blo afroesmeraldeño, afectado por el racismo y la exclusión. 
Las mujeres participan en estos programas culturales como 
sustentadoras de prácticas culturales, artísticas y espirituales, 
que sin un enfoque de género pueden derivar en folclorismo. 
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Sin embargo, todo ello –dando la vuelta a muchos procesos 
de despojo y de deculturación impuestos con el esclavismo– 
tiene relevancia simbólica, cultural y política en Esmeraldas, 
territorio de vida de la más importante diáspora africana en 
Ecuador, afectada por niveles de pobreza cercanos al 87%, 
convertida en espacio subalterno y periférico por el racismo 
y el abandono seculares (Fernández-Rasines, 2001). 
Como política pública, los programas municipales de re-
colección de basura y de construcción de veredas, obras e 
infraestructuras urbanas, empleaban a la fecha un importante 
número de mujeres. 
En un balance realizado participativamente, las mujeres 
señalaron que aunque algunas de sus más importantes de-
mandas habían sido asumidas por la administración muni-
cipal, otras quedaban asumidas a medias, como el tema del 
combate a la violencia, o pendientes, como la aplicación de 
la Ley de Maternidad Gratuita. Algunas de ellas eran de gran 
importancia porque formaban parte de su agenda como mo-
vimiento. Esto se expresa en la tabla 4.
Un tema central para todas fue la clausura progresiva del 
proceso participativo amplio, en función de una captación 
del poder social por delegaciones afines al alcalde y a su par-
tido. En efecto, tras dos años de funcionamiento, la Asamblea 
por el Cambio se cerró. En 2006, el gobierno local realizó una 
“consulta urbana” que revisó temas ambientales y de sanea-
miento de la ciudad, pero fue un espacio restringido tanto en 
los contenidos como de la participación. El cierre de la Asam-
blea no sólo reintrodujo el déficit democrático en la ciudad, 
sino que ocasionó la pérdida –parcial o total– de los espacios 
de influencia de las organizaciones sociales y de mujeres no 
afines al partido de la alcaldía. Al preguntárseles, los repre-
sentantes del gobierno local señalaron haber adoptado una 
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lógica participativa de “relación directa” con las mujeres (y 
hombres) de los barrios. En este marco, fueron, sobre todo, 
las organizaciones de mujeres vinculadas al alcalde las que 
conservaron cierta capacidad de incidencia. 
▶  Tabla 4. Asamblea para el cambio de Esmeraldas/
Agencia de las mujeres




■ Atención a los 
problemas de salud 
de las mujeres.
■ Atención a los gra-




basura) pedidos por 
las mujeres.
■ Generación de fuen-
tes de trabajo de 
trabajo e ingresos.
■ Acceso al microcré-
dito.
■ Garantía de la pro-
piedad de la tierra y 
la vivienda.
■  Promoción del ac-
ceso de las mujeres 
a sitios de dirección.
■  Prevención y aten-
ción a la violencia.
■  Promoción del 
respeto y de los 
derechos de las 
mujeres.
■  Agua potable.
■  Promoción del acce-
so de las mujeres a 
sitios de representa-
ción.
■  Mejora de la capaci-
tación y formación 
de las mujeres.
■  Aplicación de la 
Ley de Maternidad 
Gratuita.
Fuente: elaboración de María Arboleda (2008).
De esta manera, Esmeraldas muestra un escenario de opor-
tunidades y riesgos, con mujeres lideresas sociales y políticas 
de gran fuerza, aunque no todas coparticipaban en el poder 
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local. En 2010, un grupo de mujeres de diversos países que 
compartieron y observaron la experiencia, dialogaron con el 
alcalde y preguntaron por el cierre del proceso participativo. La 
autoridad, sustentando un discurso sobre la necesidad de arti-
cular los temas de elementos centrales en sus políticas, se com-
prometió a retomar una estrategia de empoderamiento social 
y ciudadano de las mujeres como parte de la gestión local. No 
sabemos si este compromiso fue cumplido, sí es conocido que, 
en la visión de los grupos más tradicionales del partido del 
alcalde, de corte maoísta, se continúa considerando el feminis-
mo o la lucha por los derechos de las mujeres como temas no 
sustantivos frente a los “relevantes” como la lucha de clases.42 
En todo caso, quedó muy claro que el declive del proce-
so participativo causado por el cierre de la Asamblea por el 
Cambio y las tensiones relativas a los diferentes enfoques so-
bre los temas de género, impactaron en la construcción de las 
actorías de las mujeres. En el proceso se evidencian, además, 
déficits en la comprensión de los factores de vida y de poder 
de las mujeres afro como base para las nuevas políticas loca-
les. Por ejemplo, no se han valorado adecuadamente los roles 
sanadores diferenciados de ellas y ellos, y el potencial de las 
mujeres parteras en el bienestar de las madres y sus hijos, 
subsumidos como están los programas de salud en una lógica 
de medicalización occidentalizada. Tampoco se han asumido 
temas como el combate a la alta tasa de embarazo adolescen-
te, una de las mayores del país. O políticas para promover 
cambios de la economía del cuidado, mientras se conoce que 
numerosas mujeres afro dentro y fuera de Esmeraldas, tienen 
42 Con justicia hay que señalar que numerosas mujeres del partido del alcal-
de vienen levantando una línea de trabajo centrada en los derechos de las 
mujeres, actuando a nivel nacional y local.
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un involucramiento muy grande en trabajos domésticos, en 
gran medida precarios. 
Así, es posible decir que en Esmeraldas, una intervención 
de base local liderada por un partido que levantó las bande-
ras de la valoración de la negritud, el combate al apartheid 
y la exclusión, construyó bases de desarrollo y estableció lo 
que durante 200 años no habían logrado obtener del Estado 
nacional, gracias a la recuperación de los importantes roles 
del municipio como gobierno de la ciudad. Los enfoques en 
la negritud y lo espacial fueron dos ejes de sentido o isoto-
pías43 que al acercarse, posibilitaron una (re)configuración y 
revitalización de la identidad étnica y cultural afroesmeralde-
ña en los primeros años del proceso. 
Aunque muchas personas afirman que en Esmeraldas, gra-
cias a las innovaciones de la administración iniciada en 2000, 
se produjo “un cambio de página” cultural, social, político y 
de gestión (políticas e iniciativas en respuesta a demandas 
de mujeres, espacios de liberación y participación diseñados 
para ellas, entre otras), diversas voces aseguran que el pro-
ceso no fue adecuadamente sostenido y perdió en el camino 
algunos de sus más importantes objetivos de cambio. Entre 
ellos, objetivos de cambio sostenidos por las mujeres.
Cayambe: mujeres y Estado local44
Este caso sobresale por la importante capacidad de movi-
lización social de las mujeres y su apuesta por una participa-
43 Para Iñiguez (2005), “las isotopías son ejes de sentido determinantes al 
momento de analizar los procesos de construcción de las identidades”.
44 En este apartado seguimos a Carrión, N. (2009) Estudio de Caso sobre Ca-
yambe, PRIGEPP/FLACSO Argentina-IDRC-IEE, Quito.
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ción directa –sin mediación de partidos políticos, ni organi-
zaciones sociales mixtas– al instalar en el año 2001 un nuevo 
gobierno local que, impulsado por las organizaciones indíge-
nas y campesinas locales a través del Movimiento Plurinacio-
nal Pachakutik (MPP) y otros partidos de izquierda, proponía 
la participación ciudadana como base para un proceso de 
profundización de la democracia. Producto de esto, lograron 
instituir en el municipio el Consejo de las Mujeres (ConMu-
jer) que permitiría su participación organizada en la toma de 
decisiones y el acceso a los recursos públicos necesarios para 
una agenda de igualdad. En este caso se verificaron limitacio-
nes para concretar la agenda de las mujeres debido a la débil 
relación entre las actorías sociales y el alcalde electo.45
Al ser Cayambe zona de asiento de capitales colombo-
ecuatorianos vinculados a la producción y exportación de 
flores, las limitaciones de este proceso devienen de las estra-
tegias de “gobernabilidad” que privilegiaron la negociación 
con el empresariado florícola y no dieron tanta importancia 
al vínculo con los actores sociales e indígenas organizados. 
Todo ello se tradujo en obstáculos para la transición de un 
modelo de Estado local de tipo poscolonial a uno de demo-
cracia alternativa que procure equidad y justicia social.
45 Nancy Carrión reporta que la candidatura de Diego Bonifaz dividió a los 
movimientos sociales: su pertenencia aristócrata y su carácter de hacen-
dado; su tendencia socialdemócrata y su estrecha relación con el empre-
sariado florícola del cantón fueron las razones. Mientras algunos dirigentes 
indígenas sostenían que sus organizaciones no estaban listas para impul-
sar un candidato propio, Bonifaz se perfilaba como un elemento estraté-
gico para el diálogo y la negociación entre los sectores en conflicto: las 
organizaciones indígenas y el empresariado florícola. (Entrevista a César 
Pilataxi, diciembre de 2007, citado en Carrión, 2008). A la fecha del estudio 
cumplía su segundo período (2005-2009). Antes, fue presidente del Conse-
jo Municipal (1986 a 1988) y subsecretario de Desarrollo Rural en el Minis-
terio de Bienestar Social durante el gobierno de Rodrigo Borja (1988-2002).
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Activando una memoria de históricos procesos de movili-
zación y organización como pueblos indígenas con importan-
tes liderazgos femeninos, las mujeres se movilizaron y se ins-
talaron en repetidas ocasiones frente al municipio para lograr 
la ordenanza que les permitiría constituirse como Consejo de 
Mujeres de Cayambe (ConMujer). Sus integrantes iniciaron 
un trabajo intenso en las distintas comunidades del cantón, 
lo que posibilitó la realización de la I Asamblea Cantonal 
de Mujeres con 780 representantes del área rural y urbana. 
A partir de esta asamblea se desarrolló un proceso que, a 
través de varias líneas de trabajo, amplió la participación de 
las mujeres, especialmente indígenas, en la vida política y 
económica del cantón. 
El proceso que se produjo a partir del Plan de Desarrollo 
Cantonal en el 2001, las Asambleas Cantonales y la creación 
de entidades adscritas al municipio para promover la parti-
cipación de la sociedad,46 no logró una extensión de la go-
bernanza, pues la incidencia de los actores continuó limitada 
y sus decisiones sobre el desarrollo y el gobierno local no 
encontraron curso para una aplicación concreta. No hubo un 
presupuesto participativo real, pues algunas decisiones asam-
blearias sobre la distribución de presupuesto y la prioridad 
sobre algunos temas fueron cambiadas. Esto dejó poca clari-
dad respecto de los roles que le competen a la Asamblea y 
al municipio, y creó desconfianza sobre la voluntad política 
del alcalde de representar y defender las propuestas de la 
ciudadanía. 
46 El Pueblo Kayambi, (ConMujer), el Consejo de la Salud (ConSalud), el Consejo 
de la Niñez, el Consejo de la Juventud, el Consejo de Ambiente, la Empresa 
Municipal de Agua Potable y Alcantarillado de Cayambe (EMAPAC), la Escuela 
Municipal, y el Instituto Nacional de la Niñez y la Familia (INNFA)-Cayambe.
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El Plan de Desarrollo Cantonal de Cayambe, señala Ca-
rrión (2009), estableció como ejes principales de gobierno la 
gestión participativa, la dotación de servicios e infraestructu-
ra, en respuesta al crecimiento acelerado de la población, la 
descentralización de la salud y la creación del Consejo Can-
tonal de Salud, el medio ambiente, la producción y la comer-
cialización agrícola, la dotación de agua y riego, la seguridad 
ciudadana, la descentralización en turismo, el manejo de la 
basura, la interculturalidad y, finalmente, los deportes y la re-
creación. Sólo dos áreas incluyeron un enfoque de género: el 
programa de “sociedad, seguridad ciudadana y rehabilitación 
social”, estableció “ [que] cada organización se empeñe en la 
educación y concientización en la problemática de género”. 
Sin embargo, este programa no contempló fuente de finan-
ciamiento alguno ni estrategias de acción. El programa de 
salud, por otro lado, planteó el funcionamiento de un plan de 
maternidad gratuita en coordinación con el Consejo de Salud.
En los ocho años transcurridos, estos temas tuvieron me-
dianos y escasos avances, dejando muchos problemas sin re-
solver. Para el año 2010, menos de la mitad del cantón (el 
41,2%) recibía agua, aun cuando todas las florícolas de la 
zona tenían alta provisión del recurso, 8 litros frente de los 
0,26 litros. que recibían los pequeño productores en el área 
rural, cuya cobertura sólo alcanzaba al 22%. El Plan Cantonal 
estableció tarifas diferenciadas –residencial, productiva y ofi-
cial– para procurar equilibrio entre los/as usuarios/as, pero el 
municipio elevó los precios promedio para cubrir los costos 
que antes eran subsidiados. La cobertura de agua potable 
mejoró en aproximadamente 20 comunidades y centros po-
blados, y se crearon plantas de tratamiento que llegaron a 
cubrir siete comunidades. No obstante, las adjudicaciones en 
el área rural no toman en cuenta los usos tradicionales del 
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agua y las relaciones sociales, políticas y económicas que las 
comunidades establecen a través de ellos. La prioridad de 
otorgar el recurso al área urbana, en razón de su mayor po-
blación, significa el desconocimiento de las necesidades de la 
población rural, para la cual el agua es fundamental ya que 
viven de la agricultura. 
La participación femenina en las mingas y en el trabajo de 
cuidado del páramo, la limpieza de los reservorios y los cana-
les de agua es alta. Los montos que se establecen para el uso 
de canales de riego son generalmente cubiertos por las mu-
jeres a través de sus trabajos y la venta de animales menores. 
Sin embargo, su participación en la toma de decisiones sobre 
el manejo y el control del agua es muy limitada. 
Carrión resalta que las condiciones de salud en el cantón 
dejan mucho que desear, en especial si se contrastan con el 
crecimiento económico: altos niveles de desnutrición infantil 
(el 62,9% con desnutrición crónica, el 50,5% en el área urbana 
y el 68,5% en la zona rural) y mortalidad infantil lo corroboran 
(para el 2006, después de Pedro Moncayo, era el cantón con la 
tasa más alta de mortalidad infantil a nivel nacional). 
La insuficiencia de servicios y la contaminación por la flo-
ricultura (desechos químicos y plásticos) son asuntos sensi-
bles. Los pesticidas a los que todos/as los/as están expuestos/
as –a causa de los productos usados en las florícolas– causan 
afecciones a la salud que no son tomadas en cuenta por el 
sector público y privado: problemas estomacales debido al 
agua y alimentos contaminados, enfermedades respiratorias y 
de la piel, problemas de fertilidad, niños con malformaciones, 
entre otros. En el ámbito rural, estos padecimientos son más 
graves. Las pocas iniciativas públicas fueron neutralizadas por 
las empresas florícolas: el Consejo de la Salud (ConSalud) tie-
ne entre sus integrantes a un representante del sector florícola 
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(médico o técnico), lo que obstaculiza la posibilidad de visi-
bilizar las causas y realizar un tratamiento efectivo a los pro-
blemas de salud relacionados con la floricultura. Los servicios 
de salud que las empresas prestan son muy reducidos, sólo el 
5% de las empresas a nivel nacional atienden la salud ocupa-
cional de sus trabajadores, dentro del programa “La Flor del 
Ecuador” (Korovkin, 2004 y 2007, citado en Carrión, 2009).
Gran parte de la población indígena, dice la autora del es-
tudio sobre Cayambe, no utiliza los servicios de salud debido 
a que reciben malos tratos. Mujeres indígenas explicaron que, 
para tener suerte en el hospital, tenían que cuidar su peina-
do y su vestimenta, hacerse moño en lugar de trenza y usar 
pantalón en lugar de la falda que caracteriza su vestimenta 
indígena. Una de ellas recordaba que la última vez que fue al 
hospital, después de hacer una larga fila para obtener una cita 
médica, le negaron la atención diciéndole que no había más 
turnos disponibles, agregando “pero verá mijita, para que el 
doctor la atienda vendrá bien bañadita, peinadita, bien vesti-
dita” (Carrión, 2009). 
Las prácticas de discriminación son obstáculos para la 
conformación de redes sociales capaces de atender los pro-
blemas y las demandas de la población en general y de los 
sectores más vulnerables. Los Comités de Usuarias de la 
Ley de Maternidad Gratuita están en un proceso reciente de 
conformación, después de que anteriores intentos fracasa-
ron debido a que médicos/as y enfermeros/as rechazaron la 
participación de indígenas y campesinas, aduciendo que era 
necesaria una formación profesional.
La violencia de género es más compleja a partir de la par-
ticipación laboral de mujeres en la floricultura. En Cayambe 
no existen Comisarías de la Mujer y el único medio para pre-
sentar denuncias de violencia intrafamiliar era, hasta fines del 
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2007, el Centro de Atención a la Mujer y la Familia (CAMUFA), 
institución privada cuya intervención implicaba costos mone-
tarios para las usuarias, y carecía de un enfoque intercultural 
que facilitara el acceso de las mujeres indígenas a la justicia. 
Gracias a la presión del ConMujer, se creó en el municipio, en 
el año 2008, un Centro de Protección Integral e Intercultural 
a la Mujer y la Familia en Riesgo.47 Éste tuvo grandes dificul-
tades para iniciar su funcionamiento debido a retrasos en la 
asignación del presupuesto. El ConMujer tuvo que conseguir 
otros apoyos para articular una red de prevención y atención 
de la violencia de género con estrategias interculturales.
La situación de las mujeres en el cantón muestra, a jui-
cio de Carrión (2009), inequidad en el acceso a los recursos, 
grandes cargas laborales y escasas oportunidades de desarro-
llo en lo público. El modelo de desarrollo del cantón presenta 
efectos especialmente contradictorios para ellas, debido a la 
dualidad entre un modelo de sociedad poscolonial y otro 
atravesado por un proceso de modernización sostenido en la 
explotación racial, de clase y de género. 
La constitución del Consejo de la Mujer, como entidad 
adscrita al municipio con funcionamiento autónomo pero 
dependiente del presupuesto municipal, terminó siendo una 
herramienta de doble filo para el posicionamiento de las de-
mandas de género. Por un lado, permitió constituir redes so-
ciales, políticas y económicas que incluyen a un buen núme-
ro de mujeres –800 aproximadamente– capaces de activar un 
importante poder movilizador. Por el otro, la institucionalidad 
municipal en su conjunto se ha desentendido de los proble-
mas de género. 
47  El proyecto, a pesar de estar aprobado, no pudo ser puesto en marcha 
debido a retrasos en la asignación del presupuesto correspondiente.
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Para dar respuesta a las necesidades de las mujeres rura-
les, el ConMujer estableció en el 2003, y de acuerdo con el 
municipio, un plan operativo con prioridades en capacitación, 
participación, proyectos productivos y de comercialización y 
sensibilización sobre derechos de las mujeres. Sin embargo, 
las posibilidades que encontraron las mujeres para posicionar 
sus intereses también reforzaron los roles tradicionales feme-
ninos, extendiendo las responsabilidades y funciones asigna-
das a ellas hacia los espacios comunales y cantonales de la 
política. Así, el Consejo de las Mujeres se constituyó en una 
especie de gran madre del cantón, y se le delegó la adminis-
tración de la pobreza a través de programas para la genera-
ción de alternativas económicas que tienen que ser desarro-
llados con escasos recursos. Tras el cambio de autoridades en 
2009, el ConMujer vivió una situación de gran vulnerabilidad, 
pues llegó a ser representado por un concejal varón como 
presidente48 y algunas amenazas de recorte presupuestario y 
desalojo de sus oficinas provocaron inestabilidad y retrasos 
en su trabajo.
Una línea de trabajo exitosa fue la del programa de alfabe-
tización “Yo sí puedo”, desarrollado con apoyo del gobierno 
cubano. Hasta junio del 2008, alfabetizó a 3.852 personas, 
de las cuales 3.269 (el 85%) eran mujeres, en su mayoría 
adultas mayores de sectores rurales. Gracias a sus resultados, 
el cantón fue declarado libre de analfabetismo. La estrategia 
encajó con la historia de lucha de la población indígena de 
la Sierra por el acceso a la educación, pues Cayambe fue 
48 La presidencia del ConMujer, según lo establece sus estatutos, debe ser 
ocupada por un/una Consejal(a). Debido a que en las elecciones de 2009 
no resultó electa ninguna mujer, este cargo cayó sobre Aníbal Gordón, 
Concejal por el partido de gobierno, Alianza País.
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uno de los primeros sitios en donde dirigentas como Dolores 
Cacuango, con el apoyo de María Luisa Gómez de la Torre, 
implementaron escuelas para niños y niñas de las comunida-
des indígenas, constituyeron experiencias emblemáticas para 
un proceso que más tarde daría lugar al Sistema de Educación 
Intercultural Bilingüe del Estado ecuatoriano. 
Según Carrión, se puede decir que en este proceso se lo-
gró una ampliación de los derechos de ciudadanía de las mu-
jeres, pero también su maternalización. Si bien la constitución 
del ConMujer permitió a las mujeres construir una estructura 
organizativa con base social, especialmente en las zonas ru-
rales, también significó un límite para la construcción de un 
Estado local alternativo que, desde la visión y las prácticas 
políticas de las mujeres, desafíe su carácter patriarcal. Esto se 
debe a que, por un lado, además de los límites estructurales 
y culturales que las mujeres encontraron en el gobierno local, 
la sobrecarga de trabajo de la mayoría implica dificultades 
para su participación política en el sector público. A su vez, 
varios de los espacios en los que participan reproducen en el 
ámbito público los roles de género que históricamente se han 
asignado en el espacio doméstico. 
Por otro lado, las comunidades indígenas kayambis que 
han resistido a la lenta descomposición de sus bases materia-
les de vida y de sus culturas, mantienen el proyecto de consti-
tuirse como un autogobierno comunitario, con derecho a sus 
territorios y sus formas propias de autoridad y de justicia. En 
este contexto, la descentralización aparece como un proceso 
de disputa entre dos concepciones de Estado local que de 
alguna manera se interrelacionan mutuamente. Una concep-
ción está fundamentada en una democracia desde abajo que 
intenta inocular las lógicas de vida de las comunidades a la 
institucionalidad del gobierno local; y otra concepción está 
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adaptada a las dinámicas del mercado global, en una dinámi-
ca de desarrollo fundamentada en el crecimiento económico, 
atractiva por la generación de fuentes de trabajo para la ma-
yoría, aunque éste sea precario. 
Estas condiciones del cantón permiten entender que el 
gobierno local, que nació vinculado al Movimiento Plurina-
cional Pachakutik, se haya distanciado de los actores indí-
genas y de las mujeres, dando como resultado un deterioro 
del proceso de cambio. Tampoco es extraño que la dispu-
ta por el sentido del gobierno local y la transformación de 
las inequidades de género hayan implicado rutas separadas 
para mujeres de orígenes diferentes: hasta el 2000 que una 
fase participativa en el que prevalecían mujeres mestizas y, 
a partir de ese mismo año, otra donde prevalecían las mu-
jeres indígenas, revelando de nuevo la profundidad de las 
segmentaciones étnicas y de clase. A contrapelo, la inclusión 
de las obreras de las floricultoras, muchas de las cuales son 
indígenas, no ha tenido relevancia en ninguna de las dos fa-
ses. Como consecuencia de la evolución del sistema político 
y administrativo local, sobre la base de todas estas fragmen-
taciones, el ConMujer llegó a ser una instancia masiva, pero 
encerrada en sus espacios y temas, y, por lo tanto, limitada 
para efectivizar su apuesta por transformar las inequidades de 
género, clase y etnia que afectan principalmente a las mujeres 
indígenas y campesinas del cantón. Con todo, el proceso que 
las mujeres desarrollaron alrededor de su constitución signifi-
có confrontar la política local tradicional, en tanto reivindicó 
como necesaria la existencia de mujeres –principalmente in-
dígenas– organizadas autónomamente para la radicalización 
de la democracia.
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Mujeres: presentación, autoridad y hegemonías
Aunque numerosas asambleas fueron capturadas por el 
ethos instrumental de las tecnologías de planificación y las 
ingenierías de modernización, en su ontología originaria, los 
procesos asamblearios locales y nacionales, aparecidos en los 
últimos años en el Ecuador, poseen una clara intencionalidad 
de romper la exclusión en torno a los circuitos de decisión.
Asamblea, aquí, casi es sinónimo de participación. ¿Se 
puede hablar de una ecología de la participación en estos 
procesos asamblearios locales en un sentido de encadena-
mientos de poderes? Y, de ser así, ¿cómo ocurren estos enca-
denamientos entre mujeres y con otros actores en los casos 
estudiados? Tradicionalmente, la tematización de las mujeres 
como actoras políticas se planteó sobre la base de un troquel 
tradicional y masculino, orientado al logro de la organiza-
ción y la representación, vale decir, en torno a una estructura 
y una voz: una estructura que otorga poder al número, la 
organización, y una voz que da legitimidad a la canalización 
de intereses colectivos, la representación.
Mientras organización y representación fueron las moda-
lidades tradicionales de participación en las arenas públicas, 
en estos procesos emerge lo que podría ser un primer mo-
mento de construcción de actorías a partir de la presentación. 
Las asambleas, paradigma de los procesos de descentraliza-
ción de facto en Ecuador, se autoconstituyen sobre la base del 
deseo de los ciudadanos y las ciudadanas de codecidir en la 
construcción de la política, proceso del cual no sólo están lar-
gamente excluidos, sino también negados en su sexo, etnia, 
raza, clase, en sus malestares y bienestares, en sus diversas 
condiciones que se alejan del modelo y los convierten en 
“paranormales”.
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La presentación es la dinámica política emblemática que 
utilizan los actores sociales (a partir de 1990) para realizar le-
vantamientos –sobre todo indígenas– en las calles, las plazas 
y las iglesias de Quito. Miles de personas, hombres y muje-
res de todas las edades y circunstancias, pueblos y naciona-
lidades étnicas negadas, fueron a convivir con los sectores 
“urbanos” en una movilización donde los sujetos y sujetas 
comían, caminaban, hablaban, gritaban, amamantaban, bai-
laban, dormían y, desde luego, volvían a levantarse cada día 
para impugnar su exclusión, en la calle, a partir de sí mismos 
y del colectivo con el que se identificaban. 
La presentación fue también una tónica de las mujeres, 
menos masiva, pero presentación al fin, a lo largo de los 
años ochenta y noventa. Se volvió masiva en el 2003, cuando 
ellas fueron mayoría absoluta de quienes –cada día durante 
más de dos meses– tomaban Quito en gestas de protesta y 
creatividad que concluyeron con la caída de un presidente. 
Antes y después de ese año, las mujeres se presentaron en los 
espacios asamblearios y en procesos locales participativos, 
muchas veces aun antes de contar con una estructura y de 
haber organizado, como se exige, su voz. 
Esta capacidad de las asambleas para posibilitar, en el es-
cenario del poder, la presentación de los y las excluidas expli-
ca fenómenos como las masivas 22 asambleas que el gobier-
no local de Esmeraldas sostuvo durante casi dos años desde 
su inicio. Éstas colocaron al pueblo afro en la centralidad de 
los debates e hicieron factible la constitución de una Mesa 
de Mujeres donde participaban regularmente 300 delegadas. 
Desde el año 2000, cuando se inició la gestión participativa, 
las sucesivas asambleas de Nabón reúnen a hombres y mu-
jeres un mes cada año. Las masivas audiencias de Cotacachi, 
asambleas realizadas ya hace más de 14 años, son procesos 
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deliberativos que no tienen parangón en el país. La creación 
del ConMujer, llevó al proceso de Cayambe a un colectivo en 
el que participan entre 600 y 800 mujeres.
La conceptualización territorial-cultural que permite visibi-
lizar, por ejemplo en Cotacachi, a las mujeres andinas indíge-
nas, a las urbanas mestizas, a las mestizas campesinas (Intag) 
y a las afrocotacacheñas (Manduriacos), tiene que ver con la 
presentación: lo territorial, lo cultural y el género sumados 
como definidores en una arena política de resimbolización de 
la equidad y la igualdad. Pero también de interacción y deba-
te entre los discursos. La presentación de las mujeres alcanza, 
en todos estos procesos, una gran fuerza política y simbólica 
por su masividad, pero también por su inteligencia o no, para 
ingresar en el circuito del poder donde tendrán que recurrir a 
la organización, a la presentación y a la representación –unas 
y otras tanto como sean necesarias– en los juegos que tienen 
que ver con la formación de hegemonías, necesarias al lide-
razgo y a la conducción de los procesos.
Mouffe (1996), afirma que aunque al interior de proce-
sos de articulación de actores sociales de modelo arco iris,49 
se gestan y se comparten valores ético-políticos, la necesa-
ria construcción de hegemonías implica la subordinación de 
ciertos discursos y visiones que sostienen lealtades y contra-
poderes como una de “las formas en que se transforman o 
se resignifican las subordinaciones y exclusiones”. Construir 
49 Véase el artículo de Mouffe, Ch. (2006), “Feminismo, ciudadanía y políti-
ca democrática radical” en El retorno de lo político. Madrid: Paidós. Allí la 
autora se refiere al arco iris: “Ello no puede ser conseguido sin la transfor-
mación de las posiciones de sujeto existentes; esta es la razón por la cual 
el modelo de la coalición arco iris que favorece Young solo puede ser visto 
como la primera etapa hacia la implantación de una política democrática 
radical”.
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hegemonías conlleva modificaciones, silenciamientos y ex-
clusiones de ciertos temas en las agendas de cambio que se 
consensúan. Los resultados dependen del peso y el balance 
de los poderes de los actores y actoras al interior del entra-
mado hegemónico. 
Las relaciones de las mujeres entre sí y con otros actores, 
al interior de las coaliciones arco iris o alianzas de actores 
de los casos analizados, también se inscriben en dinámicas 
de construcción de hegemonías. En Cotacachi, por ejemplo, 
la construcción de ciudadanía de las cotacacheñas muestra 
una inmensa sabiduría para ganar presencia en la plataforma 
general del proceso. Esto les permite legitimar el acceso a 
derechos, antes vedados, en una ética de la justicia. 
Sin embargo, en la autoevaluación realizada tras once años 
de proceso, mujeres –en especial indígenas y de zonas rurales 
pero también urbanas– señalaron las pérdidas en la agenda 
pública respecto de los objetivos originales que incorporaron 
al proceso. Las más importantes fueron el debilitamiento de 
sus intereses y necesidades económico/productivas, ambien-
tales y, en particular, la falta de una estrategia económica y 
eficaz alternativa para dinamizar las áreas productivas donde 
ellas cumplen roles de gran importancia. Junto con ello, el 
abandono de la interculturalidad, que no permite potenciar 
los saberes y el estatus de las mujeres en la ritualidad, la me-
dicina, la comida, las fiestas y la economía, entre otros ámbi-
tos. Finalmente, la falta de impulso al cambio de roles en los 
espacios domésticos.
¿Por qué la agenda de las mujeres relacionada con los 
intereses productivos y ambientales, los derechos económi-
cosociales, de las indígenas y campesinas, pierde relevancia 
frente a la importancia concedida en la agenda a los derechos 
sociales y políticos? 
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Una posible respuesta tiene que ver con el poder de las 
actoras mestizas profesionales y urbanas en el proceso de 
configuración del liderazgo, de la hegemonía que obtienen 
unos y otros discursos de cambio. En una entrevista, una 
lideresa mestiza de gran autoridad aportó elementos sobre 
este tema. La definición de la agenda, dijo, fue una elección 
orientada a “romper ese medio mito que tenían las mujeres 
(indígenas) de pensar que si nos juntamos, ojalá sea para un 
proyecto productivo, para trabajar y llevar dinero a la casa” 
(Arboleda, en Ospina et al., 2006). Las mujeres urbanas consi-
deraron que el énfasis debía ser otro, centrado en la capacita-
ción, en la formación, en la mejora de la autoestima, en la ciu-
dadanía femenina y en los derechos. Aunque los temas de las 
indígenas se enunciaron, en la práctica quedaron pendientes. 
En Esmeraldas y Cayambe, la construcción de hegemonías 
opondrá las visiones de cambio de grupos importantes de 
mujeres de organizaciones de base con las de los partidos en 
el poder local. En el primero, será una oposición parcial. Así, 
aunque la mayoría de los temas colocados por las mujeres se 
convierten en políticas públicas, el partido en el poder local, 
que no concuerda con posturas a las que llama “feministas”, 
bloquea las instancias de participación y algunos temas que 
las mujeres demandaron, como la creación de una oficina 
municipal de la mujer y la elaboración de una estrategia de 
combate a la violencia de género, quedaron pendientes. El 
argumento de unir desigualdades de clase, género y raza es el 
rasero que sostiene la hegemonía. Las mujeres que mantienen 
opciones de participación e incidencia son aquellas ligadas, 
directa o indirectamente, al partido del Ejecutivo local. 
En Cayambe sucede algo todavía más radical, con un par-
tido político y alianzas renuentes a los temas étnicos y de 
género, existen graves conflictos con las mujeres indígenas y 
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un debilitamiento progresivo de las intervenciones públicas. 
En cambio, en Nabón, los problemas de sostenibilidad de las 
mujeres están centrados en la carencia de procesos organiza-
tivos propios, además, muestran un escenario donde ellas son 
validadas en la presentación y en la representación, mas no 
cuentan con su autoorganización. Un estudio en mayor pro-
fundidad podría aclarar el peso de las heterogeneidades de 
las mujeres y los actores en este tipo de subalternizaciones: 
cultural, política, partidaria, étnica y de clase.
Ello explica que, incluso con todos los logros de un pro-
ceso como el de Cotacachi, otra consecuencia haya sido la 
pérdida de fuerza de importantes intereses de mujeres, quie-
nes enfatizan su implicación no sólo en funciones y respon-
sabilidades domésticas o profesionales, sino también en las 
economías familiares y artesanales, donde son actoras pro-
ductivas relevantes, y en las dinámicas culturales, donde son 
ejes espirituales de sus familias, comunidades y pueblos.
Las mujeres “aprendieron haciendo” estas tecnologías de 
la gubernamentalidad, esta “nueva economía de la representa-
ción y del poder” que la modernidad introduce y que, según 
Bolívar Echeverría (2007), opera un desplazamiento respecto 
de los antiguos sistemas y produce una pérdida de legitimi-
dad-hegemonía de las representaciones tradicionales, a menos 
que “armonicen” con los nuevos sistemas. Armonizar es una 
forma de nombrar el fin al que deben llegar las “tensiones y 
conflictos” que se producen en la disputa “por la capacidad de 
canonizar”. Como señala Echeverría (2007), poner de frente 
la pregunta de quién o quiénes canonizan, quiénes “asumen 
los roles de las ruling classes”, permite develar la (frecuente) 
invisibilización de las condiciones de producción de la política. 
Poner de manifiesto las condiciones internas y externas 
en que se canoniza es, por lo tanto, también un tema de 
De actoras a autoras: la construcción de la autoridad... | 315
género y de la construcción de una estatalidad local abierta 
o cerrada a las mujeres, patriarcal o democrática. Hablando 
del campo externo, tres de los casos –Nabón, Esmeraldas y 
Cotacachi– muestran un desplazamiento mayor o menor de 
las nociones racistas y sexistas de autoridad y poder. En estos 
municipios, la autoridad encarna cada vez más en los cuerpos 
y los discursos de las mujeres. 
Convertirse en autoridades (auctoritas) implica para ellas 
colocarse no sólo como actoras –quien interpreta un papel, 
es p ersonaje de una acción o de una obra, o, en derecho, 
una demandante o acusadora50– sino sobre todo como auto-
ras. El latín auctor (autor) hace referencia a quien da origen 
a algo , quien inventa algo, quien elabora o construye  una 
obra.  Devenir autoridad (auctoritas), podría significar así el 
tránsito de la demandante para alcanzar mediante la política, 
herramientas para desplegar el bien público en asuntos de 
género y en otros. Convertirse en autoras y en actoras supone 
no sólo sostener demandas, sino ingresar desde una posición 
de mujeres –en estos casos– en los circuitos de construcción 
de hegemonías y en las condiciones internas y externas que 
permiten canonizar.51
50 Diccionario [en línea] de la lengua española de la Real Academia Española, 
RAE: www.rae.es.
51 La acepción arcana de autoridad no sólo implica quién tiene potestad 
(poder), sino quién tiene potestad para crecer los bienes colectivos. Como 
afirma Olives Puig, auctor es también el que aumenta, en especial el que 
aumenta la confianza o es fiable, modelo, pues es quien sostiene una 
cosa y la desarrolla. Así, autoridad, auctoritas, es la fuerza que sirve para 
sostener y acrecentar. Por eso, la vieja noción de autoridad está ligada a 
prestigio, a dignidad y, sobre la base de ello, a ser obedecido, mientras 
actualmente, se concibe más bien como el derecho a mandar (Olives Puig, 
2003).
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Nabón: paradojas del desarrollo económico 
local enfocado en las mujeres
A partir del caso de Nabón, se establecen algunas conside-
raciones sobre la necesidad de una manera distinta de valorar 
el tiempo, el estatus y la integralidad de intereses de las mu-
jeres en procesos de participación y empoderamiento local. 
Al contar con mejoras sustantivas en el riego, las mujeres 
ya no dedican ocho horas a esta labor. Al mejorar los siste-
mas de salud parroquiales, no tienen que viajar a Cuenca o 
al “centro” para ser atendidas. Al optimizar la vialidad del 
cantón, demoran mucho menos en trasladar sus productos. Al 
crear condiciones de crédito y asesoramiento técnico, pueden 
diversificar su producción, mejorar la alimentación familiar 
y aumentar la productividad de su trabajo. Al eliminar las 
condiciones de analfabetismo y aumentar sus habilidades de 
lectoescritura, ellas pueden actuar con autonomía sobre cam-
pos que eran del dominio de los hombres. Al abrir procesos 
alternativos de formación y estrategias productivas para las 
mujeres, pueden construir su autonomía económica.
La acción del municipio y la inteligencia colectiva que se 
ordena en el Plan de Desarrollo Cantonal de Nabón (PDCN) 
y en el presupuesto participativo (PP) logran, sin eliminarlos, 
intervenir en el conjunto de problemas estructurales, redu-
ciendo las diferencias territoriales al mejorar la calidad de la 
inversión y los servicios sociales, interviniendo en la segre-
gación y explotación basadas en el deterioro creciente de 
la cohesión social y colectiva. Al mejorar las condiciones de 
encuentro y debate cantonal a través del PP, al combatir el ca-
rácter clientelar y excluyente de la institucionalidad local con 
la reforma institucional y al mejorar las relaciones del muni-
cipio y la sociedad, respetando e impulsando los acuerdos, el 
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PDCN y el PP intervienen con mucha fuerza en la reproduc-
ción y sobrevivencia de las familias. Todo ello contribuye a 
optimizar las condiciones productivas, de comercialización y 
de consumo del cantón. 
Finalmente, el resultado acumulado es que el proceso in-
terviene directamente en crear o mantener políticas de discri-
minación positiva e, indirectamente, al mejorar las condicio-
nes de vida de sus ciudadanos, en la sobrecarga del trabajo y 
de la vida de las mujeres.
Sin embargo, Nabón no se aleja de una de las representa-
ciones más comunes de los municipios ecuatorianos sobre las 
mujeres, que las incorpora como población vulnerable, para 
la cual se desarrollan acciones de discriminación positiva. Sin 
decir que ello está mal en sí mismo, este enfoque invisibiliza 
los numerosos roles y esferas52 en los que las mujeres nabo-
nences, productoras del campo y de la ciudad, desarrollan su 
agencia, los diversos ámbitos que componen su vida publica 
y privada: el cuidado familiar, la producción de las parce-
las, el sostenimiento de la comunidad –mingas, fiestas, entre 
otros–, la representación, el cabildo, el PP y las acciones y 
programas del gobierno municipal. Esta invisibilización ocu-
rre a pesar de la presencia evidente de mujeres en espacios 
públicos, que van de las cajas de ahorro a la dirección del go-
bierno local, pasando por cabildos, juntas de agua y equipos 
de dirección del municipio.53
52 Según Ledesma (2006), los roles de las mujeres se reparten en el cuidado 
de la familia, la producción, el cuidado del ambiente y la reproducción.
53 Por ejemplo; el 70% de las cajas de ahorro y crédito son dirigidas por muje-
res (Quezada, 2005), de 49 juntas pro-mejoras, el 45% son mujeres, el 50% 
de los socios de la Asociación de Viveristas son mujeres, la junta de agua 
para riego de Ayaloma está dirigida por una mujer, etc. (Departamento, 
Desarrollo Económico, 2007), el 60% de profesionales que trabajan en el 
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Existe una relación conflictiva con el género que ordena 
las acciones del municipio. Los técnicos y el municipio se 
sensibilizaron sobre su importancia y las mujeres que están 
en la dirección los impulsaron, pero el conjunto de acciones 
–que priorizaron las reformas institucionales y el desarrollo 
productivo, y alcanzaron importantes logros para la vida de 
las mujeres– no es garantía de la inscripción de una agenda 
política que vincule a las nabonences con los asuntos del 
movimiento de mujeres y con los “temas específicos de las 
mujeres”. Por ejemplo, poco se hizo para reducir los niveles 
de violencia intrafamiliar, no existe una comisión de género 
al interior del municipio, el presupuesto participativo (PP) 
asume el universal “ciudadano” para la sociedad y el particu-
lar “vulnerable” para las mujeres, promueve las asociaciones 
de productores y civiles, pero hace muy poco para promover 
organizaciones de mujeres. 
Sin embargo, y ésta es una de las paradojas y particulari-
dades del nuevo tipo de gobernanza, la participación pública 
de las mujeres fue reforzada, no por una acción pública deli-
berada, sino porque las acciones del municipio y la sociedad 
local liberan tiempo de las mujeres, y las esferas públicas 
califican su acción en una dimensión formativa. El municipio 
y el PP intervienen en varias esferas que mejoran el bienestar 
de las familias y de las mujeres, facilitando las condiciones 
para una participación femenina efectiva. Esto se traduce en 
la agencia de las mujeres, aunque la subordinación de ellas a 
los hombres y a la sociedad no se elimine. 
municipio son mujeres, son mujeres las rectoras de la escuela y el colegio 
de la cabecera cantonal, tres de las cinco jefaturas departamentales del 
municipio son mujeres, el 45% de los promotores locales son mujeres, hay 
una mujer entre los seis coordinadores locales, y la lista no se agota. 
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Hablas femeninas en sociedades monolingües
En la política, primero está la voz. Así lo establece Judith 
Astelarra (1992), para quien el desafío central de la participa-
ción de las mujeres en la democracia era colocar su voz mile-
nariamente silenciada. La voz ha sido el cimiento de todas las 
ciudadanías. Ésta y otras autoras remarcan sobre todo la fun-
ción constitutiva del hablar-se. Sin embargo, en un país como 
el Ecuador se vive el poder de unas lenguas sobre otras. Ello 
podría explicar por qué, constituida históricamente la escena 
pública para las voces, la representación discursiva, las muje-
res, y en especial indígenas, afrodescendientes y populares, 
emplazan54 sus cuerpos. 
Decirse, a diferencia de la concepción liberal de la ciu-
dadanía que visiona derechos universales para mujeres que 
llegarían desnudas al proyecto emancipatorio, habla de la va-
loración de las mujeres involucradas en proyectos y comuni-
dades de vida que llegan cargadas de determinaciones. 
En Cotacachi, Nabón y Cayambe, las lideresas indígenas 
suelen ser bilingües (español-kichwahablantes), mientras 
las sociedades en las que actúan son monolingües (hispa-
no hablantes) Ha sido común que estas sociedades ejerzan 
el monolingüismo como un derecho, e incluso como un es-
tatus superior, y desprecien a subordinados y subordinadas 
54  Emplazar: poner en la plaza. En Cotacachi y en numerosos pueblos con 
poblaciones indígenas asociadas según el patrón de asentamiento colo-
nial, tomarse la plaza es uno de los rituales más significativos que se cum-
plen año a año. Es una “bajada” de las comunidades al centro urbano, 
emblemático del poder de las élites locales, el cual es desbordado con los 
bailes, la música, la lengua, los ritos, la presencia negada de los pueblos 
indios que, sin embargo, asusta/seduce con su fuerza y poderío a las po-
blaciones mestizas. En Cotacachi, las mujeres también se toman ahora la 
plaza, y una de las fechas en que lo hacen es el 8 de marzo.
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cuando son monolingües en alguna de las lenguas indígenas. 
En Cotacachi, aunque inicialmente se aseguró la traducción 
kichwa-español en todas las actividades públicas, la fuerza de 
la costumbre o el hábito del poder hizo que esta disposición 
se fuera perdiendo, y sólo sea retomada luego del proceso 
de autoevaluación, cuando se abrieron nuevos espacios de 
escrutinio del proceso. 
En las reuniones más cotidianas existen numerosos indí-
genas hombres pero sobre todo mujeres que hablan kichwa 
únicamente. El español es no sólo una lengua que no en-
tienden, sino que ha sido la lengua de la dominación y del 
patriarcalismo (del amo-patrón) La inhabilitación es política: 
negar el kichwa implica no sólo negarles la posibilidad de 
escuchar, sino de hablar y deliberar. De modo que, aun an-
tes del potente “si me permiten hablar” con que la boliviana 
Domitila Chungara puso en escena hace 30 años el tema de 
la voz de las mujeres,55 la exigencia de las democracias ecua-
torianas es la de ventilar el tema de las lenguas que se niegan, 
se comparten o se imponen desde la dominación.
Esta problemática no ha sido menor en las ilustradas so-
ciedades europeas (por ejemplo en España, Bélgica, Suiza), 
menos aún puede serlo en las sociedades americanas produ-
cidas por el coloniaje como son las de Nabón, Cotacachi y 
Cayambe.56 En estos lugares, la imposición del español como 
55 Domitila Barrios de Chungara, Si me permiten hablar... , publicado en 1976 
como un testimonio trabajado por la educadora brasilera Moema Viezer, 
es un ejemplo en sí mismo de la disputa por la voz y la autoría. Domitila 
Barrios exigió la autoría del texto que inicialmente fue publicado como un 
testimonio. Véase: Viezer, M. (2004) Si me permiten hablar: testimonio de 
Domitila, una mujer de las minas de Bolivia. Siglo XXI Editores. 
56 Para el caso de los pueblos afros, el tema es diferente porque ellos fue-
ron esclavizados obligándolos a aprender de golpe el habla española. La 
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lengua oficial de dominio y del kichwa como lingua franca, 
entre los indios, se une a un mayor acceso de los varones in-
dígenas al bilingüismo –por su histórica y cultural movilidad 
entre los mundos de adentro y de afuera– y la consuetudi-
naria ceguera de la sociedad mestiza, que considera menos 
a los indígenas no bilingües, mientras mira como natural y 
civilizado su propio monolingüismo. 
Aun en una democracia local con tantos avances intercultu-
rales como la de Cotacachi, una lideresa kichwahablante mo-
nolingüe no podrá representarse ante la comunidad política, 
a menos de ser traducida. ¿Ser traducida es ser traicionada? La 
acepción, ya común, conlleva aprecios y menosprecios y, ya 
que las lenguas indígenas no se practican, significa pérdidas 
para la inclusión pública de mujeres y otras personas subalter-
nas. Lo que se verbaliza o no, es de por sí una mediación de 
las determinaciones sociales y de género, y la menor sociali-
zación de las mujeres en el idioma español coloca a sus pares 
varones en mejores condiciones que ellas para el habla y la va-
loración política. La demanda de las organizaciones indígenas 
por sociedades que reconozcan sus lenguas como parte de sus 
derechos implica la construcción de sociedades multilingües. 
La posibilidad de múltiples lenguas es una vindicación que no 
sólo fortalece la valoración de las mujeres que requieren que 
no se niegue su identidad étnica, sino que también permite 
acercar a todos/as a la belleza y profundidad de sus hablas, y a 
la sabiduría y profundidad de sus culturas políticas.
Los temas de la cultura y la interculturalidad rebasan el 
asunto de la lengua. En Esmeraldas, a pesar de la fortaleza de 
producción de los negros latinies, la pérdida de sus lenguas de origen fue 
un hecho colonial ejecutado en los sitios de paso de los esclavizados. Ver 
Fernández Rasines: op. cit.
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sus políticas culturales en la revaloración de la negritud, los 
programas de salud se inscriben en el marco de las medicinas 
occidentales. Incluso incorporan la homeopatía o medicinas 
naturistas provenientes de esta región. Pero no se encuentra 
ningún indicio de recuperación ni incorporación de las fun-
ciones terapéuticas y chamánicas de hombres y mujeres que 
enriquecieron las culturas afroesmeraldeñas y constituyeron 
fuentes de poder de mujeres y varones. Hay evidencias de la 
importancia de las mujeres en la producción de conocimien-
to y sanación como parte de saberes empírico-terapeúticos 
sostenidos en concepciones de salud-enfermedad que inte-
ractúan con el medio natural y social. Esta subalternización 
de los saberes médicos de los y las afro opera en presencia 
de una hegemonía de la salud medicalizada bajo patrones 
occidentales.
Las prácticas sanadoras y terapéuticas de los pue-
blos afros, desacreditadas en las figuras de la curande-
ría y la brujería, sostuvieron el bienestar de sus comu-
nidades. Ello también tiene gran importancia de cara 
al alumbramiento: frente al parto, por ejemplo, unas 
señoras prefieren que las atienda una partera, sobre 
todo porque algunas están recibiendo capacitación del 
Ministerio de Salud Pública. Éstas –que confían en las 
parteras– tienen miedo de las cesáreas, otras van al mé-
dico porque creen que él está preparado para resolver 
cualquier emergencia. Los hombres prefieren que sus 
mujeres sean atendidas por un médico en el momento 
del parto (PRODEPINE, 2003).
La interculturalidad fue un punto crítico en la autoevalua-
ción realizada en Cotacachi en 2005. Dos problemas ejem-
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plifican las tensiones. La Feria de las Mujeres, realizada se-
manalmente por las indígenas productoras, es parte de una 
política de valoración y recuperación de saberes y prácticas 
ancestrales, de su propuesta de “desarrollo con identidad”, de 
opciones que permitan una relación directa entre productores 
y consumidores, de políticas de comercio justo (peso, precio 
y calidad) y de apoyo a la producción orgánica. El Comité 
Central de Mujeres de la UNORCAC desarrolla ésta y otras 
ferias: de comidas tradicionales, de semillas, de revalorización 
de ropa tradicional ceremonial, intercambios de productos, 
de juegos tradicionales, historias, cuentos, mitos y leyendas 
de animales. Sin embargo, la política pública local para forta-
lecer el nuevo Mercado Jatuk Cem,57 desde un pensamiento 
de modernización, deslegitimó la feria como una competen-
cia desleal, antihigiénica, que incumplía normas de salud y 
debía ser objeto de sanciones. Respecto del Mercado (empre-
sa municipal), las organizaciones indígenas consideraron que 
tenía una infraestructura moderna y muchas ventajas, pero 
había abandonado el mandato de la Asamblea de promover 
la comercialización de productos agroecológicos, desarrollar 
una estrategia de comercio justo vinculada a la soberanía ali-
mentaria y privilegiar el acopio desde los productores locales 
(en especial de mujeres productoras de Intag y la zona andi-
na) El tema ha sido muy debatido en los últimos años.
Otro ejemplo se refiere al sistema intercultural de salud. 
La Unión de Organizaciones Campesinas e Indígenas de Co-
tacachi (UNORCAC), que desempeñó un rol importante en su 
creación a partir de su programa Jambi Mascaric, consideró 
que la integración de las medicinas ancestral y occidental 
se había detenido, y que al no desarrollarse el diálogo de 
57 El Jatuk Cem es el mercado de distribución más importante de Cotacachi. 
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saberes entre ambas, dejaban de ser complementarias. La cos-
tumbre –¿el hábito del poder otra vez?– subalternizaba nue-
vamente a los y las sanadores/as ancestrales. Los médicos 
del sistema occidental de salud se preocupan muy poco por 
conocerlos y aprender de ellos, mientras que con los actores 
de la medicina ancestral sucedía al revés: realizaban avances 
de conocimiento respecto del sistema de medicina occiden-
tal. En otros aspectos, no se producía una adecuada referen-
cia y contrarreferencia de pacientes entre las dos medicinas, 
como se estableció inicialmente, no se cumplía la traducción 
al kichwa de las disposiciones médicas al/la paciente. Por lo 
demás, el sistema había abandonado la inclusión de la línea 
de soberanía alimentaria para mejorar los índices de desnu-
trición, en especial de las madres, infantes y adultas mayores. 
Afortunadamente, Cotacachi es un territorio de aprendi-
zajes y deliberación, por lo que estas observaciones enri-
quecieron la toma de correcciones. Actualmente, las mujeres 
promueven el despliegue de brigadas médicas interculturales 
en todo el cantón, incluyendo a sanadores/as indígenas y 
afros. Incluso, se plantea instalar un Centro Materno Infantil 
Intercultural que consolide la integración de los dos enfoques 
terapéuticos y que institucionalice la política para la supera-
ción de la violencia de género. También se fortalece la visión 
integral sobre la salud y se combate la desnutrición con pro-
gramas alimentarios que incluyen productos ancestrales. 
Según Rivera (1996), “las mujeres han debido luchar con-
tra los rezagos de su objetivación patriarcal y las formas de 
trato desigual como el ninguneo, la agresión, el desprecio y 
el paternalismo. Los procesos de fortalecimiento municipal y 
definición de sus horizontes y estrategias de acción, necesitan 
instalar marcos performativos que terminen con ellos”.
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Reflexiones finales
Los procesos locales de articulación de la negritud, en 
Esmeraldas, y del ser indígena en Cotacachi y Nabón –y aun 
la intensa media luz del acontecer en Cayambe– ponen sobre 
la mesa la emergencia de lo que Boaventura de Souza Santos 
(2006) llama zonas de contacto: “Campos sociales donde di-
ferentes mundos de vida, normativos, prácticas y conocimien-
tos se encuentran, chocan e interactúan”.58
Si estos procesos culturales, políticos, sociales y econó-
micos se prefiguraron como nichos o zonas de contacto, la 
pregunta es si sostienen también proyectos de emancipación 
de las mujeres. ¿Estos municipios, o como lo llaman los es-
pañoles con un término tan sui generis por sus alusiones a 
la moralidad, pero también al género, estos ayuntamientos, 
¿hacia qué modelo de gubernamentalidad se encaminan? ¿En 
qué lugar de ese modelo y de los procesos están colocadas 
las mujeres? ¿Son estos procesos, finalmente, sostenibles? 
El riesgo más importante consiste en que la formación 
de un Estado local construido sobre los remanentes de los 
poderes locales históricos, reinstituya una gubernamentalidad 
patriarcal poscolonial. La pregunta sería si enfrentar la rai-
gambre del Estado local, a través de un racismo y un patriar-
calismo de bases poscoloniales y donde la ciudadanía es un 
estatuto restringido a las capas altas de mestizos, permite un 
58 Para Santos, “Las dos zonas de contacto constitutivas de la modernidad 
occidental son la zona epistemológica, donde se confrontaron la ciencia 
moderna y el saber ordinario, y la zona colonial, donde se opusieron el 
colonizador y el colonizado. Son dos zonas caracterizadas por la extrema 
disparidad entre las realidades en contacto y por la extrema desigualdad 
de las relaciones de poder entre ellas. En las zonas de contacto multicul-
turales, cabe a cada práctica cultural decidir los aspectos que deben ser 
seleccionados para la confrontación multicultural” (Santos, 2006).
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proyecto político de reivindicación de la condición femenina 
y étnica de las mujeres diversas, mestizas, indígenas y afro.
Se puede decir que, al menos en tres de los casos, se han 
escrito primeras versiones políticas (en borrador) de nuevos 
pactos sociales de género en estas localidades, lo que no 
asegura realmente que no tendrán en el futuro cursos con-
tradictorios y complejos, sobre todo porque la estructura del 
Estado nacional se encuentra en discusión y porque aún se 
precisa de una estrategia que rearticule el género a los temas 
de la micro y macroeconomía, de la plurinacionalidad e inter-
culturalidad y de los derechos de todos los vivientes, no sólo 
de los seres que hablan. 
Así, instaladas dentro y fuera de contradicciones locales, 
nacionales y, por qué no, globales,59 tres de estas cuatro ex-
periencias quizá puedan ser llamadas acontecimientos (antes 
que procesos), en el sentido otorgado al concepto por Badiou 
(2008), como “singularidad fuerte”.60
59 Saskia Sassen ha advertido sobre el riesgo de pensar las localidades como 
anidadas, mientras en realidad expresan “una geografía política transfron-
teriza que dota de otra significación los espacios nacionales y subnacio-
nales como un nexo donde se materializan y se vuelven concretas nuevas 
reivindicaciones políticas.” Para Sassen, “Entramados en la globalización, 
los municipios generan sus nuevas formas de poder y de política también 
desde lo transfronterizo y producen formaciones socioespaciales que los 
rebasan, espacios estratégicos para una amplia gama de operaciones nue-
vas, de carácter político, económico, cultural y subjetivo. El orden de los 
derechos es uno de estos órdenes transfronterizos.” Sassen, (2007). En las 
últimas décadas, Cotacachi, Cayambe y Esmeraldas estuvieron situados 
en estas dinámicas transfronterizas. Cayambe y Esmeraldas, por lo demás, 
lo estuvieron a lo largo de todo el siglo XX. 
60 O “un cambio real tal que la intensidad de existencia fugazmente atribui-
da al sitio es máxima, y que, entre las consecuencias de ese sitio, está el 
devenir máximo de la intensidad de existencia de lo que era el inexistente 
propio del sitio.” Badiou, A. (2008) Lógicas de los Mundos, El Ser y el aconte-
cimiento. Buenos Aires, Ediciones Manantial.
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Esta “acontecimientalidad” debe ser sostenida, por supues-
to, en las palabras de Badiou (2008): “El acontecimiento es 
más que una singularidad […] es más que un hecho […] es a 
su vez más que una modificación”. Sean, pues, acontecimien-
tos: no sólo en el sentido de que aún no tuvieron el tiempo 
del hábito para volverse permanentes ni una opción material 
para expresarse en la topología del Estado, es decir, para aco-
modarse/institucionalizarse. 
Sean acontecimientos en el sentido de que, al crear un 
mundo, al acontecer, pueden significar y ser contados; recogi-
dos en este texto, quizá puedan hablar de aquello que conden-
sa gran parte de su fuerza: lo que se podría llamar un elogio 
de la urbanidad no autosuficiente, de la ruralidad que fluye 
con lo urbano, un apego al principio del no lucro pero de la 
riqueza colectiva –y muchas veces en especie–, de lo que se 
intenta hablar cuando se dice sumak kawsay. De aquel deseo 
de creación de hábitats de convivencia humana y con la diver-
sidad viviente, de lo que se podría llamar territorios de un po-
sible devenir de la micropolítica en oikos-política, en el triple 
sentido de ecología, economía y hogar, donde el sitio61 de las 
mujeres, los indígenas, los/as afros y todos/as los demás, pu-
diera ser aquel “reverso progresista” que Badiou llama, con el 
nombre que le pusiera Deleuze, “minoritarismo”, sitio desde el 
cual debería poder encontrarse otras ecuaciones para articular 
mayorías –que no sólo las sumen– y (des)estructurar Estados 
de individuos/as, comunidades y plurinaciones, y no la lógica 
del Estado sin cuerpos ni sujetos.
61 Para una revisión de los conceptos de “el sitio” y “el acontecimiento”, véase 
la Sección I, “Devenir simple y cambio verdadero” y Seccion II, “El aconte-
cimiento segun Deleuze”, del Libro V, “Las cuatro formas del cambio”; en  
Badiou, A. (2008), Lógica de los Mundos, El Ser y el Acontecimiento 2. Buenos 
Aires: Manantial.
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Desde abajo y lo local: las mujeres 
en la creación de nuevas 
institucionalidades de género1
Morena Herrera, Mirna Benavides 
y Christine Hopkins Damon
Introducción
El Salvador y Honduras son dos países centroamericanos 
que comparten mucho más que un largo tramo de frontera. 
Una historia de gobiernos militares de corte autoritario con 
breves períodos de mandatos civiles, capítulos de alta conflic-
tividad social y política, incluyendo golpes de Estado, hasta 
una guerra llamada “del fútbol” que en 1969, dirimió la dispu-
ta de los grupos hegemónicos de ambos países por el control 
de mercados regionales. La inestabilidad política, la exclusión 
socioeconómica de amplios sectores de la población y, sobre 
todo, la fragilidad institucional, fueron realidades comunes en 
la segunda mitad del pasado siglo y el inicio de éste. 
En ambos países se constata que tanto los gobiernos na-
cionales como locales son fuertemente centralistas y centra-
lizadores, a pesar de que “la descentralización” como proce-
so político/instrumental está presente con frecuencia en los 
1 Fundación Nacional para el Desarrollo (FUNDE). El Salvador, 2010.
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discursos gubernamentales desde hace más de una década. 
Muestran además una arraigada cultura política androcéntri-
ca, excluyendo sistemática y ancestralmente a las mujeres de 
los espacios de representación política y de toma de deci-
siones de carácter público. Los avances realizados en estos 
temas fueron resultado de la acción reivindicativa de las or-
ganizaciones y movimientos de mujeres que encontraron en 
la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer, realizada en Beijing 
en 1995, una oportunidad para que los Estados nacionales 
asumieran el compromiso de atender sus problemáticas y sus 
demandas específicas derivadas de la desigualdad social, eco-
nómica y política. 
En este contexto, se conformaron el Instituto Salvadoreño 
para el Desarrollo de la Mujer (ISDEMU), en El Salvador, y el 
Instituto Nacional de la Mujer (INAM), en Honduras. En poco 
tiempo se advirtieron las dificultades enfrentadas y el escaso 
poder detentado por estas instituciones nacionales para dis-
poner de recursos presupuestarios, políticos y jurisdiccionales 
que les permitieran asumir un papel rector de políticas de 
Estado. Simultáneamente, los escenarios locales constituían 
para las mujeres una oportunidad de participación política 
“cara a cara”, la promesa de canalización de sus demandas 
y la creación de políticas municipales para la equidad de 
género y el consecuente establecimiento de dispositivos ins-
titucionales eficaces. 
En 2006, la Fundación Nacional para el Desarrollo de 
El Salvador (FUNDE) presentó el proyecto de investigación 
“Aportes a la descentralización y la gobernabilidad democrá-
tica: actoras municipalistas y mecanismos locales y nacionales 
para la equidad de género y los derechos de las mujeres en El 
Salvador y Honduras”, y fue uno de los ganadores del concur-
so “Descentralización y Derechos de las Mujeres en América 
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Latina y el Caribe”, propiciado por el Centro Internacional de 
Investigaciones para el Desarrollo  (IDRC) y organizado por 
el Área Género, Sociedad y Políticas, FLACSO-Argentina. La 
preocupación central fue identificar los factores que contri-
buyeron a mejorar la complementariedad, y la sinergia entre 
los procesos de participación ciudadana y política de las mu-
jeres a nivel local, con las instancias municipales y nacionales 
responsables de la aplicación de la equidad de género y el 
ejercicio de sus derechos.
Para ello se indagó, dentro del marco de las reformas del 
Estado y descentralización, en el rol que tuvieron las orga-
nizaciones de mujeres en la creación de mecanismos y en 
los debates en torno a las posibilidades que estos procesos 
traerían a la gobernabilidad democrática en Honduras y El 
Salvador. 
Los actuales escenarios políticos 
Durante 2009, El Salvador y Honduras protagonizaron im-
portantes cambios políticos que reconfiguraron el panorama 
social en direcciones diferentes, tanto en lo que se refiere a 
procesos de descentralización y recentralización de la gestión 
pública, como a los espacios para el avance de los derechos 
de las mujeres y las agendas para la equidad de género. 
El Salvador: alternancia de gobierno, un paso 
en la construcción democrática del país 
En marzo de 2009, tras largos años de dictaduras, doce 
años de guerra civil y a casi dos décadas de los Acuerdos de 
Paz, un partido de izquierda salvadoreño ganó por prime-
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ra vez en la historia del país las elecciones presidenciales. 
Además de inaugurar la alternancia de partidos políticos en 
el gobierno, la sociedad salvadoreña asistió a una transición 
ordenada y tranquila, situación inesperada habida cuenta de 
los antecedentes de polarización que caracterizaron la diná-
mica política del postconflicto armado. Este nuevo escenario 
político2 generó esperanzas y expectativas en las organizacio-
nes de mujeres, a la espera de políticas capaces de articular 
respuestas a sus demandas. 
En El Salvador, los debates sobre descentralización, que 
tuvieron su apogeo en la década de 1990, no derivaron nece-
sariamente en reformas del Estado central/local que modifi-
caran el sesgo centralista y presidencialista.3 La mayoría de las 
organizaciones sociales, feministas y de mujeres se pronun-
ciaron con desconfianza frente a los anuncios de descentrali-
zación. Por lo general, era ligada a procesos de privatización/
2 Es importante señalar que en El Salvador predomina el uso patrimonialis-
ta de la administración pública, en beneficio de intereses de grupos eco-
nómicos. De acuerdo con el estudio sobre “El Bloque empresarial hegemó-
nico salvadoreño” de Carlos Rodolfo Paniagua Serrano, el entramado de la 
economía salvadoreña a partir de la conformación de núcleos familiares 
empresariales, así como redes empresariales basadas en vínculos familia-
res y económicos, es parte de los propietarios de empresas que conforman 
el bloque hegemónico y que derivan poder del Estado. Es decir, que ade-
más de poder económico, los jefes del bloque poseen poder político, con 
la suficiente fuerza y presencia para vetar o hacer inviable una política o 
programa gubernamental que valoren no adecuado a sus intereses, o por 
el contrario, impulsar una ley o una medida del gobierno, cuando a sus 
intereses convenga. Este estudio de tesis fue publicado en Número Mono-
gráfico, No. 645-646. Universidad Centroamericana José Simeón Cañas, El 
Salvador. ECA Editores, 2002.
3 En anteriores gestiones de gobierno, los anuncios sobre políticas de des-
centralización de servicios públicos no siempre fueron recibidos con bene-
plácito por los gobiernos municipales debido, ante todo, a que se trans-
ferían responsabilidades en la ejecución y prestación de servicios, sin la 
capacidad de decisión y recursos.
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tercerización y, en ese sentido, fue percibida como amenaza 
y un factor de riesgo para el ejercicio y acceso a sus derechos 
y a la equidad de género. Este escenario se vio agravado 
por la crisis económica nacional, efecto colateral de la crisis 
financiera mundial,4 la disminución de las remesas familiares 
provenientes, principalmente, de Estados Unidos, así como 
por las consecuencias de la aplicación de 20 años de políticas 
neoliberales, durante las cuales se privatizaron la mayor parte 
de los activos del Estado y aumentó la deuda pública a nive-
les insostenibles. La necesidad de impulsar reformas fiscales 
–la recaudación fiscal correspondía sólo al 17% del PIB– se 
evadió con el endeudamiento público y el carácter regresivo 
de los impuestos, con imposiciones más altas al consumo y a 
la renta por salarios.
Las mujeres, especialmente las más pobres, repartieron su 
tiempo entre las tareas remuneradas, con ingresos escasos, y 
las de reproducción y cuidado. El proceso de privatización 
de los servicios básicos implicó también una precarización 
de las condiciones de vida y la conculcación del conjunto de 
derechos ligados a los servicios universales. 
Al asumir el nuevo gobierno, el país enfrentaba también 
el problema de la seguridad ciudadana, con un incremento 
sostenido de la violencia urbana debido al crimen organiza-
do, las actividades del narcotráfico y las pandillas juveniles 
(maras), que mantenían al país con una de las tasas de homi-
cidios más altas de América Latina. En este marco, la violencia 
contra las mujeres tendió y sigue tendiendo a desdibujarse e 
invisibilizarse como problema singular del cual dar cuenta, 
pese a que informes recientes del ISDEMU indican que la 
4 La crisis económico–financiera a la que se alude tuvo su epicentro en México 
en 1994 con repercusiones mundiales y se la denominó “Efecto Tequila”. 
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tasa de muertes violentas de mujeres (femicidios) aumentó un 
83,79% entre 2008 y 2009.5
Las primeras acciones del nuevo gobierno se orientaron 
a la puesta en marcha del Plan Nacional Anticrisis; se espe-
raba paliar el aumento del desempleo mediante políticas de 
subsidio a las familias asentadas en los municipios con ma-
yores índices de pobreza y pobreza extrema, programas de 
empleo temporal dirigidos a jóvenes y madres solteras, y de 
transferencia de renta condicionada (que tienden a reafirmar 
la exclusiva responsabilidad de las mujeres en las tareas de 
cuidado familiar).6 El gobierno inauguró, al mismo tiempo, 
nuevas formas de relación y articulación con las organizacio-
nes de la sociedad civil y fuerzas políticas que se expresaron 
en el Consejo Económico Social7 y el Consejo de Desarrollo 
Territorial y Descentralización (CONADES), instancias consul-
tivas a las que también se integraron las organizaciones de 
mujeres. Estos hechos generaron otras oportunidades para el 
5 Si bien el número de homicidios masculinos es mucho mayor que el de 
mujeres, la tasa de femicidios aumentaron más aceleradamente en los úl-
timos años (35,76 % y 83,79% respectivamente para el mismo período).
6 Las políticas y programas de transferencia de renta condicionada generan 
respaldo social y sobre todo electoral, aunque no son complementadas 
con otras medidas y tienden a reforzar el rol de madres de las mujeres, ya 
que son ellas las sujetas de recepción de la ayuda, a cambio de que ase-
guren asistencia escolar de sus hijos e hijas y cobertura de programas de 
salud.
7  Así se señala en el Consejo Económico Social para el año 2024: “Constituir 
un sector público responsable, eficiente, eficaz, moderno, desconcentra-
do y descentralizado que brinde a la población servicios de calidad, que 
disponga de los recursos suficientes para cumplir de forma adecuada con 
las atribuciones que le asigna la Constitución de la República y que cuente 
con un sistema de rendición de cuentas diligente y transparente. La or-
ganización pública tendrá delimitada claramente las competencias del 
gobierno central y de los gobiernos municipales”. 
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debate y lograron que se anunciaran reformas en la adminis-
tración gubernamental que incluyeron la política pública de 
descentralización, aunque más no sea en el largo plazo.8
Se plantearon, en cambio, incertidumbres en relación con 
la prioridad que se les otorgaría a los derechos de las mujeres 
y las políticas de equidad de género en la gestión, pese a 
que el plan quinquenal contempló “la reducción significativa 
y verificable de la pobreza, la desigualdad económica y de 
género, y la exclusión social”, las medidas y discursos ten-
dieron a destacar el papel de madres de las mujeres y no su 
condición de ciudadanas.
Honduras: regreso a los golpes de Estado, retrocesos 
en la construcción democrática
Honduras es el segundo país más pobre de América Latina 
después de Haití, también el más endeudado. En 2009 fue 
escenario de un golpe de Estado cívico-militar y centro de 
atención mundial. La naturaleza y la dimensión de este hecho 
puso en riesgo las políticas que las autoridades derrocadas 
venían impulsando y a las organizaciones de la sociedad civil 
que articularon acciones con el gobierno. De este modo, las 
reformas de estado iniciadas durante el gobierno de Manuel 
8 Esta medida se combinó con las áreas prioritarias en el plan quinquenal 
de gobierno 2010–2014, que incluyen “la reforma estructural y funcional 
de la administración pública, la desconcentración y descentralización, y 
la implementación de un pacto fiscal que garantice finanzas públicas sos-
tenibles y favorezca el crecimiento económico, el desarrollo social y el for-
talecimiento de la institucionalidad democrática”. Esta serie de medidas, 
junto a la creación de la Subsecretaría de Descentralización y Desarrollo 
Local y la Dirección de Ordenamiento Territorial, indicarían la voluntad po-
lítica para concretar medidas dirigidas a la descentralización.
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Zelaya (27 de enero de 2006-28 de junio de 2009), derrocado 
un año antes de finalizar su mandato, se paralizaron y se re-
tiraron las representaciones diplomáticas. Durante varios me-
ses, el país fue escenario de una intensa polarización política 
y social. Las proyecciones de las organizaciones de mujeres 
en la lucha por sus derechos también fueron trastocadas, así 
como las vidas de las y los hondureños. A continuación se 
presenta una síntesis de los hechos más relevantes de este 
tramo de la historia hondureña: 
■  Las mujeres, sus organizaciones y otra multiplicidad de ac-
tores, en coordinación con el Instituto de la Mujer (INAM), 
durante 2008 se involucraron activamente en la evaluación 
y reformulación del Plan Nacional de Igualdad de Opor-
tunidades vigente hasta 2015. De estas consultas surgió 
una nueva propuesta que resumía las voces de las mu-
jeres hondureñas. Este plan sólo fue aprobado y puesto 
en vigencia oficialmente tiempo después de finalizado, ya 
durante el gobierno de Porfirio Lobos, elegido en 2010. 
Así fue acordado con las organizaciones internacionales. 
■  Luego de producido el golpe, la sociedad cambió drásti-
camente, se instaló un gobierno de facto durante varios 
meses, abriendo paso a un período de inestabilidad y con-
frontación entre quienes lo apoyaron y aquellos que recla-
maban el restablecimiento del orden constitucional. 
■ Para las organizaciones sociales en general, y especial-
mente para las mujeres, se reorientaron las prioridades. 
La construcción del Frente Nacional de Resistencia y del 
grupo Feministas en Resistencia ante el golpe de Estado y 
las protestas populares, concentraron las energías y la mayor 
dedicación de las organizaciones de mujeres durante 2010. 
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Las conquistas de las organizaciones de mujeres logradas en 
materia de legislación y políticas públicas a favor de sus dere-
chos retrocedieron algunos pasos. Tal es el caso de las Fisca-
lías de la Mujer y de la Comisión Interinstitucional de preven-
ción y atención de violencia, que no se avinieron a atender 
denuncias de violaciones de derechos contra las mujeres du-
rante varios meses, entre otras causas, porque muchos de los 
acusados eran personal militar. 
En este escenario, sumado a la condena internacional y 
la movilización social interna desatada, se llevaron a cabo 
elecciones que dieron como ganador al candidato del Parti-
do Nacional (noviembre de 2009). Paulatinamente se fueron 
restituyendo las relaciones diplomáticas y una cierta legalidad 
institucional, se estableció una Comisión de la Verdad para 
investigar la violación a los derechos humanos y el gobierno 
electo buscó el reconocimiento de los Estados vecinos.
La investigación: definición del problema, 
referencias conceptuales y metodológicas
En este trabajo se analizan comparativamente seis estudios 
de caso de El Salvador y Honduras. En ambos países surgie-
ron en los últimos años iniciativas institucionales orientadas 
a promover la integración de la equidad de género en los 
gobiernos municipales; estas medidas fueron impulsadas por 
organizaciones de mujeres de diverso tipo, que transitaron 
de la marginalidad política a la apertura de espacios de in-
terlocución con las autoridades locales mediante procesos de 
defensa, propuesta, presión y negociación de sus demandas. 
Ambos cuentan, desde la década de 1990, con mecanis-
mos institucionales nacionales responsables de orientar la 
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igualdad de género en las políticas públicas, aunque la in-
fluencia de estos mecanismos a nivel local fue limitada debi-
do a la falta de recursos y estrategias programáticas adecua-
das y oportunas. Paradójicamente, esa debilidad institucional 
fue un factor de animación para que las organizaciones te-
rritoriales apoyadas, en general, por agencias internacionales 
de cooperación y organizaciones no gubernamentales (ONG 
feministas y de mujeres), exigieran a sus gobiernos la crea-
ción de políticas locales para asegurar el cumplimientos de 
los derechos de las mujeres.
Así, las organizaciones locales y nacionales, los gremios 
pluripartidistas de mujeres electas y los institutos de la mu-
jer, convergieron para estimular el surgimiento de institucio-
nalidades municipales, promoviendo una nueva generación 
de políticas públicas, que, además de impulsar los derechos, 
cuestionaron las formas y los enfoques sustentados por la 
gestión municipal y la gobernabilidad democrática. 
Lo cierto es que estudios de esta naturaleza sobre políticas 
públicas y equidad de género son escasos en ambos países. 
Un aspecto prácticamente inexplorado fue la influencia que 
las organizaciones de mujeres, convertidas en actoras socia-
les, tuvieron en la creación y en el desempeño de este tipo de 
institucionalidades a nivel local. De esta manera, se sintetizan 
aquí los resultados de una década de incidencia de estas or-
ganizaciones, analizando el arraigo institucional logrado, las 
nuevas normativas impulsadas y el asidero legal que forjaron. 
También se plantea la relación con los partidos políticos en 
los municipios, las formas institucionales que se adoptaron y, 
finalmente, los límites y los alcances logrados en el impacto 
del ejercicio de ciudadanía de las mujeres, finalidad para la 
cual fueron creadas, y que las vincula a la gobernabilidad 
democrática.
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Por último, se analizan los factores que contribuyeron a 
mejorar la complementariedad y las sinergias entre los proce-
sos de participación ciudadana y política de las mujeres a ni-
vel local, con las instancias municipales y nacionales respon-
sables de la aplicación de la equidad de género y el ejercicio 
de derechos para comprender la complejidad del proceso.
Desde la autoría de las mujeres: la profundización 
de fisuras institucionales
Las experiencias locales seleccionadas aportan aprendiza-
jes en múltiples direcciones. Los ensayos dedicados a estas 
experiencias subrayan la dimensión del fortalecimiento de 
capacidades institucionales para nuevas formas de ejercicios 
de gobierno incluyentes e innovadoras. 
Las organizaciones, en esta clave, aprendieron que el Es-
tado no es un ente monolítico, ni sus expresiones locales 
siempre representan las mismas tendencias nacionales y cen-
tralistas, sino que hay fisuras sobre las que es posible inter-
venir para ampliarlas y hacer cambios, o al menos para cana-
lizar una parte de las demandas. Con esta mirada, la idea de 
construir nuevas institucionalidades surgió precisamente de 
quienes estuvieron en los márgenes, de quienes no tenían el 
poder y la investidura para hacer estos cambios. 
La adaptación de plataformas feministas nacionales a las 
locales supuso acotar y, en algunas ocasiones, erosionar el 
contenido transgresor de las demandas y propuestas del mo-
vimiento. Por ejemplo, los reclamos de autonomía económica 
fueron reducidos a la exigencia de contar con programas de 
inserción laboral y, sobre todo, de apoyo a la generación de 
ingresos. Al mismo tiempo, el proceso local ofrecía escenarios 
más concretos para visualizar las desigualdades entre mujeres 
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y varones como ámbito de competencia y responsabilidad de 
las instituciones públicas, aspectos que a nivel nacional aún 
no se consignaban. 
En la lógica de las conquistas posibles, se produjeron 
avances y retrocesos. Las categorías de análisis también se 
trastocaron. Se vieron restringidos los discursos acerca de la 
autonomía del cuerpo y se privilegió enfatizar la salud sexual 
y reproductiva de las mujeres. La violencia intrafamiliar susti-
tuyó –a veces por la propia autocensura y otras siguiendo los 
discursos dominantes del gobierno central– la denuncia de 
las diferentes formas de violencia sexual contra las mujeres. 
Sólo en aquellas localidades en las que hubo alianzas y 
la masa crítica de mujeres logró afirmarse poco a poco en 
la conciencia feminista, las demandas concretas intentaron 
superar el dualismo entre las necesidades prácticas y las 
estratégicas (Moser, 1995),9 buscando vincular en cada rei-
vindicación la mejora inmediata de las condiciones de vida 
y el cuestionamiento a los diversos pliegues en los que se 
manifestaba la opresión femenina. Los trayectos del “empo-
deramiento” desem peñaron papeles importantes para com-
prender, por ejemplo, que no sólo era cuestión de demandar 
servicios comunitarios de agua potable, sino de establecer 
mecanismos que asegurasen la representatividad de las muje-
res entre quienes coordinan, dirigen y controlan los sistemas 
de agua.
9 Moser C. (1995). Las necesidades prácticas de género hacen referencia a 
aquellas de naturaleza básicas: acceso al agua potable, iluminación, pro-
visión de alimentos, etc., mientras que las necesidades estratégicas alu-
den a los aspectos necesarios para influenciar el equilibrio de poder entre 
hombres y mujeres en la sociedad, buscando la equidad y el empodera-
miento femenino como cambios profundos en términos legislativos y edu-
cativos, entre otros. Planificación de género y desarrollo. Teoría. Práctica y 
capacitación. Red Entre Mujeres-Flora Tristán Ediciones. Lima, Perú.
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Paulatinamente, las organizaciones se fueron convirtiendo 
en actoras locales.10 En procesos cognitivos complejos, debie-
ron desplegar sus habilidades para hacer comprender a quie-
nes detentaban la autoridad pública las formas en que se ex-
presan las brechas de desigualdad de género, las conexiones 
que éstas tienen con los problemas y obstáculos que afectan el 
desarrollo de sus localidades, y las razones por las que deben 
ser abordadas como parte de las agendas públicas. Al mismo 
tiempo, en las propias organizaciones se profundizó en el co-
nocimiento del sentido y el contenido de las competencias 
públicas.
Las asociaciones de mujeres que forman parte de gobier-
nos municipales, como la Asociación Nacional de Regidoras 
Síndicas y Alcaldesas Salvadoreñas (ANDRYSAS) y la Asocia-
ción Nacional de Mujeres Municipalistas Hondureñas (AN-
MMH), también fueron claves en el proceso. Desde la com-
plejidad de su propia constitución pluralista, provenientes de 
diferentes municipios (etnias, escalas, niveles de pobreza, en-
10  Según Arocena (2002), el término actor está estrechamente ligado a la idea 
de un proyecto, que se expresa en propuestas concretas de desarrollo para 
su comunidad, entendida en el sentido amplio de la palabra –grupo hu-
mano, territorio, recursos–. El actor o actora se define por tener estrategias 
propias y la intención de llevarlas a la práctica, ya sea de forma individual 
o colectiva, y su “potencial de acción interactúa permanentemente con la 
lógica del sistema”. También señala que esta noción de actor y su relación 
con el sistema sólo cobra sentido cuando se relaciona con el estado real 
de la sociedad a la que pertenece.
 El actor o actora expresa formas de pensar un momento concreto de la his-
toria en que la “afirmación de la posibilidad de márgenes de acción se cons-
tituye en una respuesta a la crisis del modelo de integración social”. En este 
caso, la acción de las mujeres organizadas queda perfectamente ubicada en 
esta definición, pues se constituyen en actoras desde su crítica al modelo 
social y político que refuerza su discriminación y las excluye de la toma de 
decisiones. Pero no se conforman con el cuestionamiento al sistema, sino 
que construyen propuestas y diseñan estrategias para transformarlo.
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tre otros), gestaron, como ocurrió en otros países latinoame-
ricanos, nuevas formas de asociatividad gremial de mujeres 
políticas que lideraron las demandas al Poder Legislativo por 
reformas legales que asegurasen su visibilidad y participación 
en la esfera pública. 
Sus integrantes tienen o tuvieron cargos públicos electos, 
pertenecen a diferentes partidos políticos, en algunos casos 
opuestos, lo que supone el manejo de dobles o triples lealta-
des. Asumen la representación de las demandas de las muje-
res, pero también las propias reivindicaciones ante un sistema 
político que las subordina y discrimina. 
Somos una organización de segundo grado, confor-
mada en 1998. En ese momento no había ninguna po-
lítica de género en los 262 municipios. Comenzamos a 
impulsarlas con las compañeras mediante capacitacio-
nes que nos brindaron Las Dignas, una ONG feminista 
salvadoreña, muy reconocida. No había comités, no ha-
bía secretarías, pero teníamos la convicción de que de-
bíamos luchar para escuchar a las mujeres (que somos 
el 54% de la población). Aunque falta mucho en térmi-
nos de representatividad: contamos con 22 alcaldesas de 
262 municipios (marzo de 2008). En 2004 aumentamos 
a 32, que ha sido la cúspide. Llegamos en 2003 con 16 
y ahora nos mantenemos en 22. Es solo un 8,4% más. 
Síndicas, igual, solo tenemos 31; regidoras propietarias 
tenemos el 22%, y lo mismo en regidoras suplentes, con 
un total de participación de un 19%. (Testimonio de 
Alba Elizabeth Márquez, ANDRYSAS, 2008).11
11 Márquez, A. (2008). En Participación política de las mujeres. Mujeres de Centro 
América. Cuadernos del Centro Cultural de España. El Salvador. ANDRYSAS.
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Muchas de ellas, como actoras locales, asumieron la ban-
dera y el desafío de impulsar políticas públicas para la equi-
dad de género en sus propios municipios. Estas mujeres, 
situadas en los intersticios de las prioridades de la gestión 
municipal, enfrentaron resistencias de orden cognitivo y po-
lítico, y pocas veces lograron dotar de prestigio a quienes las 
impulsaron, lo que hace aún más meritorios sus esfuerzos en 
la lucha por agendas de derechos y equidad de género.
Las alianzas entre estas asociaciones gremiales, grupos, 
redes, organizaciones locales –aunque temporales y frági-
les–fueron decisivas en los municipios en los que el proceso 
de institucionalidad avanzó más allá del mero acto declara-
tivo de buenas intenciones, tales como Santa Tecla, Concep-
ción Batres, algunas municipalidades de Cuscatlán y otras 
en El Salvador o las de Juticalpa y Potrerillos en Honduras. 
No sin tensiones, lograron intervenir con sus discursos y 
propuestas en el tradicional y anquilosado –como Massolo 
(2013) sugiere– papel de las alcaldías, transformando así al-
gunas de las formas y contenidos patriarcales del quehacer 
municipal.
Por su parte, algunas organizaciones feministas que opera-
ban en el nivel nacional, como Las Dignas, con sede en las ca-
pitales de ambos países y con experiencia en la interlocución 
e incidencia en instancias públicas, decidieron acompañar a 
las organizaciones locales de mujeres. También favorecieron 
la articulación de experiencias de las actoras locales con el 
nivel nacional y/o regional. Ello incidió en la revisión crítica 
de las políticas públicas y permitió vincular demandas locales 
con propuestas nacionales, relacionadas con la participación 
política y las reformas legales. 
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Vinculación entre la equidad de género, la gobernabilidad 
democrática y la descentralización del Estado
El interés de esta investigación fue, en primer lugar, ana-
lizar a las actoras como colectivos organizados con el pro-
pósito de alcanzar la igualdad de género y sus derechos. En 
segundo lugar, se buscó especificar el rol que desempeñaron 
las actoras en los procesos de construcción de gobernabilidad 
democrática,12 tratando de definir en qué medida esta acción 
supuso la descentralización del Estado “desde abajo”.13 
Nos encontramos con actoras locales cuyo sistema de 
acción se sitúa prioritariamente en el espacio de referencia 
cercano. Otras se hallan en el escenario nacional, inscritas 
tanto en los organismos nacionales de la mujer como en or-
12 Joan Prats caracteriza la gobernabilidad como un sistema social estructu-
rado sociopolíticamente de modo tal que todos los actores estratégicos se 
interrelacionan para tomar decisiones colectivas y resolver sus conflictos 
conforme a un sistema de reglas y de procedimientos formales o informa-
les –que pueden registrar diversos niveles de institucionalización– dentro 
del cual formulan sus expectativas y estrategias en gobernabilidad demo-
crática para el desarrollo humano. Marco conceptual y analítico. Revista 
Instituciones y Desarrollo Nº 10. Institut Internacional de Governabilitat. 
2001. Barcelona, España (2001). 
13 Diversos estudios en El Salvador consideran que “Al contrario de la descen-
tralización desde arriba, la que nace desde abajo, desde el gobierno local, 
sus comunidades y sus organizaciones, y sobre todo desde el apremio de 
necesidades, ha hecho progresos importantes. No obstante, el obstáculo 
que representa un gobierno muy centralizado y autoritario, y la ausencia 
de un contexto legal e institucional que apoye e impulse esos esfuerzos 
desde abajo que han sabido aprovechar los recursos disponibles para 
promover la descentralización efectiva y el desarrollo local, han genera-
do dinámicas sociales y económicas beneficiosas para la población, y han 
conseguido que el gobierno local asuma, de forma gradual mayor prota-
gonismo”. En “Descentralización del Estado y Desarrollo Local”. Revista del 
Centro de estudios Centroamericanos. Número Monográfico. ECA No. 660 
Universidad Centroamericana “José Simeón Cañas”, El Salvador (2003).
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ganizaciones no gubernamentales, aunque con presencia e 
intervenciones en diferentes regiones del país. Se suman las 
organizaciones gremiales de mujeres municipalistas, éstas 
combinan su carácter local como integrantes de un gobierno 
municipal con su carácter gremial, que lucha a nivel nacional 
por el avance de sus demandas. Todas, con excepción de los 
mecanismos para el adelanto de la mujer, integran el amplio 
movimiento de mujeres. La relación entre las dimensiones 
de equidad de género, gobernabilidad democrática y des-
centralización del Estado, sus estrategias y contenidos en las 
políticas públicas, no siempre resulta armoniosa cuando se 
analizan los casos concretos. 
Se considera como punto de partida que las experiencias 
municipales analizadas en Honduras y El Salvador ofrecen 
herramientas para la inclusión social. Lo hacen en la medida 
en que propician que el Estado facilite mecanismos y es-
pacios de interlocución entre las instituciones públicas y las 
mujeres, como ciudadanas capaces de intervenir en las deci-
siones estratégicas de sus localidades, especialmente las que 
afectan las relaciones de poder entre hombres y mujeres.
En ambos países la descentralización como tema estuvo 
presente en los discursos oficiales durante la década de 1990. 
Sin embargo, al menos en el caso salvadoreño, las adminis-
traciones de los gobiernos del partido de derecha Alianza 
Republicana Nacionalista (ARENA) identificaban el avance de 
estas políticas como una pérdida de poder para el gobierno 
central que no estaban dispuestos a permitir.14
14 Según algunos autores, los diferentes esfuerzos realizados por los gobier-
nos nacionales desde 1989 por impulsar la descentralización como una 
estrategia de desarrollo nacional, han sido “engavetados” debido sobre 
todo a la oposición del gobierno nacional a delegar poder en los gobier-
nos locales. La insistencia en sus discursos sobre la importancia de esta 
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En este sentido, el surgimiento de una institucionalidad 
municipal dirigida a promover la equidad y los derechos 
de las mujeres expresaba, aunque marginalmente, distintos 
grados de descentralización del Estado al acercar el poder 
de decisión a la población. En realidad, estos procesos de 
movilización de las mujeres fueron motivados por la caren-
cia e incapacidad del gobierno central de dar respuestas a 
las demandas de la ciudadanía. Desde esta lógica acotada 
y centrada en sí misma, no trascendieron al debate de las 
políticas y estrategias de descentralización que implicaban 
mucho más que la superación de estos vacíos. Es decir, lo-
grar un diálogo entre el gobierno nacional y los gobiernos 
locales sobre las competencias y distribución de facultades 
y poderes.
No obstante, las propuestas de descentralización del Es-
tado en ambos países son todavía muy incipientes, y no in-
tegran la dimensión de la equidad de género o, en el mejor 
de los casos, no se consideran prioritarias. Cabe destacar, 
además, que para muchas organizaciones de mujeres la des-
centralización (y con ello la idea de dispersión) representaba 
una amenaza al reconocimiento y el ejercicio de los derechos 
alcanzados a nivel nacional. Las propuestas de descentrali-
zación impulsadas a mediados de los noventa, tendieron a 
desresponsabilizar al Estado como garante de estos derechos 
y dieron lugar a la reproducción y/o incentivación de lideraz-
gos caudillistas y excluyentes con manifestaciones aún más 
graves que en Estados centralizados.
estrategia, contrasta con la negación a transferir recursos indispensables y 
a ceder poder a los gobiernos locales. En “Descentralización del Estado y 
Desarrollo Local”. Revista del Centro de estudios Centroamericanos. Número 
Monográfico. ECA No. 660 Universidad Centroamericana “José Simeón Ca-
ñas”, El Salvador (2003).
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Los procesos de descentralización, al mismo tiempo, es-
tuvieron orientados a la eficiencia y la reducción del gasto 
público, con la consecuente erosión de la capacidad del 
Estado para la prestación de servicios. En este contexto, no 
sólo no se redujeron las inequidades entre hombres y muje-
res, sino que se reforzaron y reafirmaron desigualdades, al 
transferir la responsabilidad de algunos servicios, anterior-
mente asumidos por las instancias públicas, hacia la esfera 
doméstica con la consecuente recarga de trabajo para las 
mujeres. 
Las nuevas institucionalidades: mecanismos munici-
pales para la promoción de los derechos 
de las mujeres en Honduras y El Salvador
El surgimiento de Oficinas Municipales de la Mujer (OMM) 
en Honduras constituyó un fenómeno creciente en los úl-
timos años. El registro territorial de estas iniciativas (véase 
gráfico 1) fue ampliándose sobre el mapa de municipios hon-
dureños. Poco más del 40% de los territorios municipales en 
2008 contaban con OMM como parte de su tejido institucio-
nal. En un país caracterizado por la permanente contingen-
cia política y cierta invisibilidad de las necesidades de las 
mujeres, nos cuestionamos si la creación y establecimiento 
de esos mecanismos respondió a iniciativas de reforma insti-
tucional, o a intersticios que las mujeres organizadas abrieron 
en entramados de instituciones públicas del nivel local para la 
canalización de sus demandas y en la búsqueda de ejercicios 
activos de su ciudadanía. 
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Las diferentes iniciativas15 para incluir la figura de las OMM 
en la legislación que regula la vida de las municipalidades, se 
enfrentaron a una fuerte oposición por parte de la Asociación 
de Municipios. Pese a ello, la multiplicación de estas oficinas 
transitó de la dispersión territorial a procesos de encadena-
miento municipal y regional. Su número y presencia fue en 
aumento, y hay quienes opinan que estamos ante un proceso 
de institucionalización irreversible, sobre todo por la determi-
nación o terquedad de quienes las impulsaron. 
Las principales artífices de este crecimiento fueron las re-
des locales de mujeres, que se organizaron conforme el Es-
15 Tanto las organizaciones feministas como el INAM presentaron diversas 
propuestas de ley para incluir la figura de las OMM en la legislación na-
cional que regula las municipalidades, sin embargo estas no han contado 
con el respaldo de la Asociación de Municipalidades de Honduras, ni con 
el apoyo necesario en el Congreso Nacional para ser aprobadas.
▶ Gráfico 1. Surgimiento de Oficinas Municipales de la Mujer 
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Fuente: elaboración propia sobre la base del relevamiento realizado durante el trabajo 
de campo.
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tado local y el nacional retaceaban respuestas a sus deman-
das. Estaban integradas, en su mayoría, por organizaciones 
o grupos locales y personas que provenían de instituciones 
gubernamentales del nivel central, aunque no siempre ac-
tuaran como representantes de dichas instituciones. Tam-
bién coincidieron representantes de organismos no guber-
namentales de mujeres y feministas presentes en los territo-
rios, ONG de desarrollo, parroquias e incluso integrantes de 
agencias de cooperación internacional. Todas tenían como 
propósito común, abrir espacios institucionales en los mu-
nicipios para que los derechos de las mujeres dejen de ser 
sólo discursos.
En pocas localidades estas nuevas institucionalidades tu-
vieron como punto de partida la decisión de las autoridades 
públicas municipales. Una de ellas fue Choloma, sede de un 
importante parque de industria maquilera. Allí, una mujer 
candidata a alcaldesa (2002-2006), propuso la creación de la 
OMM como parte de su plataforma de gobierno. Esta prome-
sa fue cumplida por Sandra Deras (2004) en los primeros cien 
días de su gobierno.
Por su parte, el Instituto Nacional de la Mujer (INAM) se 
involucró también con estas redes, desde las cuales promo-
vió la creación de “Comités de apoyo a las OMM” en coor-
dinación con el Programa Gubernamental para la Descen-
tralización, tuvo una amplia influencia en las Corporaciones 
Municipales,16 con el propósito de promover entre las autori-
dades locales la importancia de crear este tipo de áreas. Este 
16 Las Corporaciones Municipales son personas jurídicas de derecho priva-
do y sin fines de lucro, cuya finalidad principal es administrar y operar los 
servicios traspasados de educación y salud, así como también, en algunos 
casos, la atención de menores.
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enfoque del INAM prevaleció con mucha fuerza sólo durante 
el período 2002-2006, coincidiendo con la visión de quienes 
fueron en ese momento sus titulares. La integración de las 
OMM a las estructuras municipales permitió su institucionali-
zación y la posibilidad de funcionar como puntos focales de 
aplicación del I Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades. 
Aunque, en buena parte, las experiencias fueron simplemente 
una oportunidad para que las municipalidades respondieran 
en forma limitada a algunas problemáticas demandadas por 
las mujeres.
En los casos de las OMM que surgieron de cabildos o 
asambleas públicas, se acordó la elección de la responsable 
entre las candidatas propuestas por las organizaciones loca-
les. Una vez en el cargo, en algunos casos, se le asignó sólo 
una “mesa y una silla”. Se constató que pocos de estos me-
canismos evolucionaron a entidades claramente establecidas 
en el organigrama municipal, con un espacio físico adecuado 
para su trabajo, respaldo de las áreas, corporaciones munici-
pales y personal técnico formado.
Por el contrario, la mayoría tuvo una inserción débil. De-
pendían generalmente del alcalde/alcaldesa, y en municipa-
lidades medianas y grandes se encontraron subordinadas al 
departamento encargado de desarrollo comunitario. Su labor 
se orientó casi exclusivamente a la proyección externa de la 
alcaldía, con muy poco trabajo de incidencia en otras depen-
dencias, esto impidió que pudieran influir en los servicios 
básicos que prestaban. 
Esta dinámica de inclusión/exclusión de las OMM las 
mantenía atrapadas en el enfoque delegativo, como la única 
área responsable de las alcaldías para dar respuesta a las de-
mandas de las mujeres. Se realizaron actividades con escasos 
presupuestos genuinos, y en los extremos los gastos fueron 
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solventados con recursos de “caja chica”, manejados usual-
mente por los alcaldes o alcaldesas.
En El Salvador, las OMM fueron concebidas como espa-
cios que se insertan en la estructura orgánica de las alcaldías, 
a través de los cuales se impulsan acciones que promueven la 
equidad de género y los derechos de las mujeres.17 Se obser-
varon los siguientes “tipos” de mecanismos: 
1) Comisiones de Género, Concejalías de la Mujer, Conse-
jerías para la Equidad de Género y Comisiones de la Mujer. 
Están integrados por personas de los Concejos Municipales, 
cuyo rol principal es la elaboración y presentación de pro-
puestas ante las comisiones deliberativas y de toma de deci-
siones. También dan seguimiento a la ejecución de políticas 
de equidad de género cuando las hay, y orientan los proyec-
tos enmarcados dentro de acciones positivas o afirmativas 
para las mujeres. Su función esencial es política no vinculante. 
Una dificultad que se advierte es que tienden a conformar-
se sólo con mujeres, por su propio interés o por desinterés 
de los varones con la idea de que se trata de “problemas de 
mujeres, a ser atendidos por ellas”. Para los hombres, se reser-
van las comisiones y asuntos que desde sus perspectivas son 
importantes. Sólo mediante la incidencia de organizaciones 
locales de mujeres y grupos feministas, en alianza con conce-
jalas, se logró superar este vacío, igualando estas comisiones 
de género con el estatus que tienen otras comisiones de tra-
bajo de los Concejos Municipales.18
17 La diversidad de nominaciones se considera en sí misma una fortaleza y 
responde a su naturaleza, composición, objetivo, así como a quienes le 
dieron impulso, e incluso al momento en el que fueron establecidos.
18 La creación e inclusión de la Competencia 29 en el Código Municipal “Pro-
moción y desarrollo de programas y actividades destinadas a fortalecer la 
equidad de género” (Art. 4 inciso 29), en el marco de un conjunto de refor-
360 | M. Herrera, M. Benavides y C. Hopkins Damon
2) Secretarías y Consejos de la Mujer. Están integrados por 
autoridades del Concejo Municipal, personal técnico de las 
alcaldías y representantes de organizaciones de la sociedad 
civil, con roles similares al “tipo” anterior. La variante es que 
incluyen la dimensión participativa y de consulta ciudadana. 
Estas instancias podían resultar eficaces para la auditoría ciu-
dadana y la rendición de cuentas, aunque no siempre cuen-
tan con acreditaciones para ello. Uno de los factores que sue-
le minar la potencialidad y credibilidad de estos mecanismos 
es el hecho de que las organizaciones de mujeres ejercen el 
rol de auditoría cuando son, a su vez, beneficiarias directas de 
proyectos municipales. 
Simultáneamente, se constató que en el Concejo Munici-
pal, las autoridades mujeres contaban con menos experien-
cia técnica, “peso y valor político” que sus colegas varones. 
Por este motivo, con frecuencia, y a pesar de las mejores 
intenciones, no pudieron traducir las voluntades políticas en 
cambios concretos para la equidad de género. Otro campo de 
dificultades se encontró en las tensiones entre las concejalas 
y las responsables de las oficinas municipales de la mujer, 
impidiendo la consolidación de una agenda política unificada 
de las mujeres. 
3) Unidades u Oficinas de Género o de la Mujer, Centros 
de Atención y Desarrollo de la Mujer. Se integran con perso-
nal cuya calificación es, mayormente, básica y su responsabi-
mas a la legislación municipal, fue el resultado de un largo proceso de in-
cidencia que las actoras sociales impulsaron en el ámbito legislativo. Este 
paso tuvo una clara influencia en la superación de algunas dificultades en 
este ámbito, a partir del cual, las organizaciones de mujeres cambiaron su 
discurso, en el que ya no se trata de “convencer” a los gobiernos sobre “las 
bondades” de la equidad de género para su ejercicio de gestión, sino de 
exigirles el cumplimiento de su competencia o responsabilidad.
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lidad fundamental es operativizar las decisiones del Concejo 
Municipal a través de las Comisiones descritas en las dos cate-
gorías anteriores. Estos mecanismos son parte de la estructura 
municipal y jerárquicamente dependen del nivel gerencial. 
Tienen funciones ejecutivas y rectoras. Esta última alude al 
fomento y asesoría para la transversalización del enfoque de 
género en otras dependencias municipales.
A finales de 2008, al menos 41 de las 262 municipalidades 
de El Salvador contaba con alguno de estos mecanismos (véa-
se gráfico 2). Pese a que declaraban su interés por promover 
los derechos de las mujeres, al carecer de instancias ejecuti-
vas, sus intenciones no lograban materializarse. Superar este 
vacío fue la intención de la segunda reforma al Código Muni-
cipal que agregó la competencia recién estrenada, “por medio 
de la creación de la Unidad Municipal de la Mujer” (Art. 4 
inciso 29).19
La experiencia mostró que no cualquier mecanismo vincu-
lado a la ejecución de políticas públicas tiene viabilidad si no 
se acompaña de recursos públicos (humanos y económicos) 
para su implementación. Por ello, la voluntad política de los 
gobiernos locales debió expresarse tanto en la aprobación 
de la norma que generaba la OMM como en la dotación del 
presupuesto que la hiciera sustentable. 
Al finalizar este estudio se constató que: a) sólo 17 muni-
cipios de los 41 contaban con políticas de equidad de género 
aprobadas y planes para ejecutarlas, aunque b) casi la totali-
dad (40) habían dispuesto partidas presupuestarias dirigidas a 
acciones afirmativas hacia mujeres. El análisis de presupues-
tos municipales en los casos estudiados, permitió advertir que 
19 Esta segunda reforma al Código Municipal fue aprobada por la Asamblea 
Legislativa en el 2008.
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la asignación de montos era menor que las partidas destina-
das a sufragar gastos deportivos como el fútbol. 












Fuente: elaboración propia sobre la base de entrevistas realizadas en los municipios de 
El Salvador 2008.
Otras modalidades de financiamiento para las acciones de 
género provenían de fondos de cooperación internacional, 
en ocasiones con proyectos formulados por ONGs nacionales 
que los elaboraron y los gestionaron en coordinación con 
las alcaldías. En algunos casos, la relación de financiamiento 
externo e interno se fue modificando paulatinamente a favor 
de este último. Un indicador de sostenibilidad de la política 
pública es que las acciones para la equidad de género no 
sean financiadas sólo con recursos externos.
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Como se observa en el gráfico 3, se identificaron más 
partidas presupuestarias relacionadas con la equidad de gé-
nero en los municipios gobernados por el partido de iz-
quierda (FMLN) que en los otros. Probablemente ello se 
explique por el nivel de demanda que las organizaciones 
locales y nacionales de mujeres ejercen sobre este partido, 
que además utiliza su compromiso con ellas como parte 
de sus discursos electorales. Aunque, cada vez más, todos 
los partidos políticos, al menos en las campañas electorales, 
expresan un mayor interés por conocer y debatir sobre este 
campo, ello no se tradujo en mayores partidas presupuesta-
rias (véase gráfico 4). 
▶  Gráfico 3. Municipios de El Salvador que cuentan con partidas pre-












Fuente: Elaboración propia sobre la base de entrevistas realizadas en los municipios de 
El Salvador.
ARENA: Alianza Republicana Nacionalista.
FMLN: Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional.
CD: Cambio Democrático.
PCN: Partido de Conciliación Nacional.
FDR: Frente Democrático Revolucionario.
PDC: Partido Demócrata Cristiano.
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Las primeras alcaldías en crear unidades de género fue-
ron Soyapango (1998) y San Salvador (1999), ambas del Área 
Metropolitana y con gobiernos de izquierda. Para 2002, la 
equidad de género había dejado de ser prioridad pese a que 
en la primera alcaldía continuaba la izquierda en el gobierno. 
El estudio permite afirmar que el proceso de integración de 
las cuestiones de género no se encontraba lo suficientemente 
institucionalizado. 
En términos cualitativos, el panorama salvadoreño es si-
milar al de Honduras, en lo que respecta a las limitaciones de 
las oficinas de género o de la mujer, tanto en relación con sus 
presupuestos, con las capacidades técnicas de su personal, 
con su inestabilidad en la ubicación en el organigrama y es-
tructura institucional, como con sus posibilidades de inciden-
▶  Gráfico 4. Partidos políticos que impulsaron mecanismos e instru-
































Fuente: elaboración propia sobre la base del relevamiento de la información.
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cia tanto interna como externa. Las resistencias y filtros insti-
tucionales en relación con la equidad de género funcionaron 
de forma parecida, independientemente del partido político 
que gobernase. 
Esta realidad institucional, adversa para las transforma-
ciones en profundidad en términos de equidad y justicia de 
género, pone de manifiesto el mérito de las organizaciones 
de mujeres, actoras sociales persistentes y “tercas”, que con 
su creatividad lograron instalar públicamente las demandas 
de sus derechos, decir presente a través de sus propuestas y 
modificar las agendas públicas con sus discursos. 
De mecanismos aislados a institucionalidades 
complementarias
La transformación de las alcaldías en gobiernos munici-
pales a principios de los años noventa hizo de la equidad de 
género un rasgo central de la gestión gubernamental. Sin em-
bargo, este proceso requirió y sigue requiriendo de medidas 
mucho más profundas que la creación de una pequeña uni-
dad de carácter técnico. Ese fue apenas el primer paso. El reto 
central consistió en avanzar hacia la creación de otras figuras 
institucionales que, insertas en ámbitos claves de la gestión 
local, tuvieron la capacidad de superar los vacíos técnicos en 
la aplicación concreta de medidas encaminadas a disminuir 
las brechas de inequidad entre mujeres y hombres.
En Honduras, las alcaldías crearon solamente un meca-
nismo municipal para promover los derechos de las mujeres. 
Salvo Choluteca y el Municipio de Juticalpa en el departa-
mento de Olancho, que dieron lugar a más de una instancia 
al interior de la municipalidad, combinando la OMM con otras 
institucionalidades específicas para atender problemáticas de 
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las mujeres relacionadas con la violencia de género y la apli-
cación del Plan Nacional de Igualdad de Oportunidades en 
las localidades. Ambos fueron estimulados y apoyados por 
organizaciones feministas, el Centro de Derechos de Mujeres 
en Choluteca y el Centro de Estudios de la Mujer de Hondu-
ras en Juticalpa. Sólo en este último se contaba, además, con 
un diagnóstico de brechas de género y sinergias entre áreas 
específicas de la mujer y otras institucionalidades para aten-
der sus problemáticas. 
Entre las municipalidades salvadoreñas se identificaron al-
gunas que, tras varios años de haber iniciado la incorporación 
del enfoque de género en su gestión, continuaron con un 
solo mecanismo, generalmente aislado. También se encontra-
ron otras que crearon hasta seis instancias de diferente tipo. 
Algunas de carácter político, otras técnicas y ciudadanas, con 
instrumentos legales y administrativos. 
En alcaldías relativamente grandes como Santa Tecla, con 
varios centenares de personas en la planta laboral, las ins-
tancias de género tuvieron funciones y naturaleza diferentes, 
pero no siempre resultó evidente su complementariedad, o 
si su creación respondió a influencias políticas y/o a los mo-
mentos en los que fueron establecidas (véase gráfico 5).
En esa lógica, municipios que tienen más de un mecanis-
mo institucional para la equidad de género, podían convertir-
se en espacios de oportunidad para articular acciones estraté-
gicas a fin de avanzar en el cumplimiento de los derechos. Sin 
embargo, existen algunas limitaciones que suelen poner en 
riesgo esta posibilidad, como la “rivalidad” que muchas veces 
se observó entre los distintos mecanismos políticos, técnicos 
y ciudadanos porque en la mayoría de los casos no hay, o no 
se pone en práctica, una clara división de responsabilidades 
entre cada uno de ellos. 
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En el panorama salvadoreño, el crecimiento y la diversi-
dad de mecanismos, se relacionó con la confluencia de cuatro 
factores: a) la reforma al Código Municipal con la inclusión 
de la obligatoriedad de la creación de unidades de género; b) 
el financiamiento con fondos de cooperación externa, con-
seguido gracias a la movilización de las organizaciones femi-
nistas (quienes elaboraron, gestionaron, asesoraron y nego-
ciaron esos fondos y proyectos); c) la incidencia del ISDEMU 
en la formulación de Planes de Igualdad de Oportunidades 
▶  Gráfico 5. Espacios de interlocución
Generación de capacidades  
en Gobiernos Municipales
Generación de capacidades 
en el tejido organizativo 
de las mujeres
Institucionalidad:
− Comisiones de género
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− Oficinas municipales de la Mujer
Instrumentos legales 
y de gestión:
− Políticas de equidad de género
− Partidas presupuestarias para 
acciones positivas hacia mujeres
− Presupuesto con enfoque de género
Tejido organizativo 
de las mujeres:
− Organizaciones locales 
de las mujeres
− Organizaciones municipales 
de mujeres
Espacios de concertación 
de las mujeres
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el gobierno local:
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en ASIGOLFO20 y la zona de Occidente, y d) la divulgación y 
sensibilización impulsada por las organizaciones sociales de 
mujeres y feministas.
▶  Tabla 1. Número de mecanismos para el cumplimiento de los















Fuente: Elaboración propia sobre la base de información relevada
El balance entre estos cuatro factores mostró que una de 
las claves principales para la creación de las nuevas institucio-
nalidades de género, fue la capacidad de estas organizacio-
nes para colocar “temas y demandas” como preocupaciones 
20 ASIGOLFO es la Asociación Intermunicipal del Golfo de Fonseca, formada 
por las Municipalidades de El Carmen, Conchagua, Santa Rosa de Lima, 
Intipuca, Pasaquina, San José de la Fuente, La Unión, Bolívar y Yayantique. 
Todos ellos del Departamento de la Unión y Chirilagua del Departamento 
de San Miguel. 
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en los debates públicos, intervenir en las agendas públicas y 
cuestionar las responsabilidades estatales. 
En ambos países se desarrollaron también experiencias in-
termunicipales que, a pesar de generar nuevas formas de aso-
ciatividad para la promoción de la equidad de género, tuvie-
ron poco impacto en otras dimensiones relacionadas con la 
justicia de género. Las intervenciones tendieron a identificar 
el papel de las mujeres como factores de éxito en los proyec-
tos de desarrollo comunitario, básicamente porque aportaron 
de forma gratuita la mano de obra no calificada, pero en muy 
pocas ocasiones las consideraron a la hora de decidir la se-
lección de personal para puestos remunerados.
Salvo algunas municipalidades con intervención en pro-
gramas de desarrollo económico local que impulsaron medi-
das para el acceso de las mujeres a la generación de ingresos, 
la mayoría de las acciones afirmativas evadieron el desafío 
de enfrentar las desigualdades entre mujeres y hombres en 
el ámbito económico. También se exoneraron de la respon-
sabilidad de políticas fiscales que pudieran, por la vía de los 
ingresos públicos, favorecer la actividad económica de las 
mujeres. En el mundo del trabajo, no se observó la ejecución 
de programas de formación no tradicional para mujeres, ni la 
promoción de una distribución más justa de las responsabili-
dades domésticas. 
Miradas contrastadas y territorialidades: 
seis escenarios locales para los derechos 
de las mujeres y la equidad de género
El estudio y análisis se focalizó en seis experiencias lo-
cales (tres de cada país) que son representativas de la diver-
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sidad existente. En cada caso se analizó la participación de 
actoras sociales en la gestación, impulso y desarrollo de insti-
tucionalidades de la mujer, con el propósito de conocer cómo 
éstas reflejan prácticas de gobernabilidad democrática y cuál 
fue su incidencia en el fomento de la ciudadanía activa de las 
mujeres. También se consideran los factores de sostenibilidad 
y su valoración en relación con el aporte a las propuestas y 
los procesos de descentralización del Estado. 
La elección de los casos se basó en el siguiente criterio: 
escalas del territorio y cantidad de población, tiempo y gra-
dos de sostenibilidad alcanzados por las nuevas institucio-
nalidades, carácter y tipo de intervenciones desarrolladas, 
relaciones internas y externas, y, en el caso de El Salvador, 
también se consideró el factor de la diversidad partidaria, 
debido a la incidencia que tuvo en la evolución de los pro-
cesos.
 El análisis comparado y el contraste de pares permitie-
ron profundizar en la naturaleza y singularidad de cada caso, 
enriquecido a su vez por los intercambios con mujeres y 
hombres de cada localidad que favoreció la retroalimentación 
para el equipo de investigación y para los actores locales. De 
acuerdo con su naturaleza, los estudios de caso se clasifica-
ron de la siguiente manera: 
1.  Único o pionero, a Choluteca por haber sido la primera 
OMM que se inició en Honduras y, en ese sentido, posee-
dora de aspectos, irrepetibles en términos históricos, que 
sirvieron de inspiración para la innovación municipal en 
otras localidades. 
2.  Caso ejemplar polar denominamos a la experiencia de la 
mancomunidad La MAMUCA, en la región litoral norte de 
Honduras. Perdió el valor agregado que generaba la expe-
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riencia mancomunada para la promoción de los derechos 
de las mujeres. En la actualidad disminuyó su relevancia 
en las agendas municipales. 
3.  En términos de aprendizajes, se identificó como caso 
único y teóricamente decisivo, a Cuscatlán, una expe-
riencia intermunicipal pluralista que surgió en torno a la 
equidad de género y los derechos de las mujeres como 
eje central. Una parte de su trabajo se dedicó a la cons-
trucción de referencias teóricas en el campo, a partir de 
cómo se construye el proceso. Por otro lado, vinculó 
instancias de cooperación descentralizada en el Estado 
español con municipalidades salvadoreñas y permitió el 
surgimiento de otros temas en la mesa de trabajo inter-
municipal. 
4. Entre los casos típicos, se encuentran la municipalidad de 
Santa Tecla, que se caracteriza por contar con varios me-
canismos municipales para la equidad de género y los 
derechos de las mujeres. También incluimos dentro de los 
casos típicos la interrelación entre la municipalidad y ac-
toras externas, y el apoyo a la Asociación de Empresarias. 
5. En Concepción Batres se destacó el logro de la interrela-
ción entre el centro de mediación creado y la política de 
equidad de género. Resultó una experiencia pluralista con 
viabilidad para el trabajo, por el compromiso de parte de 
las autoridades municipales.
6. En Potrerillos, Honduras, se encontró una OMM que guar-
da el perfil ya señalado y la creación de la red de apoyo, 
vínculos con iniciativas económicas y un destacado papel 
del liderazgo local. 
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Experiencias analizadas por pares
Las escalas territoriales y poblacionales son dimensiones 
a tener en cuenta en el análisis de experiencias relacionadas 
con la gestión de los gobiernos locales. 
El primer par de municipalidades corresponden a Concep-
ción Batres del Usulután, en El Salvador, y Potrerillos, en el 
departamento de Cortes de Honduras. Dos municipios peque-
ños en términos territoriales y poblacionales que comparten 
varias características. Podemos mencionar, entre otras, que 
ambos se encuentran asentados cerca de cabeceras depar-
tamentales (las ciudades de Usulután y San Pedro Sula, res-
pectivamente), y tienen altas tasas de pobreza (el 63,4% en 
Concepción Batres y el 60% en Potrerillos –PNUD, 2005–). La 
población de Concepción Batres representa apenas la mitad 
respecto de la de Potrerillos, aunque abarca un territorio más 
extenso (119 km2 y 88,4 km2, respectivamente). 
El segundo par está compuesto por dos ciudades cabece-
ras departamentales, Santa Tecla en La Libertad, en El Salva-
dor, y Choluteca, en Honduras, en el departamento del mis-
mo nombre. Son territorios urbanos de escala media (121.908 
y 120.791 habitantes, respectivamente), con actividades co-
merciales e industriales dinámicas. Sus poblaciones rurales 
son minoritarias, y se dedican a la agricultura en Santa Tecla, 
y a la ganadería y la agricultura en Choluteca.21
El tercer par está conformado por la Mancomunidad de 
Municipios de la Costa Atlántica (LA MAMUCA), ubicada en 
21 Santa Tecla exhibe un IDH de 0,828 (informe PNUD, 2003) calificado como 
de “alto desarrollo humano”, mientras que Choluteca exhibe un IDH de 0,6 
(PNUD, 2003), dos puntos por debajo, evidenciando que el primero cuenta 
con mejores condiciones materiales para dinamizar procesos de desarro-
llo en la localidad. Informe de Desarrollo Humano El Salvador 2007-2008. 
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el norte de Honduras y la Estrategia Departamental de Cus-
catlán “Construyendo Municipios más Equitativos y Demo-
cráticos”.
La MAMUCA está integrada por cinco municipios contiguos 
ubicados en el departamento de Atlántida, en la Costa Atlán-
tica de Honduras, cuya población en conjunto representa el 
25,28% del departamento y el 1,30% de la población nacional. 
Sus territorios son básicamente rurales, con cascos urbanos re-
lativamente pequeños donde la mayoría de las calles son de 
tierra, aún en las áreas más céntricas de cada localidad. Aun-
que los datos reflejan que estas cinco localidades son repre-
sentativas de municipios rurales del país, una característica que 
las distingue es la presencia de población garífona, una de las 
comunidades étnicas del litoral Caribe centroamericano, que 
enfrenta particulares formas de exclusión social. 
La Estrategia de Cuscatlán está integrada por el 50% de los 
municipios que conforman ese departamento, ubicado en la 
región nor-central salvadoreña. A excepción de Cojutepeque 
–cabecera departamental– son localidades mayoritariamente 
rurales, por lo que sus principales actividades económicas 
están vinculadas a la producción agrícola en pequeña escala, 
destacándose el comercio formal e informal en Cojutepeque, 
el turismo y los servicios en Suchitoto.
La extensión territorial de cada localidad es diversa. El 
municipio de Suchitoto es uno de los más extensos del país, 
mientras que los siete restantes son pequeños, un promedio 
de 24,35 km2. En relación con la situación de las mujeres y 
los logros alcanzados respecto a la igualdad entre los géne-
ros, el índice de desarrollo humano según equidad de género 
(PNUD, 2005) muestra que Cuscatlán está en el quinto lugar 
((IDG 0,713) entre los departamentos del país, un valor más 
bajo que el de nivel nacional. 
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Características de las iniciativas estudiadas: 
surgimiento y orígenes históricos
a. En las localidades de Potrerillos y Concepción Batres, va-
rios grupos de mujeres dieron pasos para la consolidación 
de sus espacios organizativos, previo a la creación de me-
canismos municipales. Un aspecto importante en ambos 
casos fue la presencia de mujeres líderes, con un papel 
clave, dispuestas a prepararse y a trabajar de forma organi-
zada por la apertura de espacios públicos para el ejercicio 
de sus derechos. 
 En el caso de Potrerillos, el primer paso fue la creación e 
institucionalización del Comité de Apoyo a la Oficina de la 
Mujer, integrado por un grupo de mujeres líderes de dis-
tintos ámbitos institucionales del municipio, de tal forma 
que fuese representativo y permitiera conocer a través de 
la voz de las propias actoras las problemáticas y propues-
tas de solución. 
 En Concepción Batres, la iniciativa fue puesta en debate 
por la Asociación para la Autodeterminación y Desarrollo 
de Mujeres Salvadoreñas (AMS), una organización feminis-
ta que se propuso empoderar a las mujeres de las comu-
nidades. Este interés fue asumido en 1997 por el gobierno 
municipal. 
 En Potrerillos las actoras locales generaron rápidamente 
identidad grupal, acelerando la creación de la Oficina Mu-
nicipal a finales del 2002 y su instalación al año siguiente. 
En Concepción Batres el proceso de institucionalización fue 
más lento, ya que si bien las ideas iniciales surgieron en 
1997, la creación de un espacio para apoyar la resolución 
de conflictos de las comunidades se concretó en 2002.
 Las condiciones que propiciaron el surgimiento de la 
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OMM de Potrerillos fueron principalmente la existencia de 
mujeres con una fuerte legitimidad, quienes lograron mo-
vilizar la voluntad política del alcalde para la creación del 
espacio, el conocimiento técnico del personal de la muni-
cipalidad y el apoyo de organizaciones externas (ONG e 
instituciones gubernamentales). 
  Concepción Batres fue sostenido por el trabajo de la AMS 
y el apoyo técnico de una consultora internacional (DPK 
Consulting) que favoreció la creación de la Colectiva de 
Mujeres de la localidad, que luego se sumó a la visión y el 
liderazgo sustentado por el gobierno local. 
 En términos de enfoque, estas experiencias presentan una 
diferencia sustantiva. La OMM de Potrerillos fue creada 
como un “espacio propio” para promover el liderazgo lo-
cal y los derechos de las mujeres con el objetivo de tras-
cender hacia el ejercicio sustantivo de su ciudadanía.
 El Centro de Mediación de Concepción Batres fue crea-
do, en cambio, para proveer servicios de resolución de 
conflictos comunitarios ante problemas entre vecinos y 
vecinas. Los derechos de las mujeres no fueron su objeti-
vo inicial explícito, aunque las organizaciones sociales la 
aprovecharon para integrar las necesidades de atención 
en los casos de violencia contra las mujeres.
b. El origen de los mecanismos municipales de Santa Tecla 
y Choluteca, responde más a la participación de mujeres 
organizadas. En el primero, la municipalidad tuvo un rol 
importante en tanto propició la creación de la Mesa Ciuda-
dana de Mujeres producto de las discusiones del Plan Es-
tratégico Participativo en 2002 y una alianza con las con-
cejalas y regidoras en ejercicio. Esta presencia favoreció la 
acción de incidencia al interior del Concejo Municipal.
 En Choluteca, por su parte, se registró el involucramien-
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to y compromiso de organizaciones de la sociedad civil, 
algunas con influencia religiosa como La Pastoral de la 
Mujer y Cáritas.
 En suma, la Mesa Ciudadana, instancia consultiva- par ti-
cipativa, fue un espacio creado por la municipalidad para 
promover la relación Estado-mujeres tecleñas. En Cholute-
ca, en cambio, las expresiones organizativas de mujeres se 
sitúan en un ámbito religioso y comunitario. 
 En Santa Tecla, además, la influencia de organizaciones 
feministas de carácter nacional con actuación sistemática 
en el ámbito local, como Las Mélidas, en alianza con la 
Mesa Ciudadana y las concejalas del municipio, imprimie-
ron una fuerte dinámica a las demandas femeninas frente 
al Concejo Municipal, participando como una suerte de 
concertación de actoras locales, nacionales e instituciona-
les, con capacidades técnicas y políticas. 
 En Choluteca, la IV Conferencia Mundial sobre la Mujer 
se convirtió en un hito histórico que dinamizó el sur-
gimiento de su mecanismo municipal, concretado con 
la alianza entre la institucionalidad nacional (Designada 
Presidencial y de la Oficina Gubernamental de la Mujer) 
y la corporación municipal. 
 En ambos casos estas experiencias responden a una con-
fluencia entre las demandas de organizaciones de mujeres, 
la influencia de procesos nacionales e internacionales, la 
apertura política de los gobiernos locales, y una importan-
te presencia y respaldo de concejalas en Santa Tecla y de 
la alcaldesa en Choluteca.
 Una diferencia interesante a destacar en Santa Tecla, es 
que antes de constituir la Unidad de Género se resolvió 
realizar un diagnóstico sociodemográfico para identificar 
las brechas de género y la formulación posterior de la 
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política. Ello fue realizado por Las Mélidas (organización 
feminista). Tanto la propuesta de política como los meca-
nismos para su ejecución fueron aprobados en sesión del 
Concejo Municipal en 2003. 
 La Oficina Municipal de la Mujer de Choluteca fue crea-
da en 1996 por acuerdo del Cabildo Abierto de Mujeres, 
donde fueron testigas de la acción pública de la Corpo-
ración Municipal. El aporte de ellas al fortalecimiento de 
la institucionalidad para la promoción de sus derechos se 
incrementó a lo largo de los años. 
c. Al igual que los otros “pares” analizados, la estrategia de-
partamental de Cuscatlán y la Mancomunidad de Munici-
pios de la Costa Atlántica, comparten en su origen similitu-
des y diferencias. En ambos casos, se destaca el liderazgo 
político femenino en la conformación de las iniciativas. 
 En La MAMUCA, una ex alcaldesa, mientras ejercía el car-
go de directora ejecutiva de la mancomunidad, animó la 
creación de la Unidad Intermunicipal de la Mujer. En Cus-
catlán, la alcaldesa de Cojutepeque (iniciado su período 
en 2003) respaldó la propuesta de las organizaciones fe-
ministas y de mujeres. 
 El liderazgo y el compromiso de ellas también estuvo forta-
lecido por sus vínculos con expresiones gremiales de muje-
res municipalistas en sus países. La directora de La MAMUCA 
y ex alcaldesa del municipio de La Masica estaba vinculada 
a la ANAMMH y la alcaldesa de Cojutepeque formaba parte 
de ANDRYSAS. Ambas aprovecharon su autoridad política 
para promover la equidad de género y movilizar recursos 
externos de cooperación internacional. También asumieron 
un compromiso que trascendió a sus propias localidades, 
logrando un impacto territorial más amplio.
 En La MAMUCA, los objetivos iniciales de la articulación 
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intermunicipal para conformar la mancomunidad fueron: 
sostener los procesos de desarrollo de cada localidad, bus-
car beneficios conjuntos, multiplicar los recursos muni-
cipales e impulsar iniciativas de desarrollo social, salud, 
educación, economía y gestión ambiental. Especial aten-
ción brindaron a los problemas del agua. Las preocupacio-
nes sobre la equidad de género fueron posteriores. 
 La estrategia departamental de Cuscatlán surge, en cam-
bio, directamente vinculada a la preocupación por apli-
car las políticas municipales de equidad de género que 
ya habían aprobado cuatro municipios. Esta propuesta 
fue producto del trabajo de incidencia de organizaciones 
feministas vinculadas a la gestión municipal de Cojutepe-
que. 
Además, en tres de los cuatro municipios en los que se 
inició la experiencia, existía ya una fuerte tradición de orga-
nización y acción reivindicativa de las mujeres. Fueron estas 
organizaciones las que colocaron en la agenda de la manco-
munidad la necesidad de construir un espacio político en la 
propia gestión municipal para que los compromisos con la 
equidad de género no quedaran únicamente como acuerdos 
formales, y lograsen convertirse en nuevas prácticas de la 
gestión pública. La creación de espacios entre organizaciones 
y alcaldías ofreció la oportunidad de pensar conjuntamen-
te estrategias para la aplicación de las políticas municipales 
de género en cada localidad, compartiendo instancias de re-
flexión y asesoría sobre el tema.
Un aspecto que también comparten ambas experiencias es 
la existencia de un núcleo técnico intermunicipal, como so-
porte para los distintos municipios, que favorece la inclusión 
de acciones para la equidad de género. En La MAMUCA, el 
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equipo técnico respectivo estableció la Oficina Intermunicipal 
de la Mujer y, desde esta plataforma, fueron construyendo las 
OMM locales. En Cuscatlán, el Equipo de Coordinación In-
termunicipal se estableció simultáneamente con las primeras 
cuatro oficinas municipales de género.
En síntesis, de las seis experiencias analizadas, cuatro 
pusieron su mirada inicial en promover los derechos de las 
mujeres y la igualdad de género, mientras que las restantes 
(Concepción Batres, en El Salvador y La Mamuca en Hon-
duras) nacieron con otros objetivos y asumieron, posterior-
mente, como eje de trabajo, los derechos de las mujeres. Este 
aspecto marcó la evolución de las nuevas institucionalidades, 
afectando, junto con otros factores relacionados con los cam-
bios políticos y el debilitamiento de las organizaciones de 
mujeres, su sostenibilidad institucional.
Entre maneras del hacer y modelos de gestión
Las modalidades que adoptaron las gestiones municipales 
se relacionaron con la cultura política que prevalecía en las 
comunidades, la vocación más o menos democrática de quie-
nes gobernaban, la interpretación de los problemas sociales 
que atendían y, finalmente, el entramado de intereses refleja-
dos en sus contenidos principales. 
A nivel general, en los gobiernos locales estudiados en 
ambos países predominaba un enfoque presidencialista, los 
alcaldes o alcaldesas al frente del Ejecutivo tendían a concen-
trar la mayor parte de las decisiones y la orientación de los 
diversos procesos de gestión. Las políticas de género fueron 
asumidas ante la presión social de las mujeres, pero no siem-
pre comprendidas en su complejidad y dimensión transfor-
madora, en el marco de dinámicas que no estaban exentas de 
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prácticas clientelistas con fuerte contenido patriarcal. Entien-
den que la equidad de género es igual a mujeres, y que es a 
ellas a quienes principalmente debe interesar su aplicación. 
En algunas municipalidades, pese a los esfuerzos de con-
cejalas y organizaciones sociales, las resistencias patriarcales 
se combinan con el desconocimiento, construyendo barreras 
difíciles de remover.
Este modelo presidencialista incidió en las lógicas de ac-
ción y las maneras de “hacer” gobiernos. En El Salvador ello 
se expresó en los Concejos Municipales unipartidarios. Este 
esquema –sin oposición– como forma de gobierno tiende a 
reproducirse en los diferentes ámbitos de gestión, incluso en 
aquellas áreas de gobierno en las que la participación social 
estça normatizada. Tal es el caso de las Unidades de Género o 
las Oficinas Municipales de la Mujer; la selección para ocupar 
el cargo de coordinación (según la nominación que adquiera 
en cada caso), no siempre contó con un perfil claro de atribu-
ciones y requerimientos, y, generalmente, predominó la idea 
de que debía ser una mujer vinculada al partido gobernante 
de la municipalidad. 
Se evidenció que los Concejos Municipales delegaron en 
estos nuevos mecanismos, casi siempre unipersonales, la res-
ponsabilidad de responder por toda la municipalidad a las 
demandas específicas de las mujeres, desde la organización 
de nuevos servicios a su proyección externa. Este modelo 
delegativo obturó el desarrollo e integración del enfoque de 
equidad de género en otras áreas al interior del municipio. En 
aquellas alcaldías en las que se crearon más de una instancia 
relacionada con los derechos, pese a la persistencia del enfo-
que delegativo, las tareas se repartieron entre varias personas 
e instancias, por ejemplo, en la alcaldía de Santa Tecla y Su-
chitoto en El Salvador.
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Cuando las responsables de estas nuevas unidades prove-
nían del movimiento de mujeres, como en el caso de Potre-
rillos, el Centro de Mediación de Concepción Batres, algunas 
Unidades de la Mujer y Equidad de Género (UMEG) de Cus-
catlán e incluso su equipo de coordinación técnica, la gestión 
también se caracterizaba por lealtades múltiples, presiones en 
diferentes sentidos, así como por sucesivas y tensas negocia-
ciones para la concreción de su trabajo. 
Las encargadas de las nuevas unidades municipales, o un 
conjunto de ellas, son mujeres que previamente ocupaban 
posiciones de liderazgo del lado de la demanda de las orga-
nizaciones de mujeres. Al ser propuestas por sus compañeras 
y nombradas por las autoridades municipales en los nuevos 
cargos, pasaron a ocupar una posición desde la cual se vieron 
obligadas a responder a las demandas que ellas impulsaron 
antes. Las expectativas externas al municipio y el poco res-
paldo interno las dejó huérfanas en este doble sentido, como 
funcionaria para la sociedad civil, como “agente externa” para 
el municipio. 
Salvo en las experiencias que contaron con un equipo de 
trabajo para la coordinación y el soporte técnico, en el marco 
de colaboraciones intermunicipales, como es el caso de la 
“Estrategia Cuscatlán”, las OMM o UMEG debieron enfrentar 
en solitario y con desconcierto los desafíos que se les presen-
taron. Incluso en algunas alcaldías que participaban de esta 
estrategia, como Suchitoto, el fenómeno inicial fue similar. La 
responsable se vio alejada de las compañeras y con la exi-
gencia interna de “resultados evidentes” que le permitiera al 
alcalde mostrar el reconocimiento de “su” compromiso con 
las mujeres. 
A estas dificultades se sumó el desconocimiento sobre los 
asuntos estatales con el que generalmente ellas se integraron 
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a la estructura municipal, así como la ausencia de preceden-
tes en la aplicación de contenidos de género en ámbitos de 
la gestión pública local. Cabe destacar que ni en Honduras 
ni en El Salvador, ni las instituciones del gobierno central 
responsables del fortalecimiento municipal, ni los Institutos 
de la Mujer, llevaron a cabo acciones orientadas a desarrollar 
competencias municipales en clave de género. En otras pala-
bras, la mayoría tuvo que inventar su trayectoria en su nuevo 
cargo y dotar de sentido la institucionalidad. 
En este marco, se encuentran OMM que pusieron el acen-
to de su gestión en la procuración de servicios para las muje-
res, especialmente en el ámbito de atención y prevención de 
la violencia, y en el impulso de iniciativas económicas. Pero, 
al interior de las municipalidades, se dio escasa atención a la 
superación de resistencias que conllevan la aplicación de la 
equidad de género en otras dependencias municipales. En 
Santa Tecla, por ejemplo, estas nuevas instancias pusieron 
mayor énfasis en la articulación interna de los esfuerzos, a lo 
que contribuyó el compromiso y liderazgo de un importante 
número de concejalas y del alcalde.
En síntesis, en cuanto a la “manera de hacer”, si bien exis-
ten regularidades derivadas de la posición marginal que las 
nuevas institucionalidades de género tuvieron al interior de 
las alcaldías, los estilos de trabajo fueron diversos y no lo-
graron modelar la gestión municipal y un ámbito de com-
petencia claramente delimitado. Son unidades que requieren 
legitimarse externamente frente a las organizaciones de mu-
jeres que empujaron su creación, así como ante el gobierno 
municipal, que les demanda resultados concretos en la pro-
yección externa hacia la población. Los avances en su insti-
tucionalización, aunque dependen de la voluntad política de 
las autoridades municipales, también están sujetos a la forma 
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en que se combinen estos dos campos de legitimación, que 
no siempre son armoniosos.
Cuestiones de género en los servicios, 
acciones y financiamientos públicos
En este apartado, el análisis se enfoca en la identificación 
del origen de las OMM, los perfiles y características de las ini-
ciativas que llevaban a cabo, los modelos de gestión, recursos 
disponibles, actividades que desarrollaron y nivel de institucio-
nalización y sostenibilidad. Al mismo tiempo, se identifica y se 
analiza la vinculación de estas experiencias con otros actores y 
actoras sociales e institucionales, en particular, la relación con 
las mujeres organizadas, los avances existentes en materia de 
participación femenina y su acceso a la toma de decisiones.
Algunos indicadores de institucionalización remiten a la 
representación política femenina en las alcaldías, la confor-
mación de los organigramas municipales y el tipo y la canti-
dad de recursos a los que acceden el conjunto de las áreas. Se 
puso especial atención en identificar las acciones encamina-
das a transformar la cultura vigente, en particular a erradicar 
los estereotipos sexistas.
Una tendencia inicial en las seis experiencias analizadas 
fue la realización de acciones de apoyo a las organizaciones 
y grupos de mujeres, centradas en la formación, capacitación 
y sensibilización. Éstas no siempre respondieron a programas 
claramente estructurados y vinculados a un análisis de bre-
chas de desigualdades de género. La necesidad de “hacer” y 
que se las vea “haciendo” marcó la dispersión del accionar 
inicial. Ello puede comprenderse a partir de la necesidad de 
ocupar un espacio institucional y simbólico como nuevas en-
tidades públicas.
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Progresivamente, las OMM en Honduras y las diferentes 
unidades en El Salvador, se orientaron hacia la prestación 
de servicios vinculados a la atención de los problemas más 
sentidos por las mujeres: violencia y pobreza. La experiencia 
de Choluteca es significativa en relación con la atención de 
la violencia basada en patrones de género. Allí se organizó el 
Centro de Atención Integral para las Mujeres, con una oferta 
de servicios de atención psicológica, acompañamiento legal y 
acogida para quienes enfrentaran situaciones de emergencia. 
Contó con la articulación de diversas áreas municipales, la 
disposición y respaldo social y mediático, una amplia red de 
apoyo integrada por representantes de organizaciones, insti-
tuciones y activistas a título individual.
La Oficina Municipal de la Mujer en Potrerillos, además de 
crear una oferta con objetivos similares a la anterior, priorizó 
la creación de un servicio de formación para emprendimientos 
económicos. Una de las cuestiones observadas en estas inicia-
tivas económicas, fue la dificultad para superar los niveles de 
subsistencia debido tanto a los bajos montos de inversión pre-
vistos por el programa, como a la escasa calificación y expe-
riencia previa de las mujeres que participaron de la iniciativa.
En esta misma línea, Santa Tecla enfatizó, a diferencia de 
Potrerillos, el ciclo de comercialización y asociatividad de mi-
croempresarias, utilizando la infraestructura municipal y pos-
tergando la inversión en nuevos proyectos para consolidar la 
línea de trabajo. 
Por su parte, la experiencia de Concepción Batres muestra 
algunas particularidades en la prestación de servicios. Se en-
focó en la facilitación de procesos de mediación y resolución 
de conflictos que, poco a poco, se combinó con la atención 
a situaciones de violencia contra las mujeres. Las Tribunas de 
la Mujer, lideradas por la organización Colectiva de Mujeres y 
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respaldadas por el municipio, permitieron la afirmación ciu-
dadana de las mujeres. 
En los casos de experiencias intermunicipales, el servicio 
principal de los equipos de coordinación y apoyo técnico se 
orientó al fortalecimiento de capacidades y competencias de 
las nuevas institucionalidades locales, favoreciendo las articu-
laciones indispensables con otras dependencias municipales, 
con el fin de incorporar el enfoque de género en los conteni-
dos de su quehacer. 
En esta clave, la estrategia de Cuscatlán combinó esfuerzos 
para transformar la operatoria de algunos de los servicios más 
tradicionales, promoviendo acciones positivas a favor de los 
derechos de las mujeres. Por ejemplo, el servicio de registro 
familiar, dedicado, en general, sólo al asentamiento y entrega 
de constancias de nuevos nacimientos, defunciones, y la rea-
lización de matrimonios civiles, fue el que mejor expresó la 
inclusión de indicadores de género. Aportó nuevos datos sobre 
paternidad “irresponsable”, permitiendo el acceso de las muje-
res a información sobre regímenes patrimoniales y alternativas 
ofrecidas por la legislación civil sobre matrimonios vigente. 
Estos programas surgieron a partir de las consultas relevadas 
entre las y los ciudadanos, el personal y las autoridades muni-
cipales, que favorecieron la definición de prioridades de políti-
cas de género para todas las áreas del organigrama municipal. 
Las seis municipalidades definieron programas de preven-
ción de la violencia, participación ciudadana, educación y 
cultura, de apoyo a la salud de las mujeres y promoción de su 
participación en la gestión ambiental; todas incluyeron apoyo 
a las actividades económicas de las mujeres. 
Este amplio abanico de competencias municipales inclui-
das en estos programas, no logró, sin embargo, traducirse en 
acciones sistemáticas en cada una de las áreas y ámbitos de 
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actuación. Una de las mayores dificultades se encontró en las 
propuestas económicas formuladas, debido a que no se sus-
tentaron en análisis de los mercados, factibilidad económica 
y proyecciones previas que vincularan estas iniciativas con las 
ventajas y dinámicas de las economías locales. 
En suma, la fragilidad mayor que enfrentan las institucio-
nalidades de la mujer (y de género), independientemente del 
nivel de desarrollo e institucionalización en que se encontra-
ban, es su dependencia del financiamiento externo. Aunque 
en las seis experiencias se confirmó que el personal, así como 
los recursos para su funcionamiento básico, estaban cubiertos 
por los presupuestos municipales, las asignaciones para la in-
versión pública en servicios y programas eran muy limitadas 
y, en algunos casos, inexistentes. 
Emergen nuevamente las organizaciones de mujeres de-
mandando y desplegando considerables esfuerzos con el ob-
jetivo de impulsar modelos de cogestión para la movilización 
de recursos externos que, por un lado, ayuden a sufragar 
los costos de manutención y desarrollo de los servicios y 
programas de acción positiva, y, por el otro, comprometan la 
asignación de recursos públicos por parte de los gobiernos 
municipales. Ello puso en evidencia la brecha que aún existe 
para lograr que los asuntos de género ocupen un lugar cen-
tral en los procesos de gobernabilidad local y, sobre todo, en 
las asignaciones presupuestarias.
Impactos en el ejercicio de ciudadanía 
de las mujeres
La ciudadanía se vincula con la autonomía de las mujeres, 
con su capacidad de decidir sobre su cuerpo y de participar, 
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de acuerdo con sus intereses y opiniones, en los asuntos que 
competen al conjunto de la sociedad y, especialmente, a la 
conciencia subjetiva de tener derechos. En los países cen-
troamericanos, como en la mayoría de América Latina, las 
mujeres viven una ciudadanía escindida entre los avances en 
el reconocimiento de sus derechos en los marcos jurídicos y 
las prácticas políticas renuentes a su cumplimiento. Tal es el 
caso del ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos o, 
en otra esfera, la ausencia de mecanismos que garanticen el 
acceso o el cumplimiento de los derechos. 
Ello no pone en duda, como se viene sosteniendo, las 
proactividades de las mujeres locales, pero estas organizacio-
nes no se traducen en “referentes políticos fuertes que sean 
portavoces de sus derechos como género” (Valdés y Provoste, 
2000), más bien refuerzan los roles tradicionales de género. 
Se verificó, sin embargo, la influencia que alcanzó en la con-
ciencia de ciudadanía la existencia de las institucionalidades 
locales de género. El estudio de base permitió valorar la ma-
nera en que la intervención amplió o restringió la apropiación 
de sus derechos. 
Como premisa para considerar los derechos de las mu-
jeres se requiere escuchar sus voces y que éstas se integren 
al diseño y la prestación de servicios públicos. Para analizar 
los niveles de cumplimiento de responsabilidades públicas 
en torno a la garantía de derechos, se tuvieron en cuenta 
diversas variables. ¿Dónde y de qué forma participan las mu-
jeres? ¿Qué acciones afirmativas se promovieron a favor de 
sus derechos? ¿Qué derechos son los que se promovieron de 
forma prioritaria? ¿Qué niveles de empoderamiento se pue-
den detectar en las mujeres a partir de su participación en 
estos procesos? ¿Qué mecanismos existen para garantizar el 
ejercicio de derechos de las mujeres?
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Apoyo a la asociatividad de las mujeres, 
o cómo pasar del yo al nosotras
Las mujeres, en tanto sujetos subalternos y víctimas de 
modalidades históricas de discriminación, enfrentan dificul-
tades particulares para la construcción de espacios colec-
tivos en los que sus derechos sean la prioridad. Transitar 
del “yo al nosotras” no es un paso automático, requiere de 
ejercicios de afirmación y reconocimiento individuales que 
permitan, desde su diversidad, la identificación de intere-
ses y propósitos comunes, más allá de las demandas rela-
cionadas con sus funciones de madres o cuidadoras de las 
familias y comunidades. Desde ese lugar, y a través de la 
toma de conciencia acerca de su situación de subordinación 
por género, construyen la disposición de impulsar acciones 
(alianzas, acuerdos, negociaciones) orientadas a transformar 
la institucionalidad local y nacional. Una precondición para 
establecer alianzas sólidas con otros actores es la existencia 
de organizaciones con capacidad de propuesta e incidencia. 
De otra manera, las acciones pueden ser subsumidas por las 
demandas comunes a la comunidad general, perdiendo su 
especificidad.
Las nuevas institucionalidades de género contribuyeron a 
la conformación de espacios asociativos y a la agrupación 
de las mujeres, sobre todo de sectores populares, así como 
también al reconocimiento de las instancias y expresiones 
organizativas propias en diferentes localidades de ambos paí-
ses. No obstante, tanto en los estudios de caso, como en el 
mapeo general de las iniciativas nacionales, se constató que 
las relaciones entre las organizaciones locales de mujeres y 
las responsables de los nuevos mecanismos municipales es-
tán teñidas de complejidades y desafíos. Se evidenció que 
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se necesitan mutuamente y que trabajan por objetivos muy 
cercanos, pero desde distintos caminos, posiciones y roles. 
Aunque desde las organizaciones feministas se expresó 
la intención de que las organizaciones locales sean asumidas 
como aliadas fundamentales de las Unidades de Género y de 
las Oficinas Municipales de la Mujer, y sean las principales 
interesadas en el impulso de políticas públicas y acciones 
afirmativas, no siempre se logra. También se buscó que las or-
ganizaciones reconocieran a las responsables de estas nuevas 
unidades como “puentes de comunicación” de sus aportes y 
demandas ante el Concejo Municipal, cuestión que no siem-
pre se alcanza, en tanto que la posición “institucional” de las 
responsables puede considerarse como un obstáculo más que 
un facilitador de la relación con el gobierno municipal.
Los programas de formación sobre derechos que promo-
vieron las Oficinas de la Mujer contribuyeron a la asociati-
vidad, pero estas acciones mostraron ser insuficientes para 
salvar el vacío que deja una cultura política en la que la repre-
sentatividad femenina es minada constantemente, no sólo por 
los interlocutores políticos, sino también por ellas mismas, 
que acostumbradas a refrendar los liderazgos masculinos, re-
tacean su respaldo y reconocimiento a las responsables de 
las OMM. 
En este sentido, entre los casos analizados, se destaca la 
propuesta de Cuscatlán de construir un “Consejo Consultivo 
de Organizaciones Sociales para la Equidad”. En verdad, de-
bería haberse “espejado” en Consejos Consultivos Municipa-
les. Esta propuesta no se concretó, a pesar de los múltiples 
esfuerzos realizados por el equipo de coordinación debido, 
principalmente, a la brecha entre los discursos que reconocen 
la importancia de la auditoría social y la práctica concreta de 
funcionarios/as que se resisten a la rendición de cuentas y 
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que viven como agravio la demanda de información sobre su 
gestión presupuestaria de gobierno. 
La articulación de las organizaciones a nivel nacional o re-
gional también se convirtió en un factor importante para el 
intercambio de aprendizajes y, sobre todo, para sentirse parte 
de un movimiento social más amplio que trascienda la dimen-
sión local. Algunas experiencias impulsadas por organizacio-
nes feministas resultaron relevantes en la medida en que pro-
movieron relaciones de horizontalidad y menor dependencia 
hacia las ONG. De todas maneras, las prácticas de intercambios 
impulsadas por las Oficinas Municipales de la Mujer constitu-
yeron un elemento catalizador de los procesos a la hora de 
articular asociaciones y organizaciones de nivel local.
Acceso a la toma de decisiones o cuando
la opinión de las mujeres se toma en cuenta
La exclusión de las mujeres en los procesos de toma de 
decisiones es una constante en las organizaciones sociales, 
políticas y de los diferentes niveles de gobierno. Es uno de 
los bastiones en los que se sostiene la subordinación femeni-
na y se legitima mediante la invisibilidad de su aporte histó-
rico a la sociedad. Reconocer esta exclusión como un déficit 
democrático y tomar conciencia del vínculo que tiene con 
otras expresiones sexistas en la sociedad, es uno de los pri-
meros pasos en el proceso de empoderamiento individual y 
colectivo. 
Las acciones municipales para garantizar la toma de de-
cisiones se centraron en la creación de escuelas no formales 
para el fortalecimiento del liderazgo, talleres sobre derechos, 
actividades para el reconocimiento de la memoria histórica y 
en la divulgación de herramientas para la auditoría social. A 
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través de estas acciones se buscó desplegar sus capacidades 
e incidir en las políticas públicas locales y en la toma de de-
cisiones, consolidando la identidad de ciudadanas con con-
ciencia de género. Es en la dimensión “del poder” en la que 
se encontraron los principales núcleos de resistencia. Bajo 
estas consideraciones, la participación de las mujeres en los 
gobiernos locales continúa siendo un desafío. 
Los escollos que ellas enfrentan para acceder a cargos de 
elección popular residen, en principio, en la dinámica propia 
de los partidos políticos y sistemas electorales. La deuda de 
reconocimiento efectivo permanece, a pesar de las instan-
cias de promoción de sus derechos creadas en ámbitos mu-
nicipales. Las experiencias intermunicipales analizadas ponen 
en evidencia la persistencia de este vacío aunque muestran 
también algunos avances, en los que la intervención de las 
organizaciones de mujeres estuvo presente.
Si bien algunos de los municipios reflejados en la Tabla 2 
registraron avances, no se logró satisfacer la demanda de las 
organizaciones. Por ejemplo, en Suchitoto –uno de los muni-
cipios salvadoreños en el que el movimiento local de mujeres 
tiene más trayectoria política y fortaleza asociativa– la deman-
da de gobierno municipal paritario para las elecciones del 
2009 fue desestimada y descalificada por el liderazgo político 
local, y no logró contar con el respaldo de líderes mujeres del 
partido gobernante a nivel nacional, aunque éste se posiciona 
(en el discurso) a favor de una mayor participación política 
de las mujeres.
En el caso de Honduras, la situación fue similar, para el 
ejemplo de la MAMUCA apenas dos de los cinco municipios 
alcanzaron la cuota mínima (30% de participación de mujeres 
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▶  Tabla 2. Mujeres en los gobiernos municipales















3/12 5/14 2/12 5/10 3/10 1/ 8 3/ 8 1/10 23/84
27 % mujeres
2006-200925% 36% 17% 50% 30% 13% 37% 10%
4/12 8/14 4/12 3/10 5/10 1/ 8 3/8 1/10 29/84
35 % mujeres
2009-201233% 57% 33% 30% 50% 13% 37 % 10%
Fuente: elaboración propia sobre la base de datos de la Estrategia Departamental “Construyendo Municipios más equitativos y democráticos en 
Cuscatlán”
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▶  Tabla 3. Mujeres en cooperaciones municipales














1/10 3/10 0/10 4/10 2/10 10/50
10% 30% 0% 40% 20% 20%
Fuente: elaboración propia sobre la base de entrevistas, 2007. 
La percepción sobre si se facilitó o no la toma de deci-
siones por parte de las mujeres es contradictoria, desde los 
gobiernos se afirmaba la creación de espacios y mecanismos 
para la participación femenina y la toma de decisiones; sin 
embargo, las ciudadanas sostienen que no se integraron a 
ámbitos en los que se deciden cuestiones estratégicas. Las 
consultas formuladas a ellas no tuvieron carácter vinculante 
y, en pocas ocasiones, sus opiniones lograron estar presentes 
a la hora de diseñar proyectos que implicaran inversiones 
importantes en sus municipios.
El reconocimiento y los mecanismos de participación 
abiertos a las mujeres suelen ser formales. La buena relación 
entre organizaciones y gobiernos municipales acaban cuando 
las mujeres buscan trascender el carácter formal de esta par-
ticipación y exigen que sus opiniones sean plasmadas en los 
acuerdos que orientan la gestión pública y, sobre todo, en las 
partidas presupuestarias.
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Ejercicios de derechos, entre certezas y ambivalencias
No siempre son fáciles de distinguir las fronteras entre la 
declaración formal de derechos y el reconocimiento efectivo 
para su ejercicio pleno, sobre todo en poblaciones con exclu-
siones históricas y con poca trayectoria de exigibilidad, como 
es el caso de mujeres de sectores populares en municipios 
predominantemente rurales. 
Incluir la noción de derechos de las mujeres en los discur-
sos públicos de autoridades municipales es un paso relevante 
para las organizaciones, ya que reafirma, como plantea Jo 
Beall, su dignidad como personas. Esta autora propone dos 
formas de pensar la obligación del Estado en el cumplimiento 
de su responsabilidad de resguardo de los derechos humanos 
universales de ciudadanas y ciudadanos (Beall et. al., 2004, 
en Cos-Montiel, 2006).
a) De forma progresiva, de acuerdo con lo posible, dadas las 
limitaciones de recursos y con clara rendición de cuentas 
de parte de las instancias estatales hacia la sociedad civil. 
b) Respetar los derechos, protegerlos y cumplirlos, siendo 
responsable de facilitar, suministrar y promoverlos ya sea 
a nivel estatal o en conjunto con otros actores.
El mayor desafío es que los discursos se traduzcan en 
compromisos asumidos con sentido de obligatoriedad y ga-
rantía por parte de las instituciones. Es aquí donde aparecen 
las primeras ambivalencias, tanto por la falta de compromisos 
reales, como por la ausencia de relaciones intergubernamen-
tales, de colaboración eficaz, que permitan asegurar, desde 
los diferentes niveles de gobierno, la vigencia y garantía de 
derechos. 
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El estudio permitió mostrar que en estos trayectos está 
presente la lucha por la autonomía de las mujeres, y la ne-
cesidad de construir una mejor calidad en las interacciones 
entre sus movimientos, organizaciones y el Estado. Ante las 
decisiones políticas de los gobiernos locales de promover o, 
por el contrario, retrasar el cumplimiento de sus responsabili-
dades respecto a la promoción de sus derechos, no existe un 
único formato o receta a seguir para el éxito. 
Se evidenció también que la adquisición de la autono-
mía personal es compleja, cada mujer puede ganarla y de-
fenderla en ciertos ámbitos, mientras que en otros puede 
perderla. Autonomía y ejercicio de derechos logrados en 
un momento histórico pueden ser perdidos en otro, ya sea 
a nivel individual o colectivo. Cuando una alcaldía cierra 
o reorienta un servicio creado para las mujeres, no sólo se 
pierde el espacio físico o los recursos inmediatos, sino tam-
bién el territorio simbólico conquistado. Tal es el caso de 
algunas municipalidades en El Salvador22 y lo ocurrido con 
la normativa impulsada por la Asociación de Municipios de 
Honduras que reorientó la dedicación de las Oficinas Muni-
cipales de la Mujer a servicios generales para la familia, la 
niñez y la adolescencia. 
Un logro indudable de los últimos años fue el reconoci-
miento paulatino de los gobiernos municipales respecto de 
las desigualdades existentes entre mujeres y varones como un 
asunto de poder y no meramente descriptivo de roles y fun-
22 La municipalidad de San Salvador, capital de la República, fue la primera 
en elaborar y aprobar su Política de Género y en establecer diferentes me-
canismos para los derechos de las mujeres, que en el período de gestión 
2009–2012, con el gobierno de ARENA, fueron cerrados o reorientados a 
servicios dedicados a la familia y la niñez, perdiendo con ello la especifici-
dad lograda en períodos anteriores.
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ciones sociales, así como la incorporación en sus discursos de 
mensajes encaminados a superar esta desigualdad. Este reco-
nocimiento fue establecido en las “Políticas Municipales para 
la Equidad de Género”,23 fundamentalmente en los ámbitos 
de los derechos económicos, sociales y culturales. Se obser-
vó, sin embargo, que los derechos sexuales y reproductivos, 
aunque registrados en el texto, son ignorados. 
Las alcaldías, a través de sus oficinas de género, se ocupa-
ron de divulgar el conocimiento de los derechos relacionados 
con:
■  Una vida sin violencia.
■  Lo económico.
■  La participación política.
■  La salud sexual.
■  La salud reproductiva.
■  La propiedad.
La mayoría de los municipios se concentraron en el dere-
cho a vivir una vida libre de violencia (en el ámbito domésti-
co), a través de diversas medidas concretas, aunque más rela-
cionadas con la atención de quienes sufrieron violencia que 
con la sanción social contra el agresor. La violencia sexual fue 
abordada en dos municipios de El Salvador a través del alerta 
contra el acoso sexual entre las y los empleados municipales, 
que derivó en la elaboración de un reglamento para sancio-
23 Las Políticas Municipales para la Equidad de Género han sido desarrolla-
das como un instrumento normativo e indicativo de acciones fundamen-
talmente en El Salvador, aunque los intercambios con municipalidades 
hondureñas también han propiciado que algunas municipalidades de 
este país elaboren las propias, sobre todo en aquellos casos donde inci-
dieron organizaciones feministas.
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nar a quienes, valiéndose de sus puestos, ejercen poder sobre 
sus subordinadas. 
Los derechos económicos, a la propiedad, a la participa-
ción política y a la salud sexual, son los que tuvieron menor 
visualización en los gobiernos municipales. Las prácticas para 
su divulgación se mantuvieron en la gestión de recursos para 
proyectos productivos o charlas sobre la reproducción de la 
vida, sin embargo, hubo una total ausencia de promoción de 
conocimientos sobre la sexualidad de las mujeres.
Se hizo evidente que los contextos culturales, en los que 
se desenvuelve la acción de las municipalidades, inciden en 
el ejercicio de los derechos de las mujeres y, en algunos de 
los casos ya señalados, contribuyeron a que el impacto de las 
intervenciones fuera limitado.
Reflexiones finales: actoras sociales 
y la institucionalización de la equidad 
de género en la gestión municipal
Si bien constituyeron diversas organizaciones que deman-
daron políticas sociales, las mujeres fueron tradicionalmente 
excluidas de la política. La respuesta común de las institucio-
nes públicas tiende a convertirlas en beneficiarias. La preten-
sión de transformación desde el Estado del orden jerárquico 
de género establecido inició reformas en las propias institu-
ciones. Así, sus lógicas fueron cuestionadas y poco a poco se 
pudo comenzar a innovar en los papeles que pueden desem-
peñar las instancias estatales. 
Las actorías de las mujeres y su acción colectiva con rela-
ción al Estado se vinculan a la idea de gobernabilidad, que es 
un concepto asociado “a la calidad de la relación entre Estado 
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y sociedad, estando estrechamente vinculado al problema de 
legitimación del sistema político” (Díaz, 2006). Para Artiga 
(2007) “la gobernabilidad se orienta a la satisfacción de, por 
lo menos, aquellas demandas que son imprescindibles para 
hacer viable la convivencia social”. Artiga retoma de Camou 
(1997)24 la idea de la gobernabilidad como fenómeno multi-
dimensional.
La preocupación para que los Estados asuman la respon-
sabilidad de garantizar los derechos de las mujeres y la pro-
moción de relaciones de género más igualitarias tuvo, tanto 
en Honduras como en El Salvador, un importante empuje a 
nivel local, lo que incidió progresivamente en la generación 
de cambios institucionales en los gobiernos municipales. Es 
interesante destacar que este viraje no obedeció a la idea de 
que “lo local” fuera un ámbito más propicio para la acción 
reivindicativa de las mujeres, sino sobre todo a la falta de 
interlocución real y efectiva entre los gobiernos nacionales y 
las áreas competentes. Pese a que estas iniciativas buscaron 
suplir vacíos del nivel nacional, se configuraron como accio-
nes que contribuyeron a desarrollar nuevas dimensiones de 
la gobernabilidad en lo local.
La fuerza motriz principal, aunque no exclusiva, para 
estos cambios fueron las organizaciones de mujeres de di-
ferente tipo, especialmente en El Salvador, las cuales, al 
convertirse en actoras y sujetas políticas, impulsaron la pro-
moción, negociación y creación de la gran mayoría de es-
tos mecanismos municipales. Sin pretender agotar la lista se 
24 Antonio Camou (1997) define la gobernabilidad como “un estado de equi-
librio dinámico entre demandas sociales y capacidad de respuesta guber-
namental” y ha propuesto indicadores para medir la gobernabilidad, que 
son analizados por Álvaro Artiga.
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considera la incidencia de cuatro tipos de actoras y actores 
principales:
1. Las expresiones organizativas de mujeres a nivel comunal, 
cantonal, municipal, regional y de carácter nacional en 
cada país.
2. Las redes, articulaciones e instancias de concertación de 
los movimientos de mujeres y feministas. 
3. Las ONG mixtas y gremiales de gobiernos municipales, 
que en algunos momentos se vincularon con las expresio-
nes organizativas de mujeres.
4. En Honduras, además de las actoras identificadas, el INAM 
también desempeñó un importante papel en la promoción 
de las Oficinas de la Mujer en las alcaldías. Se trasladaron 
a los municipios las demandas de mejoras en las condicio-
nes de vida de las mujeres que eran imposibles de atender 
desde el nivel central. Sólo recientemente en El Salvador, el 
ISDEMU retomó de forma activa la relación con las nuevas 
Unidades Municipales de la Mujer, a partir de la estrategia 
de territorialización de la Política Nacional de la Mujer que 
fue diseñada en la administración iniciada en el 2009.
La “transformación de necesidades en demandas”, y de 
éstas en propuestas institucionales, generó cambios tanto al 
interior de los propios movimientos de mujeres que las im-
pulsaron, como en los gobiernos receptores. De la misma 
manera, se alteraron las formas y modos de relacionarse entre 
ambas esferas, abriendo campos de tensión y colaboración 
que no siempre se resolvieron a favor de los derechos de las 
mujeres.
Si bien las desigualdades de género se integran en los 
discursos institucionales y políticos, la respuesta municipal 
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a las demandas concretas de las mujeres se tradujo en políti-
cas y mecanismos institucionales que no lograron superar el 
aislamiento interno en las alcaldías y el enfoque delegativo 
hacia estas nuevas institucionalidades para satisfacer todas 
las demandas femeninas; además de que no cuentan con 
las herramientas políticas, técnicas y presupuestarias para 
hacerlo.
Salvo en las experiencias que lograron diversificar meca-
nismos institucionales al interior de las alcaldías y que con-
taron con equipos técnicos formados para promover la apli-
cación de la equidad de género en diferentes dependencias 
municipales, la respuesta municipal se limitó a acciones pun-
tuales.
Las incursiones de las organizaciones de mujeres en la 
institucionalidad local, por lo general, estuvieron ajenas y al 
margen de los debates y procesos vinculados a la descentra-
lización del Estado impulsada desde los gobiernos centra-
les. Salvo en aquellos casos donde fueron percibidos como 
amenazas de privatización de servicios públicos y pérdida de 
derechos, tal es el caso de la descentralización de los sistemas 
de agua que generó fuertes movilizaciones de oposición.
Esta distancia podría ser salvada, en la medida en que los 
procesos de incidencia de las organizaciones den seguimiento 
al cumplimiento de los cambios logrados en la ley que regula 
la vida de las municipalidades. En el caso de El Salvador, para 
resolver el problema, el gobierno central debería impulsar 
procesos de descentralización y reordenamiento territorial, 
orientados al fortalecimiento de procesos de desarrollo local.
La inclusión de los intereses y derechos de las mujeres en 
la agenda de trabajo de los gobiernos municipales, contri-
buyó a la gobernabilidad democrática en el ámbito local, no 
sólo porque ello impacta en la respuesta a las demandas, sino 
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también porque alude a un nuevo tipo de relaciones entre el 
Estado y las organizaciones sociales.
La construcción de políticas de género a nivel local, los 
presupuestos, mecanismos y unidades especializadas, son 
aún muy débiles. Sin embargo, en la medida en que se desa-
rrollan en los territorios aspectos de las políticas nacionales 
de equidad, aun sin el apoyo del nivel central, resultan expre-
siones de autonomía descentralizadoras “de hecho”. Para con-
solidarse, estas iniciativas necesitan encontrar otras similares 
en su propio país y región. 
Desafíos: complementariedades y sinergias 
para el avance de la equidad de género y derechos 
de las mujeres en el nivel local y nacional 
La existencia de espacios de participación ciudadana cla-
ramente definidos en el municipio promueve la participación 
de las mujeres, espacio ocupado para hacer oír sus propues-
tas y controlar la gestión local. Para avanzar en este proceso 
de lucha por el reconocimiento de sus derechos, las mujeres 
debieron establecer y desarrollar vínculos con las organiza-
ciones locales, así como con el tejido asociativo y reivindi-
cativo de las organizaciones y los movimientos sociales de 
mujeres y feministas que actúan a nivel nacional. Fortalecer 
estos vínculos desde una perspectiva descentralizada y no je-
rárquica al interior del propio movimiento, permitiría desen-
cadenar el potencial transformador de las organizaciones de 
mujeres y sus autorías, con un fuerte arraigo territorial.
Es determinante que las integrantes de los grupos locales 
de mujeres sean formadas en el conocimiento de sus dere-
chos y en las causas de la discriminación de género, para 
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lograr que sus aportes se focalicen en los espacios de partici-
pación ciudadana, en la demanda de una agenda municipal 
centrada en sus necesidades e intereses, así como en la dismi-
nución de las brechas de desigualdades de género existentes. 
No obstante, es importante también tener en cuenta las 
diferencias y particularidades de las mujeres, derivadas de sus 
condiciones concretas de vida y de sus contextos diversos, 
que influyen, a su vez, en el surgimiento de nuevos intereses. 
Esto apuntaría a que las acciones reivindicativas hacia los go-
biernos municipales puedan estar orientadas tanto a lograr las 
transformaciones del ordenamiento social de género, como a 
solventar las necesidades e intereses concretos. Siguiendo a 
Maxine Molyneux, “lo importante es poner en práctica una 
política feminista que también promueva un proyecto más 
amplio de democracia y justicia social”, que por supuesto 
embandera los intereses de las mujeres que cuestionan su 
subordinación y exclusión por el solo hecho de ser mujeres.
En términos prácticos, escasean los referentes de expe-
riencias de promoción de la equidad de género en diferentes 
ámbitos de la gestión municipal o de organismos nacionales 
que sirvan de referencia al impulso de los procesos de apli-
cación de políticas públicas sobre este tema en las munici-
palidades de la región. Este vacío coloca las demandas de 
las organizaciones de mujeres ante el reto de convertirse, en 
muchos casos, en las impulsoras de los mismos procesos que 
demandan. 
De igual manera, los pocos espacios de formación de au-
toridades y personal técnico de las alcaldías para la aplicación 
de una gestión municipal con equidad de género, obligaron 
a las mismas organizaciones a diseñar y desarrollar cursos 
de gestión pública municipal y equidad de género. Estos 
procesos, sin duda, ayudaron a despejar el camino, pero su 
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ampliación y profundización requiere que estas experiencias 
sean retomadas por instancias públicas del nivel nacional, 
responsables del fortalecimiento institucional de las munici-
palidades.
Las posibilidades de diálogo entre las organizaciones de 
mujeres y el Estado para vincular los procesos orientados a 
la descentralización con el diseño de políticas públicas que 
promuevan los derechos de las mujeres, así como el ejercicio 
de la rendición de cuentas, se encuentran condicionadas por 
los escenarios políticos concretos de cada país y región. Se 
trata de escenarios por lo general inestables y en permanente 
tensión de intereses, tanto a nivel local como nacional. 
El Salvador y Honduras son Estados altamente centraliza-
dos, con un profundo déficit democrático y una instituciona-
lidad sumamente frágil y sin capacidad de respuesta a los re-
clamos ciudadanos. En este escenario los grupos subalternos 
y con vivencias de mayor exclusión socio-política –como las 
mujeres- intentan canalizar sus exigencias concentrándose en 
varias etapas. En principio, se centran en el cambio de reglas 
y procedimientos, contribuyendo a la construcción de anda-
miajes institucionales que les permitan posteriormente esta-
blecer interlocución con las instancias públicas para canalizar 
demandas de cambios más sustantivos. Ésta es una manera 
también de abrir espacio a procesos de gobernabilidad de-
mocrática local.
El mayor desafío es resignificar las experiencias de las ac-
toras sociales, arraigadas en lo local pero sin abandonar la 
mirada sobre los países y la región, aprovechando los espa-
cios y oportunidades que los escenarios locales y nacionales 
presentan, para que el impulso de los procesos de descen-
tralización no estén enfocados en meros instrumentos para 
la reducción del tamaño y los gastos del Estado, sino que se 
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conviertan en herramientas al servicio de la gobernabilidad 
democrática y de las transformaciones sociales en las que, la 
disminución de las desigualdades sociales, económicas, polí-
ticas y culturales entre mujeres y varones, sean una prioridad.
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Glosario
Siglas Significado
ADESCOS Asociación de Desarrollo Comunal.
AMS Asociación de Mujeres Salvadoreñas.
AMHON Asociaciones Nacionales de Municipios de Honduras.
ANAMMH Asociación Nacional de Mujeres Municipalistas de 
Honduras.
ANDRYSAS Asociación Nacional de Regidoras, Síndicas y Alcaldesas 
de El Salvador.
ASIGOLFO Asociación Intermunicipal del Golfo de Fonseca.
ARENA Alianza Republicana Nacionalista.
CEM-H Centro de Estudios de la Mujer en Honduras.
CD Cambio Democrático.
CDM Centro de Derechos de la Mujer.
COMURES Cooperación de Municipalidades de la República de El 
Salvador. 
DIGNAS Asociación de Mujeres por la Dignidad y la Vida.
ERP Estrategia de Reducción de la Pobreza. 
FDR Frente Democrático Revolucionario.
FISDL Fondo de Inversión Social para el Desarrollo Local.
FMLN Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional.
FUNDE Fundación Nacional para el Desarrollo, El Salvador.
GTZ Cooperación Técnica Alemana.
IDH Índice de Desarrollo Humano.
IDG Índice de Desarrollo Humano relativo al Género.
INSTRAW Instituto Internacional de Investigaciones y Capacitación 
para la Promoción de la Mujer.
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Siglas Significado
IPG Índice de Desarrollo Humano y de Potenciación de Género.
INAM Instituto Nacional de la Mujer.
ISDEMU Instituto Salvadoreño para el Desarrollo de la Mujer.
MAMUCA Asociación Regional de Pequeñas Municipalidades.
NNUU Organización de Naciones Unidas.
OEA. Organización de los Estados Americanos.
OMM Oficina Municipal de la Mujer. 
ORMUSA Organización de Mujeres Salvadoreñas por la Paz.
PAN Partido de Acción Nacional.
PCN Partido de Conciliación Nacional.
PDC Partido Demócrata Cristiano.
PMEG Políticas Municipales de Equidad y Género.
PNL Partido Nacional Liberal.
PNUD Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo.
PEG Políticas de Equidad de Género.
PIB Producto Interno Bruto. 
PIO Planes de Igualdad de Oportunidades.
PNM Política Nacional de la Mujer. 
UG Unidad de Género.
UIM Unión Iberoamericana de Municipalistas.
UMEG Unidades Municipales para la Equidad de Género.
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Descentralización de la salud 
e igualdad de género en Paraguay1
Patricio Dobrée y Clyde Soto
Introducción: la investigación 
en un contexto de cambios
Este artículo ofrece un análisis del proceso de descen-
tralización de la salud en el Paraguay entre 1996 y 2008. Se 
destacan su lógica, los aportes y la significación que tuvo ese 
proceso para la igualdad de género; se consideran, por otra 
parte, la situación, necesidades, intereses y derechos de las 
mujeres. El período estudiado constituye la base sobre la cual 
se asientan los desarrollos posteriores en materia de política 
de descentralización de la salud. 
Asimismo, se comparan aquí los principales hallazgos y 
recomendaciones con los desafíos actuales que Paraguay en-
frenta respecto de la descentralización de la salud y la igual-
dad de género. 
Este trabajo se basa en la investigación “La descentraliza-
ción de la salud en Paraguay: ¿un aporte para la igualdad de 
1 Centro de Documentación y Estudios (CDE), Paraguay. 2010.
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género?”, realizada por un equipo de investigación coordinado 
por Patricio Dobrée y Clyde Soto e integrado por Edgar Gimé-
nez, Lilian Soto, Raquel Escobar, Esperanza Martínez, Desirée 
Masi y Diana Rodríguez (CDE-Paraguay). 
El contexto inicial
Para comprender el escenario político de Paraguay es im-
prescindible revisar las huellas que dejaron los 35 años de 
dictadura. Entre 1954 y 1989, el país vivió bajo un gobierno 
militar de carácter autoritario, sostenido por la Asociación Na-
cional Republicana (ANR) o Partido Colorado, con serias li-
mitaciones a las libertades públicas y graves violaciones a los 
derechos humanos. La transición política iniciada en febrero 
de 1989, fue producto de un autogolpe de Estado cívico–mi-
litar liderado por el propio Partido Colorado, que derrocó a 
la dictadura y continuó gobernando durante 20 años más, 
hasta 2008. 
En ese período, la sociedad recorrió un accidentado pro-
ceso de democratización con relevantes modificaciones en 
el plano normativo: reforma constitucional, reingeniería ins-
titucional del Estado y reconocimiento del corpus de instru-
mentos internacionales de derechos humanos. Este proceso 
incluyó la elaboración de políticas y programas tendientes 
a garantizar el ejercicio de los derechos de las mujeres y la 
creación de la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la 
República como instancia rectora de las políticas del Estado 
con respecto a la igualdad de género. Las organizaciones so-
ciales y feministas cumplieron un rol preponderante en el 
desarrollo de estas nuevas institucionalidades. 
El proceso de descentralización se inició en la década de 
1990, en el marco de propuestas más amplias de democra-
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tización, reestructuración del Estado y fortalecimiento de los 
gobiernos subnacionales –departamentos y municipios– me-
diante la transferencia de algunas funciones, responsabilida-
des, competencias y recursos. Hasta ese momento, Paraguay 
era uno de los países más centralizados de la región, con un 
Estado que ejercía el poder de manera vertical desde Asun-
ción, la ciudad capital. Las instituciones públicas se caracte-
rizaron, además, por contar con estructuras ineficientes para 
responder a las demandas ciudadanas, sostenidas por pautas 
de “reparto” clientelares y por altos niveles de corrupción. 
Este rasgo de la vida política paraguaya comenzó a rever-
tirse a partir de 1991, cuando por primera vez la ciudadanía 
pudo elegir por voto popular a intendentes e intendentas, 
gracias a una de las modificaciones establecidas en el nuevo 
Código Electoral. No obstante, la expresión fundacional de 
la descentralización se dio con la reforma constitucional de 
1992. Con ello, se crearon los gobiernos departamentales y se 
profundizó la autonomía municipal, tanto en términos políti-
cos –con la elección directa de autoridades y la asignación de 
atribuciones específicas a los gobiernos municipales– como 
económicos a través de la asignación de importantes fuentes 
de recursos. 
Para acompañar a estas reformas, algunas carteras secto-
riales también iniciaron procesos de transferencia de respon-
sabilidades en la gestión. Una de estas experiencias, tal vez 
la más exitosa, tuvo lugar en el ámbito de la provisión de 
servicios de salud.
La descentralización de la salud
El sector de la salud fue uno de los que más se expandió 
hacia los gobiernos locales. Se combinaron las crecientes de-
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mandas de una población en permanente aumento, con el 
interés de algunos gobiernos municipales, que vieron en la 
descentralización de los servicios públicos de salud una opor-
tunidad para hacer frente a esas demandas. Del otro lado, a la 
voluntad política del Ministerio de Salud Pública y Bienestar 
Social (MSPBS) se sumó la exigencia y condicionalidad de las 
agencias internacionales de cooperación para profundizar las 
reformas descentralizadoras del sector.2 Por cierto, a partir de 
su implementación, los servicios de salud descentralizados 
sufrieron una suerte de privatización, debido a que comenza-
ron a cobrar aranceles por las prestaciones. 
Durante los primeros años de la transición, entre 1989 y 
1995, el MSPBS inició una reforma de desconcentración ad-
ministrativa, concediendo gradualmente mayor autonomía de 
gestión a los hospitales generales y especializados, así como 
a las denominadas regiones sanitarias. Esta estrategia otorgó 
a las divisiones administrativas, por primera vez, la posibili-
dad de elaborar sus anteproyectos de presupuesto, programar 
localmente las acciones en salud y gestionar algunos de sus 
recursos. En 1995, se crearon algunas nuevas instituciones, 
como el Consejo Regional de Salud y los Consejos Locales 
de Salud en el departamento Central, entre otras. En 1996, 
la descentralización adquirió un estatus legal3 en el Sistema 
2 El proceso de descentralización de la salud en Paraguay contó con di-
versos apoyos, entre los que resaltan los brindados por la Organización 
Panamericana de la Salud (OPS), el Banco Mundial (BM), el Banco Intera-
mericano de Desarrollo (BID) y la Agencia de los Estados Unidos para el 
Desarrollo Internacional (USAID). Una organización no gubernamental na-
cional, el Centro de Información y Recursos para el Desarrollo (CIRD), con 
apoyo de USAID, impulsó y acompañó de manera decidida la generación 
de los primeros acuerdos de descentralización en el país, así como su pos-
terior expansión y búsqueda de fortalecimiento.
3 Se sanciona la Ley 1.032/96.
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Nacional de Salud, trabajando con un énfasis particular en la 
participación social. 
Los Consejos Locales de Salud (CLS) fueron concebidos 
como instancias de gestión pública en salud, con participa-
ción de la sociedad civil, a las que se facultó para promover 
alianzas interinstitucionales, gestionar recursos y orientar ac-
ciones conjuntamente con las autoridades del establecimiento 
de salud y del municipio. De acuerdo con el marco legal, a 
estos espacios se integraban representantes de organizacio-
nes sociales e instituciones sectoriales, con una mesa directi-
va conformada por un/a presidente/a,4 un/a vicepresidente/a 
y tres miembros electos. 
Estas disposiciones muestran que los CLS fueron ideados 
como espacios de articulación entre todas las instancias res-
ponsables e interesadas en los temas relativos a la salud de la 
comunidad. Sin embargo, la idea de participación fue incluida 
sin mayores precisiones, ni mecanismos formales que facilita-
ran la inclusión (y sustentabilidad) de sectores históricamente 
excluidos, como fue el caso de las mujeres.
Una vez sancionada y reglamentada la ley, se hizo eviden-
te que la descentralización sanitaria5 debía abarcar más que la 
4 Los acuerdos de descentralización establecían que la presidencia de los 
CLS sería ejercida por un/a representante de la Dirección de Higiene y 
Salubridad de la Municipalidad. No obstante, dicha instancia no siempre 
formaba parte del organigrama de las municipalidades o sus atribucio-
nes eran muy limitadas. En consecuencia, la mayoría de las veces era el 
intendente/a quien asumía efectivamente la presidencia de la mesa direc-
tiva del CLS. 
5 A partir de la sanción de la Ley 1032/96, se suscribieron 23 acuerdos de 
descentralización entre 1997 y 1998, de los cuales se renovaron 17 en el 
año 1999. Este período tuvo resultados bastante limitados, debido a que 
sólo 10 municipios lograron sostener este tipo de gestión. Entre 2004 y 
2005, luego de una fase de discontinuidad marcada por el desinterés del 
gobierno central, volvieron a firmarse nuevos acuerdos de descentraliza-
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mera desconcentración de activos. El verdadero objetivo era 
avanzar en la transferencia de poder de decisión sobre todos 
los recursos (financieros, humanos y simbólicos) generados 
a nivel territorial y por los CLS, para diseñar e implementar 
planes de salud locales, lo cual equivaldría a una relativa mu-
nicipalización de la salud.
El andamiaje legal posibilitó la firma de acuerdos de des-
centralización que, básicamente, crearon las condiciones para:
1.  Articular las acciones de las municipalidades, los estable-
cimientos de salud y los CLS en el ámbito de la salud; 
2.  administrar localmente recursos propios derivados del co-
bro de aranceles; 
3.  diseñar y ejecutar planes locales de salud;
4.  incorporar nuevos servicios, contratar personal, adquirir 
equipamiento y cubrir otras necesidades según los reque-
rimientos de la comunidad.
Según sus principales impulsores, el proceso fue iniciado 
como una reacción frente a las enormes dificultades que pa-
decían los establecimientos sanitarios locales para ofrecer res-
puestas ágiles a las demandas de la población en la obtención 
de los insumos necesarios para cumplir con sus objetivos. Es 
posible afirmar que los supuestos conceptuales que deter-
minaron la formulación de la política de descentralización 
ción que comprometieron a 32 municipios. Durante esta etapa, autorida-
des locales y representantes de ONG y agencias internacionales ligadas al 
proceso buscaron y lograron incidir en la modificación de disposiciones le-
gales que impedían a los CLS administrar sus propios recursos, aunque de 
facto estas entidades ya lo venían haciendo. Ello posibilitó la continuidad 
de la política de descentralización en el sector de la salud, y para junio de 
2008 se encontraban vigentes 43 de estos acuerdos en 9 departamentos 
de los 17 existentes en el país.
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sanitaria en el Paraguay, al menos en el plano discursivo, asu-
mían la capacidad de mejorar la eficiencia y la calidad de los 
servicios de salud a través de la transferencia a los espacios 
locales de las competencias y recursos necesarios. Igualmen-
te, es importante señalar que el modelo se desarrolló en el 
supuesto de que la población sería capaz de afrontar el gasto 
en salud. Para las personas que no pudieran hacerlo, se ofre-
cieron exoneraciones financiadas con los recursos obtenidos 
localmente.
Sin embargo, según el punto de vista de los actores el 
significado asignado a la descentralización tuvo distintos ma-
tices. Por un lado desde el Estado central se interpretó que 
la transferencia de nuevas responsabilidades a los espacios 
locales podría ser una forma de descomprimir las tensiones 
que ocasionaba su incapacidad para ofrecer respuestas más 
satisfactorias a las demandas de salud; además de ser visto 
por actores políticos y estatales como un mecanismo para 
ganar poder político en algunos municipios. Por otra par-
te, los actores locales consideraron que asumir estas nuevas 
funciones, y fundamentalmente retener los fondos obtenidos 
por el cobro de aranceles, les permitiría hacer un uso más 
eficiente de los recursos, sorteando la burocracia del aparato 
central. 
Así, se modificaron algunas reglas de juego al abrir nuevos 
espacios de decisión, y se promovió –aunque con limitacio-
nes– la participación ciudadana. Sin embargo, nunca se puso 
en discusión el hecho de que los servicios de salud fueran 
sustentados con los aportes de sus usuarios y usuarias, así 
como tampoco se contempló la posibilidad –como se verá 
a continuación– de que este tipo de política pública pudiera 
servir para promover la ciudadanía de las mujeres. 
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Un proceso con limitada inclusión 
de las mujeres y sus derechos
La descentralización de la salud no incluyó la igualdad 
de género entre sus objetivos explícitos y, por lo tanto, los 
resultados en este sentido fueron limitados, aun cuando de 
manera puntual se puedan señalar algunos avances, princi-
palmente en algunos servicios específicos.6
Las innovaciones abiertas por la descentralización sani-
taria brindaron buenas oportunidades para los derechos de 
las mujeres, no obstante el escaso aprovechamiento se debió 
a múltiples factores: uno de los principales fue el carácter 
sesgado que se dio al concepto de salud de la mujer. De los 
documentos revisados y testimonios recogidos se infiere que 
no hubo una determinación explícita de vincular la política 
de descentralización con los derechos de las mujeres a la 
salud. Como se señaló, varios de los establecimientos de sa-
lud descentralizados, ya sea por influencia de organizaciones 
no gubernamentales que apoyaron el proceso o por indi-
caciones del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social 
(MSPBS), incorporaron líneas de acción relacionadas con la 
salud sexual y reproductiva dentro de sus planes locales. Ello 
encuentra su justificación en los indicadores de mortalidad 
materno-infantil y en los crecientes índices de enfermeda-
des de transmisión sexual entre las mujeres, aunque no agota 
la totalidad de los problemas sociosanitarios que impiden el 
bienestar de las mujeres. 
6 Además de la Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República, 
creada en 1993, se implementaron secretarías similares en los gobiernos 
departamentales y municipales desde la década de 1990 en adelante, 
aunque sujetas a inestabilidad y, con excepciones, a serias limitaciones en 
la capacidad de gestión.
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Un segundo factor fue la escasa presencia que tuvo en 
todas las fases del proceso la perspectiva de las propias mu-
jeres. Aunque la participación comunitaria fue uno de los 
componentes más difundidos de la política de descentraliza-
ción, ésta tuvo numerosos sesgos y no superó el carácter ins-
trumental. Por otro lado, pudo constatarse la distancia entre 
los universos culturales dominantes en los prestadores y las 
mujeres de las comunidades, que derivó en una disociación 
entre las necesidades sentidas y vividas, y las posibilidades de 
respuesta desde los servicios públicos. Aun cuando el proce-
so de descentralización pudiera haber acercado las decisio-
nes relacionadas con la atención de la salud a los espacios 
comunitarios, la escasa consideración de los factores cultura-
les también incidió en los resultados obtenidos.
Por último, es necesario señalar diversas limitaciones del 
mismo modelo de política de salud vigente y vincularlas con 
el peso de las culturas institucionales. Uno de los principales 
problemas identificados en el sector fue la desproporción en-
tre el gasto público y el privado, lo cual afectaba de manera 
particular a las mujeres, sobre todo a las más pobres y de 
zonas rurales. El hecho de que el acceso al sistema público 
estuviera mediado por el pago de aranceles constituía una de 
las barreras fundamentales para la atención. A este impedi-
mento para garantizar el derecho a la salud se sumaron otros 
problemas, como la concentración de recursos en la capital 
del país, el desabastecimiento crónico de insumos, la falta 
de infraestructura y equipamiento, y el sesgo asistencialista y 
clientelar adoptado en la práctica médica.
La investigación permitió reconocer varias situaciones de 
desarticulación, desencuentros y oportunidades desaprove-
chadas, que pusieron en evidencia la dificultad para esta-
blecer una vinculación más inmediata entre el aumento del 
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poder local para tomar decisiones en el campo de la salud y 
el ejercicio de los derechos de las mujeres. 
Los cambios en el contexto
El nuevo gobierno que asumió en 2008, representó un 
momento de inflexión en la vida política del Paraguay. Lue-
go de más de 60 años de gobierno de un solo partido, se 
produjo una alternancia política. Fue la primera vez en la 
historia política del país que un presidente de un signo polí-
tico entregaba el poder a otro de distinta línea, por vía de un 
proceso electoral. Si bien la transición iniciada en 1989 dio 
lugar a la apertura democrática, la continuidad del gobierno 
colorado arrastró parte de la pesada herencia autoritaria. Este 
hecho colocó la descentralización de la salud en una nueva 
situación y frente a perspectivas diferentes. Como se señaló 
anteriormente, la investigación que aquí se presenta fue con-
cebida y desarrollada poco antes de iniciarse este período de 
suma relevancia para la historia reciente del Paraguay.
Con las transformaciones ocurridas en el escenario po-
lítico, la descentralización de los servicios de salud expe-
rimentó un giro significativo en cuanto a la definición del 
modelo. Este cambio coincidió con el enfoque programático 
impulsado por la nueva administración del MSPBS con sus 
“Políticas públicas de calidad de vida y salud con equidad 
del Paraguay” (Alianza Patriótica para el Cambio, 2008). Estas 
políticas tuvieron como principios rectores la universalidad, 
la integralidad, la equidad y la participación. En el marco de 
estos lineamientos, una de las principales medidas adoptadas 
fue la declaración de la progresiva gratuidad de los servicios 
de salud. El modelo de descentralización sanitaria dejó de 
sustentarse en el cobro de aranceles a la población y pasó a 
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sostenerse a través de la transferencia de recursos públicos 
desde la administración central hacia los espacios locales. 
Esta medida ha sido un avance fundamental para garan-
tizar el ejercicio del derecho a la salud de las mujeres, sobre 
todo al considerar que ellas son las principales usuarias de 
los servicios.7 Sin embargo, pese al interés manifestado por el 
gobierno actual de integrar una perspectiva de igualdad de 
género en los programas y servicios públicos de salud, lleva 
tiempo desmontar prácticas y matrices culturales arraigadas 
en las instituciones. Tampoco se cuenta con presupuestos es-
pecíficos para encarar esta tarea, por lo que queda en manos 
de personas que comparten estas funciones con otras tareas 
que se superponen.
La declaración del carácter gratuito de los servicios de sa-
lud pública, al igual que las medidas complementarias como 
la identificación de territorios sociales o el fortalecimiento de 
las redes de atención primaria a la salud, demuestra la vo-
luntad de las actuales autoridades sanitarias para encaminar 
acciones orientadas a la reducción de las desigualdades, entre 
ellas las de género. Sin embargo, aún no es posible dimen-
sionar la capacidad ni el alcance que tendrá esta gestión para 
lograr una transformación real y profunda sobre aquellas con-
diciones estructurales que dieron origen, y todavía sostienen, 
a una de las sociedades más pobres y con mayores niveles de 
inequidad en la región.
Tampoco resulta fácil anticipar la agudización de tensio-
nes entre los diversos actores que actualmente intervienen en 
7 No obstante, como es sabido, la plena vigencia de estos derechos apunta 
a un marco mucho más amplio, y se relaciona también con la igualdad de 
género en aspectos fundamentales como la distribución de los recursos, la 
capacidad de decidir con autonomía sobre la vida sexual y reproductiva o 
la participación en los procesos de desarrollo comunitario.
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la arena política del Paraguay. Al respecto, los enfrentamien-
tos entre los Poderes Ejecutivos y Legislativos al igual que 
entre los mismos sectores que integran la alianza gobernante, 
significan un impedimiento importante a las iniciativas para 
llevar adelante un proceso de cambios sistémicos. Al mismo 
tiempo, resulta evidente que la administración pública está 
planteando políticas públicas con un enfoque en los dere-
chos humanos, aun cuando existen numerosos obstáculos de 
carácter político, institucional y presupuestario que dificul-
tan los avances. Son evidentes también los esfuerzos en la 
modernización de la Ley Orgánica Municipal (vigente desde 
1987) que dota de más autonomía a las municipalidades al 
asignarles un importante rol en materia de salud, higiene y sa-
lubridad.8 Obliga, asimismo, al gobierno central a hacer más 
efectivo y evidente el proceso de descentralización. Introduce 
explícitamente la obligación de integrar el enfoque de igual-
dad de oportunidades y de equidad de género en los planes 
de salud municipales.
En el contexto actual, convergen entre la voluntad polí-
tica referida a la descentralización efectiva de la salud y la 
8 Específicamente, el inciso 7 del artículo 12 de la mencionada ley les atribu-
ye las siguientes funciones: 
■  la elaboración de planes de salud conforme a las necesidades de la 
población del municipio, teniendo en cuenta el enfoque de igualdad 
de oportunidades, de equidad de género, de no discriminación y de 
diversidad étnica;
■  la elaboración e implementación de planes especiales de salud repro-
ductiva, planificación familiar, salud sexual y salud materno-infantil 
para la población de escasos recursos;
■  la organización y coordinación de los Consejos Locales de Salud;
■  la participación en la formulación de la estrategia nacional, regional 
y local de salud, y en la fiscalización, monitoreo y evaluación del Plan 
Nacional de Salud, a través de los Consejos Locales de Salud y de los 
Comités Ejecutivos Locales;
■ la prestación de servicios de salud.
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inversión de los recursos estatales en torno al objetivo de la 
universalización del acceso que se expresa, reiteramos, en la 
decisión de sostener la progresiva gratuidad de los servicios. 
No obstante, sobrevuela la pregunta sobre la posibilidad y la 
capacidad de sustentabilidad de esta política pública, pese a 
los vaivenes políticos.9
La investigación: descentralización de la salud 
en el Paraguay y enfoque de género
Las reformas del sector salud apuntan a mejorar el bienes-
tar de la población. En este proceso no sólo intervienen as-
pectos relacionados con los servicios de atención y provisión 
de medicamentos, sino también factores vinculados a otros 
sistemas y con la población misma. Las políticas de salud, los 
programas y servicios pueden influir sólo parcialmente en la 
modificación de las condiciones de bienestar de la población. 
9 Finalmente, la investigación fue realizada durante un período caracteriza-
do por importantes cambios en las biografías profesionales y políticas de 
las personas que integraron el equipo de investigación. Desde paradigmas 
epistemológicos que postulan una necesaria separación entre sujeto y 
objeto de la investigación, no es común relevar este tipo de datos al mo-
mento de presentar sus resultados, ya que se parte del supuesto de que 
los asuntos pertenecientes a la esfera más personal del observador o la 
observadora no deberían interferir en su lectura de la realidad. El hecho 
de que la mayoría de estas personas ahora ocupe altos cargos en el go-
bierno ofrece una perspectiva novedosa desde la cual se pueden leer los 
resultados del estudio. Su nuevo rol en la función pública permite formular 
nuevas preguntas basadas en los hallazgos de esta investigación en torno 
a la factibilidad de desarrollar perspectivas de acción pública más favora-
bles a los derechos de las mujeres. También es posible formular nuevas 
preguntas sobre las dificultades y contradicciones surgidas al fragor de la 
gestión cotidiana, y buscar respuestas basadas en una experiencia de pri-
mera mano en la alta gestión de las políticas de salud.
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Existen otros factores, entendidos como determinantes socia-
les, económicos, ambientales y biológicos, que actúan sobre 
aspectos que definen el estado de salud de las personas y de 
una población. Entre ellos se destacan, la pobreza, las desi-
gualdades y discriminaciones de género y generacionales, y 
otros factores sociales y culturales. 
De manera simplificada esta interacción es comprendida 
según el esquema descripto en el gráfico 1.
A partir de una condición de salud caracterizada, en gran 
medida, por factores determinantes, los sistemas de salud 
buscan incrementar el bienestar de la población mediante 
acciones de promoción, prevención y rehabilitación de las 
personas, dando respuesta a las necesidades de atención. De 
esta interacción surgen, de manera continua, necesidades que 
pueden originar, o no, un proceso que ponga en contacto a 
las personas con los servicios que ofrece el sistema de salud.
Entre una necesidad de atención y el consumo efectivo de 
servicios intervienen, a su vez, factores que dependen tanto 
de los servicios como de la población. De esta compleja in-
teracción resulta que no todas las personas que: a) requieren 
atención, la buscan; b) que buscan atención, la obtienen, y 
c) que acceden a la atención consiguen los resultados espe-
rados.
Para describir y analizar estos aspectos se desarrollaron 
modelos conceptuales y metodológicos destinados a revisar 
la utilización, accesibilidad y calidad de los servicios de sa-
lud. Como las características de la población son difíciles de 
modificar y dependen, en gran medida, de condiciones que 
se encuentran por fuera del sistema de salud, las reformas 
del sector buscan, en principio, modificar las características 
de los servicios y, a partir de ello, las cuestiones vinculadas 
a su desempeño. En un marco de reformas posibles, la des-






















▶  Gráfico 1. La interacción entre las necesidades de atención y  la respuesta social organizada.
Fuente: elaboración propia.
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centralización de los servicios de salud persigue estos mismos 
objetivos a partir de la búsqueda de un incremento en la 
eficiencia, la sostenibilidad financiera y la democratización 
del sistema.
Salud desde un enfoque de género
La perspectiva de género constituye una herramienta teó-
rica útil para comprender las relaciones entre los sexos y la 
situación subordinada de las mujeres, como resultado de las 
construcciones socioculturales de cada sociedad en particular. 
Básicamente, este enfoque sostiene que algunos símbolos, 
ideas, estereotipos y valores sobre el hombre y la mujer, al 
igual que las diferentes conductas, actividades y funciones 
sociales asociadas a uno y otra, son elementos aprendidos 
en contextos culturales específicos, antes que factores natu-
ralmente determinados. Por ello, deben ser entendidos como 
construcciones sociales con una historicidad específica y no 
como datos esenciales y cerrados. 
Ahora bien, las relaciones construidas entre hombres y 
mujeres no se han producido en un plano de igualdad, se 
dan fundamentalmente en sociedades caracterizadas por la 
cultura patriarcal, en las que los hombres ocupan un lugar 
privilegiado. En tal sentido, las capacidades legales, sociales y 
políticas para movilizar y gestionar todo tipo de recursos no 
son las mismas para ambos géneros. Por lo general, las mu-
jeres son relegadas a un rol de subordinación que les impide 
disfrutar de los mismos bienes, oportunidades y recursos a 
los que acceden los hombres. Por otra parte, estas representa-
ciones sesgadas también se han objetivado en discursos, ritos, 
costumbres y hasta en normas legales e instituciones que, de 
diferentes formas, aún hoy discriminan a las mujeres. 
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El análisis de género, por consiguiente, busca decons-
truir este orden simbólico y objetivo que determina relacio-
nes injustas y así alcanzar mayor igualdad entre las perso-
nas. Para lograrlo, procura identificar entre otras estrategias, 
cómo cierto tipo de estructuras sociales, disposiciones lega-
les, costumbres, políticas públicas, o cualquier otro fenóme-
no dentro del ámbito público y privado, afectan de modo 
diferenciado a los hombres y las mujeres. También se pro-
pone registrar de qué manera podrían desconocer o negar 
la variabilidad no sólo de los constructos de género, sino 
también de la identidad genérica y sexual. De este modo, 
pone de relieve situaciones de inequidad que, por lo gene-
ral, están invisibilizadas. 
En el plano de la salud10 existen disparidades en los ni-
veles de atención, situación y gestión de la salud, que tienen 
incidencia directa en el bienestar físico, mental y social de 
las mujeres. Entre otros aspectos, uno de los fenómenos que 
contribuye al fortalecimiento de estas disparidades es la ten-
dencia a considerar la salud femenina casi exclusivamente 
desde el rol reproductor, centrándose en cuestiones relacio-
nadas con el embarazo, el parto y el posparto.11 Así, quedan 
10 Siguiendo la clásica definición formulada en la constitución de la Organi-
zación Mundial de la Salud (OMS) aprobada en 1946, el concepto de salud 
se refiere a “un estado de completo bienestar físico, mental y social, y no 
solamente a la ausencia de afecciones o enfermedades” (OMS, 2006). Esta 
idea, a su vez, fue profundizada por las participantes de la IV Conferencia 
Mundial sobre la Mujer celebrada en Beijing (1995), quienes en la Platafor-
ma de Acción agregaron a la definición la necesidad de considerar también 
el bienestar emocional y las determinaciones que ejerce el contexto social, 
político y económico sobre el estado de salud de las mujeres (Naciones 
Unidas, 1995).
11 Es necesario considerar en este punto que el Paraguay cuenta con particu-
laridades específicas respecto a este tema. En tal sentido, los indicadores 
reflejan una de las peores situaciones en el campo de la salud materno–
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relegados o directamente invisibilizados problemas particu-
larmente inquietantes que también afectan el bienestar de 
las mujeres, como la malnutrición, los riesgos laborales, la 
fatiga provocada por la “doble jornada”, los problemas de 
salud mental, las consecuencias de la violencia, la atención 
que debe recibirse en las distintas etapas de la vida, así 
como el conocimiento y el acceso a los servicios. Se obser-
vó que las mujeres no cuentan con información suficiente o 
encuentran trabas culturales para acercarse a los servicios, 
como por ejemplo el pudor o incluso la prohibición de sus 
parejas o esposos.
En resumen, la perspectiva de género permite visualizar 
las maneras en que las construcciones culturales relativas al 
género influyen para que las personas, tanto mujeres como 
hombres, disfruten de un estado de bienestar físico, mental 
y social; también permiten determinar hasta qué punto esto 
se da en condiciones de igualdad. El análisis de género en 
salud procura identificar la asociación entre los obstáculos 
para alcanzar el bienestar y las relaciones desiguales que pre-
dominan en el contexto social. Estas desigualdades, a su vez, 
se originan en la distribución del trabajo y del poder, y se 
traducen en asimetrías sistemáticas en la exposición al riesgo 
y en las oportunidades de acceso y control, para proteger 
la salud e incidir en las decisiones que afectan el bienestar 
propio y colectivo. 
infantil del continente. Ello ha conducido a numerosas organizaciones a 
centrar sus esfuerzos en un punto que se considera estratégico. Por otro 
lado, otras organizaciones lograron articular estas demandas específicas 
referidas a la salud reproductiva con aquellas vinculadas a la salud sexual. 
Para más información, se sugiere consultar el Informe Sombra CEDAW 
(CLADEM et al., 2005).
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Una lectura específica sobre el proceso 
de descentralización
El enfoque de género no se limita al plano de la abstrac-
ción teórica y del conocimiento. Esta mirada demanda tras-
posiciones que se materializan en distintos campos de acción. 
Uno de ellos es el de la formulación de políticas públicas. 
Cuando se producen las reformas del Estado, procesos 
concretos tendientes a modificar el funcionamiento del apa-
rato estatal, se abren también nuevas oportunidades, que 
pueden ser, o no, aprovechadas para instalar nuevas lógicas 
de gestión referidas a la cuestión de género. El reto, desde 
esta perspectiva, sería preguntarse en qué sentido, hasta qué 
punto y en qué medida los cambios propuestos y en marcha 
permiten desafiar diferentes aspectos vinculados a los roles 
y las posiciones asignadas desde lo cultural a las personas 
según su sexo.
En este estudio se analizaron los conceptos que funda-
mentaron la implementación de políticas de descentraliza-
ción, su diseño, los instrumentos de legitimación y los recur-
sos asignados para tales efectos. Además, se buscó identificar 
si las especificidades de las mujeres en el campo de la salud, 
es decir, si son jefas de hogar, si tienen acceso a los servicios, 
cuál es su situación socio-económica y etárea, entre otras, son 
consideradas en las políticas de descentralización o en algu-
nas de las fases del proceso. También se examinó si contem-
plaron mecanismos para que los roles tradicionales atribuidos 
a las mujeres –predominantemente en la esfera reproductiva– 
y las diversas exclusiones que sufren, tanto en los servicios de 
salud como en los espacios de decisión comunitarios y polí-
ticos, fueran cuestionados y revertidos. Por último, se analizó 
si los cambios concretados a partir del proceso de descentra-
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lización en salud incidieron, o no, en el mejoramiento de las 
condiciones de salud de las mujeres.
Los hallazgos
Desde la transferencia de recursos y responsabilidades 
por parte del agente principal (el MSPBS), la descentraliza-
ción produjo modificaciones en las opciones de decisión de 
los establecimientos locales de salud para producir servicios 
(agentes locales). Ello permitió el incremento de la discrecio-
nalidad sobre esas opciones, y dio lugar a un espacio de de-
cisión, cuyos límites estarían demarcados por lo que podrían, 
o no, decidir los actores locales.
La capacidad de decisión se ubicó en un rango de tres op-
ciones: amplia, moderada o estrecha, según el grado de dis-
crecionalidad admitido/permitido; mientras que las decisio-
nes se aplicarían sobre algunas funciones para la prestación 
de servicios de salud, como la elaboración de presupuestos 
y la ejecución de gastos; la organización de los servicios y la 
implementación de propuestas y programas; el manejo de 
recursos humanos; la priorización sobre ciertas poblaciones y 
la dirección o conducción del servicio, entre otras. 
En términos formales, los espacios de decisión fueron deli-
mitados fundamentalmente por las cláusulas de los acuerdos 
de descentralización de salud firmados entre el MSPBS, las 
municipalidades y los CLS, así como por otros instrumentos 
normativos o legales vigentes que dieron sustento al mismo 
proceso de descentralización. 
Sin embargo, más allá de este ámbito formal, el proce-
so de descentralización produjo la apertura de espacios no 
formales, producto del modo en que los agentes locales re-
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significan y aplican el modelo de acuerdo con sus propios 
objetivos, normas e interpretaciones de la realidad.
La apertura de nuevos espacios de decisión a partir de 
la descentralización podría constituir una oportunidad para 
incluir políticas y acciones que afectan a las mujeres en ma-
teria de salud, así como la posibilidad de que ellas mismas 
intervengan con sus perspectivas e intereses en el proceso. 
De ahí que se indagó en las modificaciones efectivas produ-
cidas en los servicios, en términos de su impacto en la salud 
de las mujeres y en la mejora de las condiciones de igualdad 
de género. Finalmente, se analizaron las maneras en las que 
ellas percibían los servicios, en qué medida se respondía o no 
a sus necesidades y los cruces entre los modos de entender la 
salud y la búsqueda de soluciones según los diversos actores 
en juego.
Las decisiones posibles para producir servicios de salud
Partiendo de la propuesta metodológica desarrollada por 
Bossert (1998)12 acerca de los “espacios de decisión y princi-
pal agente” se aplicó una matriz analítica que incluyó la am-
pliación del espacio formal de decisión, así como la creación 
de espacios no formales. Se buscó atender tanto las caracte-
rísticas del conjunto como las diferencias surgidas de la ex-
periencia de cada municipio estudiado. La presentación que 
aquí se realiza sólo expone el análisis del conjunto y algunas 
de las notas diferenciales.
A continuación, se explicitan los aspectos o funciones a 
partir de los cuales se definieron los espacios de decisión 
generados por el proceso de descentralización:
12 Véase en anexo mayores precisiones sobre la metodología Bossert. 
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1. La función financiera: el grado de control y opciones de 
decisión sobre los recursos económicos. Permite a las ins-
tancias de gobierno local, decidir cuán prioritaria es la 
salud con respecto a otras actividades locales. Se contem-
plan cuestiones como el control y la decisión sobre las 
fuentes de financiamiento, el presupuesto, los gastos y la 
fijación de precios de aranceles por prestación de servi-
cios y su administración.
2. La función de organización de servicios: el nivel de au-
tonomía de la institución sobre sus bienes y su oferta de 
servicios para determinar e implementar programas prio-
ritarios y otros de diferente tipo, y disponer de normas de 
funcionamiento relacionadas con el suministro de insu-
mos, con el mantenimiento y con el manejo de informa-
ción rutinaria para la toma de decisiones.
3. La función de recursos humanos: las opciones de decisión 
acerca del tipo y cantidad de recursos humanos necesa-
rios, las reglas para su selección, sanciones, movilidad y 
fijación de salarios y control. 
4. La función reglas de acceso: la capacidad de las autorida-
des locales para definir las poblaciones prioritarias que 
requieren servicios de salud específicos sobre la base de 
criterios de focalización. Acciones concretas: exoneración 
de aranceles e implementación de programas orientados a 
poblaciones específicas.
5. La función reglas de dirección: puede definirse como el 
grado potencial en el que las opciones de decisión sobre 
la organización responden a las preferencias y necesida-
des locales. Se supone que cuanto mayor es el grado de 
control a nivel local también podría aumentar la concor-
dancia con las preferencias locales y, por consiguiente, 
con sus necesidades. Este control puede ser ejercido por 
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medio de la rendición de cuentas, la dirección del estable-
cimiento de salud y la participación de la comunidad.
Potencialmente, todos estos aspectos serían de funda-
mental importancia para las mujeres porque, como en tantos 
otros casos, las condiciones de desigualdad que enfrentan 
demandan intervenciones específicas de agentes mediadores 
capaces de corregir, en cada dimensión, las inequidades pro-
ducidas por las diferencias de género. 
Un establecimiento de salud descentralizado, según los 
espacios de decisión generados formalmente, y de acuerdo 
con la percepción de los agentes de salud y la capacidad de 
gestionar cambios, aprovechando el nuevo contexto, podría 
determinar políticas presupuestarias, definir acerca del cobro 
de servicios así como de exoneraciones, identificar las nece-
sidades específicas de la población y de determinados grupos 
–entre ellos, las mujeres–, seleccionar personal calificado para 
responder a las necesidades identificadas y propiciar normas 
relacionadas con la atención que faciliten el acceso y consi-
deren las desigualdades y discriminaciones.
En favor de las políticas descentralizadas, suele suponer-
se que las personas que trabajan en los hospitales y centros 
de salud locales o que participan en espacios comunitarios, 
pueden determinar con mayor precisión cuáles son las nece-
sidades específicas de la comunidad. El trato cotidiano con 
las y los usuarias/os y el conocimiento de las características 
particulares de cada establecimiento les permitiría identificar 
mejor las prioridades a ser atendidas con los recursos dispo-
nibles. En consecuencia, se podría esperar que la gestión de 
los servicios fuera más eficiente y que responda mejor a las 
necesidades reales de la población.
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Mapeo de los espacios de decisión –formales 
y no formales– en los municipios estudiados
El modelo de descentralización de los servicios de salud 
implementado en el Paraguay, en el período estudiado, 
otorgó a los agentes locales una estrecha capacidad de de-
cisión sobre aspectos relevantes de las funciones de pro-
ducción de servicios. Sin embargo, dentro de este rango 
general, se encontraron variaciones entre las funciones y 
dentro de ellas, tal como se observa en la tabla 1 sobre los 
espacios de decisión de los diez municipios estudiados. Allí 
se diferencia el nivel determinado por el espacio formal en 
relación con el espacio informal y lo percibido por los/
as actores/as acerca de su capacidad de decisión en los 
aspectos señalados. 
La tabla se elaboró sobre la base de una categorización 
de las normas establecidas en los acuerdos de descentraliza-
ción y de los testimonios de funcionarios/as de los estableci-
mientos estudiados acerca de la aplicación real de ese marco 
normativo. 
En términos formales, los espacios de decisión para apli-
car la descentralización tenían casi el mismo margen o ran-
go en los diez municipios estudiados. No obstante, se ve-
rificaron algunas variaciones en el modo de interpretar los 
alcances de esta autonomía y en la aplicación de la nueva 
capacidad para decidir localmente sobre el uso de recursos 
con el objetivo de producir servicios de salud. Estas diferen-
cias se deben a la creación de espacios no formales a partir 
de la trasgresión de las normas, de interpretaciones particu-
lares sobre la forma de aplicarlas o de un cierto descono-
cimiento de las nuevas atribuciones y competencias que se 
asignan a los agentes locales.
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Al considerar las opciones de decisión en su conjunto, 
incluyendo el ámbito formal y el no formal, la amplitud de 
los espacios de decisión presenta una variabilidad observable 
para cada municipio. Estas diferencias fueron valoradas nu-
méricamente, elaborando así una clasificación de los munici-
pios descentralizados, de acuerdo con el rango de opciones 
de decisión que cada espacio local tiene sobre las funciones 
analizadas. Se asignaron puntajes de 1 a 3 (estrecho, mode-
rado y amplio, respectivamente) a las variables por función, 
tomando como fuente la información proporcionada por el 
personal de salud de los establecimientos estudiados. Consi-
derando el total de puntos alcanzados por función y la dife-
rencia entre el puntaje mínimo y el puntaje máximo logrado, 










función sobre el 
total posible
Municipios
113 a 122 0,68 a 0,74 Fram
102 a 112 0,61 a 0,67
Coronel Bogado, 
Carmen del Paraná
89 a 101 0,54 a 0,60
Natalio, Altos, 
Eusebio Ayala, 
Caaguazú, Juan Manuel 
Frutos, Santa Rosa, 
San Miguel
* Los 10 municipios son categorizados en tres grupos, de acuerdo con el puntaje logrado 
en los espacios de decisión en todas las funciones de producción de servicios de salud 
seleccionadas (estrecho=1; moderado=2; amplio=3).
Fuente: elaboración propia.
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los municipios evaluados fueron clasificados en tres catego-
rías según el grado o rango de espacios de decisión que los 
puntajes connotan. El resultado de esta operación, como pue-
de verse en la tabla 1, indica que sólo Fram se ubica en la 
categoría superior de puntajes, Coronel Bogado y Carmen del 
Paraná están en la categoría intermedia y los demás munici-
pios en el rango con menor puntaje. Como se verá al analizar 
las modificaciones producidas en el comportamiento y en los 
resultados, esta variación puede ser una de las claves a favor 
de las mujeres.
Algunas notas sobre los espacios de decisión
Función financiera
La transferencia formal de responsabilidades administra-
tivas establecida por el modelo de descentralización de la 
salud se restringía al control, por parte de los CLS, de fuen-
tes muy limitadas de financiamiento: fondos propios gene-
rados a partir del cobro por prestaciones, donaciones y, en 
menor medida, aportes municipales. Con un rango modera-
do de opciones de decisión sobre estos recursos (en compa-
ración inferiores respecto a otros del sistema sanitario), los 
establecimientos de salud descentralizados debían cumplir 
con una serie de responsabilidades operativas para asegu-
rar su funcionamiento e implementar los planes locales de 
salud. De ahí la percepción de algunos/as entrevistados/as 
acerca de que, en cierta forma, la descentralización también 
podría haber implicado una no obligación de la administra-
ción central y una transferencia a los consejos locales de las 
principales responsabilidades en materia de servicios sanita-
rios, generándose una dependencia funcional de los fondos 
propios y, a la vez, una presión para que los agentes locales 
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buscaran incrementar sus ingresos. En consecuencia, el gas-
to de los hogares se mantuvo con la aplicación del modelo, 
ya que en gran medida los fondos propios provenían de 
ellos o de la recepción de donaciones. En otras palabras, las 
personas usuarias de los servicios debían costearlos con su 
propio dinero.
Por otra parte, la equidad del modelo tampoco estaba ga-
rantizada; la asignación de recursos no se basó en un modelo 
de necesidad o de distribución per cápita, ni en criterios de 
complejidad del establecimiento. Se resolvía, nuevamente, en 
cada caso por la capacidad de “bolsillo” de los/as usuarios/as, 
de la que dependía la cantidad y la calidad de los servicios. 
Así, las beneficiadas serían aquellas personas con recursos 
económicos que pudieran pagar o que provenían de otras 
localidades que podían aprovechar estas ventajas, también 
por su poder adquisitivo.
Esto sugiere al menos tres derivaciones para la inclusión de 
la perspectiva de igualdad de género en el sistema de salud:
■  El control financiero principal era ejercido por la adminis-
tración central y no por el nivel local. En consecuencia, 
la administración central tenía mayor margen de decisión 
para transferir o no recursos orientados a reducir las bre-
chas de género.
■  La presión ejercida sobre las entidades descentralizadas 
para hacer “más con menos” limitó la posibilidad de intro-
ducir eventuales innovaciones para acortar localmente las 
brechas de inequidad de género en salud. 
■  En tanto que el modelo se enfocó en los ingresos propios, 
podría favorecer el incremento del gasto de bolsillo de las 
mujeres (frecuentemente con menor poder adquisitivo y 
mayor dependencia de ingresos de terceros).
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Organización de los servicios
El modelo de descentralización adoptado ofreció pocas 
oportunidades de colaboración local en la formulación de 
programas de salud. La mayoría fueron definidos y contro-
lados desde el nivel central por el MSPBS, con una escasa o 
nula participación de las entidades descentralizadas, y con 
una frecuente participación técnica de la cooperación inter-
nacional. No se encontraron casos en los que se haya convo-
cado al personal local de salud y, mucho menos, a integrantes 
de las comunidades. Sus conocimientos y experiencias, en tal 
sentido, prácticamente no tuvieron ninguna incidencia en el 
diseño estratégico y programático de las acciones sanitarias.13
Al mismo tiempo, aunque con excepciones, los progra-
mas nacionales no contemplaron la posibilidad de elabora-
ción de planes regionales o locales en los cuales se pudieran 
introducir cambios de acuerdo con las necesidades singulares 
de salud de la población.14 En términos generales, el MSPBS 
elaboró programas verticales y los agentes locales contaron 
con un rango limitado de decisión sobre esta función. Sin em-
13 En ocasiones se daba por “cumplida” la participación cuando un sector o 
actor era convocado para una reunión relacionada con el tema trabajado. 
En este sentido, hay que considerar que la participación tiene sus grados 
y esta modalidad representa, por decirlo de alguna manera, la mínima ex-
presión de las posibilidades de participación; y el resultado, en todo caso, 
es que “se participa al sector” de estos programas. Es obvio que la máxima 
expresión se encuentra en el nivel de decisiones.
14 Como una de las estrategias de la política nacional de salud, la descentra-
lización fue incorporada a documentos oficiales del MSPBS, entre ellos, los 
que describen algunos programas de salud. Sin embargo, entre el papel 
y el acto, no hubo evidencias de que se cumpliese plenamente con este 
enunciado. En la discusión de esta afirmación con algunos profesionales 
de salud, fue habitual la confusión entre el término descentralización con 
extensión de la cobertura regional o local del servicio o programa, lo que 
definitivamente no es lo mismo.
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bargo, al mismo tiempo se pudo observar que, en términos 
prácticos, el MSPBS transfería a los establecimientos sanitarios 
y a los CLS funciones logísticas, técnicas y financieras que, a 
veces, sobrepasaban su capacidad de respuesta para cumplir 
con los programas. 
Dada la centralización de las decisiones sobre los progra-
mas de salud en el MSPBS, cabía analizar si sus intervencio-
nes incorporaban o no un enfoque de género. Las evidencias 
no fueron muy alentadoras. En un análisis de 22 programas 
ministeriales no fue posible identificar la inclusión de esta 
perspectiva en ninguno de ellos o, al menos, la necesidad de 
abordar de manera diferenciada los problemas sanitarios que 
afectan de modo más frecuente a las mujeres (Soto, 2007). 
Incluso aquellos programas más estrechamente vinculados a 
la salud femenina mostraron una carencia de abordajes más 
profundos para enfrentar de modo integral las desigualdades 
de género. 
En cambio, se observaron algunos avances interesantes en 
el Plan Nacional de Salud Sexual y Reproductiva, que consi-
deraba, entre otros aspectos, las tasas de mortalidad mater-
na y de fecundidad, los métodos anticonceptivos, los partos 
institucionales, la violencia asociada al sexo y la vigilancia de 
la mortalidad materna y neonatal. Además, intentó compro-
meter a una diversidad de agentes para llevar a cabo sus ac-
ciones, con un enfoque de prevención, promoción y difusión 
que tiene como protagonista a la propia comunidad, lo cual 
resultó particularmente relevante para su articulación con las 
políticas de descentralización.
El proceso mismo de descentralización de salud se insta-
ló en un contexto deficiente con vacíos en los servicios de 
apoyo que se requerían para el buen funcionamiento de los 
establecimientos y para contar con insumos necesarios en 
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forma oportuna. Los CLS intentaron suplir estas carencias. En 
algunos casos se crearon, como una innovación, farmacias 
sociales que proveían medicamentos a costos reducidos.
El análisis de esta función permitió arribar a las siguientes 
conclusiones respecto de la consideración del género y de los 
derechos de las mujeres en el proceso de descentralización:
■  La alta dependencia del nivel central en términos de de-
finiciones programáticas, traducida en limitaciones para 
que el personal de salud local y las/los pobladores influ-
yeran en los servicios ofrecidos, determinaba un escaso 
margen para modificaciones favorables a los derechos de 
las mujeres que, a su vez, no fueron alentadas; por lo tan-
to, dependían fuertemente de la iniciativa generada desde 
las mismas comunidades. 
■  Las eventuales innovaciones estaban sujetas a un aumento 
de los recursos propios y, por ende, a un mayor gasto de 
bolsillo, con las consecuentes limitaciones para revertir las 
brechas de exclusión del sistema en materia de oferta de 
servicios. 
■  A pesar de las innovaciones registradas en algunos muni-
cipios, el modelo de descentralización no ofreció mayores 
oportunidades para que se consideraran las necesidades y 
las demandas de las mujeres en el proceso de diseño de 
los servicios.
Gestión de los recursos humanos
El sistema público de salud en el Paraguay se caracteriza 
por un déficit crítico de personal (médicos/as y enfermeras/
os) en sus establecimientos, y la alta concentración de profe-
sionales en la capital y el área metropolitana. A ello se agrega 
la flexibilización y la precarización laboral que afectó princi-
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palmente a las mujeres, quienes constituían una buena parte 
de los recursos humanos del sector.
En este escenario, las políticas de descentralización repre-
sentaban una buena oportunidad para aumentar las capaci-
dades de los agentes locales sobre el manejo de los recursos 
humanos. Sin embargo, ello se vio limitado por el control 
centralizado en la contratación o nombramiento de personal 
para las distintas regiones sanitarias o establecimientos de 
salud y en las principales decisiones sobre movilidad, pro-
mociones, traslados, despidos o sanciones. Las opciones de 
decisión sobre los recursos humanos fueron muy limitadas, 
situación que produjo malestar en los CSL, pues un plantel 
insuficiente generaba sobrecarga de trabajo, falta de servicios, 
dificultades para hacer uso de algunos equipos disponibles 
y conflictos entre los profesionales de la salud y el personal 
administrativo.
Estas limitaciones formales, no obstante, sufrieron trans-
gresiones dentro del campo de las relaciones informales. 
Localmente fue posible ejercer cierta presión sobre las ad-
ministraciones regionales o centrales, sobre todo a través de 
vínculos políticos, para influir sobre las decisiones. Por otra 
parte, los CLS pudieron recurrir a fondos propios para contar 
con nuevos profesionales mediante contratos privados que 
terminaron siendo una práctica corriente. Pero esto signifi-
có la dependencia del profesional del CLS, en condiciones 
laborales discriminatorias –salarios más bajos y menores be-
neficios– respecto de los estándares de la administración cen-
tral. Al mismo tiempo, el uso de la capacidad de manejo de 
recursos humanos por parte de los consejos locales dependía 
de los fondos propios y, en consecuencia, se restringía la po-
sibilidad de utilizar esos recursos para otros fines. Se observó, 
en el ámbito local, la reproducción del modelo de políticas 
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de recursos humanos promovido desde el nivel central, con 
una total ausencia de políticas específicas relacionadas con la 
igualdad de género. 
En síntesis, en relación con la función de recursos huma-
nos es posible afirmar que:
■  La descentralización de los servicios de salud reforzó el 
déficit crítico de personal sanitario, sobre todo en las zo-
nas rurales, comprometiendo la calidad de los servicios y 
la capacidad resolutiva. 
■  La situación sólo pudo ser compensada localmente con 
una mayor presión sobre la autogestión, utilizando fondos 
autogenerados para la contratación de nuevos recursos 
humanos bajo la dependencia formal de los CLS. 
■  Las políticas locales de recursos humanos no contempla-
ron la inclusión de la perspectiva de género: tan sólo re-
produjeron la situación instalada desde el nivel central.
Reglas de acceso
En términos generales, la focalización de las acciones sani-
tarias en algunos grupos prioritarios fue determinada a través 
de directrices centrales, de programas específicos y dispo-
siciones que, en algunos casos, establecían la gratuidad de 
ciertos servicios.15 El MSPBS fijó, incluso, las metas que cada 
establecimiento debía alcanzar respecto a la población se-
leccionada, sin tomar en cuenta las realidades locales. Por 
ejemplo, las políticas de salud formuladas por este organismo 
15 En este texto el término gratuidad se refiere exclusivamente a la exonera-
ción de aranceles. No incluye costos de oportunidad ni gastos derivados, 
tales como compra de medicamentos no provistos por el MSPBS o la rea-
lización de estudios auxiliares que no se efectúan en los establecimientos 
de salud locales.
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indicaban como grupo prioritario a la población materno-in-
fantil. De esta manera, la mujer formaba parte de estas prio-
ridades, pero solamente en la dimensión reproductiva. Estas 
prioridades fueron efectivas también para los establecimien-
tos descentralizados, los que reprodujeron con más agilidad 
de gestión, el modelo del sistema.
Los acuerdos de descentralización incluían la elaboración 
de un Plan Local de Salud, instrumento mediante el cual los 
agentes locales podían definir los grupos prioritarios para cada 
municipio. En algunos de los casos estudiados, se realizaron 
diagnósticos para caracterizar a la población e identificar sus 
principales necesidades sanitarias, pero la definición fue diri-
gida desde el nivel central. En consecuencia, resultaba relati-
vamente difícil para los agentes locales cumplir en la práctica 
con las exigencias del MSPBS y, al mismo tiempo, definir nue-
vos grupos prioritarios. De agregarse acciones focalizadas, los 
recursos financieros disponibles eran los mismos.
El instrumento principal para facilitar el acceso al sistema 
de salud era de índole económica y consistió en la exone-
ración parcial o total del cobro por los servicios prestados. 
En los acuerdos de descentralización que se firmaron se in-
cluyeron la potestad de los CLS para establecer la gratuidad 
de los servicios y recibir donaciones de las personas que los 
utilizaban. Ello generó en una tensión difícil de resolver, pues 
la ecuación costo-beneficio/equidad de acceso era siempre 
contraria a los intereses de los consejos locales. 
En los establecimientos estudiados, no se detectaron cri-
terios para la exoneración de aranceles dirigidos específica-
mente hacia las mujeres. En general, se explicó que se be-
neficiaba a usuarios/as de menores recursos o basados en el 
conocimiento personal. Sin embargo, la falta de mecanismos 
formales de caracterización social y económica, dio lugar a 
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un manejo discrecional de las exoneraciones. Esto fue señala-
do por algunas de las mujeres entrevistadas, quienes mencio-
naron “la existencia de favoritismos políticos o familiares”. Por 
otra parte, al igual que en el nivel central, en el espacio local 
tampoco se tomaban en cuenta las diferencias de género y 
sus efectos sobre las barreras económicas. 
Con relación a las reglas de acceso y la inclusión del enfo-
que de género, se puede afirmar que:
■  Los establecimientos de salud descentralizados reprodu-
jeron criterios establecidos desde el nivel central para sus 
actuaciones focalizadas, sin desmarcarse de la prioridad 
para el sector materno-infantil. 
■  Las innovaciones en este campo estuvieron fuertemente 
limitadas por el modelo fundamentado en la recaudación 
propia de los entes descentralizados, lo cual desalentó la 
inclusión de sectores de mujeres más allá de lo especifica-
do por la política ministerial.
Reglas de dirección
La creación de los CLS, como parte del modelo de descen-
tralización sanitaria, abrió una nueva instancia de participa-
ción y decisión colectiva para administrar formalmente los re-
cursos descentralizados. Los consejos locales decidían sobre 
la transferencia de los recursos establecidos en los acuerdos 
de descentralización, el manejo de fondos propios, la exigen-
cia de rendición de cuentas a los establecimientos de salud y 
sobre los proyectos y acuerdos de cooperación. No obstante, 
no tenían potestad para incidir en el nombramiento del/a 
director/a de los establecimientos. Sus integrantes represen-
taban a instituciones públicas, privadas y organizaciones de 
la sociedad civil, no dependientes del MSPBS, y a personal 
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directivo de los establecimientos y del municipio. En la prác-
tica, fueron presididos por intendentes e intendentas. 
Con el objeto de mejorar la prestación de servicios, este 
tipo de conformación permitía crear alianzas y articulacio-
nes estratégicas con otras organizaciones del sector sanitario 
y de la zona geográfica del establecimiento. Esta situación 
podría haber contribuido a una mayor participación de las 
organizaciones locales de mujeres y, de este modo, también 
a una inclusión de sus intereses en las agendas locales. En 
esta línea de análisis, pudo observarse que la capacidad de 
intervención de las organizaciones de mujeres de la comuni-
dad no sólo fue producto de la voluntad o apertura de los 
agentes institucionales. También fue resultado –cuando ello 
ocurrió– de las presiones y luchas por ocupar espacios para 
ejercer cuotas de poder, así como de la capacidad para for-
mular demandas propias que, además, tuvieran relación con 
la igualdad de género.
Los CLS podían tener gran influencia sobre las decisiones 
para la prestación de servicios en las localidades. Constituían 
una instancia formal con autoridad para controlar los recursos 
locales, así como espacios de participación ciudadana abier-
tos a los distintos sectores organizados de la comunidad. La 
pluralidad fue una dimensión valorada en los acuerdos de 
descentralización, sólo que al no existir disposiciones para 
asegurar una representación diversa de la comunidad, ni con-
diciones o incentivos para que los grupos tradicionalmente 
excluidos, entre ellos las mujeres, pudieran sumarse a este 
espacio, se llevó a cabo de manera excepcional. No obstante, 
se ha constatado que las mujeres participaron activamente 
y en gran cantidad en los CLS. Su presencia, sin embargo, 
respondía a la cercanía con las instituciones locales y no a la 
representación de sus intereses colectivos.
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Con referencia a las reglas de dirección y la igualdad de 
género, se puede afirmar que:
■  Los CLS representaron una oportunidad de participación 
de agentes locales, aunque no significaron de por sí una 
ampliación de la participación de las mujeres, ni la in-
clusión de perspectivas y demandas relacionadas con la 
igualdad de género. 
■  No obstante su capacidad de control y decisión sobre el 
manejo de recursos, su actuación se vio fuertemente li-
mitada por el modelo de financiamiento basado en las 
recaudaciones. Esta situación supuso una mayor dificultad 
para realizar innovaciones que pudieran impactar en una 
mayor equidad de género.
Modificaciones en el comportamiento 
y en los resultados
La descentralización de la salud introdujo algunas varia-
ciones en las reglas de juego que ordenaban la intervención 
de los actores y actoras locales en la provisión de servicios 
de salud. Se trataba de un nuevo marco formal de actuación 
caracterizado por ciertas atribuciones y competencias que an-
teriormente permanecían ajenas a su influencia. La transfe-
rencia de algunas responsabilidades implicaba, en términos 
prácticos, una ampliación del espacio formal de decisión lo-
cal. Este escenario, a su vez, se encontraba determinado por 
las interpretaciones y prácticas que algunos sectores clave 
realizaron sobre los alcances de las nuevas normas vigentes, 
lo que a veces pudo ampliar y otras veces reducir sus márge-
nes de actuación.
Se buscó analizar cómo los actores locales usaron los nue-
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vos espacios de decisión para introducir cambios y evaluar 
en qué medida estas transformaciones significaban aportes a 
relaciones de mayor igualdad en cada comunidad. Específi-
camente, para este estudio se indagó sobre los posibles usos 
de las nuevas capacidades de decisión local o la inclusión de 
innovaciones para promover la participación de las mujeres 
y crear o fortalecer programas, proyectos y servicios relacio-
nados con la salud femenina. En el caso de que este enfo-
que hubiera sido adoptado por los municipios estudiados, 
debería haberse traducido en modificaciones concretas en la 
disponibilidad de insumos, la existencia de recursos huma-
nos y la provisión de servicios específicos. Si estos cambios 
se debieran al proceso mismo de descentralización, podrían 
haberse registrado en aquellas funciones en las que el espacio 
de decisión tenía un mayor rango de opciones, al igual que en 
aquellos municipios en los que la descentralización generó 
mayores alternativas de decisión. 
Para valorar el uso de los espacios de decisión en función 
de una perspectiva de igualdad de género, así como las in-
novaciones introducidas localmente, se utilizaron variables 
seleccionadas por función de producción de servicios, que 
fueron categorizadas y puntuadas a partir de las entrevistas 
a directores y directoras de los establecimientos de salud 
y a los y las integrantes de los consejos (véase tabla 3 del 
anexo).16
16 En este caso se decidió empezar la escala con el valor 0 para representar la 
inexistencia del servicio. En la valoración de los espacios de decisión con 
una escala de 1 a 3 se asume que el valor mínimo no implica la ausencia 
de control sino más bien un mínimo control, al cual se identifica con la 
categoría estrecho.
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Amplitud del espacio de decisión y las modificaciones 
en los servicios
Así como los espacios de decisión resultaron ser diferentes 
según las localidades descentralizadas, las modificaciones en 
los servicios en función del uso de estos espacios de decisión, 
las innovaciones y los resultados también variaron en cada 
una de ellas. Al considerar los factores que intervienen en el 
proceso de descentralización y los resultados observados, se 
proponen las siguientes hipótesis:
■ las modificaciones son más difíciles de introducir cuanto 
más complejo es el servicio; 
■ más sustantivas cuanto mayor es el tiempo transcurrido 
desde su implementación;
■ más significativas cuanto mayor es la ampliación formal o 
informal de los espacios de decisión.
En la tabla 2 pueden compararse estas variables en cada 
municipio.
Observando el tipo de establecimiento de los municipios 
que obtuvieron un mejor desempeño con esta escala, dos de 
ellos son centros de salud (Fram y Carmen del Paraná) y 
uno, es un hospital distrital (Coronel Bogado). Esto es, dos 
de tres centros de salud estudiados y uno de siete hospitales 
distritales.
El tiempo transcurrido desde el inicio del proceso de des-
centralización hasta el momento del estudio también presen-
tó diferencias en la distribución de desempeño en cada caso. 
No todos los establecimientos que comenzaron el proceso al 
mismo tiempo registran iguales valores. Resulta contundente, 
en cambio, que los tres gobiernos locales que más ampliaron 
sus espacios de decisión (Fram, Coronel Bogado y Carmen 
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▶  Tabla 2. Modificación en los servicios y factores asociados
Municipio Nivel de EPSS Año de 
descentralización
Esp. de decisión Modificación
Altos HD 2005 90,5 11
Eusebio Ayala HD 2005 91,5 14
Caaguazú HD 2004 92 14
Juan Manuel Frutos HD 2004 93 11
Santa Rosa HD 2004 90 19
San Miguel CS 2004 95,5 19
Natalio HD 2004 89 19
Coronel Bogado HD 2004 113 26
Fram CS 2000 122,5 26
Carmen del Paraná CS 2004 105,5 26
* Los niveles corresponden a: HD= Hospital distrital; CS= Centro de Salud. Los años corresponden a la firma de acuerdos de descentralización. Esp. de 
Decisión: corresponde a la puntuación de los espacios de decisión por municipios (escala de 1 a 3 para cada función). La modificación en los servicios 
corresponde a la sumatoria del desempeño en usos, innovaciones y resultados operativos (en una escala de 0 a 2).
Fuente: elaboración propia.
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del Paraná) fueron los que obtuvieron el mejor desempeño en 
las modificaciones de comportamiento de los servicios. Como 
el contenido de los acuerdos de descentralización firmados 
por todos era básicamente el mismo y el MSPBS ejercía una 
política común, la diferencia de amplitud de estos espacios se 
debió a la creación de ámbitos no formales y a la interpreta-
ción local para implementar las normas que las atribuciones 
de la descentralización confirieron. 
Una derivación práctica de este hecho es que cuanto más 
se ampliaron los espacios de decisión, más factible resultó in-
troducir modificaciones que pudieran ser sustantivas para los 
servicios. Aunque esto sea alentador para la descentralización 
misma, desde el punto de vista de la igualdad de género, los 
resultados señalan modificaciones limitadas. Los cambios ob-
servados, en efecto, quizás sean producto de modificaciones 
generales dentro de los servicios pero no de acciones especí-
ficas para reducir las brechas de género.
La influencia de los actores y actoras locales 
en el logro de resultados
A partir de la información proporcionada por integrantes 
de las instituciones locales responsables de la descentrali-
zación, se considera que las diferencias observadas entre 
los establecimientos de salud de los distintos municipios 
respecto a la modificación de comportamiento (resultados 
operativos e innovaciones) se deberían, al menos en parte, a 
la voluntad de los propios actores y actoras, y al tipo de in-
teracciones entre ellos/as. Se observó que en las localidades 
con mejor desempeño está presente un patrón de interacción 
caracterizado por una mayor densidad de relaciones fuertes 
internas y externas, así como por el pleno cumplimiento de 
los compromisos municipales. En cambio, en las localidades 
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con menor desempeño se registraron interacciones modera-
das y débiles.
Por otra parte, en la mayoría de los CLS se percibió una 
clara influencia de los integrantes de los equipos de salud al 
identificar los problemas prioritarios que debían ser aborda-
dos. De esta manera, el dictamen de los directores/as tuvo 
mayor autoridad y peso en el proceso de toma de decisio-
nes, mientras que las intervenciones de los/as representan-
tes comunitarios/as solían reducirse a cuestiones puntuales. 
Dentro  de esta dinámica fue posible visualizar que en las 
localidades con mejor desempeño en la modificación de com-
portamiento (usos e innovaciones), se conjugaron una serie 
de factores como consejos locales con mayor desarrollo en 
su organización y ejercicio de sus responsabilidades; un plan 
local de salud discutido y consensuado entre los principales 
actores; una efectiva coordinación de las acciones, la vincu-
lación entre los/as responsables de los establecimientos y las 
autoridades locales; transferencia oportuna de los recursos 
estipulados en los acuerdos previos, y el desarrollo de otras 
iniciativas además de la administración de los fondos. A estos 
factores debe sumarse la intervención de organizaciones de 
asistencia técnica que facilitaron procesos y proporcionaron 
algunos recursos y herramientas útiles para mejorar los resul-
tados desde la perspectiva de la eficiencia.
Estas observaciones muestran una vez más la importancia 
de los actores y actoras locales en el logro de resultados. En 
tal sentido, su voluntad y su capacidad para impulsar proce-
sos fueron determinantes al momento de aumentar el nivel 
de participación de la ciudadanía y el compromiso de otras 
instituciones. 
Sin embargo, este panorama no fue suficiente para ge-
nerar mayores oportunidades con el objetivo de revertir las 
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desigualdades entre hombres y mujeres. Tampoco sirvió la 
presencia de mujeres en cargos directivos en la municipalidad 
o en los establecimientos de salud. En parte, este hecho se 
explica por la relativamente escasa presencia a nivel local de 
organizaciones de mujeres que demanden específicamente 
el derecho a la salud o incorporen en su agenda la igualdad 
de género. 
En este sentido, gran parte de las organizaciones de muje-
res identificadas procuraban mejorar sus condiciones económi-
cas a través de pequeños proyectos productivos. Pero por otro 
lado, cuando existían organizaciones locales, fueron pocas, y 
en ninguno de los casos se observaron esfuerzos por incluir-
las. Este hecho reveló articulaciones poco sistemáticas con las 
organizaciones de mujeres, que la mayoría de las veces se pro-
ducen según coyunturas específicas, pero no como resultado 
de un plan concreto de inclusión dentro del modelo. 
Es importante recalcar que las limitaciones en el avance 
en cuestiones de género constituyeron una falencia del siste-
ma de salud en su conjunto y no sólo de la descentralización. 
En efecto, las políticas públicas de salud, controladas predo-
minantemente desde el nivel central, no pudieron implemen-
tar de manera efectiva acciones concretas para revertir las 
desigualdades entre hombres y mujeres, que han sido amplia-
mente demostradas en el campo de la salud. En este contex-
to, los actores y las actoras que participaron en este proceso 
de reforma del sector, así como las herramientas normativas y 
de recursos de las que se pudieron valer, reprodujeron el mis-
mo modelo predominante. Aunque hubo ciertos resultados 
que representaron avances notables en aspectos de gestión y 
oferta de servicios, éstas no contemplaron de manera explí-
cita estrategias y acciones tendientes a reducir las brechas de 
género a nivel local.
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La perspectiva de las mujeres sobre 
la descentralización de la salud
El concepto de la salud no es lineal, es polisémico y se 
construye socialmente según los intereses y perspectivas de 
los actores. El estudio buscó caracterizar el proceso de des-
centralización también desde las miradas y percepciones de 
las mujeres de las comunidades acerca de su situación de 
salud y acceso a los servicios. Esta perspectiva aporta elemen-
tos interesantes al debate sobre la descentralización, y puede 
colaborar, junto a las estrategias implementadas, para lograr 
que el derecho a la salud tenga plena vigencia.
Los factores culturales
Una primera evidencia que arroja este análisis, es consta-
tar la distancia entre la realidad de muchas mujeres de las co-
munidades y los sectores que formulan las políticas públicas 
de salud. Este hecho se relaciona con factores estructurales 
del sistema patriarcal, expresados en profundas desigualda-
des en el acceso a los recursos, a la tierra, a las decisiones, 
que a su vez se intensifican según los géneros. En la mayoría 
de los municipios estudiados, las mujeres se insertan en peo-
res condiciones que los varones en los procesos productivos, 
además de que tienen a cargo todas las responsabilidades 
domésticas. 
Los testimonios de muchas mujeres pusieron en evidencia 
que para muchas de ellas la medicina alopática no constitu-
ye la única alternativa para resolver sus problemas de salud. 
Se torna aquí relevante el rol cumplido por otros agentes, 
medios y prácticas de salud que, en general, permanecen 
fuera del circuito oficial de atención sanitaria, como los cu-
randeros. Éstos –conocidos en el Paraguay como médicos 
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ñana17–, cuya acción está altamente mediatizada por la fe, 
los conocimientos sobre hierbas medicinales y los procedi-
mientos o tratamientos transmitidos oralmente de genera-
ción en generación, pasan a formar parte de un patrimonio 
de saberes que muchas personas y familias usan para hacer 
frente a la enfermedad.
En varios casos, esta herencia no sólo es consecuencia de 
la fuerza de la tradición, sino también de la imposibilidad de 
reemplazar tales procedimientos o de combinarlos con otro 
tipo de alternativas. La conservación de estos conocimien-
tos se presenta prácticamente como la única opción disponi-
ble en un contexto donde los servicios de salud no son del 
todo gratuitos y las barreras sociales y culturales continúan 
actuando con fuerza. Ello no significa que no concurran a los 
establecimientos sanitarios, las decisiones sobre qué tipo de 
medicina utilizan son tomadas, generalmente, de modo prag-
mático y alternado, asignando más valor a la eficiencia de la 
cura que a los medios utilizados.
Los testimonios e interpretaciones relevadas permiten se-
ñalar que el universo simbólico de las mujeres conserva algu-
nas representaciones sobre la salud de tradiciones culturales 
distintas al universo de sentido postulado por la medicina 
“oficial”. Para el equipo de salud, el reconocimiento de estas 
diferencias en el modo de interpretar la enfermedad podría 
resultar muy útil con vistas a mejorar la eficiencia de su prác-
tica médica. Ello permitiría ampliar el conocimiento de las 
necesidades de las mujeres de la comunidad, ayudaría a redu-
cir las barreras culturales que las alejan del sistema sanitario, 
incrementando proporcionalmente su grado de confianza en 
17 En el Paraguay se denomina médico ñana a la persona que cura ciertas 
dolencias utilizando preparados sobre la base de hierbas. 
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los tratamientos y procedimientos necesarios para alcanzar 
su bienestar.
El acceso a la información se presenta como uno de los 
grandes desafíos que tienen que afrontar los establecimientos 
de salud descentralizados. Algunas entidades comprendieron 
esta necesidad. En uno de los municipios, el CLS incorporó 
un componente de educación en su plan de acción después 
de haber identificado bajos niveles de escolarización entre 
ciertos sectores de la población, sobre todo entre mujeres. 
Otros, aunque con distintos niveles de eficacia, recurrieron al 
trabajo de promotores y promotoras de salud para suministrar 
información a las comunidades más alejadas.
Sin embargo, esta práctica contrastó con otras evidencias 
menos favorables, como una duración promedio de las con-
sultas por debajo de los estándares recomendados en salud 
pública.18 La brevedad de la entrevista puede ser leída como un 
factor contraproducente que atenta contra la calidad de la aten-
ción, debido a que reduce las oportunidades para suministrar 
información clara y precisa a la paciente. Cuanto menos tiem-
po se le dedica mayor es la recaudación y menor la calidad. 
Los equipos de salud (altamente feminizados) generan 
sentimientos ambiguos en las mujeres consultadas. La mayo-
ría manifestó percibir una distancia que las separa del uni-
verso de los doctores y las doctoras. En parte, esta lejanía se 
establece a partir de barreras lingüísticas. El personal de salud 
rara vez utiliza el idioma guaraní para expresarse o, en aque-
llos casos donde sí lo hace, acaba recurriendo al castellano 
para informar sobre las cuestiones más técnicas.
18 Según la encuesta realizada para esta investigación, el 59% de las mujeres 
indicó una duración promedio de las consultas de entre 10 y 15 minutos, 
cuando la recomendada es de 20 minutos.
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Los problemas de salud desde la mirada de las mujeres
La incorporación de la perspectiva de las mujeres, permiti-
ría poner en escena otros sentidos sobre los factores que im-
piden o limitan el bienestar de muchas mujeres en Paraguay 
y, en particular, en los municipios que han experimentado 
procesos de descentralización. Entre algunos de los aspectos 
más interesantes brindados por el estudio, se encuentran:
■ La enfermedad asociada al agotamiento extremo que, para 
muchas mujeres, representa el cumplimiento de múltiples 
roles y jornadas interminables de trabajo. La representa-
ción de los estados patológicos, asociada a la experiencia 
de un cuerpo extenuado que ya no puede cumplir con 
sus funciones, se encontraba bastante extendida. Desde 
la perspectiva de varias mujeres, se requiere un cuerpo 
resistente para realizar los trabajos que se encuentran bajo 
su responsabilidad. En estos términos, se establece un vín-
culo con el organismo marcado casi exclusivamente por 
fines utilitarios. Ello trae como consecuencia una relación 
imaginada casi inmediata entre la enfermedad y la incapa-
cidad para el trabajo; aunque para muchas, la enfermedad 
es una experiencia que debe ser soslayada o ignorada, 
aun cuando ésta se presente de modo evidente. Pese a la 
contundencia de los testimonios, la exposición a intensos 
ritmos laborales no constituye un problema relevante para 
los planes de salud pública, aun cuando muchas personas, 
y en particular las mujeres, se hayan referido a esta reali-
dad como una de las principales causas de su malestar.
■ El peso del “malestar cultural de las mujeres” (Velasco 
Arias, 2006) en la percepción subjetiva acerca de la en-
fermedad, fue manifestado con fuerza, siendo ésta una 
dimensión frecuentemente subordinada, menospreciada o 
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ignorada por el saber médico. El exceso de trabajo en las 
esferas productivas y reproductivas al que se encuentran 
expuestas, provoca diversos tipos de malestar. La mayoría 
de las veces, estos padecimientos resultan poco recono-
cibles debido a su carácter indeterminado y difuso. Pero 
aun cuando no siempre se hayan manifestado de modo 
evidente en el cuerpo, esas experiencias no dejan de ser 
menos reales y contundentes para la vida de muchas mu-
jeres. No obstante, se ha comprobado que muy pocos es-
tablecimientos descentralizados incorporaron servicios de 
salud mental.
■ Las necesidades de salud de las mujeres vinculadas al cuer-
po, la reproducción y la sexualidad casi no son atendidas 
y comprendidas. No se reconocen ni se atienden de ma-
nera específica numerosos aspectos de relevancia para las 
mujeres en torno a cuestiones como los ciclos reproduc-
tivos, la menstruación, la fertilidad, la anticoncepción, el 
embarazo y puerperio, el aborto, la menopausia, la vida 
sexual y el placer. La ausencia de información se volvió 
a manifestar como uno de los problemas medulares en 
este ámbito. Pese a que las políticas de descentralización 
fueron acompañadas por un plan de comunicación en sa-
lud sexual y reproductiva, en algunos de los municipios 
estudiados fue evidente la escasa circulación de informa-
ción. En tal sentido, ellas reconocieron la importancia que 
debería tener la asistencia médica para la planificación 
de los ciclos reproductivos de la familia. Sin embargo, las 
acciones implementadas en los establecimientos de salud, 
desde su óptica, aún parecían ser insuficientes. También la 
atención a la violencia basada en patrones de género ha 
sido insuficientemente considerada en los establecimien-
tos descentralizados. 
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¿En qué medida los servicios de salud descentralizados 
han sido capaces de identificar y ofrecer respuestas adecua-
das a estas necesidades percibidas por las mujeres? En esta 
pregunta se pone a prueba uno de los argumentos básicos de 
la descentralización. La familiaridad entre el personal de salud 
y las personas que reciben atención, la participación activa de 
la población local en la definición de planes y programas, 
la capacidad de resolución y de control de las asignaciones 
presupuestarias, entre otros aspectos, deberían incidir favora-
blemente para que la oferta de servicios de salud se ajuste a 
la demanda. Todo ello, si se realizara efectivamente, también 
podría crear condiciones favorables para el cumplimiento de 
los derechos de las mujeres en el ámbito de la salud. 
La percepción de las mujeres sobre los servicios y el acceso
En coincidencia con las evidencias constatadas en la ma-
yoría de los centros de salud y hospitales estudiados, la des-
centralización fue valorada por las mujeres porque posibilitó 
la mejoría de los servicios. El 81% de las entrevistadas con-
sideró positivamente el establecimiento al que acuden y su 
oferta de salud. 
Mientras en el municipio de Fram la percepción de mucha 
mejoría alcanzó más del 90%, en localidades como Carmen 
del Paraná, Altos, Caaguazú y Natalio la percepción estuvo 
más dividida; cabe aclarar que no se detectaron opiniones 
que indicaran un empeoramiento de los servicios. 
Cuando fueron consultados en qué consistían las mejoras, 
las entrevistadas identificaron la instalación de ofertas antes 
inexistentes (laboratorios o atención de especialistas). Para 
varios establecimientos también se le atribuyó a la descentra-
lización la reparación de aparatos de radiografías o ambulan-
cias, así como la disponibilidad de insumos (medicamentos 
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o implementos para los partos). En otros casos, se destacó la 
ampliación de los horarios de atención y una mayor cantidad 
de profesionales. Se señaló también un avance ostensible en 
servicios específicos para mujeres para la atención del parto 
y de algunas enfermedades (cáncer del cuello uterino, entre 
las más nombradas). 
Se comprobó, por su parte, cómo las limitaciones eco-
nómicas inciden en la búsqueda y la demanda de atención 
de salud. Un ejemplo de ello es que más de la mitad de las 
mujeres usuarias (un 54%) consideró que el establecimiento 
donde realizaba la consulta le quedaba lejos o muy lejos y 
un 37% señaló que el traslado le resultaba entre caro y muy 
caro. En los grupos focales fueron señalados diversos incon-
venientes generados por la falta de transporte público o de 
infraestructura vial.
Si bien los aranceles de los establecimientos de salud fue-
ron considerados, en general, accesibles (un 92% de las usua-
rias así los calificaron), el 44% de las entrevistadas señalaron 
que otras personas pagaban el costo de la consulta y un 53% 
que otros/as solventaban el costo de los medicamentos. Se 
encontró que estas respuestas se deben a la falta de autono-
mía económica, a las distancias y a las dificultades de acceso. 
Un aspecto importante es que la mayoría de las usuarias tuvo 
que dejar de realizar trabajos domésticos y de cuidado para 
acudir a la consulta (el 74%) y que, en aproximadamente un 
40% de los casos, ninguna persona quedó a cargo de los hijos 
o de las tareas que la mujer realizaba. Estos hechos ilustran 
una realidad conocida relacionada con el impacto que las ta-
reas reproductivas, asignadas con exclusividad a las mujeres, 
podrían tener en el acceso a los servicios de salud.
También las mujeres de las comunidades señalaron la au-
sencia de respuestas sanitarias a situaciones que tienen rela-
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ción con el contexto económico y el modelo productivo pre-
dominante en el país. El uso irresponsable e indiscriminado 
de agrotóxicos es un problema que merece una consideración 
destacada, pues la incorporación masiva de pesticidas al traba-
jo rural se encuentra relacionada con el sostenido incremento 
de los cultivos de soja transgénica que se ha registrado en el 
país durante los últimos años. Al ser consultadas sobre este 
tema, muchas de las mujeres que participaron de los grupos 
focales denunciaron el uso de estas sustancias como una cau-
sa de enfermedad debido a que las fumigaciones contaminan 
el agua, el aire, los cultivos y los alimentos.19 La constatación 
cotidiana de esta realidad y la falta de canales adecuados para 
presentar demandas ocasionaban en las mujeres del campo 
sentimientos de precariedad, amenaza, incertidumbre y des-
protección. Aun cuando existen en el país casos de muertes 
causadas por intoxicación con agrotóxicos y pese a que entre 
los municipios estudiados, seis de ellos están ubicados en de-
partamentos de alta producción de soja (Itapúa y Caaguazú), 
sólo Fram incluyó este tema en su plan local de salud.
Gasto de los hogares, sobrecarga para las mujeres
El modelo de descentralización se sustenta, fundamental-
mente, en la capacidad de administrar en el ámbito local los 
ingresos obtenidos por el cobro de aranceles, lo que implica 
necesariamente un aumento del gasto en muchos hogares 
con casos de enfermedad. Pero al producirse este incremento 
en el presupuesto familiar, también se observó que disminu-
19 El libro Los refugiados del modelo exportador (Palau et al., 2007) ofrece 
mayores testimonios de esta realidad a través de extensos relatos de cam-
pesinos y campesinas de ocho comunidades del país, afectados por la ex-
pansión del cultivo de la soja.
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yen los recursos disponibles para atender las necesidades de 
salud de las mujeres. 
La transferencia de responsabilidades debería procurar una 
mirada más alerta sobre esta delegación. En el plano institucio-
nal, está claro que la descentralización asignó mayores respon-
sabilidades administrativas a los actores y actoras locales que 
participaron principalmente en los CLS y en las municipalida-
des. No obstante, se destacó que el modelo excedía estos lími-
tes e incidía en las tareas de las mujeres de la comunidad. Al 
descansar principalmente sobre la capacidad de recaudación 
local, la descentralización de la salud produjo una transferencia 
de responsabilidades sociales a las familias y, dentro de éstas, a 
las personas que se ocupan de las tareas reproductivas.
En este sentido, el proceso no ha contemplado las condi-
ciones de género. Si bien introdujo algunas mejoras impor-
tantes en la capacidad de ofrecer servicios sanitarios en las 
comunidades que antes no existían, su diseño e implemen-
tación no anticipó efectos no deseables, que colaboran con 
el mantenimiento e incluso el aumento de las brechas de 
desigualdad entre los hombres y las mujeres. Al sustentarse 
en el gasto de bolsillo de la población, se pasó por alto que 
este hecho asignó mayores responsabilidades a las mujeres 
en el ámbito doméstico. 
De esta forma, el modelo de descentralización sanitaria, 
caracterizado por una transferencia de responsabilidades ad-
ministrativas pero no de recursos, es leído como un traspaso 
de mayores obligaciones para las mujeres, tanto en las comu-
nidades como en los hogares.
La partidización y la comercialización de la salud
En el Paraguay, las pautas de la cultura política tradicional 
conservan su vigencia. Tanto en el nivel central como en los 
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locales, es frecuente que los lazos de parentesco o de amistad 
constituyan elementos fuertes que determinan la configura-
ción de los espacios de administración del poder. Se debe, 
principalmente, a la ausencia de instituciones suficientemente 
consolidadas capaces de garantizar mecanismos apropiados 
para la construcción de una escena pública más plural y de-
mocrática. La administración del sistema de salud no escapó 
a esta lógica. Frecuentemente, los servicios sanitarios fueron 
y son utilizados como moneda de cambio para fortalecer un 
modelo clientelar. La politización y partidización, el uso de 
influencias y la mercantilización de la salud fueron moneda 
corriente durante casi seis décadas.
 Los datos relevados en el trabajo de campo muestran 
que estas prácticas se reproducen en todos los escenarios, 
de mayor o menor escala territorial. Pese a la cercanía en-
tre las autoridades y la población, según los testimonios de 
las mujeres, la influencia de políticos/as para obtener privile-
gios, la necesidad de tener “contactos” para lograr una buena 
atención y la utilización de insumos (especialmente medica-
mentos) para campañas electorales, fueron situaciones muy 
frecuentes con las que debieron lidiar diariamente.
La concesión de exoneraciones de aranceles resultó una 
cuestión particularmente crítica. El modelo de descentraliza-
ción asignó a los agentes locales la capacidad para decidir la 
liberación de ciertos pagos para algunas personas, sin deter-
mina criterios de justicia y equidad. Estas circunstancias crea-
ron condiciones para un uso arbitrario de estas atribuciones. 
Muchas mujeres señalaron que las exoneraciones se realiza-
ban en los períodos de campañas electorales con el propósito 
de comprar votos. 
La mercantilización de la salud fue otro fenómeno favo-
recido bajo estas condiciones. Al tener un control bastante 
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amplio sobre la oferta de servicios, el personal de salud –en 
ciertos casos– pudo orientar la atención de modo discrecio-
nal, según sus intereses. En algunas comunidades, las mujeres 
denunciaron que los médicos derivaban pacientes hacia ser-
vicios privados, cuyos dueños eran ellos mismos familiares y 
amigos, quienes actuaban como una suerte de socios.
Finalmente, cabe remarcar que las mujeres líderes locales 
ejercen el mismo poder y las mismas prácticas arbitrarias en 
relación con los servicios de salud. De hecho, se ha podido 
observar que reprodujeron, frecuentemente, el orden domi-
nante, obteniendo beneficios sólo para sus favoritas, repitien-
do actitudes caudillistas y de patronazgo que no están dis-
puestas a apostar a proyectos colectivos de género.
 
Consejos locales, participación ciudadana 
y agenda estratégica de las mujeres
Los CLS constituyeron, sin lugar a duda, los principales 
dispositivos a través de los cuales se implementó el proceso 
de descentralización sanitaria. Sin embargo, también se de-
ben señalar las limitaciones visualizadas en torno al logro de 
uno de sus objetivos: la participación de la comunidad en las 
decisiones sobre la salud.
La ausencia de mecanismos claros para su conformación es 
uno de los principales aspectos a considerar. Al no existir re-
gulaciones específicas que permitieran asegurar la pluralidad, 
la selección de las organizaciones participantes, por lo general, 
quedaba a cargo de la arbitrariedad del Ejecutivo municipal. La 
mayoría de los CLS se conformaron de acuerdo con la voluntad 
de los/as intendentes/as de turno y estuvieron integrados por 
personas con las mismas afinidades políticas que ellos/as. 
La falta de guías y encuadres metodológicos jugó en con-
tra de la democratización del espacio, debido al favoritismo y 
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la exclusión de otras organizaciones comunitarias, ya sea por 
quedar invisibilizadas, por diferencias políticas con el poder 
local o simplemente por no acceder a la información. Paradó-
jicamente, la presencia femenina en los CLS es indudable. In-
cluso en dos municipios –San Miguel y Caaguazú– la mayoría 
de las integrantes eran mujeres. Sin embargo, aunque en tres 
municipios (Carmen del Paraná, Fram y Natalio) el Ejecutivo 
municipal estaba a cargo de mujeres, esta participación no 
tenía relación directa con una representación de los intereses 
de género. 
En el caso de los consejos locales, casi la totalidad de las 
integrantes accedió a estos espacios debido a su trabajo en 
instituciones locales o en organizaciones comunitarias. Esta 
situación admite una doble interpretación. Por un lado, su 
presencia constituiría una oportunidad para incorporar sus 
opiniones sobre las necesidades de salud de la población y, 
en particular, de las mujeres. Por otro, su participación podría 
estar motivada sólo por asociaciones naturalizadas entre su 
rol y las tareas de cuidado comunitario. En cambio, el caso 
de las mujeres al frente del ejecutivo municipal es distinto. Su 
desempeño en este cargo respondió, en general, al liderazgo 
político ejercido en su comunidad.
En las comunidades estudiadas, son escasas las organiza-
ciones locales de mujeres con agendas específicas. Aun así, 
existen movimientos sociales fuertes en los sectores campe-
sinos que operan en todo el país e incluyen entre sus inte-
grantes a organizaciones de mujeres con claras reivindicacio-
nes de género y con demandas de salud en este sentido. Sin 
embargo, pese a sus intereses comunitarios, sus exigencias 
de salud fueron reclamadas en el nivel central, ignorando las 
oportunidades ofrecidas por las instancias locales.
En 2007 se formó la red de organizaciones “Movimiento 
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Nacional por el Derecho a la Salud”. Este colectivo, integrado 
por varias organizaciones, realizó movilizaciones ante centros 
sanitarios de distintos puntos del país con el propósito de 
demandar atención para las mujeres, informar sobre sus dere-
chos específicos en el ámbito de la salud, recoger denuncias 
y presentar a la dirección de los establecimientos una lista de 
las demandas relacionadas con el bienestar de la población 
femenina. La iniciativa fue denominada “Llamado a la acción 
por la salud de las mujeres”, y sus movilizaciones se conocie-
ron como “Carpas de la vida”. Pese a que sus acciones tuvie-
ron una visibilidad notoria en los escenarios locales donde se 
implementaron, y también a nivel nacional, ninguna de estas 
organizaciones fue convocada para integrar los CLS, así como 
tampoco sus integrantes demostraron tener claridad acerca 
del funcionamiento de estos espacios. 
El desencuentro entre el movimiento popular de mujeres 
y el proceso de descentralización sanitaria puede atribuirse 
tanto a la nula acción de las autoridades municipales y sanita-
rias locales para llamar a estas actoras, con el objeto de inte-
grarlas a los espacios de decisión, como a la indiferencia de la 
sociedad civil que no fue capaz de identificar las oportunida-
des ofrecidas por los consejos locales como instancias desde 
las cuales promover cambios. A ello se sumó la evidente falta 
de articulación entre el sistema de salud descentralizado y la 
Secretaría de la Mujer de la Presidencia de la República, rec-
tora de las políticas de género. 
Reflexiones centrales de la investigación
La descentralización no constituye un concepto acaba-
do con determinaciones estáticas y definitivas, sino que es 
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concebida como un proceso de formulación y ejecución de 
políticas públicas que abre nuevos campos de decisión, cu-
yos contenidos exigen ser negociados constantemente por 
diversos agentes, tanto del plano nacional como local. De allí 
que no se pueda afirmar que sea en sí misma favorable, o 
no, para el ejercicio de los derechos de las mujeres. Ello de-
pende de las interpretaciones, las valoraciones y los usos que 
se otorgue a los dispositivos y herramientas concretas que la 
descentralización ofrece en un determinado momento y, a la 
vez, de las transformaciones que se introduzcan mediante la 
agencia de actores y actoras sociales. 
La mayor parte de los hallazgos del estudio no pueden ser 
atribuidos sólo a las políticas de descentralización, sino que 
formaron parte del modelo del sistema de salud en general. 
No se percibió que los establecimientos de salud descentra-
lizados hayan incorporado una reflexión sobre estos factores 
con el propósito de generar mayores condiciones de igualdad 
y más derechos y bienestar para las mujeres de las comuni-
dades. Pese a que algunos programas del MSPBS enuncia-
ban principios de igualdad de género, se comprobó que, en 
general, no se llevaron a la práctica. En el ámbito local, ni 
siquiera fueron enunciados. A continuación se presentan las 
principales reflexiones sobre los resultados. 
Acerca del modelo
La descentralización del sistema de salud fue implementa-
da según las “matrices” conceptuales de las políticas de ajuste 
estructural promovidas en la región por agentes trasnaciona-
les, aunque con alcances relativos debido al desinterés de los 
sectores dominantes y a su incapacidad técnica. Aunque esa 
política fue una demanda de agentes locales, apoyados por 
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organizaciones no gubernamentales, a fin de ofrecer respues-
tas a las cada vez mayores necesidades de los establecimien-
tos de salud, la actuación del MSPBS, responsable del primer 
nivel del proceso, fue intermitente. Como rector del sistema 
no elaboró un plan integral a largo plazo con objetivos cla-
ros para descentralizar los servicios. Sin embargo, varios CLS 
estudiados fueron capaces de contar con agendas propias y 
llevar adelante planes de acuerdo con sus necesidades. Ello 
les permitió fortalecer su institucionalidad y obtener resulta-
dos concretos.
El modelo tampoco incorporó los nuevos enfoques de sa-
lud como un derecho humano universal, ni la perspectiva de 
igualdad de género. La descentralización se implementó con 
un criterio instrumental, acomodándose a coyunturas políti-
cas particulares y a las necesidades concretas de los muni-
cipios en materia de servicios y oferta de salud. El proceso 
no contó con directrices que establecieran explícitamente los 
compromisos de la descentralización con los derechos de las 
mujeres, ni éstos fueron demandados vía la participación e in-
cidencia por parte de las mujeres como actoras sociales. Este 
vínculo no fue impulsado por ninguna de las partes en juego.
La descentralización de los servicios de salud tuvo un 
carácter fundamentalmente administrativo. La capacidad de 
diseñar y ejecutar planes locales dependió, en gran medida, 
de las posibilidades de recaudación de los establecimientos 
locales a través del cobro de aranceles –o donaciones– por 
los servicios prestados, complementada con los aportes rea-
lizados por las municipalidades y gobernaciones. En algu-
nos casos, con la firma del acuerdo de descentralización, se 
produjo una suerte de retiro del nivel central, incumpliendo 
sus responsabilidades, transfiriéndolas a los establecimientos 
locales. Así, el modelo se fundamentó principalmente en el 
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gasto de bolsillo de la población y no presentó mayores di-
ferencias con relación al resto del financiamiento del sistema 
público de salud.
Para las mujeres representó una situación no siempre ven-
tajosa, debido a que además de ser las principales usuarias, 
encontraron limitaciones en el acceso a los servicios como 
resultado de su posición de desventaja en la división sexual 
del trabajo. 
Sobre la modificación de los servicios
La descentralización posibilitó el desarrollo de nuevas 
oportunidades de decisión por parte de los agentes locales. 
Formalmente, favoreció la ampliación de capacidades locales 
para el cobro de aranceles, la elaboración de presupuestos 
basados en estos fondos, la formulación de planes locales 
de salud, la creación de farmacias sociales y seguros comu-
nitarios, la compra de insumos y el mantenimiento del equi-
pamiento, la asignación de exoneraciones, la rendición de 
cuentas y la conformación de los consejos locales. Con ello 
se incrementaron las capacidades de gestión locales y la crea-
ción y fortalecimiento de algunos servicios. Esto sucedió en 
los municipios en los que los CLS tuvieron un mayor desa-
rrollo organizacional (experiencia previa de sus integrantes 
en procesos de participación, autoridades políticas compro-
metidas con los servicios, alianzas y acuerdos políticos entre 
los locales y el nivel nacional, entre otros). Estas experiencias 
fueron la excepción. 
El comportamiento general de los establecimientos des-
centralizados continuó determinado por la modalidad opera-
tiva en todo el sistema de salud nacional durante el período. 
Como resultado, los agentes locales tendieron a reproducirlo 
aunque, en algunos aspectos operativos lo hicieron de mane-
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ra más eficiente. Por ejemplo, la prioridad del MSPBS fue la 
salud materno-infantil, asignada también como prioridad a los 
sistemas locales que lograron –en este nivel– mejoras en los 
indicadores respectivos. El programa nacional de salud sexual 
y reproductiva también encontró eco en los sistemas locales. 
A partir de la incorporación de éstos a los planes municipa-
les, se favoreció el fortalecimiento de áreas específicas como 
atención de partos, control prenatal, urgencias ginecológicas, 
servicios de derechos de salud sexual y reproductiva y la 
atención para el diagnóstico de cáncer de cuello uterino. En 
estos casos, los CLS se ocuparon de gestionar e implementar 
acciones para hacer efectivos estos servicios cuya provisión, 
aunque estuviera comprometida por el nivel central, con fre-
cuencia no se cumplían en tiempo y forma. 
La capacidad adquirida por los agentes locales para elabo-
rar presupuestos, no se tradujo en decisiones concretas para 
diferenciar las inversiones realizadas en la población femeni-
na. Esto dificultó la medición de la reducción de las desigual-
dades de género a través de la utilización de recursos más allá 
de la esfera reproductiva. 
Respecto a la calidad de la atención, se observó que, en la 
mayoría de los casos, los tiempos de duración de las consul-
tas eran relativamente breves y no alcanzaban los estándares 
esperados, lo que afectaba el correcto relevamiento de los da-
tos clínicos, la calidad de los diagnósticos, el suministro de in-
formación y las posibilidades de ofrecer una atención integral 
que tomase en cuenta a la mujer en el contexto social donde 
se desenvuelve. En tal sentido, la descentralización no aportó 
avances sustanciales en el comportamiento del MSPBS.
En cuanto a los consejos locales, se constató que todos 
fueron integrados por mujeres, aunque en distintas propor-
ciones. El proceso no previó, sin embargo, mecanismos ade-
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cuados y formales que incorporasen, deliberadamente, a or-
ganizaciones de mujeres que representen los intereses del 
colectivo. Por lo tanto, estos intereses no se integraron a las 
políticas locales.
Sobre las percepciones de las mujeres
En un escenario atravesado por la pobreza, la mayoría 
de las mujeres entrevistadas manifestaron que el exceso de 
trabajo es una de las causas principales de la “ausencia de 
salud”, y que sus responsabilidades en el cuidado de las y los 
demás integrantes de la familia acaban generando una situa-
ción de postergación de sus propias necesidades. 
Las jerarquías de los “saberes” tienen un peso importan-
te en el tipo de relación que el personal de salud establece 
con las usuarias, de manera tal que rara vez pueden comu-
nicar sus “malestares”. Desde la perspectiva médica se suele 
menospreciar el universo simbólico de las mujeres rurales y 
pobres, lo que las ubica en una posición de subordinación, 
subestimando, al mismo tiempo, su capacidad para decidir 
sobre su propio cuerpo. 
El acceso a ciertos servicios o privilegios como la exone-
ración u obtención de medicamentos, está atravezado por in-
fluencias o contactos políticos. Para ellas, la descentralización 
no alcanzó para disminuir las barreras geográficas (extensa 
distancia entre el hogar y el establecimiento de salud), orga-
nizacionales (largos períodos de espera y breve tiempo de 
consulta), económicas (elevados costos de análisis, transporte 
y medicamentos) y culturales (dificultades para comprender 
su estilo de vida). 
Aun cuando la creación de “consejos locales de salud” 
como espacios de articulación de la ciudadanía constituyó 
uno de los logros más destacados de la descentralización, se 
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detectaron limitaciones relacionadas con la discrecionalidad 
en la elección de las organizaciones representantes, la acota-
ción de sus funciones a la mera administración de recursos 
escasos para resolver las necesidades diarias de los estable-
cimientos sanitarios y con la identificación, más allá de las 
demandas puntuales, de las necesidades de salud de la po-
blación desde un enfoque integral.
La participación de las mujeres en los Consejos Locales 
de Salud, o su presencia en cargos ejecutivos no significó 
necesariamente la inclusión de intereses estratégicos y una 
perspectiva de derechos para las mujeres. Por lo general, el 
discurso y las prácticas de estas personas determinados por 
los valores de una cultura patriarcal, sin cuestionar el orden 
dominante. Sus intereses se enfocaron en las necesidades 
prácticas de las mujeres asociadas a un rol reproductivo. 
Ninguna de las organizaciones que militan a favor de la 
salud de las mujeres fue convocada para participar en los 
CLS, lo que indica que el movimiento popular de mujeres 
no tuvo una presencia efectiva en estos espacios. Tampoco 
se manifestaron e interpelaron ante instancias locales, sino 
que lo hicieron, principalmente, en el nivel central. Por su 
parte, el movimiento feminista, que históricamente instaló en 
las agendas nacionales los temas de género, no incorporó la 
reflexión sobre la descentralización entre sus prioridades. 
Conclusiones a la luz del contexto actual
Al ubicarnos en este nuevo contexto, cabe preguntarse 
en qué medida los planes y actuaciones de la nueva admi-
nistración del Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social, 
respecto del proceso de descentralización, pueden contribuir 
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a la construcción de un modelo de salud pública fundamenta-
do en los derechos humanos y, en particular, en los derechos 
de las mujeres. Desde este interrogante, a continuación se 
describen algunas de las principales acciones emprendidas 
durante los primeros dos años del gobierno que asumió en 
2008. Luego se las compara con las limitaciones o potencia-
lidades que la singularidad del proceso de descentralización 
de Paraguay presenta, a la luz de las diferentes coyunturas 
políticas y sociales en las que se produjo. 
Un tiempo de cambios y continuidades
Poco tiempo después de iniciar su gestión, el gobierno 
de Fernando Lugo presentó un marco de Políticas Públicas 
en Calidad de Vida y Salud con Equidad con la finalidad de 
orientar la planificación estratégica del período comprendido 
entre 2008 y 2013 (MSPBS, 2009 a). La premisa que lo susten-
ta se basa en la salud como derecho humano fundamental y 
abarca los principios de universalidad, integralidad, equidad 
y participación. Los derechos de las mujeres fueron incluidos 
en esta propuesta al plantearse la promoción de la igual-
dad de género como uno de los mecanismos para superar 
las diferencias injustas que determinan el estado de salud o 
enfermedad de las personas. Al mismo tiempo, el programa 
estableció una serie de metas para erradicar las situaciones 
inadmisibles en la esfera del bienestar de la población, y se 
reconoció la existencia de necesidades diferenciadas para 
mujeres y hombres.20
20 En este sentido, la propuesta para orientar las políticas públicas declara 
metas de “indiferencia cero” para problemáticas que afectan diferenciada-
mente a las mujeres, como la mortalidad materna por causas obstétricas 
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La implementación de los planes sectoriales derivados no 
se produce de modo lineal y continuo. Entre las medidas 
adoptadas, la declaración de gratuidad de los servicios de 
salud fue, sin duda, una de las más importantes para iniciar el 
cumplimiento del derecho universal de acceso a la salud. La 
población vio aumentar su margen de oportunidades para re-
cibir atención médica y provisión de medicamentos en los es-
tablecimientos del MSPBS, ello quedó demostrado por el con-
siderable incremento de las consultas.21 También se creó una 
red de Unidades de Salud Familiar que responde a un nuevo 
paradigma basado en la asistencia primaria y la prevención 
que pone a disposición de estos sectores un conjunto de ser-
vicios básicos que anteriormente sólo podían encontrarse en 
hospitales alejados de sus lugares de residencia. Para muchas 
mujeres en situación de pobreza, la eliminación de aranceles 
y la extensión de los servicios constituyen un salto cualitativo 
en su situación de vulnerabilidad. 
En cambio, las actuaciones del Estado dirigidas a promo-
ver la igualdad de género en el campo de la salud han segui-
do un ritmo diferente, al menos hasta el momento. En efecto, 
al revisar algunas presentaciones sobre los contenidos y los 
resultados de las políticas públicas en materia de salud, se 
observa la ausencia de ejes estratégicos (Giménez, 2008; MS-
PBS, 2009 b). Los mecanismos para la reducción de las bre-
evitables; las muertes por aborto; los partos no asistidos por profesional 
calificado y humanizado; los embarazos no deseados; la violencia y el mal-
trato contra la mujer; el diagnóstico y tratamiento tardío para displasias y 
cáncer de cuello uterino y de mamas; y el analfabetismo y no escolariza-
ción (entre otros aspectos clave para la salud de las mujeres).
21 En su rendición de cuentas a la ciudadanía del primer año de gestión, el MS-
PBS informó que el registro de consultas en los establecimientos públicos de 
salud pasó de 2.541.582 en 2007 a 3.244.303 en 2009 (MSPBS, 2009 b).
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chas de género mencionados en los documentos revisados 
se limitaron a acciones puntuales destinadas a dar respuesta 
a problemas específicos. Tal es el caso de la prevención del 
cáncer en la mujer y el impulso de la atención de la violencia 
contra las mujeres y las niñas.
En el terreno de los hechos, estos vacíos u omisiones se 
materializan también en los niveles locales descentralizados, 
en los que se identificaron acciones valiosas para la salud de 
las mujeres: elaboración de un Protocolo de Atención a Vícti-
mas de Violencia, la realización de actividades de sensibiliza-
ción y capacitación en materia de derechos y la instalación de 
algunos albergues para mujeres embarazadas,22 entre otros. 
Pero estas acciones no han sido suficientes para englobar-
las en una estrategia integral que apunte a la igualdad entre 
hombres y mujeres. 
La presencia en altos cargos de personas con voluntad y 
conocimiento para promover la igualdad como un mecanis-
mo de acceso a derechos no derivó inmediatamente en un 
cambio de la cultura y las prácticas institucionales sedimenta-
das durante décadas. En tal sentido, aún existe una estructura 
burocrática que continúa operando dentro de una lógica asis-
tencial que representa a las mujeres como meras receptoras 
pasivas de algunos servicios que presta el Estado. Las institu-
ciones estatales no han podido revertir este orden de cosas 
debido a la insuficiencia de recursos humanos en mandos 
medios capacitados para introducir cambios sustantivos. 
En resumen, la brecha que se observa entre el compromi-
22 Igualmente merece destacarse que se buscó incentivar la igualdad de 
género en el interior del Ministerio a través de la creación de una sala de 
lactancia materna para funcionarias de la institución en su oficina central 
de la capital, aunque ésta sea una acción con un impacto mucho más aco-
tado y en cierta medida simbólico. 
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so declarado por el Estado a nivel central para garantizar el 
derecho a la salud y sus capacidades reales de hacer efectivo 
su ejercicio -en el caso particular de las mujeres- se relaciona, 
en parte, con las debilidades históricas del propio aparato 
institucional y con la persistencia de lógicas asistenciales muy 
arraigadas en el sistema. Por otro lado, también se vincula 
con el hecho de que la sola implementación de medidas pro-
gresistas, como la declaración del acceso gratuito a la salud, 
no es suficiente si no van acompañadas por acciones estraté-
gicas orientadas a la reducción de las desigualdades existen-
tes en otros ámbitos, como el hogar o el mundo laboral, que 
impactan directamente y de manera diferenciada en la salud 
de las personas según su sexo. 
Las políticas de descentralización de los servicios de salud 
fueron seleccionadas como uno de los lineamientos estra-
tégicos para responder a la necesidad de desburocratizar la 
gestión y promover la participación ciudadana. Con este pro-
pósito, se definieron algunas acciones en el corto y mediano 
plazo para la reactivación de los CLS y la formulación de un 
programa de descentralización para el período 2009–2013.23 
Con la intención de instalar un nuevo sistema de financia-
ción, el MSPBS creó, con recursos provenientes del Estado, 
el Fondo de Equidad para la Administración Descentraliza-
da. Ello posibilitó la transferencia de fondos a los consejos 
locales y regionales de salud legalmente constituidos para 
23 Este trabajo fue encomendado a un equipo técnico conformado por re-
presentantes del MSPBS, el Consejo de Gobernadores del Paraguay, la 
Organización Paraguaya de Cooperación Intermunicipal (OPACI), el Centro 
de Información y Recursos para el Desarrollo (CIRD) y la Agencia de los Es-
tados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID). La principal función 
asignada a este grupo multisectorial fue ocuparse de la discusión, la for-
mulación y el monitoreo de las políticas, las normas y los instrumentos 
para hacer operativo este proceso. 
476 | Patricio Dobrée y Clyde Soto
que sean administrados íntegramente por estas instancias. Al 
mismo tiempo, se estableció que los municipios y las gober-
naciones continuarían contribuyendo con un porcentaje de 
su presupuesto general para complementar estos fondos. En 
contrapartida, los consejos nacionales y regionales se com-
prometieron a cumplir con varias responsabilidades, entre las 
que se encuentran la ejecución de los programas de salud 
formulados por el nivel central, la elaboración de planes lo-
cales de salud y la rendición de cuentas sobre el uso de los 
fondos a través de mecanismos participativos y transparentes. 
El resultado de esta nueva etapa del proceso fue la conti-
nuidad de la gestión descentralizada acorde con las políticas 
públicas de acceso gratuito a la salud. Sin embargo, como se 
pudo observar, los cambios introducidos se circunscribieron 
básicamente al campo financiero, sin incluir objetivos explí-
citos referidos a la promoción de la igualdad de género y el 
ejercicio de los derechos de las mujeres. 
Desigualdad de género y espacios locales
La principal conclusión que se obtiene del análisis de este 
proceso es que el modelo de descentralización no ayudó a 
la igualdad de género y, en consecuencia, su contribución a 
la vigencia de los derechos humanos de las mujeres ha sido 
moderada. La apertura o ampliación de los espacios de de-
cisión locales, tanto durante el período anterior como en el 
actual, permitió el mejoramiento en la prestación de algunos 
servicios dirigidos hacia las mujeres y el aumento de su parti-
cipación en algunas fases del proceso de toma de decisiones. 
Sin embargo, al ser una modalidad básicamente administra-
tiva, la descentralización de los servicios de salud continúa 
operando en una esfera en la que los resultados se miden 
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según un esquema de eficiencia, a la par que las principales 
discusiones de su agenda giran en torno al origen y el volu-
men de los fondos. 
La falta de iniciativas para reconocer y abordar las desi-
gualdades de género aún constituye un obstáculo importante 
para garantizar el ejercicio del derecho a la salud de las mu-
jeres. Sin esta perspectiva de análisis, resulta más difícil com-
prender que el malestar de muchas no se ciñe exclusivamente 
a un estado de enfermedad, sino que tiene sus orígenes en 
factores relacionados con los modos de organización social 
de los roles diferenciados de mujeres y varones. Todos és-
tos exigen intervenciones más integrales en varias esferas del 
mundo social, que no se han producido a partir de la trans-
ferencia de nuevas responsabilidades a los espacios locales. 
La participación no puede entenderse automáticamen-
te como una oportunidad para instalar modelos sensibles a 
la igualdad de género. Sin embargo, es condición necesaria 
aunque no suficiente para tomar conciencia sobre ello. Con-
siderando que la participación conforma uno de los princi-
pios orientadores de las actuales políticas públicas de salud, 
las autoridades necesitarán identificar normas y mecanismos 
específicos que aseguren la calidad y pluralidad de los pro-
cesos, así como una distribución más justa entre hombres y 
mujeres de las responsabilidades en el hogar y en la sociedad.
Estas consideraciones, a su vez, son relevantes para dis-
cutir algunas ideas relativamente frecuentes y estandarizadas 
acerca del ámbito local. Lejos de conceptualizarlo como un 
ámbito estático y cerrado resulta más apropiado concebirlo 
como un espacio dinámico y fluido en el que interactúan 
agentes en diversas posiciones y donde los límites entre los 
ámbitos local, nacional y trasnacional no son demasiado cla-
ros y definitivos.
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El reconocimiento de esta realidad trae aparejada una se-
rie de implicaciones para la actual formulación de políticas 
públicas, por ejemplo los múltiples lugares de interfase y las 
mediaciones entre los niveles, la necesidad de fortalecer el rol 
rector del MPSBS a la par de promover la participación real 
de los actores y actoras locales; y la relevancia de los progra-
mas nacionales combinados con las adaptaciones y propues-
tas comunitarias; entre otros aspectos fundamentales. 
La igualdad de género y el ejercicio de los derechos de las 
mujeres bajo estas condiciones se inscriben en un campo que 
deja de ser local o nacional -en sentido estricto- y pasa a ser 
entendido como una zona en la que se combinan los arraigos 
territoriales con fuerzas provenientes de otros escenarios y en 
constante tránsito. 
En otro plano, asegurar la universalidad de la salud como 
derecho requiere de un mayor presupuesto. Pero esta capa-
cidad depende de los resultados de las tensas negociaciones 
con poderosos actores que se mueven en los márgenes de la 
esfera estatal, sin involucrase de modo directo, aunque inci-
diendo decididamente a través de sus representantes. 
Es decir, si el Estado no logra ampliar su capacidad de re-
caudación para implementar mejores políticas de redistribu-
ción, sus políticas sociales, entre ellas las que podrían garan-
tizar los derechos de las mujeres, continuarán siendo débiles 
o simplemente retóricas. 
Con ello se pone en evidencia, desde una nueva perspec-
tiva, la multiplicidad de factores que determinan la posibili-
dad de que las políticas de descentralización contribuyan o 
no al ejercicio de los derechos de las mujeres y a la igualdad 
de género. No se trata sólo de decisiones locales, sino tam-
bién de disputas que se juegan sobre escenarios más amplios 
y complejos. 
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Anexo metodológico
La metodología general de la investigación consistió en un 
estudio comparado de 10 casos. En este tipo de propuesta se 
opta por obtener información sobre un aspecto de la realidad 
con límites precisos, intentando comprender con mayor pro-
fundidad lo particular de una muestra específica de unidades 
que respondan a determinados criterios de selección. A partir 
de ello se asume que es viable encontrar información cuyo 
análisis descubra elementos importantes de las tendencias, 
los patrones o las constantes de la situación general a la que 
se adscribe esa muestra. Se han observado los procesos se-
guidos en municipios con diferentes grados de descentrali-
zación, buscando responder a los objetivos y a las preguntas 
del estudio.
Como estrategia metodológica se utilizaron de modo com-
binado abordajes cuantitativos y cualitativos. Mediante el pri-
mero se buscó dar cuenta de la elección de indicadores que 
permitieran evaluar la situación de los procesos de descentra-
lización sanitaria seguidos en cada municipio seleccionado, 
considerando el esquema analítico adoptado. Se observó y se 
analizó en qué medida algunos indicadores de la gestión y 
la atención de la salud de las mujeres registraron variaciones 
importantes o no, según el tipo de proceso experimentado en 
cada municipio y las características específicas de su gestión 
con respecto a la igualdad de género. Para ello se recurrió 
a fuentes secundarias y datos de los registros del sistema de 
salud y de cada entidad prestadora de servicios, así como a 
información de fuentes primarias provistas por una encues-
ta con mujeres usuarias de los servicios analizados en cada 
municipio.
A través del abordaje cualitativo se buscó comprender los 
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diversos tipos de factores que facilitan u obstaculizan el me-
joramiento de la situación, la gestión y la atención de la salud 
de las mujeres en el contexto del proceso de descentraliza-
ción. Este análisis permitió conocer de modo más profundo 
cómo operan las instituciones locales, cómo se establecen las 
relaciones sociales y cómo se estructuran las propias subjetivi-
dades en el ámbito de la salud, profundizando en las lógicas, 
los significados o las imágenes de la realidad que determinan 
las características específicas del proceso y lo vinculan con la 
realidad concreta de las mujeres. De este modo, se identificó 
una pluralidad de situaciones implicadas en la determinación 
de la atención de la salud de las mujeres, y en el encuentro 
o desencuentro producido entre necesidades y percepciones 
con la oferta de servicios propuestos en el marco del proceso 
de descentralización. Se recurrió para ello a datos descriptivos 
desde la mirada de diversos actores y actoras (mujeres de la 
comunidad, trabajadores y trabajadoras de la salud, integrantes 
de consejos locales de salud, autoridades), tanto en el ámbito 
local como nacional.
La selección de casos
Para definir cuáles serían los 10 municipios a estudiar, se 
consideró el conjunto de aquellos que al inicio de la inves-
tigación, en 2006, tuvieran acuerdos de descentralización vi-
gentes en todo el país, los cuales representaban un total de 
34 casos. Se realizó una selección progresiva a partir de la 
aplicación de criterios que incluian aspectos político-institu-
cionales relacionados con la descentralización de servicios de 
salud, el tipo de establecimiento de salud asentado en el mu-
nicipio, el sexo de las autoridades municipales, la diversidad 
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regional y política, y criterios de conveniencia para el trabajo 
de campo. Así, se eligieron los casos en donde el mecanismo 
contaba con mayor tiempo de vigencia, con establecimientos 
en niveles de complejidad del centro de salud u hospital dis-
trital, con administraciones municipales lideradas tanto por 
mujeres como por hombres de los principales partidos políti-
cos, y de diversos departamentos del país.
Los municipios seleccionados se caracterizaron por los si-
guientes factores: todos ellos fueron sujetos de procesos de 
descentralización de los servicios de salud mediante la firma 
de acuerdos entre el CLS, el municipio y el MSPBS. Se im-
plementaron procesos a partir de los acuerdos, y por último, 
contaban con un CLS en funcionamiento. Se consideró la va-
riabilidad de los factores que se presentan en el cuadro 1.
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▶  Cuadro 1. Indicadores de variabilidad
Criterio de 
variabilidad
Cantidad por criterio Variación
Antigüedad desde la 
firma de los acuerdos 
(en el año 2006)
3 grupos
1 con 6 años
7 con 2 años






Política 2 partidos políticos
8 de la ANR
2 del PLRA
Sexo 2 grupos
3 con intendentes 
mujeres
7 con intendentes 
hombres
Tipo de entidad 2 grupos 4 centros de salud
6 hospitales distritales
Fuente: elaboración propia.
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Caracterización de los municipios elegidos















Fram 2000 CS M ANR Itapúa
Carmen del 
Paraná
2004 CS M ANR Itapúa
Coronel 
Bogado
2004 HD M ANR Itapúa
Natalio 2004 HD M ANR Itapúa
San Miguel 2004 CS H ANR Misiones
Santa Rosa 2004 HD H PLRA Misiones
Caaguazú 2004 HD H ANR Caaguazú
Juan Manuel 
Frutos
2004 HD H ANR Caaguazú
Altos 2005 HD H PLRA Cordillera
Eusebio 
Ayala
2005 HD H ANR Cordillera
HD: Hospital distrital  M: Mujer
CS: Centro de salud   H: Hombre
ANR: Asociación Nacional Republicana PLRA: Partido Liberal Radical Auténtico
Fuente: elaboración propia.
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Esquema analítico
En la investigación se utilizó el modelo analítico basado en 
el esquema “Espacio de Decisión. Principal Agente”, elabora-
do por Thomas Bossert (1998; 2000), mediante el que se bus-
ca valorar el rango de opciones para decidir sobre aspectos 
relevantes en el funcionamiento y producción de servicios de 
salud que tienen las entidades descentralizadas y, a partir de 
ello, analizar qué se hizo y que se logró con esta capacidad 
para mejorar la salud de las mujeres y alcanzar la igualdad 
de género. Este esquema fue complementado con un análisis 
exploratorio sobre las percepciones de las usuarias de los 
establecimientos sanitarios acerca de cuestiones referidas a 
su salud, la correspondencia entre la oferta y sus necesidades 
dentro de este ámbito, la atención recibida, su participación 
en los espacios de decisión y los factores políticos, económi-
cos, sociales y culturales que inciden en su bienestar.
El modelo de Bossert asume que las autoridades centra-
les definen las transferencias intergubernamentales y los es-
pacios de decisión; mientras que las locales son capaces de 
influir sobre alternativas distributivas, de recursos humanos y 
prestación de servicios. Sobre esta capacidad local intervienen 
otros factores que definen las características de la localidad, 
como población, grado de urbanización, ingresos, entre otras. 
Finalmente, estos elementos en conjunto pueden determinar 
modificaciones en la prestación de los servicios, cuyo objetivo 
es la equidad, la eficiencia, la calidad y la viabilidad financiera.
La descentralización de servicios de salud implica una 
transferencia de responsabilidades (y de autoridad) desde el 
nivel central de gobierno, en este caso desde el MSPBS hacia 
instancias gubernamentales regionales o locales, o bien ha-
cia organizaciones autónomas o semiautónomas. El modelo 
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prin cipal-agente desarrollado por Bossert propone que des-
de los ministerios de salud (principal) se fijan los objetivos 
de eficiencia, calidad y viabilidad financiera, se establecen 
metas y se utilizan sistemas de monitoreo selectivo, incenti-
vos y penalizaciones para hacer cumplir estos propósitos. Las 
autoridades locales (agentes) son quienes reciben recursos 
y responsabilidades para implementar acciones tendientes a 
alcanzar estos propósitos. Los agentes comparten estos obje-
tivos pero, a su vez, tienen otros intereses y manejan mayor 
información que el principal, lo cual los lleva muchas veces a 
introducir innovaciones. El modelo analiza la relación vertical 
entre ellos, las posibles variaciones y sus resultados.
Partiendo de una revisión conceptual sobre los procesos 
de descentralización de los servicios de salud, Bossert incor-
poró aspectos para valorar el rango de discreción u opcio-
nes permitidas a los agentes de esos procesos. Así, propuso 
que la descentralización puede expandir estas opciones en 
las instancias locales. Para describir esta expansión introdujo 
el concepto de espacios de decisión. El esquema puede ser 
visualizado en el gráfico 2.
Los casos seleccionados fueron revisados de acuerdo con 
este modelo con el objetivo de categorizarlos en cuanto a sus 
niveles de descentralización, tomando criterios definidos en la 
matriz de Bossert (2000), referidos a aspectos financieros, de 
organización de servicios, manejo de recursos humanos, reglas 
de acceso y reglas de dirección; estos aspectos constituyen las 
funciones relevantes para la prestación de servicios de salud. 
Posteriormente, los municipios fueron analizados, también de 
acuerdo con el mismo modelo, con el objetivo de establecer si 
desarrollaron modificaciones en los comportamientos de las ins-
tancias locales de salud y en los resultados, contrastando éstos 
con la percepción de las mujeres.
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Enfoque de igualdad de género
Fuente: elaboración propia a partir de esquema modificado de Bossert . (2000)
▶  Gráfico 2. Esquema analítico para la investigación de descentralización en salud.
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El objetivo de este análisis fue reconstruir el hilo conduc-
tor que se inicia con las decisiones políticas, los instrumentos 
formales derivados para implementar la descentralización de 
servicios de salud en el Paraguay, la creación de nuevas ca-
pacidades locales para actuar, las modificaciones en los servi-
cios locales a partir de las acciones que se han implementado 
y los resultados alcanzados.
Finalmente, se realizó un análisis de la percepción de mu-
jeres usuarias de los servicios de salud, para indagar sus pers-
pectivas y modos de evaluar la prestación de servicios, sobre 
la correspondencia entre éstos últimos y sus necesidades, so-
bre su propia participación en las decisiones provenientes 
de los establecimientos de salud y que atañen directamente 
a sus cuerpos, así como sus representaciones de la salud, la 
enfermedad y la reproducción, y sobre su propia condición 
de mujeres y sus roles.
Fuentes de información y técnicas 
de recolección de datos
La investigación se desarrolló recurriendo a diversas fuen-
tes y modalidades de recolección de información. A partir de 
fuentes primarias se buscó obtener visiones diferentes acerca 
del proceso de descentralización de la salud en el Paraguay, 
en diversos niveles.
En el nivel central se recurrió a autoridades y funciona-
rias/os del MSPBS con responsabilidades sobre la descentra-
lización sanitaria y con conocimientos sobre los mandatos 
nacionales, el diseño de la política y los instrumentos forma-
les, así como sobre los procesos seguidos a partir del inicio 
de su aplicación.
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En los municipios, se obtuvo una variedad de aproxi-
maciones al proceso de las personas responsables de esta-
blecimientos de salud, de las autoridades municipales, de 
integrantes de los consejos locales de salud y de diversas 
organizaciones que operan en la comunidad, en particular 
las de mujeres y aquellas que tienen objetivos vinculados a la 
salud de las comunidades que usan o podrían usar los servi-
cios sanitarios.
El siguiente cuadro presenta un resumen de las fuentes 
primarias, las técnicas de recolección e instrumentos utiliza-
dos y cantidad de datos recogidos.
En cuanto a las fuentes secundarias, se recurrió a registros 
de los servicios de salud de cada municipio, a documentación 
relacionada con la gestión de los consejos locales de salud 
y de los propios municipios, a documentos referidos al pro-
ceso de establecimiento y desarrollo de la descentralización 
sanitaria, a programas de salud ministeriales que incorporan 
componentes de descentralización, a estadísticas e indicado-
res nacionales que dan cuenta de la situación de salud de las 
mujeres en el país y en los municipios estudiados y a biblio-
grafía relacionada con el proceso de descentralización de la 
salud en el Paraguay.
El desempeño de las variables que se presenta en la tabla 
3 corresponde a los puntajes otorgados a cada uno de los 10 
municipios estudiados. Se utilizó un rango que va de 0 a 2, 
donde 0 es el valor asignado cuando no existe evidencia de 
implementación, 1 cuando la implementación se dio antes de 
la descentralización y 2 cuando la modificación se produjo a 
partir de la descentralización, fortaleciendo o creando una ac-
ción específica en función de los indicadores seleccionados.
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▶  Cuadro 3.  Resumen de las fuentes primarias
Fuente Técnica de recolección Instrumento Cantidad
Autoridades ministeriales (ex ministro de salud, 
directores/as generales de programas, de los 
servicios de salud, de coordinación de regiones 





Responsables de instituciones prestadoras de 
servicios de salud en los municipios (directores/




10 entrevistas, una en 
cada municipio estu-
diado.
Autoridades municipales (intendentes/as, ex 
intendentes/as, concejales municipales, respon-





17 entrevistas en 
10 municipios estudia-
dos.
Integrantes de consejos locales de salud.




15 entrevistas en los 10 
municipios seleccio-
nados.
Integrantes de organizaciones comunitarias que 





9 entrevistas en 6 de los 
municipios seleccio-
nados.
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Fuente Técnica de recolección Instrumento Cantidad
Mujeres usuarias y potencialmente usuarias 
de las comunidades.
Encuesta a mujeres mayores 
de 18 años, usuarias que acu-




Muestra representativa en 
los 10 municipios seleccio-




10 grupos focales, uno en 
cada municipio estudiado.
Fuente: elaboración propia.
▶  Cuadro 3.  continuación
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▶  Tabla 3. Desempeño de variables de modificación del comportamiento en las EPSS*














de donantes para 
mujeres
0 0 0 0 0 1 0 0 0 0
Presupuesto local 
desagregado por sexo
0 0 0 0 0 0 0 0 0 0
Desagregación por 
sexo del gasto




0 0 0 0 2 2 2 2 2 2
Farmacias sociales 0 0 0 0 2 2 2 2 2 2
Existencia de horario 
vespertino
0 2 0 0 0 0 0 2 2 2
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Seguro comunitario 0 0 0 2 0 0 0 0 2 2
Atención diferenciada 
a adolescentes
0 0 0 2 0 2 0 0 0 0
Atención a la salud 
mental
0 0 0 0 0 0 0 2 0 0
Indicadores de género 
diferentes a SSR
0 0 0 0 0 0 0 0 0 0
Atención a violencia y 
abuso sexual
0 0 0 0 0 0 0 0 0 0
Atención a la tercera 
edad
0 0 0 0 0 0 0 0 0 0
Atención domiciliaria 0 0 0 0 0 0 0 0 0 0
Atención a personas 
con capacidades 
diferentes
0 0 0 0 0 0 0 0 0 0
                                   
▶  Tabla 3. Continuación
Descentralización de la salud e igualdad de género en Paraguay | 493















1 1 1 1 1 1 1 1 1 1
Nivel salarial 1 1 1 1 1 1 1 1 1 1
Políticas laborales de 
igualdad




ciones específicas de 
mujeres
0 0 0 0 0 0 0 0 0 0
Reglas de exoneración 
a mujeres
0 0 0 0 0 0 0 0 0 0
▶  Tabla 3. Continuación
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CLS con participación  
de mujeres
2 2 2 2 2 2 2 2
Participación en la 
rendición de cuentas
2 2 2 2 2 2 2 2
Trabajo conjunto con 
OSCs
0 0 0 0 0 0 0 0
Promoción de partici-
pación en CLS
0 0 0 0 0 0 0 0
Trabajo conjunto con 
OSCs de género
0 0 0 0 0 0 0 0
RESULTADOS   OPERATIVOS
Fort. de atención de 
urgencias ginecoló-
gicas
1 2 2 1 2 0 2 2 2 2
▶  Tabla 3. Continuación
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Fort. de atención de 
CA de cuello uterino
1 1 2 1 2 1 2 2 2 2
Fort. de atención 
prenatal
1 1 2 1 1 1 1 2 2 2
Fort a SSR 1 1 1 1 1 1 1 2 2 2
Fort. de atención de 
CA de mama
1 1 1 1 1 1 1 2 2 2
TOTAL 11 14 14 11 19 19 19 26 26 26
* Se valora el desempeño general de los 10 municipios estudiados por variable seleccionada con interés de género
para modificación del comportamiento según escala de puntuación 0 a 2
Fuente: elaboración propia.
▶  Tabla 3. Continuación
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